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INTRODUCCIÓN 

 

La política exterior de un Estado son todos aquellos criterios, normas y acciones, 

que se expresan hacia el exterior de un país, mostrando el interés nacional del 

pueblo al que representan frente a otros sujetos del Derecho Internacional, ésta no 

puede ser separada de las acciones internas de un Estado, lo cual crea un 

conjunto de políticas internas y externas que se afectan mutuamente, siempre 

encaminadas hacia un mismo objetivo. 

 

Dentro del ejercicio de la política exterior, encontramos dos ramas de acción de un 

Estado, las relaciones diplomáticas y las relaciones consulares, éstas materias 

son reguladas por la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas del 18 

de abril de 1961 y, la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares del 24 de 

abril de 1963 respectivamente; la primera regula el establecimiento, 

mantenimiento y terminación de relaciones diplomáticas entre Estados, la 

segunda, a su vez, regula el establecimiento, ejercicio y ruptura de relaciones 

consulares. 

 

Las relaciones diplomáticas, en general, abarcan todo tipo de relaciones entre dos 

o más Estados; sin embargo, se suele restringir el significado del término a los 

aspectos políticos más básicos los cuales afectan directamente el ejercicio de la 

soberanía nacional, frente a otra clase de interacciones que comúnmente son 

delegadas a las relaciones consulares, como las comerciales, económicas, 

culturales, científicas o de cooperación técnica. 

 

Como parte de las funciones consulares de los Estados, se estipula dentro de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, la asistencia y 

protección consular, que son actividades fundamentales, encaminadas a brindar el 

mayor apoyo posible a los connacionales que lo necesiten, quienes, en la mayoría 

de los casos, requieren de la asistencia y protección consular para ser asesorados 

y apoyados en sus relaciones con las autoridades del Estado receptor.  
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El Estado acreditante se encarga de llevar a cabo todas aquellas medidas que se 

consideren  necesarias para procurar el respeto a los derechos e intereses de sus 

connacionales dentro del país receptor, ello siempre respetando el derecho 

vigente en el país en el que se encuentre.  

 

La asistencia y protección consular responde a la necesidad de asegurar y 

salvaguardar los intereses, derechos y necesidades de todos aquellos 

connacionales de un Estado que envía dentro del territorio de un Estado receptor, 

éstas funciones consulares se ven principalmente motivadas por el flujo migratorio 

tan intenso que se vive hoy en día en todo el planeta. 

 

Actualmente, la movilidad de personas a nivel internacional se ha incrementado 

por diversos motivos, uno de los principales factores está constituido por las 

personas en situación de pobreza o vulnerabilidad que migran de forma 

permanente a un país distinto en busca de mejorar su calidad de vida. Otro grupo 

de personas que propicia la movilidad internacional, son las que deciden migrar 

temporalmente, conformado por turistas o trabajadores temporales.  

 

México, atendiendo a la realidad del aumento de flujos migratorios, se ha 

pronunciado ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Corte 

Internacional de Justicia, a favor de respetar, cumplir de buena fe y fomentar el 

respeto entre los Estados, a todos aquellos Tratados Internacionales que se han 

celebrado, poniendo especial énfasis en que se cumpla la Convención de Viena 

sobre Relaciones Consulares de 1963. 

 

Es muy importante el respeto de los derechos consulares de un migrante, aún más 

cuando alguno ha sido arrestado presumiéndose que ha cometido algún acto 

ilícito, ya que generalmente éste no posee los medios necesarios para defenderse 

adecuadamente dentro de un sistema legal distinto al de su país, situación que se 

agrava al encontrarse ante un idioma y cultura diferentes al de su nacionalidad. 
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Dadas las desventajas que un migrante tiene al confrontarse ante un sistema legal 

desconocido, junto con limitaciones lingüísticas y culturales, es importante que las 

autoridades competentes del Estado receptor le brinden la información al detenido 

sobre su derecho a ser asistido por su representación consular, en el momento 

exacto que se sepa o se presuma la posibilidad de que es extranjero.  

 

Es importante que la asistencia y protección consular a un detenido extranjero se 

dé los más pronto posible y sea de calidad, necesariamente en todas las fases del 

procedimiento penal, incluidos los interrogatorios, ya que en países donde existe 

la pena capital, la demora o carencia del apoyo consular muchas veces es la 

diferencia entre la vida y la muerte de un migrante. 

 

México, no obstante a su experiencia en asuntos de asistencia y protección 

consular y los pronunciamientos emitidos en pro del respeto a los derechos 

jurídicos de los migrantes ante la comunidad internacional, deja mucho que desear 

en la práctica, debido a que aparenta no mantener una congruencia en la forma en 

que asiste y protege a los connacionales en el exterior y la forma en que trata a los 

extranjeros al interior. Como ejemplo de esta incongruencia en la política exterior 

mexicana tenemos los Casos Avena y Cassez, siendo en el primero México el 

demandante ante la Corte Internacional de Justicia contra Estados Unidos de 

América en el año 2003; mientras en el segundo, es Francia quien realiza un 

reclamo bilateral a México en 2005 por la violación de los derechos consulares de 

Florance Cassez. 

 

En el caso Avena, México demandó ante la Corte Internacional de Justicia a 

Estados Unidos de América por haber incurrido en la violación del artículo 5 y el 

artículo 36 párrafo b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 

1963. En esta demanda se acusa a Estados Unidos de América de no notificar a 

los Consulados Mexicanos sobre la situación jurídica en la que se encontraban 

más de 50 connacionales sentenciados a muerte, así como por evitar mencionar a 
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los compatriotas mexicanos su derecho a la asistencia y protección consular a lo 

largo de su proceso penal, estas omisiones dificultaron el ejercicio consular 

mexicano impidiendo su apoyo durante los procesos penales a los cuales fueron 

sometidos los mexicanos, por lo cual el gobierno de México solicitó a la Corte 

Internacional de Justicia, como forma de reparar el perjuicio ocasionado, que se 

otorgara el restitutio in integrum a cada mexicano incluido en la demanda y que se 

asegurara que Estados Unidos de América no volvería a incurrir en una falta 

similar. 

 

En el Caso Cassez, Francia realizó un reclamo al gobierno mexicano por haber 

violado los artículos 5 y 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963, esto por no haber notificado de forma inmediata a Florence 

Cassez sobre los derechos consulares que le asistían en su calidad de extranjera 

al momento de ser privada de su libertad por las autoridades mexicanas, por  no 

haber  notificado al consulado francés en México de forma inmediata sobre la 

situación jurídica de su connacional y, por haber dado inicio al proceso penal de 

Florence sin asistencia consular violando el debido proceso. 

 

Por todo lo anterior, es menester aclarar que si bien a lo largo del presente estudio 

se mencionaran algunos aspectos claves en el desarrollo de ambos casos, no se 

realizará un análisis exhaustivo de estos, sino que la investigación analizará el 

procedimiento por el cual se resolvieron estos casos, de tal forma que este trabajo 

se llevara a cabo con el fin de establecer si en el Caso Cassez existió o no un 

proceso legal erróneo que comprometiera las obligaciones internacionales de 

Estados Unidos Mexicanos, tomando como referente el Caso Avena, además se 

intentará generar un nuevo conocimiento que sirva de antecedente o atingente 

futuro, en caso de que México u otros sujetos del derecho internacional se vean 

involucrados en situaciones semejantes o iguales. 
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CAPITULO 1 

LA ASISTENCIA Y PROTECCIÓN CONSULAR, SUS DIFERENCIAS 

CON LA ASISTENCIA Y PROTECCIÓN DIPLOMÁTICA Y SU 

AMBITO NORMATIVO EN MÉXICO 

 

1.1.- EN QUÉ CONSISTE LA ASISTENCIA Y PROTECCIÓN CONSULAR 

 

Dentro de las relaciones internacionales la política exterior sin duda ocupa un 

lugar preponderante, es aquí donde las funciones diplomáticas y consulares se 

gestan para ser puestas en práctica como las relaciones formales  entre Estados y 

demás sujetos del Derecho Internacional, de forma bilateral o multilateral, así, con 

el fin de fomentar el mejor funcionamiento posible de la política exterior, cada país 

se ha encargado de establecer órganos propios, de forma permanente o temporal, 

dentro de otros países. 

 

Para poder realizar un estudio de política exterior es necesario definirla, lo cual no 

es nada sencillo, ya que en realidad existen autores que afirman que no hay una 

política exterior de Estado real, sin embargo, entrar en ese debate es una tarea 

que no compete al presente estudio, así que, para definirla se usara la 

conceptualización de Velázquez Flores la cual dice: “La política exterior está 

conformada por aquellas conductas, posiciones, actitudes, decisiones, y acciones 

que adopta un Estado más allá de sus fronteras, que se fundamentan en el interés 

nacional y sus objetivos concretos.”1  

 

Hoy en día la política exterior, con base en las metas establecidas por el interés 

nacional, toma acciones derivadas de los objetivos nacionales, en busca de 

satisfacer las necesidades más imperiosas a través de sus organismos 

                                                           
1  Velázquez Flores, Rafael; Factores, bases y fundamentos de la política exterior de México, p. 20. 
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diplomáticos y consulares, los cuales cuentan con una infinidad de instrumentos, 

tanto internos como externos, que van enfocados a la protección de libertades y 

derechos de ámbito universal como: 

 

 Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH), proclamada por 

la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas (ONU) en su 

Resolución 217 (III) en 1948. 

 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, proclamado por la 

Asamblea General de la ONU en su resolución 2200 A (XXI) en 1966, con 

entrada en vigor en 1976. 

 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes. Proclamada por la Asamblea General de la ONU en 1984, 

con entrada en vigor en 1987. 

 

Estos acuerdos son muestra de que existe interacción entre el Derecho 

Internacional y el Derecho Convencional “Tal interacción ha permitido la síntesis 

de un consenso sobre el contenido sustantivo de un estándar único de protección 

del particular, nacional o extranjero…”.2  

 

Cada Estado es responsable de cumplir y hacer cumplir los tratados a los cuales 

está suscrito, a través de sus funciones internas, consulares y diplomáticas, 

regulando mediante normas y leyes los derechos y obligaciones que atañen tanto 

a su pueblo -se encuentre esté dentro o fuera del territorio nacional-, así como a 

los extranjeros que se encuentren dentro de la jurisdicción Estatal. 

 

Con el gran tránsito de personas a nivel mundial hoy en día es más que necesario 

que los países cuenten con buenas representaciones diplomáticas y consulares 

                                                           
2 El derecho de protección diplomática y consular del ciudadano de la Unión Europea, Consultado en línea 

URL: 

http://www.mexicodiplomatico.org/lecturas/Derecho%20de%20proteccion%20Diplomatica%20y%20Consul

ar%20del%20ciudadano%20en%20Union%20Europea_56%20pags.pdf el 13-11-2014. 
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con otros Estados o regiones, con el fin de establecer un eficiente y eficaz nexo 

entre el Estado y sus connacionales al encontrarse fuera del país. 

 

Para que exista un buen empalme Estado-connacional, debe haber consonancia 

en las funciones diplomáticas y consulares, las cuales “… no sólo se muestran 

unidas por un perfil externo común, sino, como no podía ser de otra manera, por 

presentar, en su forma de ser, caracteres análogos.”3 Ello es causa de estar 

coordinadas por un mismo órgano interno encargado de mantener una política 

congruente, no obstante en los objetivos y actividades que realizan se pueden 

observar diferencias. 

 

 1.1.1.- Origen de la asistencia consular 

 

La asistencia consular es un espacio que en las relaciones internacionales ha ido 

cambiando y sigue evolucionando en nuestros días, pues responde a las 

demandas que surgen en los diferentes contextos creados al paso del tiempo. En 

un principio la asistencia consular fue dada por las relaciones comerciales entre 

pueblos distintos que abrieron paso a la creación de los primeros consulados que 

respondían en su ascendencia a la necesidad de proteger los intereses 

económicos de los comerciantes que dejaban su lugar de origen para establecerse 

en un territorio extranjero, o al ir y venir con frecuencia de un pueblo a otro. 

 

La evolución del cónsul creció al ritmo en que las sociedades lo hacían al expandir 

los alcances de sus intercambios comerciales, fue en los siglos XIII, XIV y XV que 

con la innovación de los grandes navíos comerciales el comercio internacional se 

extendió a pasos agigantados y con ello la institución consular, Zourek nos dice 

que en esta época: 

 

                                                           
3 Vilariño Pintos, Eduardo; Curso de derecho diplomático y consular: parte general y derecho diplomático, 

p.27. 
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“En 1251, la ciudad de Genova obtuvo del rey Fernando III de Castilla el derecho 

de tener en Sevilla cónsules que gozaban de poderes no sólo para fallar los pleitos 

entre genoveses, sino también entre genoveses y sevillanos. En el siglo XIII, 

Venecia tenía cónsules en más de treinta ciudades. En 1347, el rey Pedro IV de 

Aragón confirió a la ciudad de Barcelona el derecho de crear un tribunal 

consular.”4 

 

Desde estos momentos los cónsules actuaban principalmente en forma de jueces 

o abogados, posteriormente en Grecia surge la figura de la proxenie greiga que 

viene de los términos Pro- por y Xenos- extranjeros es decir, por los extranjeros lo 

que vendría equivaliendo a un cónsul en Grecia. 

 

Con el aumento de las funciones consulares, fue necesario que se reglamentaran 

sus competencias, las cuales residían en el trato que el Estado otorga a las 

personas que pertenecen a su jurisdicción, así, en tiempos del imperio romano se 

fundaron leyes para dar solución a los diversos problemas que un extranjero 

pudiese adquirir dentro del territorio, estas normas eran conocidas como “derecho 

de gentes”, mientras que la victima de las acciones del Estado era un extranjero y 

que, bajo ciertas condiciones, el Estado se convertía en el amparo de su 

reclamación, ejerciendo así su derecho a la protección consular de su residente 

nacional.  

 

Por medio de las costumbres y usos aplicados por los cónsules de la época, y con 

el impulso del comercio marítimo que demandaba una fuerte y eficiente 

representación para defender los intereses de las distintas naciones, surge el 

primer antecedente de Derecho Consular5 que se codificó a través de un libro 

sobre derecho del mar (Consolato del mare), “… que fue redactado, según la 

                                                           
4 Organización de las Naciones Unidas; Resolución A/CN.4/108, p.80. 

5 El Derecho Consular es “(…) un conjunto de normas ya sea convencionales o consuetudinarias que van a 

regular el establecimiento de las relaciones consulares, de las oficinas consulares y de la función consular.” 

Sergio Guerrero Verdejo; Derecho Internacional Público: Diplomático y Consular,  p.95. 
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opinión general, en Barcelona, en el siglo XIV. Constituye una modificación 

completa del Derecho Marítimo de esa época, según el cual los litigios entre 

marinos y comerciantes eran fallados por dos magistrados llamados cónsules.”6  

 

Ya a finales de la edad media y con el gran descubrimiento geográfico del 

continente Americano, junto con la transición de la economía a un sistema feudal 

donde el poder político de los reyes se consolido, se comenzaron a crear grandes 

ciudades que fueron base para establecer mercados de gran tamaño, con ello se 

fortaleció el comercio internacional, y a la par el desarrollo de los consulados. 

 

Con el auge del comercio alrededor del globo, poco a poco se establecieron las 

rutas comerciales marítimas para eficientizar el traslado de mercancías, sin 

embargo, también aumento el crimen y comenzó una época de intensa piratería, 

es aquí donde las necesidades convierten al cónsul en un representante de 

Estado. “En tales condiciones, sólo los cónsules se hallaban en situación de 

asegurar una protección, por pequeña que fuera, al comercio internacional. Pero 

para ello habían de tener una autoridad suficiente, lo que creó la necesidad de 

transformar al cónsul-juez en un verdadero funcionario público.”7 

 

Con el paso del tiempo, como es natural, las funciones consulares han ido 

transformándose al ritmo en que evolucionan las sociedades y sus necesidades, 

abriéndose un abanico amplió de puntos de injerencia concernientes a un 

consulado, para así poder velar por los derechos e integridad de los compatriotas 

dentro de un Estado receptor. 

 

Durante un periodo extenso las funciones consulares se regían de forma 

consuetudinaria en todas las actividades sin existir algún parámetro real en la 

forma de actuar entre Estados que especificara derechos y obligaciones, no fue 

                                                           
6 Organización de las Naciones Unidas; Resolución A/CN.4/108, op.cit., p.81. 

7 Idem. 
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sino hasta que se implementó la Convención de Viena Sobre Relaciones 

Consulares de 1963, que se estableció un código que incluye una amplia gama de 

elementos tales como los culturales, deportivos, políticos, sociales, educativos, 

económicos, científicos, entre otros. 

 

A partir de este tratado el consulado “Adquirirá competencias en nuevos campos 

como la navegación aérea y recuperará, en cierta medida, funciones … como son 

la protección de los intereses del Estado enviante, la información al mismo y el 

fomento de las relaciones entre éste y el receptor.”8 Es la primera convención de 

carácter multilateral que establece el tipo de funciones, el inicio y el fin de la 

función y tipos de cónsules. 

 

Un cónsul es un funcionario oficial de carácter público  que un Estado acredita en 

un país extranjero para prestar sus servicios a sus nacionales, realizando 

funciones administrativas, notariales y judiciales, siempre velando por los intereses 

del sujeto moral o físico que lo demande y el interés nacional.  

 

La representación consular de un Estado ante el gobierno de otro país realiza de 

carácter permanente o temporal varias funciones, como la asistencia consular, 

proteger a los connacionales que se  localicen en su circunscripción, fomentar las 

relaciones comerciales, económicas, culturales y científicas entre ambos países, 

expedir documentación a nacionales y extranjeros en los términos que dicte su ley 

interna, actos del Registro Civil, testamentos, protección Consular, visado de 

certificado de embalsamamiento y tránsito de cadáveres, entre otras. 

 

Con fin de ayudar a un connacional que se encuentre en el extranjero cuando esté 

lo requiera, por el motivo que sea, los consulados tienen el deber de asistir a su 

compatriota, pero para asimilar que debemos entender por asistir la Real 

Academia Española nos marca que es: “Servir o atender a alguien, especialmente 

                                                           
8 Vilariño Pintos, Eduardo; op cit., p.86. 
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de un modo eventual o desempeñando tareas específicas.”9 Por lo tanto asistir lo 

podemos entender como la ayuda que se presta por parte de un cónsul a un 

compatriota que consiste en asesorar y apoyar en cualquier tipo de relación que 

se tenga entre sí, con la autoridad del Estado receptor o con particulares 

extranjeros. 

 

La asistencia consular es sólo una de las varias funciones que desempeña un 

consulado, sin embargo, puede ser la más básica pues es aquí donde se presta al 

nacional “… toda la ayuda o, desde luego, la información que necesitan para tratar 

de resolver sus problemas …”.10 Por lo tanto el cónsul tiene que facilitar los 

recursos necesarios para mediar o resolver el conflicto que tenga el compatriota al 

que atiende, con fin de llevar al mejor termino posible cualquier situación, pero 

siempre cuidando que sus actividades no entren en conflicto con las normas del 

Estado receptor. 

 

 1.1.2.- Áreas de asistencia consular 

 

 1.1.2.1.- Civil 

 

Como se ha podido advertir la esencia de la función consular constituye un 

servicio de naturaleza pública, tiene como misión realizar y promover acciones 

destinadas a garantizar el respeto de los derechos de los connacionales de un 

Estado que Envía en el exterior, así como brindar atención, apoyo y asistencia en 

cualquiera que sea su situación migratoria en el Estado receptor. 

 

La orientación en cuestiones civiles dentro de las funciones consulares que tengan 

que ver con las responsabilidades que puedan surgir de las relaciones entre las 

                                                           
9 Real Academia Española; Diccionario de la lengua española. Consultado en línea URL: 

http://lema.rae.es/drae/srv/search?id=9GfowEfMBDXX2pcpdV4B el 22-02-2015. 

10 Vilariño Pintos, Eduardo; op cit., p.343. 
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personas o, entre las personas y el Estado, cuando éste último renuncia a su 

potestad pública, se podría ver como una interacción entre el Derecho 

Internacional Privado11 y el derecho consular. 

 

La correlación entre el derecho consular y el derecho internacional privado es 

debida, por un lado, a las relaciones entre personas físicas y jurídicas de 

diferentes nacionalidades, por otro lado, a que el elemento internacional privado 

“No es un derecho internacional por la fuente de producción de sus normas, sino 

por el objeto regulado, es decir el tráfico jurídico externo.”12 

 

Ahora bien, la labor civil dentro del ejercicio consular tiene el fin de garantizar a las 

personas los derechos respecto con su vida privada, los que afectan su vida 

cotidiana, como podría ser, el derecho sobre los bienes muebles e inmuebles, 

registro civil (registro de matrimonios, nacimientos, defunciones),  los contratos, 

matrimonio, funciones respecto a menores e incapaces, brindar documentación, 

los testamentos, Declaratorias de nacionalidad o, emancipaciones. 

 

Por lo general, los servicios consulares en materia civil varían de nación a nación, 

debido a que los códigos civiles de cada Estado son distintos, sin embargo, la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 en su artículo 5 nos 

menciona algunos deberes consulares en materia civil, como, la expedición de 

documentos, actuar en calidad de notario público, funcionario de registro civil, 

casos de sucesión por muerte y, velar por intereses de menores y de personas 

que carezcan de capacidad plena. 

 

 

                                                           
11 Derecho internacional privado es : “el conjunto de normas que, fundamentalmente, regula las relaciones 

de derecho privado (de los particulares o de los particulares con el Estado) con la presencia del elemento 

extranjero, aplicando en la solución derecho nacional y extranjero, siempre y cuando éste no vaya en contra 

de las normas de orden público interno.” Guerrero Verdejo, Sergio; Derecho internacional privado, p.14. 

12 Derecho internacional privado: concepto, caracteres, objeto y contenido, p.21. consultado en línea URL: 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3261/3.pdf el 16-08-2015. 



  

13 

 

 

 

  1.1.2.2.-  Repatriación 

 

Cuando una persona ha migrado y se encuentre localizada en un país distinto a la 

de su nacionalidad, se vea con la necesidad de regresar a su lugar de origen, sea 

por su voluntad o por obligación, encontrándose en situación de vulnerabilidad o 

de extrema emergencia, pero no cuenta con los medios ni recursos necesarios 

para tal objetivo, puede solicitar la ayuda consular para que le sea procurado el 

regreso a su nación, por su respectivo consulado. 

 

La repatriación es el proceso en el que una persona que ha estado viviendo en el 

extranjero, regresa a su país de origen, en México, por ejemplo, de acuerdo con la 

Ley General de Población en su artículo 81 se considera como repatriados a “… 

los emigrantes nacionales que vuelvan al país después de residir por lo menos 

dos años en el extranjero.”13 

 

En el mismo sentido la Organización Internacional para las Migraciones nos dice 

que el derecho de retorno es el “Movimiento de personas que regresan a su país 

de origen o a su residencia habitual, generalmente después de haber pasado por 

lo menos un año en otro país. Este regreso puede ser voluntario o no.”14 Cuando 

el regreso es forzado éste debe ser generalmente fundado en una decisión 

administrativa o judicial. 

 

Los casos en que los consulados brindan atención en el retorno de sus 

connacionales varía de país a país, sin embargo, la figura de repatriación vista 

                                                           
13 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión; Ley General de Población, p.14. Consultado en línea 

URL: 

http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/aspectosmetodologicos/clasificadoresycatalogos/doc/f

ederal/LGDP.pdf el 16-08-2015. 

14 Organización Internacional para las Migraciones; Glosario sobre migración, p.39. 
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como un derecho de prisionero de guerra o refugiado si se llega a ver en acuerdos 

internacionales como: 

 

“(Convenciones de Ginebra de 1949 y los Protocolos de 1977, Reglamento sobre 

las leyes y costumbres de la guerra terrestre, anexo a la Cuarta Convención de La 

Haya de 1907, Instrumentos de derechos humanos así como también el derecho 

internacional consuetudinario). El derecho a la repatriación se confiere a la 

persona a título individual y no a la autoridad que la retiene. Además, la 

repatriación, está sujeta a la obligación de la autoridad de liberar a las personas 

elegibles (soldados y civiles) y a la obligación del país de origen de recibir sus 

propios nacionales. Repatriación es un término que también se aplica en 

situaciones de crisis al personal diplomático y a los funcionarios internacionales.”15 

 

Cuando una persona que se encuentra en territorio extranjero y expresa 

voluntariamente a su respectivo consulado  el deseo de ser repatriado, el 

consulado debe brindar ayuda a su connacional, si es que ésta persona reúne los 

requisitos que su Estado de origen pide para poder llevar a cabo dicha acción. 

 

En la actualidad los consulados se ven muy activos en éste ámbito de asistencia, 

en varias regiones del mundo,  a causa principalmente de guerra o por ambientes 

antimigrantes, que obligan a las personas a tomar la decisión de repatriarse por 

autodeterminación, dado que las condiciones de vida se hacen intolerables. 

 

Los consulados también gestionan otro tipo de repatriación, que es la de restos 

humanos, ésta acción aplica en caso de que un familiar hubiere fallecido en el 

extranjero y se desea recuperar el cuerpo y trasladarlo a su país de origen. 

 

Entre las labores de los consulados se encuentran las de dar asesoría sobre las 

acciones a seguir para recuperar los restos, en un determinado caso apoyar 

                                                           
15 Organización Internacional para las Migraciones; Glosario sobre migración, p.63. 
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económicamente para el traslado de los mismos, así como brindar información 

sobre funerarias que ofrezcan precios accesibles con un servicio profesional, 

debido a que por lo general son las funerarias las encargadas de realizar los 

trámites y servicios. 

 

En casos de indigencia, enfermedad o, ser víctima de un delito como trata de 

personas-secuestro, el Consulado coordina la repatriación de personas 

vulnerables de acuerdo con los parámetros del Estado del cual es parte la persona 

que solicita, con el fin de vigilar y garantizar que dicho proceso se lleve a cabo de 

una manera segura, ordenada y humanitaria. 

 

  1.1.2.3.- Migratorio 

 

Con la motivación de ayudar a un compatriota sin importar la situación migratoria 

en la que se encuentre dentro de un Estado receptor, los consulados están para 

vigilar el respeto a los derechos de sus connacionales, para ello uno de los 

mecanismos para prevenir violaciones a sus derechos, es el de brindar toda la 

documentación migratoria necesaria. 

 

“Para realizar las labores de Protección, los Consulados parten de la 

documentación cuya función va desde la expedición de documentos de identidad y 

de viaje a los connacionales,  visados o documentos adecuados a los extranjeros 

que deseen viajar a nuestro país, hasta la función de Registro Civil y Notaría.”16 

 

Entre la documentación migratoria que es expedida por los consulados podemos 

encontrar la de pasaporte, certificados de nacionalidad, certificados de petición de 

parte, certificados de matrícula consular, actas de nacimiento, actas de defunción, 

actas notariales (otorgamiento y revocación de poderes o, testamentos), y actas 

de matrimonio. 

                                                           
16 Arámbula Reyes, Alma; Protección consular a los mexicanos en el exterior, p.11. 
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En el caso de brindarle documentación a extranjeros, el ejercicio consular “… 

comprende la expedición de visas y documentos migratorios a turistas, visitantes, 

hombres de negocios, transmigrantes, y estudiantes, así como Certificado de 

Menaje de Casa.”17 

 

Además, los departamentos consulares encargados de brindar asesoría a los 

connacionales que residen dentro de su jurisdicción en materia migratoria, pueden 

dar consultas sobre cualquier duda que se tenga en materia jurídica, cultural, 

social, comercial, educativa, procedimientos migratorios judiciales (deportación), 

cuestiones de residencia, entre otras áreas, guiando a los compatriotas con base a 

el tipo de documentación migratoria que posean o la falta de documentación. 

 

En general se observa que la función consular en materia migratoria se encarga 

de brindar orientación general sobre asuntos migratorios de distinta índole, 

guiando a sus nacionales con las dudas que tengan con respecto a su situación 

migratoria particular dentro de un Estado receptor. 

 

  1.1.2.4.- Laboral 

 

Sin importar la condición migratoria de un trabajador que se encuentre en un 

Estado distinto al de su nacionalidad, la protección de los derechos de los 

trabajadores a través de los consulados, ha sido una prioridad, dado que una de 

las razones más comunes por lo que las personas migran de un país a otro, es la 

laboral. 

 

Las oficinas consulares tiene que asistir a los connacionales que laboren dentro 

del Estado receptor, “… deben orientarles y atenderles en lo relativo a su 

instalación e incorporación al trabajo, así como en su integración social. Respecto 

                                                           
17 Arámbula Reyes, Alma; Protección consular a los mexicanos en el exterior,  p.13. 
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a los emigrantes ilegales, deben asistirles para garantizarles el trato adecuado por 

el Estado receptor, y a la vez colaborar con las autoridades de este Estado 

receptor respecto a la solución que proceda.”18 

 

Es frecuente que los trabajadores migrantes tengan una escasa protección social, 

y sean vulnerables a la explotación, mal trato, discriminación, pagos atrasados o, 

accidentes. Como un medio de protección a los trabajadores migrantes, Naciones 

Unidas en la rama de Derechos Humanos estipula en la Convención Internacional 

de las Naciones Unidas sobre la Protección de los Derechos de todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus familiares de 1990, las normas sobre derechos 

laborales de los migrantes, para la garantía de una adecuada protección a los 

derechos de  los trabajadores migrantes. 

 

Los consulados deben encargarse de velar por el cumplimiento de los derechos de 

sus connacionales incluyendo sus derechos laborales, de acuerdo con la 

legislación laboral interna del país receptor y los derechos generalmente 

aceptados incluidos en la Convención sobre la Protección de los Derechos de 

todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, donde se encuentra en su 

apartado tercero, todos los derechos concernientes a los derechos humanos de 

los trabajadores migratorios y sus familias. 

 

En el apartado cuarto de la Convención sobre la Protección de los Derechos de 

todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares se encuentran estipulados 

otros derechos de los trabajadores migratorios de los cuales destacaremos: 

 

“Artículo 36 Los trabajadores migratorios y sus familiares que estén documentados o se 

encuentren en situación regular en el Estado de empleo gozarán de los derechos 

enunciados en la presente Parte de la Convención, además de los enunciados en la parte 

III … . 

                                                           
18Lauri Mcbeal; Derecho diplomático y consular: derecho consular, p.24. Consultado en línea URL: 

http://www.academia.edu/6902095/DERECHO_DIPLOM%C3%81TICO_Y_CONSULAR el 17-08-2015. 
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Artículo 37 Antes de su partida, o a más tardar en el momento de su admisión en el Estado 

de empleo, los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a ser plenamente 

informados por el Estado de origen o por el Estado de empleo, según corresponda, de 

todas las condiciones aplicables a su admisión y, particularmente, de las relativas a su 

estancia y a las actividades remuneradas que podrán realizar, así como de los requisitos 

que deberán cumplir en el Estado de empleo y las autoridades a que deberán dirigirse para 

que se modifiquen esas condiciones. 

 

Artículo 38 1. Los Estados de empleo harán todo lo posible por autorizar a los trabajadores 

migratorios y sus familiares a ausentarse temporalmente sin que ello afecte a la 

autorización que tengan de permanecer o trabajar, según sea el caso. Al hacerlo, los 

Estados de empleo deberán tener presentes las necesidades y obligaciones especiales de 

los trabajadores migratorios y sus familiares, particularmente en sus Estados de origen … . 

 

Artículo 43 1. Los trabajadores migratorios gozarán de igualdad de trato respecto de los 

nacionales del Estado de empleo en relación con: 

a) El acceso a instituciones y servicios de enseñanza, con sujeción a los requisitos 

 de admisión y otras reglamentaciones de las instituciones y servicios de que se 

 trate; 

b) El acceso a servicios de orientación profesional y colocación; 

c) El acceso a servicios e instituciones de formación profesional y readiestramiento; 

d) El acceso a la vivienda, con inclusión de los planes sociales de vivienda, y la 

 protección contra la explotación en materia de alquileres; 

e) El acceso a los servicios sociales y de salud, siempre que se hayan satisfecho 

 los requisitos establecidos para la participación en los planes correspondientes; 

f) El acceso a las cooperativas y empresas en régimen de autogestión, sin que ello 

 implique un cambio de su condición de trabajadores migratorios y con sujeción a 

 las normas y los reglamentos por que se rijan los órganos interesados; 

g) El acceso a la vida cultural y la participación en ella … . 

 

Artículo 48 1. Sin perjuicio de los acuerdos aplicables sobre doble tributación, los 

 trabajadores migratorios y sus familiares, en lo que respecta a los ingresos en el 

 Estado de empleo: 

a) No deberán pagar impuestos, derechos ni gravámenes de ningún tipo que sean 

 más elevados o gravosos que los que deban pagar los nacionales en 

 circunstancias análogas; 
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b) Tendrán derecho a deducciones o exenciones de impuestos de todo tipo y a las 

 desgravaciones tributarias aplicables a los nacionales en circunstancias análogas,

  incluidas las desgravaciones tributarias por familiares a su cargo (…). 

 

Artículo 50 1. En caso de fallecimiento de un trabajador migratorio o de disolución del 

matrimonio, el Estado de empleo considerará favorablemente conceder autorización para 

permanecer en él a los familiares de ese trabajador migratorio que residan en ese Estado 

en consideración de la unidad de la familia; el Estado de empleo tendrá en cuenta el 

período de tiempo que esos familiares hayan residido en él … . 

 

Artículo 51 No se considerará que se encuentren en situación irregular los trabajadores 

migratorios que en el Estado de empleo no estén autorizados a elegir libremente su 

actividad remunerada, ni tampoco se les retirará su autorización de residencia por el solo 

hecho de que haya cesado su actividad remunerada con anterioridad al vencimiento de su 

permiso de trabajo, excepto en los casos en que la autorización de residencia dependa 

expresamente de la actividad remunerada específica para la cual hayan sido aceptados … 

. 

 

Artículo 56 1. Los trabajadores migratorios y sus familiares a los que se refiere la presente 

parte de la Convención no podrán ser expulsados de un Estado de empleo salvo por 

razones definidas en la legislación nacional de ese Estado y con sujeción a las 

salvaguardias establecidas en la parte III … ”.19 

 

Como se puede observar la gama de derechos laborales de un migrante que 

tienen que ser atendidas por los consulados es muy amplia; sin embargo, dentro 

de sus tareas también se encuentran las de brindar asesoría sobre asistencia  en 

recuperación de salarios no pagados, indemnizaciones por accidentes ocurridos 

en el lugar donde el compatriota labora,  brindar información acerca de los 

posibles riesgos de seguridad en el empleo o, información general sobre dudas y 

peguntas referentes al desarrollo del ámbito laboral en el extranjero. 

 

                                                           
19 Naciones Unidas Derechos Humanos; Convención internacional sobre la protección de los derechos de 

todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, 18 de diciembre de 1990, consultado en línea URL: 

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CMW.aspx el 18-08-2015. 
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De igual manera dentro de la función consular, el cónsul puede contactarlo “… con 

abogados reconocidos y confiables para que lo representen u orienten para, en 

caso de considerarlo necesario, entablar demandas por concepto de accidente de 

trabajo o enfermedad profesional.”20 

 

El objetivo primordial de la asistencia consular en materia laboral es el de evitar 

abusos por parte de empleadores en el Estado receptor, por no otorgar pagos 

justos por el trabajo realizado,  por salarios no pagados, o no pagados en tiempo y 

forma conforme a la ley, por abusos del empleador por explotación, discriminación 

o, violentar los derechos y garantías del connacional. 

 

  1.1.2.5.- Penal 

 

Los problemas de toda índole que pueden surgir a raíz de una detención o 

encarcelamiento de un connacional del Estado que envía dentro en un país 

receptor pueden ser severos, debido a que por lo regular un extranjero desconoce 

los derechos posee, las maneras en que puede defenderse, se encuentra con una 

cultura y unos modos de vida distintos al de su nacionalidad que pudieran llegar a 

impedir su forma de actuar y, en la mayoría de los casos el problema más 

apremiante al cual se enfrenta, es con un idioma diferente que no comprende e 

imposibilita que pueda comunicarse en todo sentido. 

 

Es en estos casos, cuando la ayuda del cónsul a su compatriota es necesaria, 

debido a que toda persona que migre a una país extranjero siempre se verá sujeta 

a respetar las leyes del país al cual migró, dichas normas pueden variar 

considerablemente a las que se encuentran en vigor en el Estado de su 

nacionalidad y podría infringir leyes sin saberlo. 

 

                                                           
20 Secretaria de Relaciones Exteriores; Asistencia y protección consular, consultado en línea URL: 

http://consulmex.sre.gob.mx/boise/index.php/asistencia-consular el 18-08-2015. 
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En el supuesto de que un extranjero quebrante una ley en el Estado receptor, se 

verá sujeto al procedimiento judicial según las leyes de dicho país sin que sea 

posible librarle de comparecer ante los jueces locales ni, dispensarle de la 

sentencia dictada contra él, pues el desconocimiento de una ley no libra a nadie 

de la obligación de cumplirla. 

 

El cónsul se hace cargo de apoyar a los compatriotas que puedan tener problemas 

en el ámbito penal, como visitas a los presos en cárceles federales y estatales, 

para vigilar que sus derechos humanos sean respetados, asegurarse de que el 

derecho de comunicación libre entre el consulado y su connacional sea cumplido 

ya que “… se trata de un derecho complejo que comprende … que los arrestados, 

detenidos o presos extranjeros puedan comunicar al consulado su detención y 

recibir asistencia de éste con el contenido y límites establecidos por el Convenio 

de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 …”.21 

 

“El Consulado tiene el compromiso de verificar la situación física de una persona 

en cualquier centro de detención y dar seguimiento a su situación, en caso de ser 

indiciada; o procesada (a través del debido proceso jurídico establecido por la ley), 

ante una autoridad …”.22 competente del Estado receptor, con la finalidad de 

asegurar a sus nacionales un trato adecuado en su situación y respeto a sus 

derechos. 

 

Todas las oficinas consulares en todo momento deben de actuar en concordancia 

con las leyes y reglamentos del Estado receptor donde un connacional se 

encuentra privado de su libertad, dentro de las actividades que realizan 

generalmente los consulados, dentro de su función de asistencia y protección 

penal,  podemos encontrar las de establecer comunicación directa con el 

connacional que pide ayuda, notificar a los familiares del compatriota sobre la 

                                                           
21 De Hoyos Sancho, Monserrat; El proceso penal de la unión europea; garantías esenciales, p.161. 

22 Secretaria de Relaciones Exteriores; Asistencia y protección consular, op.cit. 
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situación de éste, visitarle periódicamente, entregar/recibir correspondencia, 

asistirle si desea solicitar su traslado al país de origen cuando sea posible, brindar 

asistencia jurídica, facilitarle información sobre abogados de confianza, recabar 

información del caso y, asegurar el cumplimiento de sus derechos. 

 

Ahora bien, para el buen ejercicio de la labor penal de un consulado, el 

cumplimiento por parte del Estado receptor de dar aviso sobre el derecho a la 

información sobre la asistencia consular de manera rápida después de privar de la 

libertad a un extranjero, puede ser determinante en el resultado de un proceso 

penal, ya que ese derecho garantiza que el detenido obtenga toda la información 

necesaria en su idioma que podría ayudarle a dar la mejor solución posible a su 

situación jurídica. 

 

A decir verdad, el derecho a la información  sobre la asistencia consular podría ser 

vital, pues en casos donde el país receptor tiene pena de muerte, de aplicarse 

ésta a un extranjero que no conocía sus derechos, implicaría que aquella pena 

impidiera toda posibilidad de subsanar el daño, por éste motivo el cónsul debe 

realizar visitas periódicas a los centros penitenciarios para asegurar que no haya 

algún connacional al cual se le haya violado el derecho de comunicarse con el 

consulado. 

 

Sin embargo, no sólo es importante dar aviso al extranjero sobre el derecho de 

comunicarse con su consulado, para que el cónsul pueda ejercer de mejor manera 

sus funciones de protección y asistencia en materia jurídica, sino que este hecho 

debe darse sin demora, si se toma en cuenta el objeto y fin del artículo 36 fracción 

b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 que indica el 

concepto  sin dilación, esto quiere decir que:  
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“… el Estado debe cumplir con su deber de informar al detenido sobre los 

derechos que le reconoce dicho precepto al momento de privarlo de libertad y en 

todo caso antes de que rinda su primera declaración ante la autoridad.”23 

 

De tal modo, para que un consulado pueda garantizar una eficiente y eficaz 

asistencia a un compatriota que ha sido privado de su libertad, es necesario que 

haya cooperación entre el Estado que envía y el Estado receptor con fin de 

fomentar la comunicación entre ellos, para que así el cónsul del país que envía 

tenga aviso oportuno  y pueda actuar de la mejor manera posible en auxilio de su 

connacional. 

 

Si durante las visitas periódicas que son realizadas por los consulados a los 

centros penitenciarios del Estado receptor se detectan casos de no notificación 

consular, el cónsul deberá promover, la nulidad de las actuaciones judiciales, 

suspender el proceso judicial o reponer el proceso a favor del compatriota por 

infringir la norma internacional de la notificación consular. 

 

1.1.3.- Protección Consular 

 

La asistencia y protección consular se ven íntimamente relacionadas desde sus 

inicios, en un determinado caso el ejercicio de ambas podría hacerlas parecer lo 

mismo, sin embargo, la primera tiene la función de ayudar en diversas formas a un 

nacional, además de otros quehaceres anteriormente mencionados, mientras que 

la protección se aboca a un punto más específico de auxilio. 

 

En lo que respecta a la protección consular, podemos encontrar un antecedente 

que se gesta en Grecia por la necesidad que tenían las grandes ciudades de 

proteger a sus ciudadanos a través de la proxenie, donde él proxene tenía el 

                                                           
23 Organización de Estados Americanos; Opinión consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. El derecho a 

la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal, p.175. 
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deber de reguardar a las personas que pertenecieran a sus jurisdicción, actuando 

como vocero en juntas y sirviendo como testigo legal. 

 

El autor Cesar Sepúlveda nos menciona algunas labores que se desempeñaban, 

“En Grecia había dos clases de agentes consulares, los prostates, que eran 

designados por los extranjeros para actuar como intermediarios en relaciones 

políticas y legales; y los  proxenus que representaban a los nacionales  de otro 

país ahí  radicados, así como para darles protección.”24 

 

Como es natural la protección consular al paso del tiempo ha venido 

evolucionando al ritmo de las sociedades y a la par de la asistencia consular, se 

ha transformado desde ser un representante o cónsul hasta convertirse en un 

órgano Estatal dentro del territorio de otro país, actualmente con el inmenso 

tránsito de personas alrededor del globo, la protección a los derechos de los 

migrantes, es un principio en las relaciones internacionales que en foros y 

convenciones internacionales se marca como valor de carácter universal. 

 

Entonces ¿Qué debemos entender por protección consular? Luis Wybo nos dice 

que protección es:  

 

“Actividad primordial prioritaria de la institución consular que realiza el servicio 

exterior para cuidar los intereses de sus nacionales, en especial los desvalidos o 

indigentes, que consiste esencialmente en asegurar el respeto a sus derechos, 

evitándoles daños o perjuicios indebidos en sus personas o intereses, injusticia o 

arbitrariedad …”.25 

 

                                                           
24 Sepúlveda, César; Curso de Derecho Internacional Público, p. 338. Citado en,  Sergio Guerrero Verdejo; 

Derecho Internacional Público: Diplomático y Consular, p.93. 

25 Wybo A., Luis; Terminología usual  de las relaciones internacionales, asuntos consulares, p.42. 



  

25 

 

En el mismo tenor el consulado mexicano instalado en Alburquerque nos dice que 

la protección consular es:  

 

“… el conjunto de acciones, gestiones, buenos oficios e intervenciones que 

realizan funcionarios consulares para salvaguardar, de conformidad con los 

principios y normas del derecho internacional y en apego a las leyes y 

reglamentos de cada país, los derechos e intereses de los connacionales en el 

extranjero.”26 

 

Con estas dos definiciones podemos notar que La protección consular es toda 

acción ejercida por un Estado acreditante, utilizando de conducto a funcionarios 

consulares, y tiene como propósito proteger en el Estado receptor, dentro de la 

jurisdicción consular, los intereses de sus nacionales, ello consiste en derecho de 

presentar ante las autoridades locales la reclamación pertinente para así poder 

reparar el perjuicio que se haya cometido en contra de un compatriota. 

 

Es importante notar que a diferencia de la asistencia consular, la protección 

consular no se puede utilizar en cualquier momento, sino sólo en el caso que se 

presente de manera formal un reclamo por haberse cometido algún daño o 

perjuicio por violación al derecho interno o internacional,  para ello es necesario 

que el sujeto que ha sido vulnerado en sus derechos acredite su nacionalidad, que 

el Estado que pretende brindar la protección sea de la misma nacionalidad que el 

sujeto que la demanda, y que las reclamaciones no sean tardías. 

 

La protección consular es una práctica de carácter universal que es vital “… para 

el fortalecimiento y desarrollo de los connacionales en el exterior; de hecho, son 

imprescindibles para garantizar la protección y ejercicio de sus derechos.”27 Ésta 

                                                           
26 S.R.E. Consulado de carrera de México en Alburquerque; Protección consular, Consultado en línea URL:  

http://consulmex.sre.gob.mx/albuquerque/index.php/proteccion-consular el 4-05-2015. 

27 Schiavon, Jorge A.; Cárdenas Alaminos, Nuty; Las buenas prácticas de México en materia de protección 

consular: la protección consular como eje central de la política exterior, p. 4. 
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función se encuentra establecida de manera muy clara en el Derecho Internacional 

por tratados bilaterales, tratados multilaterales y bajo el amparo de la Convención 

de Viena Sobre Relaciones Consulares de 1963, así como en el Derecho Interno 

de cada Estado. 

 

Ésta función consular es de gran relevancia para toda persona que entre a un 

Estado distinto al de su nacionalidad o nacionalidades, debido a que tiene como 

prioridad la defensa de su dignidad como personas y de sus derechos, los cuales 

están codificados en tratados internacionales además de los derechos que se 

otorguen internamente bajo las normas del país  receptor. 

 

Entre las tareas a las que se aboca la protección podemos encontrar las de 

atención a detenidos, repatriación de enfermos, identificación de restos, visitas a 

detenidos en centros penitenciarios, ayuda económica, recuperación de salarios, 

indemnización por lesiones, protección a menores, asesorías Legales Externas, 

asistencia Jurídica a casos de Pena Capital, entro otras varias que pueden 

cambiar dependiendo el Estado que brinda esta acción. 

 

Para que la figura de protección consular entre en proceso es necesario que el 

sujeto acredite ser nacional del Estado al que pide ayuda, ello debido que cada 

caso en que sea necesaria esta función es distinto, ya que responde a sujetos 

diferentes, que realizan actividades diversas, por lo tanto para que haya una eficaz 

mediación es imprescindible  un tratamiento ad oc por materia, debido a ésta 

razón, la tarea del cónsul es primordial dado que cada proceso de estudio se debe 

de analizar con minuciosidad  hasta el límite de las capacidades existentes con fin 

de llevar al mejor desenlace posible los incidentes. 

 

Sin embargo, un Estado pude si así lo creé pertinente rechazar la solicitud de 

auxilio de su connacional, “… si el Estado de origen sabe de las presupuestas 

violaciones pero no toma ninguna acción, se puede presumir que el Estado no 

considera que en realidad hay violación de una obligación internacional o, de 
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manera discrecional determina que la violación no es tan grave como para 

intervenir a favor de su nacional.”28 

 

1.2.- EN QUÉ CONSISTE LA ASISTENCIA Y PROTECCIÓN DIPLOMÁTICA 

 

 1.2.1.- Asistencia diplomática 

 

El Derecho Diplomático29 tiene sus antecedentes poco después del surgimiento 

del Derecho Consular, las primeras "prácticas diplomáticas" que realizaban las 

ciudades antiguas bien establecidas se veían motivadas esencialmente por la 

guerra, ya que su objetivo primordial era el de establecer entre reyes los acuerdos 

de paz, tregua, capitulaciones o decretar el inicio de hostilidades, además en 

algunas ocasiones también se llegaron a realizar pactos en materia de comercio. 

 

Rafael Calduch no dice que durante el siglo XV la diplomacia no era fija, “Es decir, 

era una diplomacia que se realizaba mediante representantes designados de 

forma excepcional y que desempeñaban su actividad en un país extranjero y ante 

su monarca durante un período de tiempo limitado acorde, generalmente, con la 

naturaleza de las gestiones que debían llevar a cabo por ejemplo la negociación 

de tratados de paz o de alianzas, el establecimiento de acuerdos comerciales, la 

delimitación de fronteras, etc.”30 

 

El ejercicio diplomático en realidad era desorganizado no había ningún tipo de 

codificación que lo reglamentara, con afán de intentar evitar las guerras los líderes 

de los grandes imperios o reinados comenzaron a usar con mucha más 

                                                           
28 Graham, James A.; Los extranjeros condenados a muerte en los Estados Unidos de America y sus derechos 

consulares, P.23. 

29 El Derecho Diplomático es “… la rama del derecho internacional público que trata sobre la representación 

exterior de los Estados, las negociaciones que tales representaciones deberán realizar y las funciones y 

actividades diplomáticas.” Ferras Moreno, Ángel Domingo; Diplomacia y derecho diplomático, p.117. 

30 Calduch Cervera, Rafael; Dinámica de la sociedad internacional: capítulo 7, p.1. consultado en línea URL: 

http://pendientedemigracion.ucm.es/info/sdrelint/lib2cap7.pdf el 7-05-2015. 
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habitualidad el resolver los conflictos por medio de la palabra y con el paso del 

tiempo estas actividades se fueron refinando e institucionalizando en ciudades 

como Roma y Gracia. 

 

“En los siglos XIV y XV Venecia era un centro comercial cuya prosperidad 

dependía de la información que obtuvieran acerca de los mercados externos y de 

la estimación de riesgos de sus empresas en el exterior. De esta forma que 

Venecia desarrolló el primer servicio diplomático profesional y sistemático 

conocido en el mundo moderno y a partir de allí los Estados empezaron a 

remplazar a sus enviados transitorios por misiones permanentes al exterior. Más 

tarde se establecieron servicios centralizados encargados de las relaciones 

externas de un país como Cancillerías, Ministerios de Relaciones Exteriores u 

Oficinas de Asuntos Extranjeros.”31 

 

Con el impulso de la diplomacia de forma permanente en el hoy Estado de Italia, 

sus embajadores, mantuvieron una intensa actuación recopilando la mayor 

cantidad de información posible en temas de política, economía, social, religiosa, y 

cualquier interés nacional que Roma necesitara y fuera útil. Como se podrá 

apreciar en un principio surge esporádicamente y sin miras a crear una 

normatividad general,  como se muestra en el esquema siguiente: 

 

 “Ciclo Antiguo (Egipto-Asirio, Grecia y Roma). 

 Otro fue desde la caída del Imperio Romano hasta la Paz de 

Westfalia en 1648. 

 El siguiente periodo fue de la Paz de Westfalia, al tratado de Viena 

de 1815 

 Del tratado de Viena a nuestros días.”32 

                                                           
31 Naciones Unidas Centro de Información México; Diplomacia, Consultado en línea URL: 

http://www.cinu.org.mx/modelos_cinu/desarrollo/diplomacia.htm el 8-05-2015. 

32 Lion Depetre, José; Derecho diplomático, p.20. Citado en, Guerrero Verdejo, Sergio; Op.cit., p.26.  
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Durante los siglos XVI y XVII se produjo una consolidación de un nuevo modelo de 

Estados en Europa hasta que en 1648 con Westfalia “… la diplomacia permanente 

se generalizó entre todos los países y monarcas de Europa. Surgió así la 

necesidad de constituir unas oficinas encargadas de administrar las relaciones 

diplomáticas y la política exterior de los Estados.”33 

 

Pero no fue sino hasta el congreso de Viena de 1815 donde se da una verdadera 

regulación que establece calcificaciones de representantes diplomáticos las cueles 

eran: 

 “Embajadores, legados y nuncios 

 Enviados, ministros y demás agentes acreditados ante los soberanos 

 Encargados de negocios acreditados ante los ministros de Negocios 

Extranjeros.”34 

 

Sin embargo, pocos países adoptaron del todo el tratado  al no estar de acuerdo 

con la clasificación  de los agentes, no es sino hasta después  de la creación de la 

Organización de Naciones Unidas y con el implemento  de la Convención de Viena 

sobre Relaciones Diplomáticas de 1961 que se pudo unificar una codificación 

ampliamente aceptada que constituye “… una demostración irrefutable de la 

novedad del Derecho Diplomático, por ser hasta hoy su fuente principal …”.35   

 

Esta breve referencia histórica nos es de utilidad para ver que se encuentra detrás 

del término asistencia diplomática, nos es útil para apreciar que a pesar de estar 

relacionada con la actividad consular, estas dos disciplinas se diferencian en sus 

funciones y objetivos, así dentro el Derecho Internacional la asistencia diplomática 

es la acción de recopilar toda la información disponible, que solicite o requiera el 

                                                           
33 Calduch Cervera, Rafael; Op.cit. p.3. 

34 Ferras Moreno, Ángel Domingo; Diplomacia y derecho diplomático, p.120.  

35 Ibid, p.122. 
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Estado acredintante, no sólo para fines de defender los derechos de un 

compatriota sino también para uso propio de la nación. La información que se 

recopila es variada dependiendo el caso, esta información por lo general es en 

materia de política, economía, sociedad, cultura, Derecho Internacional, entro 

otras. 

 

Cuando un ciudadano del Estado que acredita, cuenta con protección consular, 

donde se han agotado todos los recursos legales dentro del país receptor y no se 

ha podido administrar justicia a la demanda correspondiente o se presume la falta 

de ella, es decir, cuando la protección consular falla, entra en proceso la asistencia 

diplomática, que se encarga de recopilar la mayor cantidad de datos sobre el caso. 

 

Luego entonces, la asistencia diplomática se encuentra en una línea media entre 

la protección consular y la protección diplomática, y esta “… comprende cualquier 

tipo de acción diplomática emprendida por el Estado a través de sus órganos 

centrales o más habitualmente de sus misiones diplomáticas  para la defensa de 

los derechos e intereses de sus nacionales en el extranjero, sin que medie 

necesariamente la comisión de un hecho internacionalmente ilícito por otro Estado 

o, al menos, sin que se materialice una reclamación internacional.”36 

 

Lamentablemente el ejercicio dentro de esta rama se localiza en un punto 

nebuloso y no muy claro, al no estar enfocado en algún tipo de reglamentación 

internacional de forma clara, dado que su práctica raya en la irregularidad a pesar 

de ser utilizada con cierta constancia, para evitar llevar el caso hasta la protección 

diplomática. 

 

 

                                                           
36 Remiro Brotons, Antonio; Derecho internacional público, Presentado en el marco del diplomado de 

documentación y protección consular, modulo I, “La protección consular en la política exterior de México”, 

Secretaria de Relaciones Exteriores-Instituto Matías Romero, junio del 2004. Citado en, Reyna Monada, 

David Antonio; Importancia de la protección consular para los inmigrantes indocumentados que enfrenten 

condenas capitales, caso Carlos Avena Guillén, p.56. 
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1.2.2.- Protección Diplomática 

 

A mediados del siglo XIX es cuando podemos encontrar las primeras referencias 

sobre protección diplomática, con las recientes independencias de los Estados de 

América y con el descontrol político y social que estos tenían al interior,   era 

común  que se cometieran ilícitos en contra de extranjeros, los cuales acudieron 

en masa a América para intentar hacer negocio en el que sería un creciente 

desarrollo industrial. 

 

Los extranjeros primordialmente venidos de Europa “… con frecuencia se 

encontraron envueltos en conflictos con los gobiernos inestables y volátiles de la 

región, en relación con sus derechos personales o de propiedad.”37 Con las 

dificultades que tenían los Estados americanos de impartir justicia, los extranjeros 

no podían más que acudir  sus países de origen a solicitar auxilio lo que en 

ocasiones podía mediarse pero otras veces derivó en el uso de la fuerza y llego 

hasta desatar guerras como fue el caso mexicano contra Francia en la llamada 

Guerra de los Pasteles. 

 

El tipo de protección diplomática con base en el uso de la fuerza fue mal visto por 

los países en surgimiento, y comenzaron intentos de codificación con base en los 

usos y costumbres, para evitar abusos de las potencias más desarrolladas, 

también se crearon principios internacionales como la Cláusula Calvo que 

condicionaba “1) someterse a la jurisdicción legal local; 2) aplicación de la 

legislación de la localidad; 3) someterse a los acuerdos contractuales locales; 4) 

renuncia a solicitar la protección diplomática de su gobierno; y 5) renuncia a sus 

derechos bajo leyes internacionales.”38 

 

                                                           
37 Dugard, John; “artículos sobre protección diplomática”, United Nations Audiovisual Library of 

International Law, p.2. 

38 Wesley, Roger; “The Procedural Malaise of Foreign Investment Disputes in Latin America: Local Tribunals 

to Fact Finding,” Law & Policy International Business, p.815.  
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Estas acciones contribuyeron enormemente a que ningún Estado extranjero 

pudiera intervenir con el uso de la fuerza dentro de otro país, con pretexto del uso 

de la protección diplomática a un connacional, fueron pilar en la creación de 

estándares de acción pacíficos en materia de protección diplomática, que con la 

evolución del Derecho Diplomático se han convertido en parte de las 

codificaciones de tratados, convenios, y resoluciones. 

 

Así, mediante la constante evolución del Derecho Diplomático, se ha llegado al 

punto en el cual hoy en día, es aceptado como principio, que cada humano tiene el 

derecho de ser asistido y protegido por su país, si a este le son quebrantados sus 

derechos puede exigir la reparación del daño, solicitar la tutela y protección del 

Estado al cual pertenece, bajo los términos que dicten las normas internas del 

territorio receptor y con consonancia con los derechos que le son otorgados por el 

Derecho Internacional. 

 

Toda ocasión en que el cónsul a cargo de su connacional ya se ha dirigido a todas 

las instancias jurídicamente responsables de dar solución a los problemas que 

atañen al compatriota dentro de la legislación interna del Estado receptor, es 

cuando el Estado que envía puede ejercer su derecho de protección diplomática 

en favor de su nacional. 

 

De acuerdo con la Comisión de Derecho Internacional de Naciones Unidas, sobre 

la protección diplomática establece que: 

 

“La protección diplomática consiste en el recurso a la acción diplomática u otros 

medios de solución pacifica por un estado que asume, por derecho propio, la 

causa de uno de sus nacionales en razón de un perjuicio sufrido por éste 

dimanante de una hecho   internacionalmente ilícito de otro Estado.”39 

 
                                                           
39 Organización de Naciones Unidas; Anuario de la comisión de derecho internacional 2002: informe 

A/CN.4/SER.A/2002/add.1 (parte 2), p.71. 
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Como podemos observar, todo país que dañe a un extranjero tiene 

responsabilidad ante este, ya sea por una acción directa en su contra o una 

omisión, también deja claro que el derecho de protección diplomática no atañe al 

sujeto al cual se le han lesionado sus derechos por un acto ilícito del Estado 

receptor, sino que la protección diplomática corresponde como un derecho del 

país que asume como propia la causa de su nacional al cual le han sido 

quebrantados sus derechos. 

 

Esta protección diplomática se ejercerá por acción diplomática o por otros medios 

de solución pacífica, tal como dispone la Comisión de Derecho Internacional de 

Naciones Unidas en el artículo 1 del proyecto de artículos sobre la protección 

diplomática (2006), que reza:  

 

“A los efectos del presente proyecto de artículos, la protección diplomática 

consiste en la invocación por un Estado, mediante la acción diplomática o por 

otros medios de solución pacífica, de la responsabilidad de otro Estado por el 

perjuicio causado por un hecho internacionalmente ilícito de ese Estado a una 

persona natural o jurídica que es un nacional del primer Estado con miras a hacer 

efectiva esa responsabilidad.”40 

 

Se considera un hecho ilícito del Estado receptor cuando existe un mal 

comportamiento “… de todo órgano del Estado, ya sea que ejerza funciones 

legislativas, ejecutivas, judiciales o de otra índole, cualquiera que sea su posición 

en la organización del Estado y tanto si pertenece al gobierno central como a una 

división territorial del Estado.”41 En este punto la protección diplomática puede ser 

ejercitada con el fin de hacer cesar una actividad de carácter ilícito, prevenir la 

                                                           
40 Organización de Naciones Unidas; Anuario de la comisión de derecho internacional 2006: informe 

A/CN.4/SER.A/2006/add.1 (parte 2), p.25. 

41 Asamblea General; Responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos: resolución 

A/RES/56/83, p.2.  
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violación de normas internacionales relativas a extranjeros y obtener una 

reparación. 

 

Una vez que el Estado inicia la protección, la persona física o moral no está 

facultada para dar marcha atrás ni renunciar a la protección diplomática, pues sólo 

el país que acredita la nacionalidad del sujeto en cuestión, es el que puede o no 

terminar el proceso ya que en realidad no existe alguna norma que obligue al 

Estado a ejercer dicho derecho, siendo este, una competencia puramente 

discrecional. 

 

El procedimiento que se seguirá durante la protección diplomática es de carácter 

oficial donde el Estado que demanda una reparación a un daño realiza una 

reclamación formal al frente al Ministerio de Asuntos Exteriores del país receptor –

creándose ya una relación enteramente entre Estados- para intentar llegar a un 

acuerdo entre las partes, de no encontrarse solución a la demanda es posible 

recurrir a algún órgano que medie como por ejemplo la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos (CIDH) o la Corte Internacional de Justicia (CIJ). 

 

1.3.-EN QUE CONSISTE EL EJERCICIO CONSULAR EN MÉXICO 

 

 1.3.1.- Constitución política de Estado Unidos Mexicanos 

 

Para realizar un buen estudio de la práctica de política exterior mexicana, es 

menester analizar los organismos que participan en el proceso de decisión y 

ejecución de la conducta de México hacia el exterior, este ejercicio posee sus 

fundamentos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 

1917. 
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“Ahora bien, tenemos que partir de la idea preliminar que la jerarquía de los 

tratados internacionales cualquiera que sea la materia de que trate, es regulada 

por la constitución política de los Estados.”42  

 

En el caso de México con respecto a tratados en materia de política exterior, en el 

artículo 133 constitucional se nos dice que “Esta Constitución, las leyes del 

Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de 

acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la 

República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión.”43 

Por tanto una vez aprobado un tratado se encontrara al mismo nivel jerárquico de 

la constitución. 

 

En México los órganos gubernamentales encargados  de la formulación de política 

exterior son el Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, ahora, a pesar de que los 

Estados Unidos Mexicanos es una  “… República representativa, democrática, 

laica, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a 

su régimen interior …”.44 los estados de la federación “… no tienen personalidad 

jurídica para la política exterior mexicana, sino que el gobierno federal es el único 

sujeto de derecho internacional.”45 

 

Dentro de la constitución encontramos una separación entre el poder ejecutivo que 

es el del presidente, y el legislativo que es el Congreso General compuesto por la 

Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores. La función que desempeña el 

ejecutivo en materia de política exterior se localiza en el artículo 89 que dice:  

 

                                                           
42 Palacios Treviño, Jorge; Tratados legislación y práctica en México, p.24.  

43 Secretaría de Gobernación; Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, p.213. 

44 Ibid. p.77. 

45 Gonzáles León, Antonio; “¿Quién administra las relaciones internacionales de México?”, Relaciones 

Internacionales, p.5. 
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“I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la 

esfera administrativa a su exacta observancia. 

II. Nombrar y remover libremente a los Secretarios de Estado, remover a los embajadores, 

cónsules generales y empleados superiores de Hacienda, y nombrar y remover libremente 

a los demás empleados de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no esté determinado 

de otro modo en la Constitución o en las leyes … , 

III. Nombrar, con aprobación del Senado, a los embajadores, cónsules generales, 

empleados superiores de Hacienda y a los integrantes de los órganos colegiados 

encargados de la regulación en materia de telecomunicaciones, energía y competencia 

económica; 

IV. Nombrar, con aprobación del Senado, los Coroneles y demás oficiales superiores del 

Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales … , 

VI. Preservar la seguridad nacional, en los términos de la ley respectiva, y disponer de la 

totalidad de la Fuerza Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y de la Fuerza 

Aérea para la seguridad interior y defensa exterior de la Federación … , 

“VIII. Declarar la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexicanos, previa ley del 

Congreso de la Unión … , 

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, así como terminar, 

denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones 

interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a la aprobación del Senado. En la 

conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo observará los siguientes principios 

normativos: la autodeterminación de los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de 

controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones 

internacionales; la igualdad jurídica de los Estados; la cooperación internacional para el 

desarrollo; el respeto, la protección y promoción de los derechos humanos y la lucha por la 

paz y la seguridad internacionales;”.46 

 

Como podemos observar, el presidente se encarga de una amplia gama de 

factores en política exterior, de forma directa o indirecta, sin embargo, hay un 

factor de suma importancia que jamás es enunciado, “… un elemento básico que 

fundamente la política exterior de cualquier país: el interés nacional.”47 Sin duda 

este punto debe ser agregado por su relevancia. 

                                                           
46 Secretaria de Gobernación; op.cit., p.128.  

47 Velázquez flores, Rafael; op.cit., p.216. 
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Como se ve, la constitución otorga varias facultades al ejecutivo, entre las más 

importante en materia se encuentran la de celebrar tratados internacionales y 

dirigir la política exterior del país, la segunda se ve condicionada por el Senado de 

la República ya que en el artículo 76 parte 1 de la constitución se menciona que el 

senado puede “Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal 

con base en los informes anuales que el Presidente de la República y el Secretario 

del Despacho correspondiente rindan al Congreso.”48 

 

El presidente se vale de la administración pública federal, para poder ejercer sus 

funciones a través de las secretarías de estado como dispone el artículo 28 en su 

segundo inciso, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal que dice: 

 

“Dirigir el servicio exterior en sus aspectos diplomático y consular en los términos 

de la Ley del Servicio Exterior Mexicano y, por conducto de los agentes del mismo 

servicio, velar en el extranjero por el buen nombre de México; impartir protección a 

los mexicanos; cobrar derechos consulares y otros impuestos; ejercer funciones 

notariales, de Registro Civil, de auxilio judicial y las demás funciones federales que 

señalan las Leyes, y adquirir, administrar y conservar las propiedades de la Nación 

en el extranjero.”49 

 

En tanto al poder legislativo de acuerdo con el artículo 73 de la constitución tiene 

las facultades en materia de política exterior de: 

 

“III. Para formar nuevos Estados dentro de los límites de los existentes, siendo necesario al 

efecto … , 

XII. Para declarar la guerra, en vista de los datos que le presente el Ejecutivo. 

                                                           
48 Secretaría de Gobernacion; op.cit., p.116. 

49 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión; Ley orgánica de la administración pública federal, 

últimas reforma publicada el 13 de mayo de 2015, p.11. Consultado en línea URL: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/153_130515.pdf el 13-05-2015. 
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XIII. Para dictar leyes según las cuales deben declararse buenas o malas las presas de 

mar y tierra, y para expedir leyes relativas al derecho marítimo de paz y guerra. 

XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranjeros, ciudadanía, 

naturalización, colonización, emigración e inmigración y salubridad general de la República 

… , 

XX. Para expedir las leyes de organización del Cuerpo Diplomático y del Cuerpo Consular 

mexicano. 

XXI. Para expedir: 

a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus 

sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada de personas, otras 

formas de privación de la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y 

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, así como electoral … , 

XXIX.  Para establecer contribuciones: 

1o. Sobre el comercio exterior;”50 

 

Como se puede observar además, el congreso de la unión se encarga de la 

creación de todas las leyes que regulan el servicio exterior mexicano, de igual 

manera es un contra peso para el poder ejecutivo debido a que también regula sus 

funciones, sin duda su competencia es relevante para las relaciones 

internacionales de México, sin embargo, se queda únicamente al margen de 

legislar, lo que lo hace muy diferente al poder ejecutivo, que puede entrometerse 

directamente en el servicio exterior. 

 

Respecto a la injerencia del poder Judicial en materia de política exterior, se ve 

establecida en el artículo 104 constitucional que nos dice: 

 

“II. De todas las controversias del orden civil o mercantil que se susciten sobre el 

cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales celebrados 

por el Estado Mexicano. A elección del actor y cuando sólo se afecten intereses 

particulares, podrán conocer de ellas, los jueces y tribunales del orden común. 

Las sentencias de primera instancia podrán ser apelables ante el superior inmediato del 

juez que conozca del asunto en primer grado … , 

                                                           
50 Secretaría de Gobernación; op.cit. p.110. 
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VIII. De los casos concernientes a miembros del Cuerpo Diplomático y Consular.”51 

 

Como se puede apreciar, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) tiene 

que resolver los casos donde exista incumplimiento de un tratado internacional, en 

lo que respecta a comercio o, donde un civil sea parte, un ejemplo de ello serían 

violaciones de los derechos consulares a un extranjero, por esta razón pudiera 

tomar parte en la práctica de la política exterior, y aunque limitada es de suma 

importancia. 

 

 1.3.2.- Reglamento de la Ley del Servicio Exterior Mexicano 2002 

 

Dentro del orden jurídico mexicano, las leyes anteriormente vistas son las normas 

máximas o supremas, que puntualizan las bases para regular el funcionamiento 

del gobierno e instituciones, estas a su vez son reglamentadas por leyes 

secundarias, que de manera más específica amplían como debe ser la actividad 

de lo que reglamenta.  

 

En primera instancia, la ley encargada de reglamentar como se debe dirigir la 

política exterior mexicana en sus aspectos diplomático y consular en México, es la 

Ley del Servicio Exterior Mexicano, que en su artículo 1 nos dice que “… el 

servicio exterior es el cuerpo permanente de funcionarios del Estado encargado de 

representarlo en el extranjero, responsable de ejecutar la política exterior de 

México, de conformidad con los principios normativos que establece la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”52 

 

El mismo artículo señala que el Servicio Exterior depende del Ejecutivo Federal. 

Su dirección y administración están a cargo de la Secretaría de Relaciones 

                                                           
51 Secretaría de Gobernación; op.cit. p.110. 

52 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión; Ley del Servicio Exterior Mexicano, Consultado en línea 

URL: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/96.pdf el 15-07-2015. 
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Exteriores (SRE), de acuerdo con la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal.53 

 

Por su parte la Ley del Servicio Exterior en su artículo 2 confiere al servicio 

exterior mexicano, entre otras, las siguientes responsabilidades:  

 

“I. Promover y salvaguardar los intereses nacionales ante los Estados extranjeros y en los 

organismos y reuniones internacionales en los que participe México; 

II. Proteger, de conformidad con los principios y normas del derecho internacional, la 

dignidad y los derechos de los mexicanos en el extranjero y ejercer las acciones 

encaminadas a satisfacer sus legítimas reclamaciones … , 

V. Cuidar el cumplimiento de los tratados de los que México sea parte y de las obligaciones 

internacionales que correspondan … , 

IX. Recabar en el extranjero la información que pueda ser de interés para México, y difundir 

en el exterior información que contribuya a un mejor conocimiento de la realidad 

nacional.”54 

 

Estas obligaciones a su vez se ven reguladas por el Reglamento de la Ley  del 

Servicio Exterior Mexicano de 2002, del cual se abstraerán los principales artículos 

que atañen al ejercicio consular de México. La república mexicana dado que 

cuenta con una política de protección consular muy activa, la función que da “… a 

sus nacionales en el exterior tiene como prioridad la defensa de sus derechos y de 

su dignidad como personas.”55 Como se encuentra estipulado en el artículo 65 que 

dice: 

 

“Es obligación prioritaria de los miembros del Servicio Exterior proteger los intereses de los 

mexicanos en el extranjero. Con este propósito prestarán sus buenos oficios, impartirán 

                                                           
53 Cfr. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión; Ley del Servicio Exterior Mexicano, Consultado en 

línea URL: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/96.pdf el 15-07-2015. 

54 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión; Ley del Servicio Exterior Mexicano, op.cit. 

55 Daniel Hernández, Joseph; “La protección consular: eje de nuestra política exterior”, Crónica.com.mx. 12-

10-2009, Consultado en línea URL: http://www.cronica.com.mx/notas/2009/462651.html el 16-07-2015. 
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asistencia y protección consular y, llegado el caso, proporcionarán a la Secretaría los 

elementos para que ésta decida si el Estado mexicano ejercerá la protección diplomática.  

 

La asistencia consular se impartirá cuando se requiera atender y asesorar a mexicanos en 

sus relaciones con las autoridades extranjeras. Para estos efectos los miembros del 

Servicio Exterior deberán: 

 

I.- Asesorar y aconsejar a los mexicanos en lo relativo a sus relaciones con las 

autoridades e informarles sobre la legislación local, la convivencia con la población 

local, sobre sus derechos y obligaciones frente al estado extranjero en donde se 

encuentren, y sus vínculos y obligaciones en relación con México, en especial su 

registro en la oficina consular correspondiente; 

Il.- Asesorar jurídicamente a los mexicanos, cuando éstos lo soliciten, entre otros a 

través de los abogados consultores de las representaciones; 

III.- Visitar a los mexicanos que se encuentren detenidos, presos, hospitalizados o 

de otra manera en desgracia, para conocer sus necesidades y actuar en 

consecuencia; y, 

IV.- Asumir la representación de los mexicanos que por estar ausentes o por otros 

motivos estén imposibilitados de hacer valer personalmente sus intereses. 

 

Tales programas y actividades se centrarán, prioritariamente, en los siguientes aspectos: 

a) programa de repatriación de personas vulnerables; 

b) atención y asesoría jurídica; 

c) visitas a cárceles y centros de detención; 

d) atención consular a través de servicios telefónicos; 

e) seguridad de los migrantes; 

f) consulados móviles; 

g) prestación de servicios consulares en general; 

h) atención al público; y, 

i) en general, en todos aquellos aspectos relacionados con la protección 

consular.”56 

 

En lo que atañe a la estructura de funcionamiento consular en México, el 

reglamento del servicio exterior de 2002 en su título sexto sobre funciones y 

                                                           
56 Reglamento de la Ley del Servicio Exterior Mexicano: nuevo reglamento publicado en el DOF el 23 de 

agosto de 2002, Consultado en line URL: file:///C:/Users/Edgar/Downloads/leysem.pdf el 17-07-2015. 
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servicios consulares, nos muestra la dependencia existente entre un consulado 

con las oficinas jerárquicamente más arriba, según el artículo 70, corresponde a 

los consulados: 

 

“I.- Cumplir las instrucciones que le sean impartidas por la Secretaría y la embajada de 

México en el país en que se encuentren y, en el caso de los consulados, las que emita el 

consulado general del que dependan; 

Il.- Ejercer, dentro de su circunscripción particular, las funciones consulares 

correspondientes, e 

III.- Informar acerca de la situación que prive en su circunscripción.”57 

 

Como se aprecia en primera instancia la organización de la labor consular 

corresponde a los consulados generales, estos supervisan el funcionamiento de 

las oficinas consulares que estén establecidas dentro de su circunscripción 

general. 

 

Los jefes de las oficinas consulares, de acuerdo con el artículo 78, tienen dentro 

de sus obligaciones las de:  

 

“I.- Expedir pasaportes de acuerdo con las disposiciones del Reglamento correspondiente y 

demás normas aplicables; 

Il.- Expedir a los extranjeros permisos de internación a México en los términos de la Ley 

General de Población, de su Reglamento y de otras disposiciones sobre la materia; 

III.- Visar pasaportes extranjeros de conformidad con la normatividad que al efecto emita la 

Secretaría, en coordinación con la Secretaría de Gobernación; 

IV.- Llevar el registro de mexicanos residentes en su circunscripción y expedir, a solicitud 

del interesado, el certificado de matrícula correspondiente; 

V.- Auxiliar a la Secretaría de la Defensa Nacional en la expedición de Cartillas del Servicio 

Militar Nacional; 

VI.- Cotejar los documentos públicos o privados que en original tengan a la vista y certificar 

las copias correspondientes. Para ello llevarán un libro de cotejos en los términos que 

determine la Secretaría; 

                                                           
57 Reglamento de la Ley del Servicio Exterior Mexicano: nuevo reglamento publicado en el DOF el 23 de 

agosto de 2002, Consultado en line URL: file:///C:/Users/Edgar/Downloads/leysem.pdf el 17-07-2015. 
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VI Bis.- Expedir, en las formas que determine la Secretaría, copias certificadas de las 

diversas actas del estado civil de mexicanos, emitidas por los registros civiles del territorio 

nacional, mediante la transmisión electrónica de las mismas que realice la Secretaría de 

Gobernación de conformidad con los convenios de colaboración que al efecto se suscriban; 

VII.- Expedir en su circunscripción, declaratorias de nacionalidad mexicana por nacimiento, 

así como certificados a petición de parte dentro del ámbito de sus atribuciones; 

VIII.- Practicar las diligencias que les encomienden las autoridades judiciales, 

administrativas o del trabajo cuando de conformidad con la legislación interna del país 

receptor no exista impedimento para ello; y, 

IX.- Ejercer las demás funciones que le confieran las convenciones internacionales en 

materia consular de las que México sea parte y aquellas otras que le sean encomendadas 

por la Secretaría en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.”58  

 

Además, los titulares de las oficinas consulares son responsables de que en los 

consulados hayan, los manuales, instructivos, colecciones de circulares y demás 

instrumentos normativos de las funciones consulares y los relativos a la expedición 

de documentos de protección, de rendición de informes a la Secretaría, y en 

general del funcionamiento de la oficina. 

 

También según el artículo 85 de éste reglamento, en lo correspondiente a 

protección consular en la función notarial los consulados  “… podrán dar fe, 

autenticar y protocolizar contratos de mandato y poderes, testamentos públicos 

abiertos, actos de repudiación de herencias y autorizaciones que otorguen las 

personas que ejerzan la patria potestad o la tutela sobre menores o incapaces, 

siempre y cuando dichos actos jurídicos se celebren dentro de su 

circunscripción.”59 

 

Como podemos apreciar las actividades consulares de México buscan una 

atención personalizada de cada caso, a través de una amplia gama de servicios 

                                                           
58 Reglamento de la Ley del Servicio Exterior Mexicano: nuevo reglamento publicado en el DOF el 23 de 

agosto de 2002, Consultado en line URL: file:///C:/Users/Edgar/Downloads/leysem.pdf el 17-07-2015. 

59 Idem. 
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que intentan abarcar lo más posible los asuntos que pudieran surgir, hasta el límite 

de las capacidades existentes.  

 

“Sin embargo, el crecimiento exponencial de la población mexicana en el exterior, 

especialmente hacia Estados Unidos, ha hecho de la protección consular un reto 

que, por su dimensión y complejidad, no tiene precedentes en la historia. Además 

de los 12 millones de mexicanos que viven en Estados Unidos, se deben sumar 

los cientos de miles que radican o transitan en el resto del mundo, todos 

potenciales demandantes de la protección consular.”60  

 

La mayoría de las acciones de asistencia y protección consular van desde la 

repatriación de menores de edad y expedición de documentos, hasta las asesorías 

legales, así como la asistencia jurídica a ciudadanos mexicanos sujetos a un 

proceso jurisdiccional.  

 

Por lo expuesto en el Reglamento de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, las 

funciones consulares en favor de los mexicanos en el mundo son prioritarias de la 

política exterior, la cual será más eficiente y eficaz en la medida en que se 

respeten los principios y normas emanadas de la constitución, así como de los 

tratados internacionales de los cuales el país es parte, debido a que si México 

respeta y cumple con sus obligaciones internacionales, tendrá la calidad moral de 

exigir a los demás sujetos del derecho internacional el cumplimiento de los 

tratados que afecten los intereses de la nación. 

 

                                                           
60 Daniel Hernández, Joseph; op.cit.  
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CAPITULO 2 

REGIMEN JURIDICO INTERNACIONAL DE LA ASISTENCIA Y 

PROTECCIÓN CONSULAR: CASOS TÍPICOS DE ESTUDIO 

 

2.1.- EL ÁMBITO NORMATIVO INTERNACIONAL DEL EJERCICIO CONSULAR 

 

2.1.1.- Convención de Viena Sobre Relaciones Consulares de 1963  

 

Dado que ya se han establecido las funciones de política exterior necesarias para 

el presente análisis, con el fin de relacionar sus elementos con el régimen jurídico 

internacional, toca realizar una exhibición de los aspectos más destacados de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 que es un tratado 

internacional de suma importancia y debe cumplirse sin titubeos por los Estados 

parte. 

 

El acta final de la Convención de Viena Sobre Relaciones Consulares de 1963  se 

firmó el 24 de abril de 1963. La convención y los protocolos facultativos quedaron 

abiertos a la firma hasta el 31 de marzo de 1964, y sus dos Protocolos facultativos 

entraron en vigor el 19 de marzo de 1967, sin embargo, continúan abiertos a la 

adhesión. 

 

La Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 nos afirma que las 

normas de derecho internacional consuetudinario continuarán rigiendo todos 

aquellos aspectos que no hayan sido debidamente reglamentados en ella, 

abriendo paso a un amplio articulado, en el cual podemos encontrar en su artículo 

primero una serie de definiciones de conceptos utilizados a lo largo del tratado, 

que nos muestran: 

 

“a) por "oficina consular", todo consulado general, vice-consulado o agencia consular; 
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b) por "circunscripción consular", el territorio atribuido a una oficina consular para el 

ejercicio de las funciones consulares; 

c) por "jefe de oficina consular", la persona encargada de desempeñar tal función; 

d) por "funcionario consular", toda persona, incluido el jefe de oficina consular, encargada 

con ese carácter del ejercicio de funciones consulares … ; 

j) por "locales consulares", los edificios o las partes de los edificios y el terreno contiguo 

que, cualquiera que sea su propietario, se utilicen exclusivamente para las finalidades de la 

oficina consular; 

k) por "archivos consulares", todos los papeles, documentos, correspondencia, libros, 

películas, cintas magnetofónicas y registros de la oficina consular, así como las cifras y 

claves, los ficheros y los muebles destinados a protegerlos y conservarlos.”61 

 

Este artículo nos permite ver claramente los tipos  de oficinas consulares junto con 

sus límites en el territorio donde se tienen permitida el ejercicio consular, y sus 

límites con respecto a la estancia física de la oficina consular dentro de una 

inmueble, sin embargo, en la actualidad hay Estados que ejercen sus funciones 

consulares por medio de bienes muebles, como en el caso de México que utiliza 

en la actualidad consulados móviles habilitados en autobuses dentro Estados 

Unidos de América, esto lo podríamos tomar a manera de ejemplo de acciones 

consulares que no se encuentran reglamentadas dentro del presente tratado. 

 

También nos encontramos con que los encargados de ejercer los servicios 

consulares pueden ser de dos clases: funcionarios consulares de carrera y 

funcionarios consulares honorarios, donde las disposiciones del capítulo II de la 

presente Convención se aplican a las oficinas consulares dirigidas por funcionarios 

consulares de carrera los cuales son los encargados de llevar a cabo la asistencia 

y protección consular sirviéndose de archivos consulares. 

 

En el artículo 2 podemos observar como un hecho de gran relevancia para las 

personas que están siendo asistidas o protegidas por sus respectivos consulados, 

                                                           
61 Organización de los Estados Americanos (OEA); Convención de Viena sobre relaciones consulares, 24 de 

abril de 1963, Consultado en línea URL: 

http://www.oas.org/legal/spanish/documentos/convvienaconsulares.htm el 11-05-2015. 
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es que a pesar de que se terminen las relaciones diplomáticas entre el Estado que 

envía y el Estado receptor, la función consular podrá continuar de forma normal, 

sin que esto perjudique a los interesados, “3. La ruptura de relaciones diplomáticas 

no entrañará, ipso facto, la ruptura de relaciones consulares.”62 

 

En el artículo 5 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 

encontramos las principales funciones encomendadas a todos los agentes 

consulares, las cuales son:  

 

“a) proteger en el Estado receptor los intereses del Estado que envía y de sus nacionales, 

sean personas naturales o jurídicas, dentro de los límites permitidos por el derecho 

internacional; 

b) fomentar el desarrollo de las relaciones comerciales, económicas, culturales y científicas 

entre el Estado que envía y el Estado receptor, y promover además las relaciones 

amistosas entre los mismos, de conformidad con las disposiciones de la presente 

Convención; 

c) informarse por todos los medios lícitos de las condiciones y de la evolución de la vida 

comercial, económica, cultural y científica del Estado receptor, informar al respecto al 

gobierno del Estado que envía y proporcionar datos a las personas interesadas; 

d) extender pasaportes y documentos de viaje a los nacionales del Estado que envía, y 

visados o documentos adecuados a las personas que deseen viajar a dicho Estado; 

e) prestar ayuda y asistencia a los nacionales del Estado que envía, sean personas 

naturales o jurídicas; 

f) actuar en calidad de notario, en la de funcionario de registro civil, y en funciones 

similares y ejercitar otras de carácter administrativo, siempre que no se opongan las leyes 

y reglamentos del Estado receptor; 

g) velar, de acuerdo con las leyes y reglamentos del Estado receptor, por los intereses de 

los nacionales del Estado que envía, sean personas naturales o jurídicas, en los casos de 

sucesión por causa de muerte que se produzcan en el territorio del Estado receptor; 

h) velar, dentro de los límites que impongan las leyes y reglamentos del Estado receptor, 

por los intereses de los menores y de otras personas que carezcan de capacidad plena y 

                                                           
62 Organización de los Estados Americanos (OEA); Convención de Viena sobre relaciones consulares, 24 de 

abril de 1963, Consultado en línea URL: 

http://www.oas.org/legal/spanish/documentos/convvienaconsulares.htm el 11-05-2015. 
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que sean nacionales del Estado que envía, en particular cuando se requiera instituir para 

ellos una tutela o una curatela; 

i) representar a los nacionales del Estado que envía o tomar las medidas convenientes 

para su representación ante los tribunales y otras autoridades del Estado receptor, de 

conformidad con la práctica y los procedimientos en vigor en este último, a fin de lograr 

que, de acuerdo con las leyes y reglamentos del mismo, se adopten las medidas 

provisionales de preservación de los derechos e intereses de esos nacionales, cuando, por 

estar ausentes o por cualquier otra causa, no puedan defenderlos oportunamente; 

j) comunicar decisiones judiciales y extrajudiciales y diligenciar comisiones rogatorias de 

conformidad con los acuerdos internacionales en vigor y, a falta de los mismos, de manera 

que sea compatible con las leyes y reglamentos del Estado receptor; 

k) ejercer, de conformidad con las leyes y reglamentos del Estado que envía, los derechos 

de control o inspección de los buques que tengan la nacionalidad de dicho Estado, y de las 

aeronaves matriculadas en el mismo y, también, de sus tripulaciones; 

l) prestar ayuda a los buques y aeronaves a que se refiere el apartado k) de este artículo y, 

también, a sus tripulaciones; recibir declaración sobre el viaje de esos buques, encaminar y 

refrendar los documentos de a bordo y, sin perjuicio de las facultades de las autoridades 

del Estado receptor, efectuar encuestas sobre los incidentes ocurridos en la travesía y 

resolver los litigios de todo orden que se planteen entre el capitán, los oficiales, los 

marineros, siempre que lo autoricen las leyes y reglamentos del Estado que envía; 

m) ejercer las demás funciones confiadas por el Estado que envía a la oficina consular que 

no estén prohibidas por las leyes y reglamentos del Estado receptor o a las que éste no se 

oponga, o las que le sean atribuidas por los acuerdos internacionales en vigor entre el 

Estado que envía y el receptor.”63 

 

Como podemos apreciar la gama de funciones consulares es muy amplia y como 

marca el inciso “m” no son las únicas, debido a que las oficinas consulares deben 

cumplir todavía todas las funciones extraordinarias que el Estado acreditante 

requiera en tanto no estén en contra de las leyes internas del Estado receptor, 

también observamos que dentro de las funciones si mencionadas, se encuentran 

las que versan sobre protección de todo interés del Estado que envía incluyendo a 

sus compatriotas de forma directa o indirectamente al velar por informar tanto al 

                                                           
63 Organización de los Estados Americanos (OEA); Convención de Viena sobre relaciones consulares, 24 de 

abril de 1963, Consultado en línea URL: 

http://www.oas.org/legal/spanish/documentos/convvienaconsulares.htm el 11-05-2015. 
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país de origen como a sus connacionales sobre temas de comercio, cultura, 

ciencia, entre otros. 

 

Dentro del segundo capítulo de la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963 podemos encontrar todas aquellas  facilidades, privilegios e 

inmunidades relativos a las oficinas consulares, a los funcionarios consulares de 

carrera y a otros miembros de la oficina consular.  

 

En este apartado el artículo 34 nos marca que el Estado receptor garantizará la 

libertad de tránsito y de circulación en su territorio a todos los miembros de la 

oficina consular para que estos puedan ejercer de manera adecuada sus 

funciones, en tanto no se transgredan leyes del Estado receptor. 

 

Este artículo es de gran utilidad dado que en muchas ocasiones el Estado receptor 

no da aviso a los consulados sobre la situación jurídica en que se pudiera 

encontrar algún connacional del Estado que envía, por ello la libertad de tránsito 

para los cónsules es fundamental, dado que tienen la tarea de visitar prisiones, 

hospitales, albergues, entre otros sitios, de manera rutinaria para poder localizar si 

algún compatriota requiere de la asistencia o protección consular  

 

El artículo 35 nos habla sobre la libertad de comunicación, este privilegio es 

esencial para la protección consular de un connacional, debido a que permite 

establecer un diálogo directo en todo momento cónsul-compatriota mediante 

cualquier tipo de medio de comunicación ad oc a lo que se requiere, así lo muestra 

el primer apartado de este artículo, “El Estado receptor permitirá y protegerá la 

libertad de comunicación de la oficina consular para todos los fines oficiales. La 

oficina consular podrá utilizar todos los medios de comunicación apropiados …”.64 

 

                                                           
64 Organización de los Estados Americanos (OEA); Convención de Viena sobre relaciones consulares, 24 de 

abril de 1963, Consultado en línea URL: 

http://www.oas.org/legal/spanish/documentos/convvienaconsulares.htm el 11-05-2015. 
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Además el artículo marca que, cualquier tipo de correspondencia oficial consular 

será inviolable, lo cual, en cierta medida, aseguraría las comunicaciones de toda 

persona que se encuentre bajo el régimen de protección consular, ya que este 

privilegio se puede destinar a proteger la confidencialidad de las comunicaciones 

entre cónsul-connacional.  

 

Por ultimo en lo que respecta a la presente Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares de 1963 mencionaremos el artículo 36, en él encontramos 

el punto más importante en el ámbito normativo del ejercicio consular, en lo que 

respecta a los fines del presente trabajo dado que habla sobre la comunicación 

con los nacionales del Estado que envía, y dice: 

 

“1. Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares relacionadas con los 

nacionales del Estado que envía: 

a) los funcionarios consulares podrán comunicarse libremente con los nacionales 

del Estado que envía y visitarlos. Los nacionales del Estado que envía deberán 

tener la misma libertad de comunicarse con los funcionarios consulares de ese 

Estado y de visitarlos; 

b) si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor 

deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese 

Estado cuando, en su circunscripción, un nacional del Estado que envía sea 

arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión preventiva. Cualquier 

comunicación dirigida a la oficina consular por la persona arrestada, detenida o 

puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida sin demora por dichas 

autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a la persona interesada 

acerca de los derechos que se le reconocen en este apartado; 

c) los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado que 

envía que se halle arrestado, detenido o en prisión preventiva, a conversar con él y 

a organizar su defensa ante los tribunales. Asimismo, tendrán derecho a visitar a 

todo nacional del Estado que envía que, en su circunscripción, se halle arrestado, 

detenido o preso en cumplimiento de una sentencia. Sin embargo, los funcionarios 

consulares se abstendrán de intervenir en favor del nacional detenido, cuando éste 

se oponga expresamente a ello. 
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2. Las prerrogativas a las que se refiere el párrafo 1 de este artículo se ejercerán con 

arreglo a las leyes y reglamentos del Estado receptor, debiendo entenderse, sin embargo, 

que dichas leyes y reglamentos no impedirán que tengan pleno efecto los derechos 

reconocidos por este artículo.”65 

 

En el inciso “a)” marca la libertad de comunicación de un cónsul con su nacional 

en cualquier circunstancia en que el compatriota se encuentre, la reglamentación 

de esta libertad será acorde a las layes del Estado receptor como lo marca el 

punto “2”. 

 

El inciso “c)” enuncia los derechos que los funcionarios consulares tendrán con 

respecto al acceso a su connacional que se encuentre en los supuestos del inciso 

“b)” sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir en favor 

del nacional detenido, cuando éste se oponga expresamente a ello, además el 

consulado puede negarse a prestar su servicios si así consideran pertinente. 

 

Además en el apartado “b)” destaca la obligación del Estado receptor de informar 

sin retraso alguno a la oficina consular competente cuando, un nacional del Estado 

que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión 

preventiva y deberán de informar sin dilación a la persona interesada acerca de 

los derechos que se le reconocen. El inciso “b)” a nivel internacional en materia de 

protección consular ha sido un foco de debates respecto de la interpretación de su 

terminología –como el significado de la palabra “dilación”- y el orden en que se 

debe llevar a cabo lo dispuesto en el apartado. 

 

En realidad la fracción “b)” del artículo 36 es la parte más conflictiva en tanto a 

protección consular refiere, por la significativa repercusión que podría traer el 

incumplimiento de esta norma para los connacionales de un Estado que envía, 

                                                           
65 Organización de los Estados Americanos (OEA); Convención de Viena sobre relaciones consulares, 24 de 

abril de 1963, Consultado en línea URL: 

http://www.oas.org/legal/spanish/documentos/convvienaconsulares.htm el 11-05-2015. 
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pues para la persona que es sujeto de las acciones de protección consular, podría 

ser la diferencia entre la vida y la muerte. 

 

La importancia del debate sobre cuál es el orden en que se deben aplicar las 

prerrogativas de este inciso es crucial, dado que desde la primera línea que 

enuncia “si el interesado lo solicita” no indica jamás el momento en el cual la 

solicitud debe ser dada, ya que si es dada desde el momento en que es privado de 

su libertad, la protección consular podría ser otorgada de la forma más eficiente y 

eficaz, pero si el interesado desconoce este derecho o, lo reconoce en una 

instancia tardía la función consular podría ya no ser efectiva en su caso. 

 

Al respecto la CIDH menciono que para evitar un mal ejercicio del derecho a la 

información sobre notificación consular en perjuicio del sujeto interesado, “… es 

necesario subsanar las consecuencias de la violación del derecho a la información 

… , mediante el restablecimiento del status quo ante y en caso de que dicho 

restablecimiento no sea posible debido a la aplicación efectiva …, existe 

responsabilidad internacional por incumplimiento de las garantías procesales y 

violación del derecho a la vida …”.66 

 

En el haber de la CIDH, se han presentado casos donde la información sobre el 

derecho a ser asistido por tu consulado, no fue dada de manera oportuna como el 

caso Avena, caso Breard, y el caso LaGrand, este hecho trae de la mano incurrir 

en otra violación del Estado receptor al no haber comunicado a los consulados 

correspondientes la situación legal de sus compatriotas. 

 

Ahora bien, el hecho de que se dé de forma oportuna la notificación consular tiene 

el objetivo de visitar al nacional del Estado que envía que se halle privado de su 

libertad, a conversar con él y a organizar su defensa ante los tribunales no para 

                                                           
66 Organización de Estados Americanos (OEA); Opinión consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. El 

derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal, 

p.26. 
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eximirlo de cualquier imputación, sino, para garantizar el buen ejercicio de todos 

sus derechos durante el proceso legal correspondiente, conforme al Derecho 

Internacional, y el Derecho Interno del Estado receptor. 

 

 2.1.2- Convención de Viena Sobre Derecho de los Tratados de 1969  

 

Una de las fuentes más importantes que le dan sustento al cumplimiento de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, es precisamente la 

Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados del 23 de mayo de 1969, la 

cual entro en vigor hasta el 27 de enero de 1980. 

 

Dentro de las historia de las relaciones internacionales se habían celebrado varios 

tratados bajo el amparo de la costumbre internacional, sin embargo, no existía 

ninguna codificación clara que precisara su funcionamiento, por ello con 

regularidad, existían malentendidos entre Estados y los tratados se nulificaban sin 

más, afectando a las partes que pertenecías a dichos tratados. 

 

Por esta razón la Naciones Unidas considero que era menester codificar esta 

práctica internacional con miras en mantener la paz entre Estados sea cual sea su 

régimen político, además que en la actualidad los tratados se han convertido en 

fuente del derecho internacional.  

 

Así mismo se consideran rectores de todo tratado, los principios 

internacionalmente reconocidos como pacta sunt servanda, res inter alios acta y 

ex consensu advenit vinculum, para que así las controversias que emanen de los 

tratados puedan resolverse de forma pacífica y de conformidad con los principios 

de la justicia y del derecho internacional. 

 

La Convención sobre Derecho de los Tratados de 1969 en su artículo 1 indica que 

únicamente será aplicada a los tratados entre Estados, y en su artículo 2 inciso a) 

encontramos la definición de tratado, la cual es: “… un acuerdo internacional 
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celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya 

conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera 

que sea su denominación particular.”67 Con esto comprobamos que la Convención 

sobre Relaciones Consulares de1963 entra en esta categoría y por tanto se debe 

regir su funcionamiento bajo los términos que dicta la Convención de Viena sobre 

Derecho de los Tratados de 1969 sobre derecho de los tratados. 

 

Ahora bien el principio pacta sunt servanda podría ser el principio fundamental de 

cualquier tratado, encontrándose dentro de la Convención de Viena sobre Derecho 

de los Tatados de 1969 en su artículo 26 dice: “… "Pacta sunt servanda". Todo 

tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe.”68 

Además también se encuentra mencionado en la introducción de la convención de 

1969, junto con los demás principios:  

 

“Advirtiendo que los principios del libre consentimiento y de la buena fe y la norma 

"pacta sunt servanda" están universalmente reconocidos … de la igualdad de 

derechos y de la libre determinación de los pueblos, de la igualdad soberana y la 

independencia de todos los Estados, de la no injerencia en los asuntos internos de 

los Estados, de la prohibición de la amenaza o el uso de la fuerza y del respeto 

universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos y la 

efectividad de tales derechos y libertades.”69 

 

De igual manera encontramos mención al principio pacta sunt servanda en el 

artículo 31: “Regla general de interpretación. I. Un tratado deberá interpretarse de 

                                                           
67 Organización de los Estados Americanos; Convención de Viena Sobre Derecho de los Tratados, 23 de mayo 

de 1969, Consultado en línea URL: 

http://www.oas.org/xxxivga/spanish/reference_docs/Convencion_Viena.pdf el 13-05-2015. 

68 Organización de los Estados Americanos; Convención de Viena Sobre Derecho de los Tratados, 23 de mayo 

de 1969, Consultado en línea URL: 

http://www.oas.org/xxxivga/spanish/reference_docs/Convencion_Viena.pdf el 13-05-2015. 

69 Idem. 
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buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del 

tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin.”70  

 

Este artículo nos es útil ya que nos dice el sentido y forma en que se debe dar 

interpretación a un tratado, en casos donde se requiera, como es el caso del 

artículo 36 apartado b) del tratado71 sobre relaciones consulares de 1963, por ser 

conflictivo en su orden de aplicación y su conceptualización, es la herramienta 

primordial para lograr la mejor aplicación posible de dicho artículo. 

 

Sin embargo, hay dos supuestos que pudieran impedir el cumplimiento de un 

tratado, la imposibilidad física y la imposibilidad moral, el primero se refiera a  

cuando las condiciones reales de aplicación del tratado hacen imposible  su 

cumplimiento, se hace referencia en el artículo 61 que dice:  

 

“Una parte podrá alegar la imposibilidad de cumplir un tratado como causa para 

darlo por terminado o retirarse de él si esa imposibilidad resulta de la desaparición 

o destrucción definitivas de un objeto indispensable para el cumplimiento del 

tratado. Si la imposibilidad es temporal, podrá alegarse únicamente como causa 

para suspender la aplicación del tratado.”72 

 

                                                           
70 Organización de los Estados Americanos; Convención de Viena Sobre Derecho de los Tratados, 23 de mayo 

de 1969, Consultado en línea URL: 

http://www.oas.org/xxxivga/spanish/reference_docs/Convencion_Viena.pdf el 13-05-2015. 

71 En este caso me atrevo a igualar los términos convención-tratado, debido a que se cumplen todos los 

requisitos necesarios para que esta convención sea un tratado, y que de acuerdo a Naciones Unidas, una 

convención puede ser de dos tipos, como termino genérico y como termino  especifico, donde el segundo 

término acredita mi postura igualitaria, dado que la definición dice que: “en el siglo pasado el término 

“convención” se empleaba habitualmente para los acuerdos bilaterales, actualmente se utiliza en general 

para los tratados multilaterales formales con un gran número de partes.” Organización de Naciones unidas, 

Asamblea General; Declaraciones y convenciones que figuran en las resoluciones de la Asamblea General, 

Centro de documentación, consultado en línea URL: 

http://www.un.org/spanish/documents/instruments/terminology.html el 13-05-2015. 

72 OEA; Convención de Viena Sobre Derecho de los Tratados, 23 de mayo de 1969, op.cit. 
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Afortunadamente aclara en su apartado 2 que: “La imposibilidad de cumplimiento 

no podrá alegarse por una de las partes … [para] suspender su aplicación si 

resulta de una violación, por la parte que la alegue, de una obligación nacida del 

tratado o de toda otra obligación internacional con respecto a cualquier otra parte 

en el tratado.”73 Esto es de suma importancia con respecto al artículo 36 fracción 

b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 debido a que 

en muchas ocasiones el Estado receptor comete violación al no informar sobre el 

derecho de notificación consular. 

 

Finalmente mencionaremos la imposibilidad moral, que “… tiene lugar cuando su 

ejecución puede poner en peligro la existencia misma del Estado .En este caso es 

físicamente posible el cumplimiento de la obligación, pero no lo es desde el punto  

de vista moral.”74 Es decir en el caso de la protección consular, si por algún motivo 

la persona privada de su libertad dentro del Estado receptor fuese considerada 

una amenaza real para el Estado, teóricamente podrían violarse los derechos de 

notificación consular, aunque realmente probar una situación así sería muy 

complicado. 

 

2.2.- CASOS TÍPICOS INTERNACIONALES DE ASISTENCIA CONSULAR 

 

 2.2.1.- Caso Breard (1996) 

 

A manera de ejemplo práctico en materia de asistencia y protección consular, 

encontramos el antecedente del caso de Angel Francisco Breard, que era un 

ciudadano de Paraguay y Argentina, al cual el 17 de febrero de 1992 en los 

Estados Unidos de América en el estado de Virginia, fue privado de su libertad, 

                                                           
73 OEA; Convención de Viena Sobre Derecho de los Tratados, 23 de mayo de 1969, op.cit. 

74 Derecho Internacional Público, p.35. consultado en línea URL: 

http://es.slideshare.net/joseandresMG/derecho-intenacional el 13-05-2015. 
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además condenado por el intento de violación y  del asesinato de Ruth Dickie, por 

ello, se programó como sentencia ser ejecutado en 1996. 

 

Es importante rescatar el hecho de que Breard acepto la culpabilidad por los 

delitos que le eran imputados, por ello el tribunal del condado Arlington 

perteneciente a Virginia “… proceso, condeno y sentenció a muerte al acusado, 

sin que nunca le hubiera sido comunicado su derecho al auxilio consular y 

tampoco se les hubiere notificado a las autoridades del consulado de Paraguay la 

detención y proceso de Breard.”75 

 

En Estados Unidos de América, todos los juicios que sean por el hecho ilícito de 

asesinato, que pueden ser castigados con la pena de muerte, se resuelven 

mediante dos etapas. “Durante la primera fase, se determina la culpabilidad o 

inocencia del encausado. Después se celebra otra vista en que la defensa expone 

toda la información sobre el condenado que pueda convencer al tribunal para que 

le imponga una pena menor.”76 Las pruebas atenuantes que presenta la defensa 

del acusado son consideradas para decidir si la pena será pena de muerte o 

cadena perpetua. 

 

No fue sino hasta 1996 fue que la familia de Breard se dio por enterada de la 

situación de Angel,  a través del consulado paraguayo, en ese momento de igual 

manera hicieron de su conocimiento que él tenía derecho a ser auxiliado por el 

consulado de Paraguay. 

 

En 1996 tanto Breard como el gobierno Paraguayo, se dieron a la tarea de agotar 

todos los recurso internos disponibles de apelación ante los tribunales de Virginia, 

                                                           
75 Ampudia, Ricardo; Mexicanos al grito de muerte: La protección de los mexicanos condenados a muerte en 

Estados Unidos, p.166. 

76 Amnistía Internacional; Estados Unidos de América Ángel Francisco Breard: Enfrentarse a la muerte en 

tierra extranjera, marzo de 1998, p.2. consultado en línea URL: 

file:///C:/Users/Edgar/Downloads/amr510141998es.pdf el 20-08-2015. 
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al no tener una respuesta favorable ante su situación, Ángel presentó un recurso 

ante el Tribunal Federal de Distrito alegando por primera vez la irregularidad de su 

condena por violación del artículo 36 (b), de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares. 

 

Sin embargo, los tribunales de Estados Unidos de América a pesar de haber 

ratificado  incondicionalmente la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares donde el artículo 36 de dicho tratado protege los derechos legales y 

los derechos humanos de los detenidos extranjeros, al exigir a las autoridades 

locales que informen sin dilación a los ciudadanos extranjeros de su derecho a 

comunicarse con su consulado, resolvieron que era demasiado tarde dentro del 

proceso legal para hacer uso del reclamo por incumplir dicha norma. 

 

“En su sentencia de 27 de noviembre de 1996, el Tribunal de Distrito reconoció 

que las autoridades del Estado de Virginia incumplieron esta disposición al no 

informar a Breard de su derecho a comunicar con autoridades consulares 

paraguayas.”77 Lamentablemente el Estado de Virginia solamente mostro su 

preocupación por la violación del tratado, pero hizo caso omiso del recurso.  

 

Esta postura fue respaldada por parte de las autoridades estadounidenses bajo el 

argumento de que “… los tribunales estatales y federales con competencia para 

juzgar casos que conllevan la pena capital en Virginia, siguen estrictamente la 

doctrina de la “omisión procesal”, que limita la posibilidad de que los encausados 

introduzcan nuevos argumentos en sus apelaciones-segunda instancia- ante los 

tribunales superiores.”78 

 

                                                           
77 Paradel Truis, Lluis; “La precariedad del derecho internacional en los Estados Unidos: casos Breard y 

Lagrand”; Revista jurídica Universidad Autónoma de Madrid, p.182. 

78 Ampudia, Ricardo; op.cit. p.166. 
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Debido a que Ángel Breard no tenía conocimiento de su derecho de comunicación 

consular, jamás tuvo la posibilidad de invocar en la primera instancia de su 

proceso judicial, ante los tribunales norteamericanos, el incumplimiento del tratado 

de relaciones consulares, no podía hacerlo tampoco ante los tribunales federales 

de acuerdo al principio de “omisión procesal”. 

 

El Estado de Virginia fijó la ejecución de Ángel Breard para el 14 de abril de 1998, 

“… tras la ratificación de las sentencias de primera instancia por parte del Tribunal 

de Apelación …”.79 por lo tanto la República de Paraguay, en busca de apoyar a 

su connacional y de hacer cumplir sus derechos, decidió emprender la protección 

diplomática, solicitando a la Corte Internacional de Justicia que atendiera el caso. 

 

Como se puede apreciar es un hecho innegable que las autoridades de Estados 

Unidos de América no respetan, o no en su totalidad el tratado sobre relaciones 

consulares, más específicamente no respetan el artículo 36 del mismo, por ende 

hacen caso omiso a los derechos consulares de los ciudadanos extranjeros 

detenidos, lo cual deriva en el hecho inaceptable de que los tribunales 

estadounidenses no hayan tomado ninguna medida para subsanar las infracciones 

cometidas, pues la consecuencia de su omisión desemboca en la perdida de la 

vida de un ser humano. 

 

La demanda presentada por medio de la protección diplomática ante la Corte 

Internacional de Justicia el 3 de abril de 1998, solicitaba  “… que se constatara el 

incumplimiento por parte de Estados Unidos del artículo 36(1 )(b) de la 

Convención sobre Relaciones Consulares, … que se afirmara la obligación de los 

Estados Unidos de América de no aplicar su doctrina del "procedural default" ni 

ninguna otra doctrina de su Derecho que impidiera el ejercicio de los derechos 

                                                           
79 “Breard v. Pruett, 134 F.3d 615 (4th Cir. 1998)”, Capital defense Journal, p.17. 
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contemplados en la disposición convencional, y que se reconociera que Paraguay 

tenía derecho a la restitutio in integrum y al restablecimiento del status quo …”.80 

 

Esto quiere decir en lo que respecta al restitutio in integrum, que se buscaba un 

beneficio legal, a favor de Breard por haber padecido una lesión al no respetarse 

su derecho de notificación consular, para así lograr que se repongan las cosas al 

estado que tenían antes del daño, o sea, el restablecimiento de la situación 

existente antes de que los Estados Unidos de América incumplieran la obligación 

de información que les imponía la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963,  y en lo que refiere al status quo se solicitaba para así poder 

mantener el proceso en pausa, y se indicara como medida provisional el 

aplazamiento de la ejecución de Ángel mientras se dirimía la controversia. 

 

“El Paraguay alegaba que al incumplir las obligaciones que les impone el párrafo 1 

b) del artículo 36 de la Convención de Viena, los Estados Unidos de América le 

habían impedido ejercer las funciones consulares previstas en los artículos 5 y 36 

de la Convención y, en particular, velar por la protección de sus intereses y los de 

sus ciudadanos en los Estados Unidos de América. El Paraguay afirmaba que no 

había podido comunicarse con el Sr. Breard ni ofrecerle la ayuda necesaria, como 

consecuencia de lo cual el Sr. Breard había "tomado algunas decisiones 

objetivamente erróneas durante la causa, en la que no hubo servicios de 

interpretación", y no había entendido las diferencias esenciales entre la justicia 

penal de los Estados Unidos de América y la del Paraguay.”81 

 

El 7 de abril de 1998 se celebró una reunión entre las partes junto con la CIJ, para 

realizar una revisión y observaciones sobre la solicitud de medidas provisionales 

hecha por Paraguay, es importante destacar que en la sesión, Estados Unidos de 

                                                           
80 Paradel Truis, Lluis; op.cit., p.183. 

81 Asamblea General; Informe de la Corte Internacional de Justicia: 1 de agosto de 1997 a 31 de julio de 1998, 

suplemento N 4 (A/53/4), p.38. 
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América no alegaban que la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares 

había sido violada, sino que presentaban la postura de que este hecho no había 

causado a Breard perjuicio alguno debido a que él había gozado, a su criterio, de 

la necesaria asistencia, por ello la intervención del consulado paraguayo no podría 

haber causado cambio alguno al resultado del proceso judicial. Además, Estados 

Unidos de América argumentaba que el restitutio in integrum solicitado por 

Paraguay, pretendía una reparación al daño de forma desproporcionada a la 

infracción cometida.82 

 

Durante una sesión pública celebrada el 9 de abril de 1998 la Corte Internacional 

de Justicia dio lectura a una resolución sobre la reunión llevaba a cabo dos días 

atrás, la cual dice lo siguiente: 

 

“Por estas razones, LA CORTE Unánimemente, I. Indica las siguientes medidas 

provisionales: 

Los Estados Unidos deberán adoptar todas las medidas que estén a su 

alcance para garantizar que Angel Francisco Breard no será ejecutado 

hasta que esta causa se resuelva definitivamente, e informarán a la Corte 

de todas las medidas que adopten en cumplimiento de la presente 

resolución;  

II. Decide que, hasta que dicte sentencia definitiva, seguirá conociendo del 

asunto a que se refiere la presente resolución.”83 

 

A pesar del fallo en las medidas provisionales dado por la CIJ el 14 de abril de 

1998 el Estado de Virginia de Estados Unidos de América, “… ejecutó al 

                                                           
82 Cfr. Paradel Truis, Lluis; “La precariedad del derecho internacional en los Estados Unidos: casos Breard y 

Lagrand”; Revista jurídica Universidad Autónoma de Madrid, pp.183-184. 

83 Asamblea General; Informe de la Corte Internacional de Justicia: 1 de agosto de 1997 a 31 de julio de 1998, 

suplemento N 4 (A/53/4), p.40. 
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ciudadano paraguayo Ángel Francisco Breard en flagrante desacato de una 

resolución de la Corte Internacional de Justicia.”84 

 

A raíz de la ejecución el gobierno de la República de Paraguay decidió que era 

mejor retirar la demanda impuesta ante la CIJ, por lo que el caso jamás se resolvió 

totalmente, sin embargo, éste quedo registrado ante la comunidad internacional 

como un antecedente para otros sucesos que pudieran ocurrir alrededor del 

mundo, dejando en claro que las protecciones que establece la Convención de 

Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 van mucho más allá del caso Breard, 

pues en cada Estado del planeta hay extranjeros y sus derechos podrían correr 

peligro si otras naciones siguen el actuar de Estados Unidos de América. 

 

 2.2.2.- Caso LaGrand (1999) 

 

Dentro de los antecedentes concernientes a nuestros casos de estudio, el Caso 

Avena relativo a 54 connacionales mexicanos condenados a muerte por tribunales 

estadounidenses y al Caso Cassez referente a una connacional francesa 

sentenciada por tribunales mexicanos, se ha retomado el Caso Breard como un 

primer antecedente, ahora, de modo similar, toca rescatar como precedente el 

Caso LaGrand, el cual es uno de los casos emblemáticos referentes a la 

asistencia y protección consular dentro de la jurisprudencia de la Corte 

Internacional de Justicia. 

 

El Caso LaGrand, nombrado así por el apellido de las personas involucradas, 

concierne a un litigio emprendido por la República Federal Alemana contra 

Estados Unidos de América en 1999 ante la CIJ, por haberse dado una violación 

de los derechos consulares de dos hermanos alemanes en el Estado de Arizona. 

 

                                                           
84 Amnistía Internacional; Error Capital: la pena de muerte frente a los derechos humanos, p.75. 
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Los hermanos Karl y Walter LaGrand que poseían la nacionalidad alemana por 

nacimiento, contaban con la residencia permanente en Estados Unidos de 

América, fueron detenidos en 1982 en el estado de Arizona por una presunta 

participación en una tentativa de robo a mano armada a un banco, donde fue 

gravemente herida una empleada y asesinado el director de la sucursal bancaria. 

En 1984 una Corte de Arizona encontró a los hermanos LaGrand culpables de 

homicidio en primer grado, intento de homicidio, intento de robo a mano armada y 

dos cargos de secuestro, condenándolos a pena de muerte el 14 de diciembre de 

1984.85 

 

Este caso es de importancia para el Derecho Internacional debido a la demanda 

entablada por Alemania ante la Corte Internacional de Justicia contra Estados 

Unidos de América, por la violación de este último Estado  a los artículos 5 y 36.1 

b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, relativos a las 

responsabilidades de los funcionarios consulares (art. 5), y la obligación de hacer 

del conocimiento de los extranjeros que sean privados de su libertad, sobre su 

derecho a que se informe sin retraso alguno a la oficina consular de su 

nacionalidad sobre su situación –pues jamás se les informo sobre este derecho y 

no se dieron por enterados hasta diez años después a través de otros presos-, a 

fin de obtener ayuda.86 

 

Los funcionarios de la representación consular alemana que tenían en su 

circunscripción el Estado de Arizona, tuvieron conocimiento de lo sucedido a sus 

connacionales hasta el año de 1992, no por notificación por parte de las 

autoridades de Arizona sino por parte de los mismos afectados, los hermanos 

LaGrand, ello a raíz  de que se habían agotado todos los recursos legales internos 

posibles para intentar mitigar o atenuar su sentencia. 

                                                           
85 Cfr. Velázquez Elizarrarás, Juan Carlos; El estudio de caso de las relaciones jurídicas internacionales: 

modalidades de apelación del derecho internacional, p.551. 

86 Cfr. Velázquez Elizarrarás, Juan Carlos; El estudio de caso de las relaciones jurídicas internacionales: 

modalidades de apelación del derecho internacional, p.552. 
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Así desde diciembre de 1992 hasta febrero de 1993 el consulado alemán comenzó 

sus visitas a los LaGrand en prisión e inicio investigaciones sobre su infancia en 

Alemania, con el fin de encontrar alguna atenuante que pudiera cambiar la pena 

de muerte impuesta a los hermanos, sin embargo, no se tuvo  éxito. 

 

Ya con la certeza de la falta a la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963, cometida por las autoridades estadounidenses sobre el 

derecho a la asistencia y notificación consular, Alemania busco apelar ante la 

Corte Federal estadounidense, sin embargo, al igual que en el caso Breard, los 

LaGrand debido a que no tenían conocimiento de su derecho de comunicación 

consular, jamás tuvieron la posibilidad de invocar en la primera instancia de su 

proceso judicial, ante los tribunales norteamericanos, el incumplimiento del tratado 

de relaciones consulares, y no podía hacerlo tampoco ante los tribunales federales 

de acuerdo al principio de “omisión procesal”. 

 

De tal manera que el 24 de febrero de 1999 Karl LaGrand de 35 años de edad, fue 

ejecutado mediante inyección letal, mientras que su hermano Walter de 37 años, 

esperaría la ejecución de su sentencia, por medio de la cámara de gases letales 

con fecha del 3 de marzo de 1999. 

 

Por lo tanto después de la ejecución de Karl la República Federal de Alemania  el 

2 de marzo de 1999 deposito ante la CIJ una demanda en contra de Estados 

Unidos de América, por haber infringido la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963 (concretamente los artículos 5o. y 36 del citado texto), junto 

con una solicitud urgente de medidas cautelares. 

 

Alemania tenía en bien alegar que desde 1982 cuando los hermanos Karl y Walter 

LaGrand, fueron privados de su libertad por el presunto homicidio del director de 

una oficina bancaria durante el robo de la misma, jamás, desde “… el momento de 

la detención ni en ningún otro posterior se informó a los acusados del derecho que 
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les amparaba a obtener asistencia consular en virtud de la CV63 … Tampoco se 

notificó al Consulado alemán la detención de dos ciudadanos de su nacionalidad 

(tal y como establece el artículo 36.1.b) de la CV63)”.87 

 

“Alemania manifestaba que … , la tesis de las autoridades del Estado de Arizona 

había sido que no sabían que Karl y Walter LaGrand fueran nacionales de 

Alemania; y que Alemania había aceptado esa afirmación como cierta. Sin 

embargo, en el curso del procedimiento ante el Comité de Gracia de Arizona, el 23 

de febrero de 1999, el Fiscal admitió que las autoridades del Estado de Arizona 

sabían desde 1982 que los dos reclusos eran nacionales alemanes.”88  

 

“De igual manera se recordó a la Corte Internacional de Justicia que Karl LaGrand 

ya había sido ejecutado, a pesar de todos los buenos oficios y numerosas 

gestiones diplomáticas realizadas por el Gobierno de Alemania al más alto nivel, 

que la programación de la ejecución de Walter LaGrand  seguía su curso, y por 

ello la solicitud de indicación urgente de medidas provisionales había sido 

presentada en favor de esta persona.” 89 

 

Por medio de una sesión pública celebrada el 3 de marzo de 1999, la CIJ dictó 

una providencia sobre la solicitud de indicación de medidas provisionales hecha 

por Alemania, en la que indicaba las siguientes medidas provisionales: 

 

“a) Los Estados Unidos de América deberán adoptar todas las medidas que estén a su 

alcance para que Walter LaGrand no sea ejecutado antes de que se resuelva 

definitivamente la causa e informar a la Corte de todas las medidas que adopten en 

cumplimiento de esta providencia;  

                                                           
87 Torrecuadrada García-Lozano, Soledad; “La sentencia de la corte internacional de justicia del 27 de junio 

de 2001 en el caso lagrand”, Boletín mexicano de derecho comparado, p.57. 

88 Asamblea General; Informe de la Corte Internacional de Justicia: 1 de agosto de 2000 a 31 de julio de 2001, 

suplemento N 4 (A/56/4), p.37. 

89 Cfr. Asamblea General; Informe de la Corte Internacional de Justicia: 1 de agosto de 2000 a 31 de julio de 

2001, suplemento N 4 (A/56/4), p.37. 
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b) El Gobierno de los Estados Unidos de América deberá transmitir esta providencia al 

Gobernador del Estado de Arizona; y decidía que, hasta que la Corte dictara su fallo 

definitivo, seguirá conociendo de la causa a que se refería la providencia.”90 

 

Con la suspensión de la sentencia de pena de muerte de Walter se buscaba 

proporcionar tiempo a Alemania para presentar una solicitud formal ante la Corte 

Internacional de Justicia debido a que las autoridades alemanas hasta una fecha 

reciente no habían podido demostrar que las autoridades de Arizona conocían la 

nacionalidad de los hermanos LaGrand desde poco después de su detención en 

1982. 

  

Lamentablemente en incumplimiento estadounidense desafiando las indicaciones 

otorgadas por la CIJ, el 3 de marzo de 1999, se llevó a cabo la ejecución de 

Walter LaGrand, sin embargo, afortunadamente a diferencia del antecedente de 

Paraguay, Alemania continuo con sus esfuerzos para obtener un fallo vinculante, 

no obstante la ejecución de sus dos connacionales 

 

“Mediante providencia de 5 de marzo de 1999, la Corte, fijó el 16 de septiembre de 

1999 y el 27 de marzo del año 2000 como plazos para que Alemania y los Estados 

Unidos de America presentaran, respectivamente, la memoria y la 

contramemoria.”91 

 

Las sesiones públicas para oír los alegatos de las Partes se celebraron los días 13 

a 17 de noviembre de 2000, en las cuales, se dio oportunidad a los dos países de 

presentar las posturas finales respecto al caso ante la Corte Internacional de 

Justicia, donde de acuerdo con Amnistía Internacional: 

 

                                                           
90 Cfr. Asamblea General; Informe de la Corte Internacional de Justicia: 1 de agosto de 2000 a 31 de julio de 

2001, suplemento N 4 (A/56/4), p.37. 

91 Cfr. Asamblea General; Informe de la Corte Internacional de Justicia: 1 de agosto de 2000 a 31 de julio de 

2001, suplemento N 4 (A/56/4), p.37.  
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“Alemania mantuvo que el artículo 36 de la Convención de Viena confiere 

derechos tanto a los ciudadanos de los países como a los Estados signatarios y 

que Estados Unidos había violado esos derechos. Alemania  pidió  a  la  Corte  

que dictaminara  que la  doctrina  legal estadounidense  de  «defecto procesal» 

quebrantaba también el tratado, que exige que las leyes y normas nacionales 

permitan hacer efectivas en su totalidad sus disposiciones. Se instó a la Corte a 

declarar que sus medidas provisionales son de obligado cumplimiento según el 

derecho internacional y deben ser acatadas por las partes de un conflicto que le 

sea presentado. Por último, Alemania pidió a la Corte que resolviera que Estados 

Unidos debía proporcionar garantías de total cumplimiento en el futuro y también  

debía revisar  debidamente  los casos penales en  los que no  se  hubiera  

informado a ciudadanos alemanes de sus derechos consulares y debía otorgar las 

reparaciones pertinentes.”92 

 

Y por el lado de Estados Unidos de América se sostuvo que: 

 

“… había violado sus obligaciones para con Alemania  en virtud del tratado, que 

había pedido disculpas por la infracción y que estaba tomando medidas  para 

mejorar la aplicación del artículo 36. Sin embargo, Estados Unidos adujo también 

que la  Convención de Viena no confiere derechos a los ciudadanos extranjeros y 

que sus procedimientos nacionales en casos penales, por lo tanto, no tenían 

relación con las obligaciones contraídas en  virtud del tratado. Estados Unidos de 

América mantuvo que las órdenes provisionales de la Corte Internacional de 

Justicia no son vinculantes y que toda la cuestión de la acusación y ejecución de 

                                                           
92 Amnistía Internacional; Estados Unidos de América es el momento de actuar: 

Hay que proteger los derechos consulares de los  ciudadanos extranjeros que afrontan la pena de muerte, 21 

de agosto de 2001, ÍNDICE AI: AMR 51/106/2001/s, p.5. consultado en línea URL: 

https://doc.es.amnesty.org/cgi-

bin/ai/BRSCGI.exe/Texto%20completo%20del%20Informe?CMD=VEROBJ&MLKOB=24900032626 el 23-08-

2015. 
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los hermanos LaGrand quedaba fuera de la jurisdicción de la Corte Internacional 

de Justicia.”93 

 

Tras realizar el análisis de fondo sobre el caso, la CIJ no acepto los alegatos de 

Estados Unidos de América y procedió a emitir su fallo final; dicho fallo fue 

adoptado finalmente el día 27 de junio del año 2001, el cual pese a su relativa 

brevedad, analiza una gran variedad de puntos, prueba de ello es el abundante 

número de apartados en los que se encuentra dividido el fallo. 

 

“3) Por 14 votos contra 1, Determina que, al no haber informado a Karl y Walter LaGrand 

sin dilación después de su detención de los derechos que les correspondían en virtud del 

apartado b) del párrafo 1 del artículo 36 de la Convención y, en consecuencia, al haber 

privado a la República Federal de Alemania de la posibilidad de prestar asistencia 

oportuna, establecida por la Convención, a las personas interesadas, los Estados Unidos 

de América no cumplieron las obligaciones que les incumbían en relación con la República 

Federal de Alemania y los hermanos LaGrand en virtud del párrafo 1 del artículo 36; 

 

4) Por 14 votos contra 1, Determina que, al no haber permitido el examen y 

reconsideración, a la luz de los derechos establecidos en la Convención, de las condenas y 

sentencias de los hermanos LaGrand después de que se habían establecido las 

violaciones a que se hace referencia en el párrafo 3) supra, los Estados Unidos de América 

no cumplieron las obligaciones que les incumbían en relación con la República Federal de 

Alemania y los hermanos LaGrand en virtud del párrafo 2 del artículo 36 de la Convención;  

 

5) Por 13 votos contra 2, Determina que, al no haber adoptado todas las medidas a su 

disposición para evitar que Walter LaGrand no fuera ejecutado hasta que la Corte 

Internacional de Justicia hubiera adoptado una decisión final en la causa, los Estados 

Unidos de América no cumplieron la obligación que le incumbía en virtud de la providencia 

de medidas provisionales dictada por la Corte el 3 de marzo de 1999; 

 

6) Unánimemente, Toma nota del compromiso asumido por los Estados Unidos de América 

de velar por la aplicación de las medidas concretas adoptadas en el cumplimiento de las 

obligaciones que le incumben en virtud del apartado b) del párrafo 1 del artículo 36 de la 

                                                           
93 Idem. 
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Convención; y determina deberá considerarse que dicho compromiso satisface el pedido 

de la República Federal de Alemania de garantías generales de que el incumplimiento no 

habrá de repetirse; 

 

7) Por 14 votos contra 1, und_gen_n0151662_docu_n.doc 41 A/56/4 Determina que, si de 

todos modos los nacionales de la República Federal de Alemania fueran condenados a 

penas graves, sin que se hubieran respetado los derechos que les incumben en virtud del 

apartado b) del párrafo 1 del artículo 36 de la Convención, los Estados Unidos, por los 

medios que determinen, deberán permitir el examen y la reconsideración de la condena y 

del fallo teniendo en cuenta la violación de los derechos establecidos en dicha 

Convención.”94 

 

Dentro de las aportaciones hechas por la Corte Internacional de Justicia 

encontramos el primer pronunciamiento claro y explícito sobre la obligatoriedad de 

las medidas provisionales, además de que en el fallo final, se encuentra el tema 

del deber del Estado receptor de informar sin dilación alguna a los extranjeros 

detenidos sobre su derecho a la comunicación con el consulado de su 

nacionalidad, de igual forma la obligatoriedad de informar al consulado de la 

persona extranjera detenida sobre la situación de su connacional para que el 

Estado que envía pueda ejercer su función de asistencia y protección de acuerdo 

con los artículos 5 y 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares 

de 1963. 

 

También se determina que el Estado receptor debe permitirse reconsiderar las 

sentencias dadas, a la luz del establecimiento de la violación de los derechos que 

le son conferidos tanto a los extranjeros detenidos como a sus consulados al no 

permitir su acción, se deja claro que un Estado incurre en responsabilidad 

internacional al no cumplir las providencias establecidas por la CIJ.  

 

                                                           
94 Organización de Naciones Unidas; Resumenes de los fallos, opiniones consultivas y providencias de la Corte 

Internacional de Justicia 1997-2000, p.221. 
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Aunque en realidad este tipo de pronunciamientos por parte de una instancia 

internacional, no es la primera referencia que podemos encontrar, sí es “… la 

primera vez que lo hace la Corte. Igualmente reviste un indudable interés la 

afirmación de que el artículo 36 del Convenio de Viena sobre relaciones 

consulares confiere derechos individuales, especialmente si se tiene en cuenta la 

frecuencia con la que los Estados conculcan dicha disposición.”95 

 

Como se puede apreciar el derecho internacional, en lo que respecta a los 

protección y asistencia consular y en un determinado caso a la protección 

diplomática, parase acercar estos derechos a los derechos humanos, “… así el no 

respeto por el Estado territorial de la regla del artículo 36 de la Convención de 

Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 sobre las relaciones consulares, tiene 

una incidencia innegable sobre las garantías judiciales.”96 

 

A pesar de que el caso LaGrand  no  es el primero en el que a la CIJ ingresa un 

caso sobre protección diplomática, si es “… el único en la que se completó el 

circulo de reclamaciones y de decisiones internacionales, y se convirtió en un 

punto de referencia importante.”97 

 

Así al caso LaGrand resulto ser un parte aguas dentro del derecho internacional 

en el que la Corte Internacional de Justicia tuvo oportunidad de dictaminar sobre el 

artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, 

aclarando la obligatoriedad delas ordenanzas de la misma, sobre informar a las 

partes sobre el derecho de asistencia y notificación consular, además, es 

relevante en tanto que se puede distinguir claramente que existe una implicación 

                                                           
95 Pozo Serrano, María Pilar; “La sentencia de la Corte Internacional de Justicia en el asunto LaGrand”; 

Anuario Español de Derecho Internacional, p.473.  

96 Pinto, Mónica; “De la protection diplomatique à la protection des droits de l’homme”, Revue Générale de 

Droit International Public, p.514. 

97 Idem. 
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de derechos individuales dentro de un tratado que tiene como idea regular las 

relaciones consulares entre Estados. 

 

Por lo tanto se puede inferir a raíz del fallo que efectivamente el derecho a la 

notificación consular está dirigido a los individuos, que los procedimientos penales 

dentro de cada Estado no se pueden invocar para impedir la revisión judicial y las 

posibles reparaciones en casos de violaciones graves del derecho a la notificación 

consular, asistencia y protección consular, por último, que los países, (en este 

caso Estados Unidos de América) deben facilitar los medios necesarios para que 

los casos puedan ser revisados y reconsiderados. 

 

Tanto el caso Breard como el caso LaGrand resultan ser dos antecedentes 

importantes  dentro el ejercicio consular y diplomático en lo que respecta a 

asistencia y protección, por ello años más tarde los Estados Unidos Mexicanos 

rescataron los elementos más importantes para entablar una nueva demanda ante 

la Corte Internacional de Justicia en contra de Estados Unidos de América, por 

una situación similar, que involucraría a 52 de nuestros connacionales defendidos 

por el gobierno mexicano, el llamado Caso Avena. 

 

Además posteriormente al Caso Avena, paradójicamente, la violación de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 por parte de Estados 

Unidos Mexicanos,  mantuvo a México en jaque, al no respetar los derechos 

consulares de una francesa que fue privada de la libertad dentro de territorio 

nacional, por autoridades mexicanas. 
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CAPITULO 3 

LA ASISTENCIA Y PROTECCIÓN CONSULAR, ACTUACIÓN DE 

MÉXICO ANTE EL CASO AVENA Y EL CASO CASSEZ 

 

3.1.- PROCESO JUDICIAL CASO AVENA 

 

 3.1.1.- Custodia Judicial y ley miranda 

 

Para dar inicio a éste tercer y último capítulo, es importante recordar que los 

Estados Unidos Mexicanos, es un país que cuenta con mucha experiencia en la 

práctica consular, debido a que el ejercicio de sus consulados dentro de Estados 

Unidos de América es muy activo, dado que la mayoría de los mexicanos que 

migran se dirigen hacia su Estado vecino del norte. 

 

Hemos notado ya, que la política exterior de México, en materia de asistencia y 

protección consular, se ve regulada por la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica de Administración Pública Federal, la Ley del 

Servicio Exterior Mexicano, y el Reglamento de la Ley del Servicio Exterior 

Mexicano. En donde se manifiesta que el cónsul es el encargado de asegurar los 

intereses de su país, como de sus connacionales, garantizándoles la protección y 

asistencia necesaria según se requiera. 

 

Dentro de Estado Unidos de América, México hoy en día, es el Estado cuya 

función diplomática y consular se ha encarado en más procedimientos penales, 

cuya desembocadura ha sido la pena de muerte, debido a que en la mayoría de 

los casos, los sentenciados no fueron jamás informados sobre su derecho a la 

asistencia y protección consular, ni se dio a los consulados mexicanos la 

respectiva notificación sin dilación, que corresponde según la Convención de 

Viena sobre Relaciones Consulares de 1963. 
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Dentro de la política exterior mexicana, el gobierno de México “… siempre ha 

mantenido una firme voluntad para proteger a sus nacionales sentenciados a pena 

de muerte en Estados Unidos, en reiteradas ocasiones la Secretaria de 

Relaciones Exteriores ha manifestado que las acciones que se realicen en bien de 

un connacional mexicano, irán siempre dirigidas a vigilar que los procesos 

judiciales a los cuales son sometidos sus connacionales se apeguen 

completamente a derecho.”98  

 

La evidencia más clara de lo antes mencionado, se muestra nítidamente en el 

denominado Caso Avena, que es el asunto en el que se vieron involucrados 52 

nacionales mexicanos, sujetos a proceso penal (tres de ellos condenados a 

muerte, esperando la fecha de su ejecución), en Estados Unidos de América, y 

toma su nombre gracias al apellido del primer mexicano nombrado en la lista del 

litigio presentado ante la CIJ. 

 

En ninguno de estos procesos penales, los consulados mexicanos recibieron el 

aviso oportuno y sin dilación por parte de Estados Unidos de América, sobre los 

procesos judiciales a los cuales se sometieron a los connacionales, “… 

comunicación necesaria y consagrada en el art. 36 de la Convención de Viena 

sobre Relaciones Consulares para poder prestar asistencia legal y asegurar un 

debido proceso, pues existe una desigualdad entre extranjeros y nacionales ya 

que los primeros no conocen la ley policial del país en el que se encuentran.”99 

 

El 9 de enero de 2003, el gobierno mexicano inició un litigio contra Estados Unidos 

de América, ante la Corte Internacional de Justicia, alegando presuntas 

                                                           
98 Cfr. Quilatan Arenas, Rodolfo; La pena de muerte y la protección consular, p.59. 

99 Caso Avena: México V/S Estados Unidos ante la CIJ,  p.2. consultado en línea URL: 

http://www.ordenjuridico.gob.mx/Publicaciones/CDs2010/CDConsular/pdf/AV02.pdf el 28-08-2015. 
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violaciones a la Convención de Viene sobre Relaciones Consulares de 1963 en el 

Caso Avena y otros nacionales mexicanos. 

 

Pero antes de entrar de lleno en el estudio del procedimiento del litigio mexicano 

ante la CIJ, no resulta ocioso destacar que con anterioridad el gobierno de México 

el 17 de noviembre de 1997, solicitó una Opinión Consultiva a la CIDH, la cual 

versaba “… sobre las garantías mínimas y los requisitos del debido proceso, en el 

marco de la pena de muerte, impuesta judicialmente a personas de nacionalidad 

extranjera, a quienes el Estado receptor no ha informado su derecho a 

comunicarse y solicitar asistencia a las autoridades consulares del Estado de su 

nacionalidad.”100 

 

La razón principal de la consulta mexicana ante la CIDH, se debió a que con 

anterioridad, el gobierno mexicano había hecho de su conocimiento que algunos 

connacionales fueron ejecutados por las Cortes de Estado Unidos habiéndose 

violado los artículos 5 y 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963. 

 

Resulta interesante en primera instancia que la CIDH se haya declarado 

competente para resolver las dudas expuestas por México, esto de entrada nos 

permite ver que, a entender de la Corte Interamericana estos artículos, a pesar de 

regular acciones entre Estados, conciernen en una instancia a los derechos 

humanos. 

 

Ahora bien, México antes de iniciar el procedimiento contra Estados Unidos de 

América ante la Corte Internacional de Justicia, inteligentemente se dio a la tarea 

de buscar todos aquellos documentos –incluyendo las ideas fundamentales 

emanadas del fallo dado por la Corte interamericana de Derechos Humanos- que 

le fueran necesarios para resolver favorablemente la situación judicial de la que 

                                                           
100 Gómez-Robledo Verduzco, Alonso; Derechos Humanos en el sistema interamericano, p.253. 
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eran parte sus 52 connacionales, a los cuales fue posible acreditar que  les fueron 

violados sus derechos consulares. 

 

Dentro de los requisitos que deben tomarse en cuenta para que México pueda 

ejercer la protección diplomática ante una instancia internacional, se encuentra 

que es necesario para el gobierno de México, primero asegurarse de que existía 

una violación de los derechos consulares hacia los extranjeros mexicanos por 

parte de las autoridades estadounidenses. Por lo que era imperioso resolver si al 

momento de la custodia (privación de la libertad) de los mexicanos, les fueron 

notificados todos sus derechos o, a más tardar antes del inicio del proceso judicial. 

 

Por lo tanto, hay que aclarar que, en primera instancia dentro de los procesos 

judiciales de Estados Unidos de América, los derechos que son otorgados a las 

personas que son puestas bajo custodia, deben ser dichos al detenido 

inmediatamente; la “custodia” de acuerdo con la Real Academia Española es:  

“1. F Del latín custodiare que quiere decir guarda, salvaguarda, proteger o prisión. 

2. F Persona o escolta encargada de custodiar a un preso.”101 

 

Es decir cuando una persona es puesta bajo arresto, y esta es llevada ante una 

autoridad jurisdiccional, se dice que se encuentra en custodia, debido a que es 

cuidado y vigilado por la autoridad competente antes y durante el proceso judicial 

que se llevara a cabo por las presuntas faltas que haya cometido el acusado.  

 

En Estados Unidos de América, de acuerdo a su constitución política, la sexta 

enmienda dice que, “… el acusado tiene derecho a asistencia de un abogado 

defensor a partir de la iniciación formal de un proceso penal en su contra. Aún 

antes tiene derecho según la quinta enmienda a la asistencia de un abogado para 

                                                           
101 Real Academia Española, Diccionario de la lengua española, Madrid Consultado en línea URL: 

http://buscon.rae.es/drae/srv/search?id=Y4xxQ0WDdDXX2aqQuAe3 el 29-08-2015. 
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efectos de salvaguardar su derecho, de guardar silencio durante la interrogación 

bajo custodia.”102 

 

Éste hecho es de gran relevancia, dado que en caso de que se prive de la libertad 

a un extranjero, es muy probable que el mismo no tenga conocimiento alguno 

sobre el sistema judicial al cual se encuentra sometido, no conocer los derechos 

que le son conferidos, o de conocerlos, no entenderlos en su totalidad, como fue el 

caso de Ángel Breard, al declararse culpable de forma inmediata, suponiendo que 

el gobierno estadounidense seria benevolente ante su situación. 

 

Además, dentro del sistema legal norteamericano, encontramos otra norma 

relevante llamada “ley miranda”, llamada de este modo por un caso llevado a cabo 

en la Corte Suprema de Estados Unidos de América, el caso Miranda vs. Arizona, 

los derechos conferidos dentro de la ley miranda, no emanaron precisamente del 

caso, “Más bien, los derechos que llamamos derechos Miranda son derechos 

constitucionales que la Corte, en el caso Miranda vs. Arizona, decidió que 

necesitaban ser proporcionados a cierta gente bajo custodia de la policía.”103 

 

Como resultado del Caso Miranda la Corte Suprema de Estados Unidos de 

América, resolvió que todas las personas detenidas por la policía, deben ser 

informadas de cuatro cosas antes de ser interrogadas, además de asegurarse que 

los detenidos comprenden bien sus derechos:  

 

“Usted tiene derecho a guardar silencio. 

Todo lo que diga puede y será usado en su contra en un tribunal de justicia.   

Usted tiene derecho a hablar con un abogado y que esté presente con usted mientras está 

siendo interrogado. 

                                                           
102 Storme, Marcel, Gómez Lara, Cirpiano; XII congreso mundial de derecho procesal: sistemas de 

enjuiciamiento penal y sus órganos de acusación. p.367. 

103“Renuncia de responsabilidad”, Derechos Miranda: quién, qué, cuándo  dónde, por qué?, consultado en 

linea URL: http://abogados.lawinfo.com/recursos/ley-criminal/drechos-miranda-qui-n-qu-d-nde-cu-ndo-y-

por-q.html el 29-08-20015. 
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Si no tiene dinero para contratar un abogado, le será asignado uno para • que lo 

represente antes de cualquier interrogatorio, si así lo desea. 

Usted puede decidir ejercer estos derechos en cualquier momento y negarse a responder 

cualquier pregunta o a brindar cualquier declaración. 

¿Entiende usted cada uno de estos derechos que le he explicado? 

¿Tomando en cuenta estos derechos, ¿desea hablar con nosotros ahora?”104 

 

Como se puede apreciar, estos derechos otorgados a las personas que son 

detenidas dentro de los Estados Unidos de América tienen como propósito final 

“… proteger los derechos constitucionales del sospecho contra la 

autoincriminación.”105 De forma tal que cuando una persona sospechosa de haber 

cometido algún delito es arrestada, la policía debe leerle en el momento de su 

detención o, a más tardar antes de ser interrogado, sus derechos. “En caso de que 

el detenido sea un extranjero o persona que no habla o comprende bien el idioma 

inglés, sus derechos deben ser recitados en el idioma que comprenda la persona 

privada de su libertad.”106  

 

“Si un agente da la policía no lee a un sospecho detenido sus derechos, todavía 

puede ser enjuiciado por el delito que se le imputa, pero se considera que 

cualquier declaración o confesión hecha por el arrestado se considera involuntaria 

y no puede usarse contra el sospechoso en ningún caso penal. La evidencia 

descubierta como resultado de esa declaración o confesión probablemente 

también se elimine de la causa.”107 

 

De tal manera, la autoridad competente debe decir los derechos miranda al 

individuo que se presume ha cometido alguna infracción, y se encuentre bajo la 

                                                           
104 Advertencia Miranda, consultado en línea URL: http://www.nj.gov/oag/njvictims/pdfs/vcco-miranda-

071409a-web_esp.pdf el 29-08-2015. 

105 Araujo, Jess J.; The law and your legal rights, p.221. 

106 Cfr. Araujo, Jess J.; The law and your legal rights, pp.221-222. 

107 Idem. 
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custodia de la policía, antes de que se empiece a interrogar al sospechoso, acerca 

de las circunstancias en torno al delito que le es imputado. Se estima que una 

persona está bajo custodia de la policía si, esa persona considerará que está 

restringida su libertad para abandonar el lugar. 

 

Algunas jurisdicciones dentro de Estados Unidos de América, agregan 

advertencias adicionales a las que son típicas de Miranda, debido a que se piensa 

que podrían ser importantes para algunos detenidos, principalmente los estados 

fronterizos requieren que los agentes digan a los sospechosos que de no ser 

ciudadanos estadounidenses, tienen derecho de entrar en contacto con el 

consulado de su país antes de interrogarlos. 

 

Sin embargo, estas declaratorias adicionales al no ser expresamente requeridas 

por los tribunales, en la mayoría de las ocasiones en que un sospecho extranjero 

es arrestado, no se le informa por parte del agente policiaco sobre su derecho a 

comunicarse con el consulado de su nacionalidad, para realizar una petición de 

ayuda. 

 

Si la Suprema Corte de Estados Unidos de América resolvió en el Caso Miranda 

vs Arizona de 1966, que es necesario dar a conocer a los sospechosos que se 

encuentren bajo custodia de la policía sus derechos, a fin de salvaguardar los 

derechos de esa persona a no incriminarse a sí misma, es lógico pensar que en 

caso de que los detenidos sean extranjeros, no se les de aviso sobre sus 

derechos consulares, debido a que corren mayor riesgo de auto incriminarse, 

como sucedió en el ya revisado Caso Breard, esto por no entender los alcances 

de las leyes del Estado receptor, a pesar que el detenido podía comprender el 

idioma inglés. 

 

Es por esta razón que Estados Unidos de América, debe siempre cumplir con lo 

estipulado en la Convención de Viena Sobre Relaciones Consulares de 1963,  que 

en su artículo 5 relativo a las funciones consulares y el 36 sobre la obligación de 
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hacer del conocimiento de los extranjeros que sean privados de su libertad, sobre 

su derecho a ser asistido por el consulado de su nacionalidad. Deber, que de 

hecho, tiene que ser acatado por ser parte firmante del tratado, a favor de 

salvaguardar las garantías que un extranjero tiene dentro de un país diferente al 

de su nacionalidad. 

  

A pesar de ello, como hemos revisado, Estados Unidos de América en reiteradas 

ocasiones, se ha negado a incluir dentro de la lectura de derechos a un 

sospechoso arrestado, los derechos de notificación asistencia y protección 

consular, como una orden judicial general dentro de todo el país. 

 

De tal modo, México al afirmar que a sus connacionales se les había violado el 

derecho a la asistencia y protección consular, presentó ante la Corte Internacional 

de Justicia una demanda contra Estados Unidos de América, argumentando 

presuntas violaciones a la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 

1963, al momento de presentarse el litigio “… México tenía conocimiento de la 

ejecución de cuatro nacionales en diversos puntos de Estados Unidos cuyo 

derecho a la asistencia consular no fue respetado; asimismo, se sabía de otros 54 

que estaban ya condenados a la pena capital y en cuyos casos se sospechaba de 

la misma violación procesal. En última instancia, y después de varias revisiones en 

el transcurso del litigio, fueron 52 los que se terminaron incluyendo.”108 

 

3.1.2.- Notificación consular 

 

Con el fin de buscar que los Estados Unidos de América, garantice el debido 

proceso legal de una  persona arrestada, sospechosa de haber cometido un delito, 

la Suprema Corte de Justicia norteamericana, de acuerdo con su constitución 

política, considera que es menester brindar toda la información pertinente al 

acusado que se encuentra bajo custodia, sobre sus derechos, al momento de ser 
                                                           
108 Centro de Estudios Internacionales Gilberto Bosques; El caso Avena a diez años del fallo de la Corte 

Internacional de Justicia, p.40. 
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privado de su libertad o, antes de brindar su primera declaración. Sin embargo, 

dentro de sus medidas provisionales, para garantizar que el inculpado no se 

incrimine a sí mismo, no se considera, hacer mención de los derechos consulares 

de los individuos extranjeros que son arrestados. 

 

El no brindar información a un sospechoso extranjero arrestado, sobre su derecho 

a la notificación consular, antes de dar inicio al procedimiento judicial por el cual 

está siendo juzgado, es una falta grave a los derechos procesales, debido a que 

es muy probable, que por encontrarse en un país con otro idioma y cultura, 

distintos, no comprenda la situación jurídica en la que se encuentra, desconozca 

su derechos, y no sabría la forma adecuada de defenderse ante un tribunal. 

 

Es por ello, que es importante que se le otorgue información sobre la notificación 

consular a todo extranjero detenido dentro de un país receptor, dado que esa 

información serviría para que el sospechoso pueda entablar un dialogo con su 

respectivo consulado, el cual se encargaría de explicar claramente, en su idioma 

la situación jurídica en la que se encuentra, además de guiarlo y asesorarlo de la 

mejor manera posible para llevar a un desenlace justo sobre su caso.   

 

Al tratarse de una obligación internacional estipulada en la Convención de Viena 

sobre Relaciones Consulares de 1963, que todos los Estados firmantes den aviso 

oportuno a un individuo extranjero arrestado, sobre su derecho a ser informado de 

solicitar ayuda a su consulado, junto a los derechos que le atañen de acuerdo a la 

legislación interna del país receptor, y el deber que tiene el Estado receptor de 

informar a los consulados sobre la situación jurídica en que se encuentre algún 

connacional del Estado que envía. Los Estados Unidos Mexicanos en su litigio 

entablado ante la CIJ contra los Estados Unidos de América, basaron gran parte 

de la demanda en la violación del derecho a la notificación consular. 

 

Como ya se ha revisado, la notificación consular conforme la Convención de Viena 

sobre Relaciones Consulares de 1963, en su artículo 36 consiste en que, “… si el 
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interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor deberán 

informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado 

cuando, en su circunscripción, un nacional del Estado que envía sea arrestado de 

cualquier forma, detenido o puesto en prisión preventiva. Cualquier información 

dirigida a la oficina consular por la persona arrestada, detenida o puesta en prisión 

preventiva, le será asimismo transmitida sin demora por dichas autoridades, las 

cuales habrán de informar sin dilación a la persona interesada acerca de los 

derechos que se le reconocen en este apartado.”109 

 

“Unido a este derecho, en el mismo artículo 36 de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares de 1963, identificamos que la persona puesta bajo arresto 

tiene derecho a ser informado sobre la asistencia consular, el derecho a ser 

asistido por el consulado de su nacionalidad, y el derecho a comunicarse 

libremente con su consulado.”110 

 

Esto quiere decir, que las autoridades policiacas, ministeriales o judiciales deben 

de notificarle al sospechoso que ha sido arrestado, el derecho a contar con la 

protección consular sin dilación alguna o, a más tardar antes de que rinda su 

primera declaración; después de ser informado el individuo detenido, tiene el 

derecho a decidir si está de acuerdo o no con recibir dicha asistencia; de estar de 

acuerdo, las autoridades del Estado receptor deben comunicarse de manera 

inmediata con las autoridades consulares con circunscripción en el área del 

Estado que envía, sin embargo, a pesar de que el detenido se niegue al auxilio de 

su consulado, el país receptor de acuerdo con el artículo 5 de la misma 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares debe dar aviso oportuno al 

consulado al cual pertenezca la nacionalidad del detenido, sobre la situación 

                                                           
109 Castro Villalobos, José Humberto; “La notificación consular y el derecho internacional”, Jurídica. Anuario 

del Departamento de Derecho de la Universidad Iberoamericana, p.11. 

110 Cfr. Castro Villalobos, José Humberto; “La notificación consular y el derecho internacional”, Jurídica. 

Anuario del Departamento de Derecho de la Universidad Iberoamericana, p.11. 
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jurídica de su compatriota y; finalmente se debe permitir la libre comunicación 

entre el consulado y su connacional. 

 

“La notificación consular está sujeta a la voluntad de los individuos en la mayoría 

de los casos … , en los cuales la notificación deberá realizarse de manera 

automática.  

Cuando el extranjero opte por el derecho a que el consulado de su país sea 

notificado, el oficial, agente o funcionario ante quien se presente el detenido 

deberá notificar sin retraso alguno sobre la detención al consulado/oficina 

consular, preferentemente por escrito.  

Tal notificación podrá ser enviada por fax, correo electrónico u otro medio de 

transmisión análogo que permita dejar constancia escrita. Asimismo, la autoridad 

mexicana deberá mantener un registro de su envío.”111 

 

Es muy importante el cumplimiento de la norma sobre el derecho a la información 

pronta sobre la asistencia consular, por parte del país receptor, debido a que  “… 

puede ser determinante en el resultado de un proceso penal porque garantiza, 

entre otras cosas, que el detenido extranjero adquiera información sobre sus 

derechos en su propio idioma y en forma accesible, que reciba asistencia 

adecuada y que conozca las consecuencias legales del delito que se le imputa.”112 

 

Sin embargo, lamentablemente, los Estados Unido de América en la práctica, 

como ya hemos revisado en los casos Breard y LaGrand, ponen muchos 

obstáculos  que coartan el cumplimiento efectivo del contacto consular, primero 

por desentenderse de la obligatoriedad de cumplir con el artículo 36 de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 y, en segundo lugar 

porque a pesar de que se demuestre la violación a dicha norma no están 

dispuestos a reparar el deño dentro de su sistema procesal.  

                                                           
111 Secretaría de Relaciones Exteriores; Manual sobre Acceso y Notificación Consulares, p.13. 

112 Castro Villalobos, José Humberto; op.cit., p.12. 
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Si realizamos un breve análisis de las implicaciones del artículo 36 de la 

Convención de Viena sobre Relaciones consulares de 1963 previamente citado en 

el primer capítulo del presente estudio, encontramos que el apartado 1) “… se 

relaciona íntimamente con al art. 5 de la Convención dado que el ejercicio de las 

funciones consulares que se enumeran en este último artículo, suponen, como 

contracara imprescindible la comunicación y visita entre los funcionarios 

encargados de brindar la asistencia necesaria y el nacional que necesita de 

ella.”113 

 

Dentro del primer apartado del artículo 36 en sus incisos b) y c), tienen que ver 

con las obligaciones que asume el Estado receptor respecto a los connacionales 

del Estado que envía, cuando estos sean privados de su libertad por una autoridad 

competente. De aquí podemos desprender tres ideas principales, la primera, 

respecto a la manifestación del deseo del extranjero detenido, a comunicarse con 

su respectivo consulado para que se dé la notificación consular; la segunda, es 

dar aviso por parte del Estado receptor a la oficina consular de la nacionalidad del 

arrestado, sobre la situación jurídica de este; y tercera la expresión “sin dilación”. 

 

Estas ideas encuentran su razón de ser en que al notificar al extranjero privado de 

su libertad, sobre su derecho a la notificación consular dentro de la etapa “… 

previa al juicio en todo proceso penal es una etapa crítica en la que el acusado 

debe estar en condiciones de proteger su derechos y preparar su defensa.”114 

Debido a que los primeros momentos de su detención marcan de forma 

determinante el desenlace de su proceso penal. En este mismo orden de ideas y 

por lo apremiante que es para el acusado conocer sus derechos, la CIDH resolvió 

que la expresión “sin dilación”, se debe entender como “la notificación consular 

                                                           
113 Organización Internacional para las Migraciones; Estudio para el alcance y contenidos del artículo 36 de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963: Quinta conferencia sudamericana sobre 

migraciones, p.6. 

114 Castro Villalobos, José Humberto; op.cit., p.15. 
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debe ser oportuna, esto es, debe ocurrir en el momento procesal adecuado para 

tal objetivo.”115  

 

Ahora bien, teniendo claro los alcances e importancia de la notificación consular, 

resulta evidente que el cumplir con esta norma internacional, es clave para llevar 

un proceso judicial justo de cualquier extranjero sospechoso de haber cometido un 

delito, que se encuentre bajo arresto y custodia de una autoridad competente 

dentro de un Estado Receptor. En este orden de ideas, es obligatorio y necesario 

que los Estados Unidos de América cumplan con lo estipulado en la Convención 

de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, de manera muy independiente a 

los Derechos Miranda, cuando se trate de un proceso judicial entablado a un 

individuo que no tenga la nacionalidad norteamericana. 

 

Asimismo, por estos motivos los Estados Unidos Mexicanos, al velar por los 

intereses de sus compatriotas, al no haber recibido jamás notificación sobre la 

situación jurídica de sus connacionales iniciados en un proceso penal, al verse 

interrumpido en la labor de sus funciones consulares por la misma causa, y al 

negar la información sobre la asistencia consular por parte de las autoridades 

competentes de Estado Unidos de América hacia los mexicanos privados de su 

libertad, se decidió entablar el litigio llamado el Caso Avena. 

 

 3.1.3.- Litigio suscitado entre las partes 

 

Los Estados Unidos Mexicanos muy al pendiente de su política exterior por medio 

de sus consulados dentro de Estados Unidos de América, después de darse por 

enterado del fallo emitido por la CIJ, en el ya revisado  Caso LaGrand,  y con la 

experiencia obtenida del fallo emitido por la CIDH de una opinión consultiva 

presentada por México en 1999, se dio a la tarea de dar inicio a pláticas 

diplomáticas de baja intensidad con el gobierno de Estados Unidos de América, 
                                                           
115 Organización de Estados Americanos; Opinión consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. El derecho a 

la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal, p.276. 
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ello con la finalidad de intentar que ese país implementara dentro de su proceso 

judicial, las decisiones finales obtenidas por las dos Cortes ya mencionadas. 

 

Este objetivo perseguido por el servicio exterior mexicano encontró su razón de 

ser, primero porque Estados Unidos de América es el país que tiene 

históricamente más mexicanos en su interior, debido a la falta de empleo y 

oportunidades dentro de México, segundo lamentablemente  por la cantidad de 

mexicanos que radican en Norteamérica, existen varios connacionales esperando 

una sentencia por las Cortes norteamericanas, y en muchos de los casos la 

sentencias pudieran ser de pena de muerte. 

 

De tal modo que con apoyo del fallo LaGrand, “… en 2001 México lideró un 

exitoso esfuerzo para lograr el cambio de sentencia por cadena perpetua para el 

ciudadano Gerardo Valdéz, quien estaba sentenciado a muerte en el estado de 

Oklahoma y cuyo derecho a la asistencia consular fue violado.”116 

 

“Sin embargo, al año siguiente, el estado de Texas ejecutó al mexicano Javier 

Suárez M., a pesar de los esfuerzos de México por detener momentáneamente la 

ejecución hasta que se aclarara si el derecho de asistencia consular del convicto 

había sido violado.”117 

 

A raíz de esta acción por parte del Estado de Texas, las negociaciones 

diplomáticas llevadas a cabo por el gobierno de México se volvieron absurdas e 

insostenibles, por ello el servicio exterior mexicano se dio a la tarea el 16 de 

diciembre de 2002, de reunirse con el consultor jurídico del Departamento de 

Estado de Estados Unidos de América, “… con el objeto de dejar constancia de la 

existencia de puntos de vista irreconocibles entre los dos países respecto del 

                                                           
116Centro de Estudios Internacionales Gilberto Bosques; El caso Avena a diez años del fallo de la Corte 

Internacional de Justicia, op.cit., p.41. 

117 Idem. 
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alcance respecto a los derechos consagrados en la Convención de Viena y 

respecto a la interpretación que había que darse al fallo del caso Lagrand. Esta 

última … era de gran importancia desde el punto de vista jurídico, con el fin de 

evitar que Estados Unidos de América argumentara que México no había agotado 

la vía de negociación antes de acudir a la Corte.”118 

 

Una vez revisados todos los elementos juridicos necesarios, sobre los derechos 

que gozan las personas arrestadas y puestas bajo custodia de una autoridad 

competente, los derechos internacionales que atañen a los extranjeros privados de 

su libertad por haber infringido una ley dentro de un Estado receptor, con la 

constancia de agotamiento de la vía de negociación diplomática, con la 

recuperación de información de fallos internacionales y, de pruebas sobre la falta 

de informar a las detenidos mexicanos sobre su derecho a la notificación consular, 

México pudo ya, a principios de 2003, dar inicio del procedimiento ante la Corte 

Internacional de Justicia junto con una solicitud de medidas provisionales. 

 

En tanto a las medidas provisionales presentadas por el Embajador Juan Manuel 

Gómez Robledo, para detener la ejecución de tres nacionales mexicanos ya 

sentenciados a pena capital, pero aún sin fecha de ejecución de la sentencia, la 

CIJ resolvió de igual forma que en los casos Breard y Lagrand que, dentro de los 

52 connacionales, “en lo que respecta a los 3 mexicanos que ya habían sido 

sentenciados a muerte los Estados Unidos de América tomarán todas las medidas 

necesarias para asegurar que no sean ejecutados a la espera del fallo definitivo en 

el presente procedimiento y además hasta que la Corte Internacional de Justicia 

haya dictado su fallo definitivo, seguirá conociendo de los asuntos que son objeto 

de la presente providencia.”119 

 

                                                           
118 Gómez-Robledo V.; Juan Manuel; “El caso Avena y otros nacionales mexicanos (México c. Estados Unidos 

de América) ante la Corte Internacional de Justicia”, Anuario mexicano de derecho internacional, p.179. 

119 Cfr. Organización de Naciones Unidas; Resúmenes de los fallos, opiniones consultivas y providencias de la 

Corte Internacional de Justicia 2003-2007, p.11.  
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La adopción de estas medidas provisionales sin duda es imperiosa, debido a la 

existencia del principio de la omisión procesal, pues es una barrera que impide la 

acción de los derechos consulares, por demás ilegitima, dado que quebranta el 

principio de buena fe estipulado en la Convención de Viena sobre Derecho de los 

Tratados de 1969, y por extensión evidentemente, también quebranta la 

Convención de Viena de 1963. 

 

La demanda mexicana entablada ente la CIJ, al igual que en los casos Breard y 

LaGrand, versaba sobre las presuntas violaciones cometidas por parte de Estado 

Unidos a los artículos 5 y 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963 y exigía un “restitutio in integrum” restableciendo el “status 

quo ante” para poder anular los procesamientos y sentencias de los 52 mexicanos. 

 

En su demanda México pide a la Corte internacional de Justicia que juzgue: 

 

“1) que los Estados Unidos, al arrestar, detener, juzgar, declarar culpables y condenar a los 

54 nacionales mexicanos que están en el corredor de la muerte descritos en la presente 

demanda, violaron sus obligaciones jurídicas internacionales para con México, por derecho 

propio y en ejercicio de su derecho de protección consular de sus nacionales, con arreglo a 

lo dispuesto en los artículos 5 y 36, respectivamente de la Convención de Viena; 

2) que, por consiguiente, México tiene derecho a restitutio in integrum;  

3) que los Estados Unidos tienen la obligación jurídica internacional de no aplicar la 

doctrina de preclusión procesal, ni otra doctrina de su derecho interno, para excluir el 

ejercicio de los derechos otorgados por el artículo 36 de la Convención de Viena;  

4) que los Estados Unidos tienen la obligación jurídica internacional de llevar a cabo de 

conformidad con las antedichas obligaciones jurídicas internacionales cualquier futura 

detención de los 54 nacionales mexicanos que están en el corredor de la muerte o 

cualquier procedimiento penal contra ellos, o respecto de cualquier otro nacional mexicano 

en su territorio, ya sea por parte del poder constituyente, legislativo, ejecutivo, judicial o 

cualquier otro poder, ya sea que dicho poder ocupe una posición superior o subordinada en 

la organización de los Estados Unidos, y ya sea que las funciones de dicho poder sean de 

carácter internacional o interno;  
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5) que el derecho a la notificación consular con arreglo a la Convención de Viena es un 

derecho humano;”120 

 

Y  en el mismo sentido de las obligaciones jurídicas internacionales que: 

  

“1) Los Estados Unidos deben restablecer el statu quo ante, es decir, restablecer la 

situación que existía antes de las detenciones, procedimientos, declaraciones de 

culpabilidad y condenas respecto de nacionales de México en violación de las obligaciones 

jurídicas internacionales de los Estados Unidos;  

“2) Los Estados Unidos deben tomar las medidas necesarias y suficientes para asegurar 

que las disposiciones de su derecho interno permitan que se dé pleno efecto a los fines 

para los cuales se han previsto los derechos otorgados por el artículo 36; 141. causa 

relativa a Avena y otros nacionales mexicanos (México contra los Los Estados Unidos de 

América) (MEDIDAS PROVISIONALES) Providencia de 5 de febrero de 2003 12  

“3) Los Estados Unidos deben tomar las medidas necesarias y suficientes para establecer 

un recurso jurídico efectivo frente a las violaciones de los derechos otorgados a México y a 

sus nacionales por el artículo 36 de la Convención de Viena, incluso impidiendo la 

imposición, como cuestión de derecho interno, de cualquier clase de sanciones procesales 

por la omisión en plantear en tiempo una pretensión o defensa fundada en la Convención 

de Viena cuando las autoridades competentes de los Estados Unidos hayan violado su 

obligación de informar al nacional o a la nacional de sus derechos con arreglo a la 

Convención; y  

4) Los Estados Unidos, habida cuenta de las pautas y prácticas de violaciones enunciadas 

en la presente demanda, deben dar a México una plena garantía de no repetición de los 

actos ilegales.”121 

 

Intentando escudriñar la postura de las peticiones mexicanas, podemos observar 

una sutil pero importante diferencia entre el caso mexicano y el caso de Alemania, 

inteligentemente el gobierno mexicano basándose un tanto en el más reciente fallo 

de la CIJ sobre el tema, México pide que se especifiquen cuáles serán las 

reparaciones del daño a las que debería tener derecho el Estado demandante, 

                                                           
120 Organización de Naciones Unidas; Resúmenes de los fallos, opiniones consultivas y providencias de la 

Corte Internacional de Justicia 2003-2007, p.11. 

121 Idid. p.12. 
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elemento que en el caso alemán se dejó al aire por así llamarlo, lo cual aprovecho 

Estados Unidos de América para elegir el medio que considerará conveniente, el 

cual evidentemente como ya revisamos, derivo en el muerte de los hermanos 

LaGrand, pues para reparar el daño se elijo el mecanismo de pedir clemencia. 

 

De tal modo con el fin de dar solución al caso de la manera más favorable para los 

connacionales mexicanos, Gómez-robledo V. solicitó “De conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 31, párrafo 2 del estatuto y en el artículo 35, párrafo 1, del 

Reglamento de la Corte, el gobierno de México declara su intención de designar 

un juez ad hoc.”122 

 

Posteriormente a la presentación de la demanda mexicana y la solicitud de 

medidas cautelares, el 20 de enero de 2003, el servicio exterior mexicano informó 

a la CIJ, que el Gobernador del Estado de Illinois decidió  conmutar la pena capital 

de los tres mexicanos ya sentenciados a pena de muerte y con fecha de ejecución 

de la misma, por ello México retiraba su solicitud de medidas provisionales en 

nombre de los tres, sin embargo, seguía en pie su solicitud de medidas 

provisionales respecto de los restantes nacionales mexicanos encarcelados en los 

Estados Unidos de América. 

 

Es importante resaltar que la actuación de México fue destacada, planeando el 

caso desde antes de ser presentado ante la CIJ, en su recopilación de pruebas y 

argumentos, y en la forma en que actúo con tiempo para presentar la demanda, 

hecho que permitía que las medidas provisionales pudieran surtir efecto, sin riesgo 

de no ser acatadas como en el Caso LaGrand o Breard. 

 

El 21 de enero de 2003, se dio lugar a la audiencia pública en la que las partes 

presentarían sus argumentos defendiendo sus posturas ante la CIJ, con respecto 

a las medidas provisionales solicitadas por México para salvaguardar los intereses 

                                                           
122 Gómez-Robledo V.; Juan Manuel; op.cit. p.188. 
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de sus nacionales, la CIJ decidió  mediante una providencia el 5 de febrero de 

2003 que “… las demás personas enumerados en la demanda de México, si bien 

están actualmente en el corredor de la muerte, no se encuentran en la misma 

posición que las tres personas individualizadas …, y que la Corte puede, si así 

procede, indicar medidas provisionales con arreglo al artículo 41 del Estatuto con 

respecto a dichas personas antes de dictar su fallo definitivo en la presente 

causa.”123 

 

“Posteriormente el 2 de noviembre de 2003, el Agente de los Estados Unidos 

informó a la CIJ que los Estados Unidos habían informado de la demanda de 

México a las autoridades competentes de los Estados miembros, de acuerdo con 

la providencia del 5 de febrero de 2003,  además los Estados Unidos informaron 

que habían obtenido de dichas autoridades información acerca de la situación de 

los cincuenta y cuatro casos, incluidos los tres casos individualizados en el párrafo 

59 (I) a) de dicha providencia y que se confirmaba que ninguna de las personas 

nombradas [habían] sido ejecutadas.”124 

 

Con la continuación del litigio, se celebraron audiencias públicas entre el 15 y el 19 

de diciembre de 2003, en las cuales las partes presentaban sus alegatos, los 

Estados Unidos de América durante el procedimiento oral, solicitaron a la Corte 

Internacional de Justicia que, teniendo en cuenta que ya habían ajustado su 

conducta de acuerdo con el fallo en el caso LaGrand, desestimaran la demanda 

presentada por México. 

 

La primera parte del procedimiento se vio conformada por las cuatro objeciones 

estadounidenses, respecto a la competencia de la CIJ sobre el caso y la 

admisibilidad de las peticiones presentadas por México, de las cueles nos 

                                                           
123 Organización de Naciones Unidas; Resúmenes de los fallos, opiniones consultivas y providencias de la 

Corte Internacional de Justicia 2003-2007, p.14. 

124 Cfr. International Court of Justice; Avena and other mexican nationlas (México V. United States of 

America), p.19.  
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enfocaremos en destacar solamente las partes que son de interés para el presente 

estudio, Estados Unidos de América, en su segunda objeción destacaba que: 

 

“… el artículo 36 de la Convención de Viena “no crea ninguna obligación que limite 

los derechos de los Estados Unidos a detener a un nacional extranjero”; y que, 

concordantemente, las acciones de “detener, juzgar, declarar culpables y 

condenar” a nacionales mexicanos no podían constituir violaciones del artículo 36, 

que simplemente establece obligaciones de notificación.”125 

 

Podemos apreciar que en efecto Estados Unidos de América tiene la razón en su 

postura, sin embargo, es irrelevante, dado que México argumento en su demanda 

que privar a un nacional extranjero sometido a proceso penal del derecho a la 

notificación y la asistencia consulares hace que ese procedimiento sea 

fundamentalmente injusto, o en palabras de López Bassols: 

 

“México no se opone al derecho de Estados Unidos de América de hacer justicia, 

pero debe respetar sus compromisos internacionales, no está cuestionando la 

legalidad de los tribunales norteamericanos para imponer la pena de muerte, sino 

el haber actuado en contravención de la Convención de Viena que establece la 

obligación de informar …”.126 

 

Dentro de la parte que contiene los alegatos sobre la admisibilidad de las 

peticiones presentadas por México, destacaremos un elemento argumentativo 

muy fuerte  presentado por los Estados Unidos de América, que servirá como 

consideración para el objeto de estudio del presente trabajo, el cual es: 

 

                                                           
125 International Court of Justice; Avena and other mexican nationlas (México V. United States of America), 

p.21. 

126 López Bassols, Hermilo; Derecho internacional público contemporáneo e instrumentos básicos, p.156. 
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“… la excepción de los Estados Unidos según la cual la pretensión de México es 

inadmisible porque no debería permitirse que México invocara contra los Estados 

Unidos estándares que México no aplica en su propia práctica.”127 

 

Este punto es relevante dado que de acuerdo con el estatuto de la CIJ, de 

conformidad a su artículo 36 en su primer apartado establece que “La 

competencia de la Corte se extiende a todos los litigios que las partes le sometan 

y a todos los asuntos especialmente previstos en la Carta de las Naciones Unidas 

o en los tratados y convenciones vigentes.”128 Y para tal efecto en el apartado 3 

del mismo artículo establece que “La declaración a que se refiere este artículo 

podrá hacerse incondicionalmente o bajo condición de reciprocidad por parte de 

varios o determinados Estados, o por determinado tiempo.”129 

 

De acuerdo es esto, podemos apreciar la aparición del elemento de “reciprocidad” 

el cual quiere decir que “cada Estado entiende obtener entre el trato que reserva a 

los extranjeros en su territorio y el aplicado a sus nacionales en los países 

extranjeros.”130 Es decir que para que un Estado pueda invocar el cumplimiento de 

una acción a otro Estado, es necesario que el primero ponga en práctica los 

estándares que le exige al segundo, y en el caso México contra Estados unidos de 

América, el gobierno mexicano ha demostrado no cumplir a cabalidad con las 

exigencias que reclama, pero ello no impide la posibilidad de emitir su demanda. 

 

Sin embargo, la CIJ estimo que era “… esencial tener presente la naturaleza de la 

Convención de Viena. Dicha Convención establece determinados estándares que 
                                                           
127 International Court of Justice; Avena and other mexican nationlas (México V. United States of America), 

p.35. 

128 Organización de Naciones Unidas; Estatuto de la Corte Internacional de Justicia: Anexo a la Carta de la 

Organización de Naciones Unidas, 17 de octubre de 1945, consultado en línea URL: 

http://www.ordenjuridico.gob.mx/JurInt/CIJ.pdf el 1-09-2015. 

129 Idem. 

130 Fernández Rosas, José Carlos; “Extranjeria: principios de derecho internacional general”, Revista de 

economía y sociología del trabajo, p.43. 
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han de ser observados por todos los Estados partes, con miras al “mantenimiento 

sin obstáculos de las relaciones consulares”. Por consiguiente, aun cuando se 

demostrara que la práctica de México en lo tocante a la aplicación del artículo 36 

no está exenta de reproches, ello no constituiría un fundamento de una excepción 

a la admisibilidad de la pretensión de México; consiguientemente, no puede 

hacerse lugar a la quinta excepción de los Estados Unidos respecto de la 

admisibilidad.”131 

 

Otro elemento que destacaremos de la defensa de los Estados Unidos de América 

es el que versa sobre el término “sin demora”, donde se alega que “… esa 

interpretación de la frase “sin demora”. En su opinión, no significa 

“inmediatamente, y antes del interrogatorio”. Según los Estados Unidos de 

América, el fin del artículo 36 era facilitar el ejercicio de las funciones consulares 

por un funcionario consular: “Así pues, la importancia del suministro de 

información consular a un nacional es limitada… Es un mecanismo de 

procedimiento que permite que el nacional extranjero ponga en marcha el 

procedimiento conexo de notificación… No puede en modo alguno ser 

fundamental para el proceso de justicia penal.”132 

 

Sin embargo, como ya se ha apuntado en el presente estudio, compartimos la 

postura que tiene México en la demanda, pues, creemos que sin duda alguna la 

notificación consular debe tener lugar inmediatamente después al momento de la  

detención y antes de cualquier interrogatorio del detenido extranjero, para así 

garantizar que un determinado caso, el cónsul pueda brindar un asesoramiento útil 

acerca del sistema jurídico extranjero y prestar asistencia para obtener abogado 

antes de que el nacional extranjero tome alguna decisión sin contar con la debida 

                                                           
131 International Court of Justice; Avena and other mexican nationlas (México V. United States of America), 

p.35. 

132 Organización de Naciones Unidas; Resúmenes de los fallos, opiniones consultivas y providencias de la 

Corte Internacional de Justicia 2003-2007, p.46. 
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información, lo que podría muy posiblemente llevar al acusado a auto incriminarse 

por error. 

 

En general  en el desarrollo del litigio, a diferencia de los casos Breard y LaGrand, 

los Estados Unidos de América, no acepto la existencia de la violación de 

derechos conferidos por la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 

1963 al individuo, centro su atención en llevar la resolución del Caso Avena hacia 

el mismo fallo dado por la CIJ en el Caso LaGrand, valiéndose de ofrecer 

diferentes interpretaciones en torno al artículo 36 de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares de 1963 y su alcance dentro del orden jurídico interno de 

un Estado.  

 

“Con el argumento central de que la Corte ya había fallado al respecto y que la 

reparación decidida en esa ocasión consagra la libertad de medios para llevar a 

cabo la revisión y la reconsideración de los veredictos de culpabilidad y de las 

penas. Los mecanismos de clemencia eran, en efecto, el medio elegido por 

Estados Unidos de América para cumplir con la reparación y así lo harían no sólo 

en relación con nacionales de Alemania, sino con cualquier otro.”133 

 

A pesar de que ni “en Breard, ni en LaGrand y Avena los Estados Unidos negaron 

la violación de su obligación de informar a la persona arrestada sus derechos 

consulares y de su obligación de notificar al consulado del Estado  nacional.”134 

Cuando se llegó al fondo del caso, Estados Unidos de América negó casi todas las 

pruebas aportadas por México, en los hechos, y en las violaciones. “Llegó incluso 

al extremo de afirmar, sin jamás aportar evidencia alguna, que la mayoría de los 

condenados tenía la nacionalidad estadounidense y no rebatió las pruebas 

ofrecidas por México.”135 

                                                           
133 Gómez-Robledo V.; Juan Manuel; op.cit. p.190. 

134 Graham, James A.; op.cit. p.25. 

135 Gómez-Robledo V.; Juan Manuel; op.cit. p.191. 
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 3.1.4.- Fallo del Caso 

 

Afortunadamente para los mexicanos implicados dentro del Caso Avena, a 

diferencia de Ángel Breard y los hermanos LaGrand, con la ordenanza de medidas 

provisionales establecida por la Corte Internacional de Justicia, se logró salva 

guardar la vida de los nacionales de México, al haberse dictaminado que los 

Estados Unidos de América tuvieran que asegurarse de preservar la vida de los 

interesados, hasta que el tribunal de la CIJ otorgara su fallo final con respecto al 

litigio entre los dos Estados, así gracias a la pronta actuación del gobierno 

mexicano, Estados Unidos de América no pudo hacer más que acatar el mandato. 

 

El fallo definitivo e inapelable por parte de la Corte Internacional de Justicia en el 

Caso Avena y otros nacionales mexicanos, respectivo a la presunta violación de 

los derechos consulares de los connacionales de México fue pronunciado el 31 de 

marzo de 2004 estableciendo lo siguiente: 

 

“La Corte, Decide, por catorce votos contra uno, que, al no haber informado a los 51 

nacionales mexicanos mencionados en el párrafo 106 1) supra, sin demora luego de su 

detención, de sus derechos con arreglo al apartado b) del párrafo 1 del artículo 36 de la 

Convención de Viena sobre relaciones consulares de 24 de abril de 1963, los Estados 

Unidos de América violaron las obligaciones que les incumben con arreglo a dicho 

apartado;  

 

Decide, por catorce votos contra uno, que, al no haber notificado a la oficina consular 

pertinente de México, sin demora, de la detención de los 49 nacionales mexicanos 

mencionados en el párrafo 106 2) supra y de tal manera haber privado a los Estados 

Unidos Mexicanos del derecho a prestar, en tiempo oportuno, la asistencia prevista en la 

Convención de Viena a las personas afectadas, los Estados Unidos de América violaron 

las obligaciones que les incumben con arreglo al apartado b) del párrafo 1 del artículo 36; 

  

Decide, por catorce votos contra uno, que, en relación con los 49 nacionales mexicanos 

mencionados en el párrafo 106 3) supra, los Estados Unidos de América privaron a los 

Estados Unidos Mexicanos del derecho a comunicarse con dichos nacionales, tener 
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acceso a ellos y visitarlos en su detención, en tiempo oportuno, y de tal modo violaron las 

obligaciones que les incumben con arreglo a los apartados a) y contra del párrafo 1 del artí- 

culo 36 de la Convención;  

 

Decide, por catorce votos contra uno, que, en relación con los 34 nacionales mexicanos 

mencionados en el párrafo 106 4) supra, los Estados Unidos de América privaron a los 

Estados Unidos Mexicanos del derecho a organizar, en tiempo oportuno, la defensa de 

dichos nacionales, y de tal modo violaron las obligaciones que les incumben con arreglo al 

apartado contra del párrafo 1 del artículo 36 de la Convención;  

 

Decide, por catorce votos contra uno, que, al no haber permitido el examen y la 

reconsideración, a la luz de los derechos consagrados en la Convención, de la declaración 

de culpabilidad y las condenas del Sr. César Roberto Fierro Reyna, el Sr. Roberto Moreno 

Ramos y el Sr. Osvaldo Torres Aguilera, después de que se habían demostrado las 

violaciones mencionadas en el apartado 4) supra con respecto a dichas personas, los 

Estados Unidos de América violaron las obligaciones que les incumben con arreglo al 

párrafo 2 del artículo 36 de la Convención;  

 

Decide, por catorce votos contra uno, que la reparación adecuada en la presente causa 

consiste en la obligación de los Estados Unidos de América de proceder, por medios de su 

propia elección, al examen y la reconsideración de las declaraciones de culpabilidad y las 

condenas de los nacionales mexicanos mencionados en los apartados 4), 5), 6) y 7) supra, 

teniendo en cuenta tanto la violación de los derechos consagrados en el artículo 36 de la 

Convención como los párrafos 138 a 141 del presente fallo;  

 

Por unanimidad toma nota del compromiso asumido por los Estados Unidos de América de 

asegurar la aplicación de medidas concretas adoptadas en cumplimiento de las 

obligaciones que les incumben con arreglo al apartado b) del párrafo 1 del artículo 36 de la 

Convención de Viena; y decide que debe considerarse que este compromiso satisface la 

solicitud de los Estados Unidos Mexicanos de garantías y seguridades de no repetición;  

 

Por unanimidad decide que en caso de que de todos modos se condene a nacionales 

mexicanos a penas graves, sin que se hayan respetado sus derechos con arreglo al 

apartado b) del párrafo 1 del artículo 36 de la Convención, los Estados Unidos de América 

procederán, por medios de su propia elección, al examen y la reconsideración de la 

declaración de culpabilidad y la condena, de modo de permitir que se reconozca 
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plenamente la violación de los derechos consagrados en la Convención, teniendo en 

cuenta los párrafos 138 a 141 del presente fallo.”136 

 

La sentencia de la CIJ resulto ser un fallo muy basto, abarcando más elementos 

que en ningún otro caso, por esa razón hasta nuestros días, representa un firme 

parte aguas, no únicamente para México que fue el país demandante, sino para 

todos los Estados en general, debido a que la sentencia tiene la cualidad de ser la 

interpretación definitiva por parte de la Corte Internacional de Justicia sobre  

alcance de las obligaciones del artículo 36 de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares de 1963, y dado que la Convención genera obligaciones 

para los Estados miembros, sin importar su constitución federativa o sistema 

político. 

 

En lo que atañe al gobierno mexicano, la sentencia, “… al tiempo que fortalece los 

argumentos jurídicos que México hará valer para promover los derechos de los 

mexicanos que sean arrestados por cualquier motivo.”137 Esto no únicamente 

dentro de los Estados Unidos de América, sino, en cualquier país del mundo 

donde sea privado de su libertad un mexicano en calidad de extranjero, por una 

autoridad competente del Estado receptor. 

 

Elaborando una breve síntesis del fallo, encontramos que, se declara que los 

Estados Unidos de América incumple con el artículo 36 letra b), por lo que no deja 

que México ejerza sus derechos conferidos en la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares de 1963; también viola el artículo 36 letras a) y c), de igual 

manera quebranta el artículo 36 en su párrafo 2, al no permitir la revisión de 

sentencias de los nacionales mexicanos sujetos a sentencia definitiva que los 

condenaba a muerte.  

 

                                                           
136 Organización de Naciones Unidas; Resúmenes de los fallos, opiniones consultivas y providencias de la 

Corte Internacional de Justicia 2003-2007, p.46. 

137 Gómez-Robledo V.; Juan Manuel; op.cit. p.194. 
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En el mismo orden de ideas, habiéndose verificado que hay una violación a una 

obligación internacional, en la sentencia sexta sobre el Caso Avena, se dicta que 

Estados Unidos de América debe reparar el daño cometido a México, sin 

embargo, esta reparación no necesariamente se llevaría a cabo mediante el 

restitutio in integrum, sino por le medios que Estados Unidos de América 

considerara pertinentes, dado que no todo el proceso violaba el derecho 

internacional, sino algunas faltas a las Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares solamente. 

 

A pesar de que el restitutio in integrum no fue un medio de reparación del daño, 

este hubiera sido lo más deseable para México, por constituir un principio que “… 

consiste en una reparación en lo integral [y] existe  la posibilidad de obtener una 

garantía de no repetición del hecho ilícito.”138 México logro a diferencia del Caso 

LaGrand, que se pusiera una limitación fundamental, que radicaba en el deber de 

hacer la revisión y reconsideración de los casos individualmente por parte de 

Estados unidos de América, que tenía que estar sometida a los derechos del 

artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, por 

lo tanto intentar reparar el daño como lo hicieron con Walter LaGrand a través de 

la clemencia ya no sería una opción para el sistema procesal norteamericano. 

 

De manera muy relevante, como logros arrasadores por parte de México, en los 

dos últimos párrafos del fallo dictado por la CIJ, se establece por unanimidad que, 

Estados Unidos de América toma conocimiento de que asegurara el cumplimiento 

de sus obligaciones, para que no se volviera a producir una situación similar, como 

parte de las garantías de no repetición otorgadas al gobierno mexicano. Además, 

si los procesados mexicanos fueran condenados  de igual manera a penas 

severas sin contemplar el artículo 36 b) de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares, Estados Unidos de América debe reconsiderar la 

declaración de culpabilidad y la condena. 

                                                           
138 Graham, James A.; op.cit. p.31. 
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Al margen de la parte dispositiva del fallo, la CIJ señalo que “… que sería 

preferible informarse sistemáticamente de la nacionalidad del interesado desde el 

momento de su detención, de manera que las obligaciones de la Convención de 

Viena puedan ser cumplidas.”139 

 

Así pues me gustaría destacar que como parte de las consecuencias derivadas 

por el fallo de la CIJ, podemos encontrar una, “En 2005 la Suprema Corte de los 

Estados Unidos declaro inconstitucional la aplicación de la pena de muerte a 

personas que hubiesen cometido el delito cuando eran menores de edad por que 

violaba la octava enmienda de la constitución norteamericana. Con esta decisión a 

dos de los mexicanos que fueron beneficiados por el fallo de la Corte se les 

conmuto la pena de muerte por cadena perpetua.”140 

 

“De igual manera al mexicano michoacano Daniel Ángel Plata Estrada le es 

conmutada la pena de muerte por cadena perpetua en 2008, a través de la Corte 

de Apelación Penal de Texas, a raíz de una buena defensa por parte de los 

abogados que representaban al connacional, ello al lograr demostrar que Daniel 

padecía de sus facultades mentales, por lo que su sentencia no calificaba para 

recibir la pena capital, por no tener la facultad para distinguir el alcance de su 

delito.”141 

 

“Lamentablemente no todas son buenas noticias, dado que en otro movimiento de 

desacato a la Corte Internacional de Justicia, por parte de Estados Unidos como 

en los casos LaGrand y Breard, Edgar Tamayo Arias acusado de asesinar a un 

oficial de policía, y fue ejecutado por inyección letal el 22 de enero del 2014, 

                                                           
139 Gómez-Robledo V.; Juan Manuel; op.cit. p.202. 

140 Cruz Ramírez, Claudia Jazmín; Responsabilidad internacional de los Estados por inejecución de sentencias 

dictadas por la Corte Internacional de Justicia: Anális del Caso Avena y otros nacionales mexicanos, p.108. 

141 Cfr. López Nolasco, Eduardo; “Fue acusado de homicidio, asalto y robo a una tienda de autoservicio de 

Texas”, El sol de Morelia, p.12. 
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donde la sentencia emitida por la Corte en el Caso Avena, fue infructuosa a pesar 

de las apelaciones presentadas por la defensa del mexicano hasta el último 

momento, como dijo uno de los abogados de Edgar Tamayo, "Seguimos 

intentando todas las opciones de apelación para hacer valer el derecho del señor 

Tamayo al examen de la violación de sus derechos consulares".”142 

 

Al final se puede observar que las violaciones al derecho consular cometidas por 

los Estados Unidos de América, ya cuentan, por lo menos jurídicamente, con un 

mandato de la CIJ, encaminado a evitar que se sigan cometiendo las faltas al 

derecho a la notificación consular y a la información sobre la asistencia consular, 

como parte de una verdadera garantía a los postulados de la Convención de Viena 

sobre Relaciones Consulares de 1963, sin embargo, a pesar de los desacatos 

posteriores al fallo de la CIJ, no se resta mérito alguno al ejercicio de protección y 

asistencia consular, y a la protección diplomática ejercida por el gobierno 

mexicano. 

 

3.2.- PROCESO JUDICIAL CASO CASSEZ 

 

 3.2.1.- Custodia Judicial y notificación de derechos 

 

A la luz del Caso Avena es posible observar, que dentro de las acciones de 

política exterior del gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, a través de sus 

consulados, se destaca un buen ejercicio  de las funciones de asistencia y 

protección consular, y a consecuencia de estas, también hallamos, un meritorio 

desempeño de la función de protección diplomática.  

 

Todo esto se muestra evidenciado por la efectividad de las funciones consulares 

desempeñadas dentro de los Estados Unidos de América, cuando los consulados 

dentro de sus competencias y respectivas jurisdicciones, se dieron a la tarea de 

                                                           
142 Cfr. “Ejecutan en Texas al mexicano Edgar Tamayo”, La jornada, p.17. 
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realizar visitas periódicas a los centros penitenciarios estadounidenses en busca 

de connacionales mexicanos, que se encontraran arrestados en cualquier forma, 

detenidos, en prisión preventiva o, sentenciados por haber cometido alguna 

infracción dentro del Estado receptor sin que se haya dado la notificación consular. 

 

De igual manera al localizar a los 54 mexicanos en riesgo de ser ejecutados, los 

consulados mexicanos actuaron formidablemente al asistirlos de forma inmediata, 

proteger sus derechos dentro del Estados receptor  y agotar en su defensa todos 

los medios posibles de apelación en cada caso particular, así como mediar con la 

autoridades competentes, sobre la situación de los mexicanos y obtener de ellas, 

una constancia de la existencia de puntos de vista irreconocibles entre los dos 

países, respecto del alcance de los derechos consagrados en la Convención de 

Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, con el fin de poder demostrar ante la 

CIJ que el gobierno mexicano había agotado todos los recursos internos del 

estado receptor, en defensa de los connacionales mexicanos, que posteriormente, 

se verían bajo la protección diplomática. 

 

Ahora bien, es tiempo de que analicemos el llamado Caso Cassez, no sin antes 

recordar que dentro de un Estado existe una interrelación directa entre su política 

exterior y su política interior, además que éstas no solamente van de la mano, sino 

que se ven afectadas mutuamente en una relación de interdependencia,  con el 

proceso político del sistema en su conjunto, es decir, las acciones de política 

exterior repercuten en la política interior de un país y viceversa. 

 

El Caso Cassez, fue nombrado así principalmente por los medios de comunicación 

masiva franceses y mexicanos, éste, involucra a Florence Marie Louise Cassez 

Crepin, más conocida en México sólo como Florence Cassez, de la cual 

realizaremos una breve exposición de antecedentes personales con el fin de tener 

una visión global del caso. 
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“Cassez nació en la ciudad de Lille, Francia, el 17 de noviembre de 1974, sus 

padres son Bernard Cassez y Charlotte Crepin, ambos residen en Francia, tiene 

dos hermanos mayores, uno de ellos, Sebastien, vive actualmente en México y es 

por quien Florence Cassez decide migrar a este país. Trabajó en la tienda de su 

padre, donde se vendían manteles y cortinas. Entró a trabajar después a Eurodif 

de Amiens, una cadena francesa de tiendas de moda de vestir y para el hogar, 

donde llegó a ser subdirectora.”143 

 

“Fue en el 2003, a los 29 años, cuando decidió  emigrar a México, Florence 

Cassez llega a la ciudad de México para trabajar en las empresas Marketing and 

Technologys Imported y Servi Bosque. En 2004 conoce a Israel Vallarta, quien 

afirma ser vendedor de  automóviles, y vive con él durante un año en un rancho 

cercano a Ciudad de  México.es allí donde se relaciona sentimentalmente con 

Israel Vallarta, quien a la postre será identificado como miembro de la banda 

secuestradores conocida como Los Zodiaco.”144 

 

“El 8 de diciembre de 2005 Vallarta y Cassez son arrestados por la policía,  que 

sospecha que el mexicano dirige un grupo de secuestradores. La detención es  

mantenida en secreto hasta el día siguiente.”145  

 

“El 9 de diciembre de 2005 La televisión transmite un montaje realizado por  la 

policía sobre la detención de Vallarta y Cassez como si fuera una operación  en 

vivo.”146 

 

                                                           
143 Cfr. García, Imelda; “¿Quién es Florence Cassez? Su vida y proceso penal”, ADNPolitico CNN México.com, 

México, enero 23 de 2014, consultado en línea URL: 

http://www.adnpolitico.com/gobierno/2013/01/24/quien-es-florence-cassez-su-vida-y-proceso-penal el 3-

09-2015. 

144 Cfr. Ordaz, David; “Claves para entender el Caso Cassez”, El economista, p.17.  

145 A.F.P. “Cronologia del caso Florence Cassez”, El informador. 

146 A.F.P. “Cronologia del caso Florence Cassez”, El informador. 
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Así a finales de 2005, dio inicio el  denominado Caso Cassez, el cual tuvo un 

alcance histórico dentro del sistema jurídico mexicano, pues es paradigmático, en 

tanto que pone a la vista las fallas del sistema procesal de México, de igual forma 

llegó a ensombrecer las relaciones diplomáticas entre Francia y los Estados 

Unidos Mexicanos, al grado de impactar en sus agendas políticas, donde de 

manera poco común, hasta los más altos mandatarios en política exterior de 

ambas naciones, entraron en debate directo en torno al caso. 

 

El Caso Cassez no es el único en que se presume que México ha quebrantado la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, sin embargo, es el 

caso actual más representativo sobre el tema, desde las inconsistencias y 

violaciones al debido proceso en el inicio, hasta su desenlace, para asegurarlo, 

tenemos que entender cómo funciona el proceso judicial mexicano, desde el 

momento en que una persona es puesta bajo custodia judicial y la notificación de 

sus derechos. 

 

En México el procedimiento penal lo podemos dividir en cuatro etapas: 

 

A.- La primera etapa que llamaremos etapa administrativa: 

a) se compone de la detención y custodia de una persona a la cual se le imputa un

  delito; 

b) Averiguación previa;  

  c) Consignación; 

  d) Acción penal; 

  e) Instrucción; 

  f) Declaración preparatoria y; 

g) Auto de formal prisión o, sujeción a proceso de libertad por falta de pruebas para

  procesar. 

 

B.- La segunda etapa se compone de: 

a) Ofrecimiento de pruebas; 

b) Conclusiones; 

c) Juicio y; 
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d) Sentencia de primera instancia (por lo regular es la definitiva). 

 

C.- La tercera etapa esta compuesta por: 

a) Presentación de recursos que deben ser necesariamente por violación a 

Derechos humanos: 

1) Apelación  

2) Amparo. 

 

D.- La cuarta etapa consiste en: 

a) Aceptación de amparo; 

b) Revisión de sentencia por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y; 

c) Sentencia definitiva. 

(Esquema por elaboración propia) 

 

Es importante apuntar antes de continuar, que el objetivo del presente trabajo, no 

es analizar exhaustivamente cada uno de los elementos jurídicos ocurridos 

durante el Caso Cassez, ya que ello requiere de un estudio muy basto, que sería 

imposible abarcar en un sólo apartado de la tesis, más bien, el objetivo que se 

tiene, es rescatar y estudiar todos aquellos elementos que durante el proceso 

tuvieran relación con el derecho consular. 

 

De acuerdo con las posturas mexicanas ante la CIJ y la CIDH, México opinaba 

que las primeras horas después de la detención de un sospechoso de haber 

cometido un delito, son claves para que éste pueda formar una defensa adecuada 

y no auto incriminarse, recordamos que en éste mismo orden de ideas y por lo 

apremiante que es para el acusado conocer sus derechos, la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos resolvió que la expresión “sin dilación”, se debe entender 

como: “… la notificación consular debe ser oportuna, esto es, debe ocurrir en el 

momento procesal adecuado para tal objetivo.”147 

 

                                                           
147 Organización de Estados Americanos; Opinión consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. El derecho a 

la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal, p.276. 
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“En el caso mexicano el momento procesal adecuado sería durante la primera 

etapa del proceso penal, pues es aquí donde se determinan los hechos que serán 

materia del proceso y el delito al que corresponden, asimismo se determina la 

probable responsabilidad del inculpado, o bien, la libertad de éste si no existieran 

elementos para procesarlo. En esta etapa el desahogo y ofrecimiento de pruebas 

se encuentra limitada a recibir exclusivamente aquellas que puedan antes de que 

concluya el plazo de 72 horas o, el de 144 horas en caso de que se hubiese 

duplicado el tiempo.”148 Estos periodos de tiempo son contados a partir de la 

consignación del inculpado. 

 

Esto va de acuerdo con lo estipulado en “… el artículo 19 constitucional y, en la 

legislación secundaria, en el artículo 297 del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal y en el artículo 161 del Código Procesal Penal Federal.”149 

 

Durante esta etapa, al acusado se le da a conocer el nombre de su acusador y el 

delito del cual se le acusa, para que conozca bien los hechos que se le atribuyen y 

pueda defenderse. Sin embargo, las autoridades competentes en México, ni en el  

momento de la detención de Florence, ni posteriormente durante la primera etapa 

del proceso judicial, cumplieron con el deber de mencionar al detenido todos los 

derechos que le corresponden, quebrantando el debido proceso, aún de peor 

manera que Estados Unidos de América en el Caso Avena, dado que el gobierno 

estadounidense por lo menos si hizo mención de la llamada Ley Miranda (que si 

bien esta última no toma en cuenta los derechos consulares es más de lo que 

ofrece el sistema procesal mexicano). 

 

A pesar  del hecho de que existe dentro de la normatividad penal mexicana el 

deber por parte de las autoridades competentes, de informar al detenido los 

derechos que le atañen, no se cumplió con esta norma, así como tampoco se dio 

                                                           
148 Cfr. Adato Green, Victoria; Derechos de los detenidos y sujetos a proceso, p.13. 

149 Cfr. Adato Green, Victoria; Derechos de los detenidos y sujetos a proceso, p.13. 
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al acusado extranjero, la información concerniente al artículo 36 de la Convención 

de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, sobre sus derechos consulares.  

 

La acción de notificar a un detenido sus derechos consulares, es un deber en 

tanto que recordemos que en el caso de México, con respecto a tratados en 

materia de política exterior, en el artículo 133 constitucional se nos dice que, las 

leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén 

de acuerdo con la misma, celebrados con aprobación del Senado, serán la Ley 

Suprema de toda la Unión. Por tanto una vez aprobado un tratado se encontrará al 

nivel jerárquico de la constitución y por esta razón, el cumplir la norma de 

mencionar al detenido por lo menos sus derechos consulares, es obligatoria en 

nuestro país. 

 

Como se muestra en el décimo concepto de violación del amparo de la quejosa 

Florence Cassez  no se le dio jamás la notificación de sus derechos, durante la 

primera etapa del proceso: 

 

“… señaló que se violó el derecho que como inculpada extranjera (de nacionalidad 

francesa) tiene a ser informada sobre el derecho a la asistencia consular, según la 

garantía prevista en los artículos 128, fracción IV, in fine, del Código Federal de 

Procedimientos Penales y 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares, pues su declaración ministerial se obtuvo sin la notificación sobre 

dicho derecho. Adicionalmente señaló que no fue sino hasta el 27 de febrero de 

2006 que su defensor pudo protestar el cargo, siendo que el defensor de oficio no 

podía articular una defensa porque no se le dio acceso al expediente.”150 

 

                                                           
150 Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo; Amparo directo en revisión 517/2011: quejosa y recurrente: Florence 

Marie Louise Cassez Crepin, p.75. 
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Así pues tenemos claro que en los Estados Unidos Mexicanos al igual que en los 

Estados Unidos de América, desde el momento en que se pone en custodia 

judicial, a un sospecho de haber cometido algún delito, hasta el momento en que 

el detenido brinda su primera declaración, no les son notificados sus derechos 

consulares, elemento que se confirmaría al final del caso por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN). 

   

3.2.2.- Notificación Consular 

 

Dentro de la primera etapa del proceso judicial, otro elemento que debe ser 

abordado por las autoridades competentes, es una vez que se haya constatado 

que el detenido es extranjero notificar al consulado de la nacionalidad del sujeto 

puesto en custodia, sobre la situación jurídica en que este se encuentra. 

 

Con el fin de que los Estados Unidos Mexicanos garantice el debido proceso legal 

de una  persona arrestada, sospechosa de haber cometido un delito, la SCJN, en 

consonancia con su Código de Procedimientos Penales Federal, marca que las 

garantías consagradas por los Derechos Humanos dentro y fuera de la misma 

Constitución Política Mexicana, así como el cumplimiento de la Convención de 

Viena Sobre Relaciones Consulares de 1963, deben ser consideras como 

menester, por tanto, se tiene que brindar toda la información pertinente al acusado 

que se encuentra bajo custodia, sobre sus derechos al ser privado de su libertad 

o, antes de brindar su primera declaración.  

 

Sin embargo, dentro de las medidas provisionales para garantizar que la inculpada 

no se incrimine a sí misma, en el Caso Cassez no se consideró, hacerle mención 

de los derechos consulares, de igual forma como ocurrió en el Caso Avena en que 

México reclamo ferozmente dichos derechos para sus connacionales detenidos, 

apenas hacia un año atrás. 
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En el Caso Cassez, se puede apreciar a través de la declaratoria de amparo en la 

narración de los hechos y, a través del video de la transmisión de la escenificación  

de la noticia sobre la detención de Florance, en la mañana del 9 de diciembre de 

2005, que desde las primeras instancias de la privación de la libertad de la 

francesa, ya se sabía claramente que entraba en la categoría de ser un detenido 

con nacionalidad extranjera, como se muestra a continuación: 

 

“Conforme a la información que va “conociendo al momento”, el reportero le dice al 

conductor del programa que en el operativo se pretende rescatar a tres personas: 

una mujer, su hijo de aproximadamente ocho años de edad y un hombre que no 

tiene ningún vínculo con los demás secuestrados. Además, el reportero informa 

que “el jefe de la banda es un hombre casado con una mujer de origen 

francés”.”151  

 

Como se aprecia, la nacionalidad de Florance en ningún momento estuvo en duda 

dado que la información que brindada por el reportero la adquiría directamente de 

Genaro García Luna, quien fuera en esos momentos el Director General de la 

Agencia Federal de Investigación, la cual se encargó de arrestar a Cassez. 

 

Como fue observado en el Caso Avena, es claro que el gobierno mexicano es 

consciente de lo importante que resulta, que un detenido extranjero sea asesorado 

por su respectivo consulado. Las autoridades mexicanas al saber desde el primer 

momento que Florance era de nacionalidad francesa, tenían la obligación de 

comunicarse con la representación consular de Francia en México para hacerles 

saber de la situación por la cual pasaba su connacional, desde el momento de su 

detención, es decir desde el 8 de diciembre de 2005, no después de la 

escenificación televisada el día posterior, acorde con lo estipulado en el fallo del 

Caso Avena por parte de la CIJ, sin embargo, esto no sucedió como veremos a 

continuación: 
                                                           
151 Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; Amparo directo en revisión 517/2011: quejosa y recurrente: Florence Marie 

Louise Cassez Crepin, p.3. 
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“… las autoridades ministeriales afirman que intentaron comunicarse con la sede 

diplomática de Francia en la Ciudad de México, mediante una llamada telefónica 

realizada a las 3:05 p.m. del mismo 9 de diciembre de 2005. La llamada no fue 

atendida, según manifestaron las autoridades, como consecuencia de haber sido 

realizada fuera del horario de atención al público del Consulado General.   

  

Cinco minutos después de la llamada telefónica a la embajada francesa (3:10 

p.m., del 9 de diciembre de 2005) y sin que la quejosa hubiese podido 

comunicarse con algún funcionario consular de su país, el Ministerio Público 

obtuvo la primera declaración de Florence Cassez. Esta Primera Sala observa 

que la quejosa rindió su primera declaración en compañía de dos testigos y del 

perito profesional en materia de traducción del idioma francés, adscrito a la 

Dirección General de Coordinación de Servicios Periciales de la SIEDO de la 

Procuraduría General de la Republica. Asimismo, se le nombró como defensor 

público federal a Fabián Leobardo Cúajical.”152 

 

Florance no supo de su derecho a la asistencia consular sino hasta finales de 

febrero del año 2006,  y su consulado tuvo que valerse de sus propios medios 

para enterarse de la situación judicial de su connacional. El hecho de no brindar 

información a Cassez, sobre su derecho a la asistencia consular, ni dar la 

notificación consular respectiva al gobierno francés, antes de dar inicio al 

procedimiento judicial por el cual estaba siendo juzgada, es una falta grave a sus 

derechos procesales, falta que el gobierno mexicano peleó ante una instancia 

internacional a favor de 52 connacionales mexicanos. 

 

El gobierno mexicano para evitar caer en contradicción en el ejercicio y aplicación 

de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, debió 

asegurarse de permitir que la representación consular francesa, actuará 

                                                           
152 Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo; Amparo directo en revisión 517/2011: quejosa y recurrente: Florence 

Marie Louise Cassez Crepin, p.33. 
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libremente dentro de sus funciones, en la defensa de su connacional, para intentar 

garantizar que se llevara a cabo un proceso judicial justo, al explicar claramente a 

Florance, en su idioma, la situación jurídica en la que se encontraba, además de 

guiarla y asesorarla de la mejor manera posible para llevar a un desenlace justo su 

caso.   

 

La notificación consular, al tratarse de una obligación internacional, estipulada en 

la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, que en México se 

encuentra ubicada a la par de la constitución, debería ser aplicada sin excepción, 

por toda aquella autoridad competente en la materia,  más aún cuando los 

Estados Unidos Mexicanos, en su litigio entablado ante la CIJ contra los Estados 

Unidos de América, basaron gran parte de la demanda en la violación del derecho 

a la notificación consular. 

 

A pesar de este hecho, nos encontramos con que las autoridades mexicanas 

disculparon su mal actuar con un razonamiento similar al utilizado por las Cortes 

estadounidenses en los casos de los mexicanos del Caso Avena, diciendo que “… 

Tribunal Colegiado indicó que el Código Federal de Procedimientos Penales “no 

obliga al Ministerio Público de la Federación a esperar hasta que el extranjero se 

encuentre asesorado por la embajada o consulado de su país, para recibir su 

declaración ministerial.”153 

 

Ello demuestra que las autoridades mexicanas al interior del país, no comprenden 

el hecho de que a pesar que el Código Federal de Procedimientos Penales no 

indique como requisito esperar la asesoría del consulado al detenido extranjero, se 

debe dar antes la notificación consular, la información sobre asistencia y 

protección, y que el extranjero deba ser asesorado por su embajada o consulado 

antes de brindar sus primera declaración, éste hecho debe darse a razón de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 y el fallo de la Corte 
                                                           
153 Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo; Amparo directo en revisión 517/2011: quejosa y recurrente: Florence 

Marie Louise Cassez Crepin, p.79. 
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Internacional de Justicia en el Caso Avena, donde se indica que la notificación 

consular se debe dar en el momento en que se sepa que el detenido es extranjero. 

 

Como ya se ha revisado, la notificación consular conforme la Convención de Viena 

sobre Relaciones Consulares de 1963, en su artículo 36, señala que si el 

interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor, deberán 

informar sin retraso alguno, a la oficina consular competente en ese Estado,  la 

situación jurídica de su compatriota, además, las autoridades del país receptor, 

para no obstaculizar las funciones consulares del Estado que envía, deben de 

cualquier forma dar aviso a la representación consular, sobre el hecho de que 

existe un extranjero bajo custodia judicial por haber cometido algún delito. 

 

Esto quiere decir que las autoridades policiales, ministeriales o judiciales debieron 

de notificarle a Cassez, el derecho a contar con la protección consular, sin dilación 

alguna o, a más tardar antes de que rindiera su primera declaración ya que desde 

el inicio del proceso se sabía su calidad de extranjera. Además esto se encuentra 

estipulado en el Manual sobre Acceso y Notificaciones Consulares: 

 

“2. ¿En qué momento se debe informar al detenido del derecho a la notificación y 

asistencia consulares?  

Se le debe informar sin dilación, lo que se entiende que debe ser “al momento de 

privar de la libertad al inculpado y, en todo caso, antes de que éste rinda su 

primera declaración ante la autoridad”. No debe existir un retraso deliberado, y la 

notificación debe ocurrir tan pronto como sea razonablemente posible en virtud de 

las circunstancias.”154 

 

Cabe hacer notar, que a pesar que los Estados Unidos Mexicanos velaron por los 

intereses de sus compatriotas, en el litigio entablado ante la CIJ, en el Caso 

Avena, apenas un año antes del Caso Cassez, quebrantó exactamente los 

                                                           
154 Secretaria de Relaciones Exteriores; Manual sobre Acceso y Notificaciones Consulares, p.25. 
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mismos principios que demandaba cumplir al gobierno estadounidense, los cuales 

fueron, no haber recibido jamás notificación sobre la situación jurídica de sus 

connacionales indiciados en un proceso penal, por tanto, verse interrumpido en la 

labor de sus funciones consulares. También se omitió dar información a los 

detenidos mexicanos sobre la asistencia consular por parte de las autoridades 

competentes de Estados Unidos de América. 

 

   3.2.3.- Litigio suscitado entre las partes  

 

De acuerdo con las opiniones presentadas por el gobierno mexicano ante la CIJ y 

ante la CIDH, para México la notificación consular es un derecho humano 

respaldado por la obligación que tienen las autoridades policiales, ministeriales o 

judiciales de notificarle a la persona detenida, el derecho a contar con asistencia 

consular, sin dilación o, antes de que se rinda la primera declaración, de igual 

manera se le debe permitir al detenido decidir si desea o no recibir dicha 

asistencia, y de decidir recibir apoyo consular, se debe comunicar de inmediato a 

la representación corresponda sobre la detención. 

 

Sin embargo, en la práctica son muchos los obstáculos existentes que coartan el 

cumplimiento efectivo de lo estipulado en la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares de 1963, dado que las autoridades mexicanas, como 

muestra el Caso Cassez, omiten dar información al detenido extranjero sobre sus 

derechos consulares, además de no dar aviso oportuno a la representación 

consular correspondiente sobre la situación jurídica del extranjero, lo que genera 

que se desahoguen pruebas sin que el detenido haya tenido oportunidad de 

conocer el derecho que le asiste. 

 

“En ese sentido, en el sistema penal mexicano, el aviso consular se consideraba 

como una mera formalidad que si era obviada no tenía mayores consecuencias en 

el desarrollo del proceso sin dar importancia al carácter inmediato que debe tener 

este derecho. Las violaciones a los derechos humanos -como obligar a una 
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persona autoinculparse- suelen presentarse con mayor intensidad en la detención 

y en las horas inmediatas, en ausencia de control judicial y sin la asistencia 

consular.”155 

 

Como se ha mencionado reiteradamente, es una obligación de todo Estado 

firmante de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, el 

cumplimiento de lo estipulado en ella. En México al considerarse que un tratado 

está a nivel constitucional al momento de ser aprobado, implica una obligación 

positiva. Por lo tanto la falta de aplicación del artículo 36 de la Convención, y dado 

que México considera estos derechos, derechos humanos, origina la 

descalificación de las pruebas obtenidas sin la asistencia consular, ello de acuerdo 

con el artículo 20, apartado A, fracción IX de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, donde se estipula expresamente que toda prueba que 

viole derechos fundamentales será nula.  

 

Así, el Caso de la francesa Florence Marie Louise Cassez Crepin detenida en 

México en diciembre de 2005, se tornó como un asunto que desde el inicio se 

lleno de sombrías irregularidades de diferentes ámbitos, durante todo el proceso 

judicial. Sin embargo, sólo compete al presente estudio, realizar el análisis sobre 

aquellas circunstancias enlazadas con el tema de la asistencia y protección 

consular. 

 

No resulta ocioso destacar que en México “El sistema judicial no hace distinción 

alguna entre mexicanos y extranjeros … el punto de partida es el primer artículo 

de nuestra constitución que establece para “todo individuo”  el goce de las 

garantías que ella otorga.”156  

 

                                                           
155 Tapia Olivarez, Luis Eliud; “Notificación, contacto y asistencia consular”, El piñero de la cuenca Tuxtepec, 

156 Xílotl Ramírez, Ramón; Ensayos jurídicos consulares, p.107. 
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Ahora bien, realizando una breve síntesis del proceso judicial de Cassez, 

encontramos que, una vez privada de su libertad Florence Marie Louise Cassez 

Crepin,  el 8 de diciembre de 2005, no fue presentada ante las autoridades 

competentes hasta “… el 9 de diciembre del mismo año, en ese momento fue 

cuando fue puesta bajo arraigo durante 90 días para realizar la averiguación 

previa, así el 3 de marzo de 2006 el Ministerio Público Federal, ejerció acción 

penal contra Cassez, por los delitos de secuestro, delincuencia organizada, 

portación de arma y cartuchos de uso exclusivo del ejército.”157 Así Florance 

recibió sentencias condenatorias, en primera instancia, el 25 de abril de 2008 a 96 

años de presión. 

 

Cassez sin estar conforme con su sentencia, debido a las múltiples violaciones a 

sus derechos, que hubo durante el proceso Cassez opto por introducir un recurso 

de apelación, y en una segunda instancia, “… en sentencia dictada el 2 de marzo 

de 2009, la condena fue reducida a 60 años de prisión por los delitos de privación 

ilegal de la libertad en la modalidad de secuestro; portación de arma de uso 

exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza Aérea y violación a la Ley Federal contra 

la Delincuencia Organizada.”158 

 

“En un acto verdaderamente sorprendente de política exterior en el ejercicio 

consular, el presidente de Francia realiza declaraciones ante las autoridades 

mexicanas en defensa de su connacional, acción poco común en el mundo 

viniendo del poder ejecutivo directamente de cualquier nación, de tal forma que el 

9 de marzo de 2009, los entonces presidentes de Francia y México, Nicolas  

Sarkozy y Felipe Calderón, acuerdan que un grupo jurídico binacional para evaluar 

el  traslado de Cassez a Francia.”159 

                                                           
157 Cfr. Gonzales Placencia, Luis Armando, (coordinador); Amicus Curiae sobre caso Cassez Crepin Florence, 

p.3. 

158 Idem. 

159 Cfr. “Calderón y Sarkozy crean una comisión sobre la francesa condenada por secuestro”, El país. 
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Sin embargo, las asociaciones de víctimas de secuestro se  oponen a tal hecho, 

poniendo una fuerte presión pública ante las autoridades mexicanas y las 

diferencias entre los sistemas jurídicos de los dos Estados hacen imposible el 

traslado de la francesa a su país de origen.  

 

“En junio de 2009, después de que la comisión binacional sesionó por tres meses, 

el Gobierno de México concluyó que no existen las condiciones que permitan 

otorgar su consentimiento para el traslado de Florence Cassez a Francia. Esta 

decisión fue reiterada por el Presidente Felipe Calderón al Presidente Nicolás 

Sarkozy en una misiva firmada el 22 de julio de 2009, señalando que “las 

diferencias entre los sistemas jurídicos de México y Francia no permiten a mi 

gobierno otorgar el consentimiento para que la señora Cassez sea trasladada a 

Francia para terminar de compurgar la condena impuesta por los tribunales 

mexicanos”.”160 

 

Tal hecho no gusto al ejecutivo francés, lo cual origino que lo que empezara a raíz 

de un acto de defensa consular se convertirá en un fuerte conflicto diplomático 

entre Estados, pues el 10 de febrero de  2011 “… la Corte rechaza el recurso de 

extradición y ratifica la  sentencia, a lo que el gobierno de París denuncia como 

una "denegación de justicia", y el 14 de febrero del mismo año México decide 

retirarse de las celebraciones del  Año de México en Francia, tras la decisión del 

presidente Nicolás Sarkozy de  dedicarlo a Cassez, poniendo en entredicho las 

relaciones diplomáticas entre ambas naciones.”161 

 

En cuanto a la respuesta de la quejosa, posteriormente, y como último recurso 

legal dentro del sistema judicial mexicano, en 2011 presentó el recurso de revisión 

                                                           
160 SRE; Florence Cassez no puede ser objeto de traslado para cumplir su sentencia en Francia, México, 17 de 

febrero de 2011, consultado en línea URL: http://saladeprensa.sre.gob.mx/index.php/en/comunicados/378-

047 el 15-09-2015. 

161 Cfr. A.F.P. “Cronologia del caso Florence Cassez”, El informador, 
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de amparo ante la SCJN, con fecha de 10 de marzo de 2011, la Sala Primera de la 

SCJN se declara competente para examinar el recurso de amparo por 

inconstitucionalidad, presentado por un abogado de Cassez, donde la quejosa 

dejo ver que: 

 

“En el presente caso, el recurso de la quejosa planteó su inconformidad con la 

interpretación propuesta por el Tribunal Colegiado de Circuito, básicamente en lo 

que se refiere a: (i) el principio de buena fe ministerial reconocido en el artículo 21 

constitucional (recurso de revisión, fojas 2 a 9); (ii) la interpretación del “sin 

demora”, previsto en el quinto párrafo del artículo 16 constitucional, relativo al 

mandato de poner a los detenidos a disposición del Ministerio Público (recurso de 

revisión, fojas 9 a 14); (iii) la asistencia consular prevista en el artículo 36 de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y los efectos de su 

transgresión (recurso de revisión, fojas 15 a 19); (iv) lo que la quejosa denomina 

acceso a la justicia y equidad procesal (recurso de revisión, fojas 19 a 22); y (v) la 

presunción de inocencia (recurso de revisión, fojas 22 a 26).”162 

 

Dentro de los conceptos de violación de derechos presentados en el amparo de 

Cassez por parte de su defensa, sin duda alguna se muestra una falta en el 

debido proceso, sin embargo, no tocaremos cada uno de ellos, sino únicamente 

los que versan sobre derecho consular, que son: 

 

“En el noveno concepto de violación, la quejosa manifestó que la valoración de sus 

declaraciones fue inequitativa y parcial, en comparación a la hecha respecto de los 

informes de la policía.  

  

En el décimo concepto de violación, la quejosa señaló que se violó el derecho que como 

inculpada extranjera (de nacionalidad francesa) tiene a ser informada sobre el derecho a la 

asistencia consular, según la garantía prevista en los artículos 128, fracción IV, in fine, del 

Código Federal de Procedimientos Penales y 36 de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares, pues su declaración ministerial se obtuvo sin la notificación sobre 

                                                           
162 Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo; op.cit. p.97. 
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dicho derecho. Adicionalmente señaló que no fue sino hasta el 27 de febrero de 2006 que 

su defensor pudo protestar el cargo, siendo que el defensor de oficio no podía articular una 

defensa porque no se le dio acceso al expediente.  

  

En el decimoprimero concepto de violación, la quejosa arguyó que se violaron en su contra 

el debido proceso y las garantías de defensa e igualdad procesal, por no haberle sido 

concedida una oportunidad para examinar a los testigos en sede judicial, toda vez que la 

ampliación de las declaraciones de dos testigos se llevó a cabo en oficinas consulares, con 

representantes de la parte acusadora.”163 

 

En contra partida en la sentencia del Tribunal Colegiado de Circuito en el juicio de 

amparo directo, argumento que los conceptos de violación hechos valer por 

Florence Cassez resultaban ser en tanto al noveno, un concepto fundado pero 

inoperante, en tanto al décimo que era inoperante, y sobre el decimoprimero que 

era un concepto infundado como se muestra a continuación: 

 

“Resulta fundado pero inoperante el noveno  concepto de violación, toda vez que se 

transgredió el derecho de la quejosa a ser informada sobre el derecho a ser asesorada o 

asistida por la representación consular de su país, pero dicha violación a sus derechos fue 

subsanada inmediatamente. Además, con anterioridad a que rindiese su declaración 

ministerial, la quejosa fue informada de su derecho a no declarar, mientras que al momento 

de hacerlo fue asistida por defensor y traductor, lo que evidencia que no se encontraba en 

estado de indefensión. 

 

En el mismo sentido, el Tribunal Colegiado indicó que el Código Federal de Procedimientos 

Penales “no obliga al Ministerio Público de la Federación a esperar hasta que el extranjero 

se encuentre asesorado por la embajada o consulado de su país, para recibir su 

declaración ministerial. 

 

Resulta inoperante el décimo concepto de violación, puesto que el desahogo de la 

ampliación de las declaraciones de los testigos por videoconferencia, como consecuencia 

de su ubicación en Los Ángeles, California, Estados Unidos de América, se acordó el 24 de 

mayo de 2006 y la quejosa no se inconformó con dicho auto de la juez instructora .  

  

                                                           
163 Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo; op.cit. pp.74,75,78. 
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Resulta parcialmente infundado y parcialmente inoperante el decimoprimer  concepto de 

violación, pues la juez instructora desahogó todos los medios que tuvo a su alcance para 

localizar y citar al testigo El Reportero, sin que tuviesen éxito esas determinaciones. La 

quejosa no se inconformó con la resolución que declaró desierta la prueba.”164 

 

Así pues, una vez expuestos los elementos relevantes para nuestro estudio, 

dentro del amparo presentado por la defensa de Florance y  turnado a revisión por 

la SCJN, toca decir que en primera instancia la persona encargada de dar la 

primera revisión al caso fue el ministro Arturo Zaldívar lelo de Larrea, dentro de 

sus deberes se encontraba el realizar un estudio minucioso del caso y presentar 

un proyecto de resolución ante los demás ministros que conformaban la Suprema 

Corte. 

 

A raíz del estudio del Caso Cassez, Zaldívar  concluyo que, los agravios vertidos 

por la quejosa resultaban bien fundados, por lo que procede revocar la sentencia 

recurrida y otorgar el amparo a la quejosa para que fuese estudiado junto con los 

demás ministros. Asimismo aconsejaba  que se ordenara la inmediata y absoluta 

libertad de Florence Cassez Crepin. 

 

“En su proyecto cuestiona las razones por las cuales un tribunal federal confirmó 

la sentencia de 60 años de prisión, cuando existen vicios como el supuesto 

“montaje” de la Agencia Federal de Investigación, además indica que “la policía 

violó de forma clara y contundente los derechos fundamentales de la recurrente y 

decidió continuar con su conducta, contraria a la Constitución”.”165 

 

Zaldívar rescata dentro de su proyecto que de conformidad con el texto vigente del 

artículo 1° constitucional, “… implica que, en materia de derechos fundamentales, 

nuestro orden jurídico tiene dos fuentes primigenias, los derechos fundamentales 

                                                           
164 Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo; op.cit. pp.85,86. 

165 Cfr. Ordaz, David; “Zaldívar cuelga en la red proyecto sobre caso Cassez”, El economista, 
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reconocidos en la Constitución; y todos aquellos derechos humanos establecidos 

en tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.”166 

  

“Por lo tanto esto implica que los valores, principios y derechos que ellas 

materializan deben permear en todo el orden jurídico, obligando a todas las 

autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su 

interpretación, por lo que resulta incuestionable que el derecho de los extranjeros 

a la notificación, contacto y asistencia consular es un derecho fundamental vigente 

en nuestro país y debe ser respetado en todo momento.”167 

 

“Por tanto el miércoles 21 de marzo de 2012 se discutió en la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación el proyecto de Zaldívar, ese mismo día se 

resolvió  que se desechaba el proyecto del ministro Arturo Zaldívar, al no haberse 

logrado el consenso de cuando menos tres ministros en favor del proyecto. Aún 

así, en el contexto de la discusión, cuatro de los cinco ministros reconocieron 

anomalías en el caso que afectaron el debido proceso.”168 

 

“La votación resulto de la siguiente manera, a favor del proyecto Zaldívar y la 

ministra Olga Sánchez Cordero, al pronunciarse por el otorgamiento de un amparo 

liso y llano, votaron en contra Guillermo Ortiz Mayagoitia, quien rechazó que 

hubiera razones de inconstitucionalidad, y Jorge Pardo Rebolledo, quien consideró 

que no había posibilidad de subsanar jurídicamente las deficiencias, y en lo que 

respecta el quinto ministro, José Ramón Cossío planteó que debía concederse el 

amparo a Cassez, pero sólo para efectos y no para otorgarle la libertad; es decir, 

para reponer procedimientos jurídicos violatorios de las garantías de la 

acusada.”169 

                                                           
166 Cfr. Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo; op.cit. p.102. 

167 Idem. 

168 Cfr. Toribio, Laura; “Florance Cassez seguirá presa: fracasa proyecto para liberarla”, Excélsior, 

169 Cfr. Toribio, Laura; “Florance Cassez seguirá presa: fracasa proyecto para liberarla”, Excélsior, 
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Como acto seguido por turno de procedimiento, correspondió a la ministra Olga 

Sánchez Cordero realizar una nueva propuesta para formular un nuevo 

expediente, el cual no tiene  un plazo forzoso por llevarse a cabo, a pesar de que 

en esta revisión no se llegó a un acuerdo por parte de los ministros, algo que 

destacar fue que cuatro de los cinco ministros reconocieron que se dieron graves 

violaciones a los derechos humanos de la quejosa y que las anomalías bajo las 

cuales fue detenida y puesta a disposición sin el aviso consular correspondiente, 

viciaron el debido proceso en múltiples factores incluida la notificación consular. 

 

 3.2.4.- Fallo del Caso 

 

La ministra Sánchez Cordero, se tomó un plazo de varios meses para poder 

estudiar debidamente el caso que le fue encomendado por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, no fue sino hasta el 9 de enero de 2013, que Sánchez 

Cordera envía a sus colegas una nueva propuesta, y hasta el 23 de enero de 

2013, los cinco ministros retomaron el caso. 

 

El proyecto proponía lo siguiente: 

 

 “Primero. Se revoca la sentencia recurrida.  

 

Segundo. La justicia de la unión ampara y protege a Florence Marie Louis Cassez Crepin, 

en contra de la sentencia dictada por el primer tribunal unitario en materia penal del primer 

circuito, el dos de marzo de dos mil nueve, en los autos del toca penal 198/2008, para los 

efectos precisados en la parte final de esta ejecutoria, concesión que se hace extensiva 

respecto de los actos de ejecución atribuidos a las restantes autoridades que se precisaron 

en el resultando primero de esta sentencia.”170 

 

                                                           
170 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Sesión pública de la primera sala de la suprema corte de justicia 

de la nación, p.2. 
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Como se aprecia el segundo proyecto iba acorde con el primer proyecto 

presentado, la diferencia con el primer proyecto consistía básicamente en dar un 

cambio al enfoque, en vez de dar mayor importancia al montaje televisivo como 

efecto corruptor que viciaba todo el proceso, da más peso a la posibilidad de 

anular todas aquellas pruebas que venían por efecto de un hecho ilícito, y a razón 

de ello revocar la sentencia que le había sido impugnada a Cassez. 

 

A raíz de lo que se ha estudiado en este trabajo, considero que el hecho de 

revocar la sentencia y anular pruebas que son obtenidas a raíz un hecho ilícito es 

lo correcto acorde con el principio restitutio in integrum, ello significa que el 

proceso debe ser repuesto aportando nuevas evidencias bajo el amparo del 

debido proceso, y jamás, en ningún momento significa que el anular las pruebas 

viciadas sea sinónimo de libertad directa, como veremos que sucedió 

posteriormente. 

 

Antes de dar la votación final respecto al fallo del Caso Cassez, los cinco ministros 

de la SCJN, se dieron a la tarea de presentar un brevemente un análisis respecto 

al caso para al final vaciar su postura respecto al mismo. 

 

El ministro Cossío Díaz opino que: 

 

“… sí se dieron violaciones, sí se dieron violaciones importantes … . Sin embargo, a mi 

parecer, esto, y siguiendo la condición precedentes de la Corte Internacional de Justicia en 

casos donde el Estado mexicano fue parte, y en la propia Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, me parece que tiene una afectación estricta y rigurosamente de 

carácter procesal y que es en el proceso penal donde se debe manifestar sus 

efectos. [negritas agregadas por mi]. 

 

Adicionalmente a esto quiero referirme a otro tema que tiene que ver con la asistencia 

consular [se] hace francamente un análisis de legalidad que a mi juicio única y 

exclusivamente puede corresponderle al Tribunal Colegiado. Creo que nosotros podemos 

hacer análisis de legalidad siempre y cuando esté una estrecha relación con los temas de 

constitucionalidad que tenemos planteado; aquí tenemos un problema de presunción de 
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inocencia, de asistencia consultar … , pero no me parece posible que en esta instancia 

nosotros entremos a hacer consideraciones de legalidad que prácticamente le demos valor 

o no y determinemos cuál es la condición del testigo único y otra serie de elementos.  

 

Por estas razones señor Presidente, estoy por el otorgamiento del amparo a la señora 

Cassez pero con el efecto de que regresen los autos al Tribunal Unitario para que el 

Tribunal Unitario elimine estos elementos a los que muy sintéticamente me he 

referido y dicte una resolución considerando el resto del material probatorio y en 

plenitud de jurisdicción; y desde luego, satisfaciendo todas las garantías procesales 

y sustantivas de esta persona, dicte una nueva resolución en donde se determinen 

las condiciones de su culpabilidad y su inocencia en un juicio, desde luego, 

garantizando todos los elementos constitucionales.”171 [negritas agregadas por mi]. 

 

El ministro Zaldívar Lelo de Larrea comento que: 

 

“Creo y estoy convencido, en asuntos como este, las violaciones constitucionales se tienen 

que ver en conjunto y de manera interdependiente, si las violaciones constitucionales se 

analizan de manera aislada se desnaturalizan, las violaciones a los derechos humanos no 

se dan en un laboratorio, se dan en la realidad, y están íntimamente interconectadas, de tal 

manera que unas van generando la vulneración de las otras; la no puesta a disposición del 

Ministerio Pública, más la violación a la falta de asistencia consular oportuna, fue lo 

que provocó que se pudiera llevar a cabo este montaje que ha sido reconocido por 

las autoridades … . Si se hubiera puesto oportunamente a disposición la quejosa y si 

se hubiera dado oportunamente el aviso consular, el montaje no se hubiera podido 

realizar y el asunto sería absolutamente otro. [negritas agregadas por mi]. 

 

Y esto qué generó, generó la destrucción el principio de presunción de inocencia y la 

imposibilidad de que la quejosa tuviera una defensa adecuada generando su más absoluta 

indefensión. Por eso creo también, que no es posible otorgar un amparo para efectos; no 

estamos en un problema de prueba ilícita, en donde una determinada prueba se toma, o se 

recibe, o se procesa, violando la Constitución, estamos en un efecto corruptor, no es 

posible, en mi opinión, diseccionar qué pruebas son afectadas y qué pruebas no son 

afectadas, mucho menos coincido en que técnicamente se puedan separar partes de un 

                                                           
171 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Sesión pública de la primera sala de la suprema corte de justicia 

de la nación, pp.6,7. 
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testimonio y diseccionarlo; la testimonial es toda, única y no creo que podamos decir, esta 

parte de la pregunta fue afectada y esta parte de la pregunta no fue afectada. 

 

Por otro lado, quiero manifestar enfáticamente que el debido proceso, la presunción de 

inocencia, la puesta a disposición oportuna al Ministerio Público, la defensa adecuada y la 

protección consular, no son tecnicismos (…). El respeto a los derechos humanos de todos 

es lo que distingue la democracia del autoritarismo y es lo que legitima y construye un 

Estado constitucional de derecho.  

 

Por lo que hace al tema de asistencia consular, debo decir lo siguiente: De acuerdo a 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la asistencia consular comprende los 

derechos de comunicación, contacto y asistencia propiamente consular. La Corte 

Interamericana ha sostenido de manera reiterada, primero, que se trata de un 

derecho humano. Segundo, que su violación afecta el debido proceso. Y tercero, que 

debe tutelarse desde el momento de su detención y ha sostenido también, a partir de 

la opinión consultiva 16/99 –esta Corte Interamericana– que el derecho de asistencia 

consular es un derecho humano aunque se encuentre tutelado en el artículo 36 de la 

Convención de Viena Sobre Relaciones Consulares. Este derecho humano genera 

para los Estados signatarios de la Convención los deberes que tienen como 

receptores de personas extranjeras. [negritas agregadas por mi] 

 

Sin embargo, llamo la atención que hay un precedente incluso, de un tribunal de los 

Estados Unidos de América, que estableció que la violación a la asistencia consular 

provocaba la libertad inmediata del extranjero y así lo hizo en el caso de un mexicano 

Oswaldo Torres Aguilera, condenado a pena de muerte en el Estado de Oklahoma y que 

fue liberado en dos mil cuatro en virtud de esta situación.” [negritas agregadas por mi] 

 

En conclusión, señor Presidente, señora y señores Ministros, sostendré el voto que emití el 

veintiuno de marzo, y votaré por el otorgamiento del amparo liso y llano a la quejosa, 

porque —en mi opinión— las violaciones constitucionales son de tal gravedad que han 

generado un efecto corruptor que viola de manera grave la presunción de inocencia, la 

defensa adecuada y que la dejan en un total y absoluto estado de indefensión.”172 

 

El ministro presidente de la SCJN en ese momento dijo: 

                                                           
172 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Sesión pública de la primera sala de la suprema corte de justicia 

de la nación,  pp.8,9,11. 
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“Yo quisiera decir —de entrada— que no comparto el proyecto, no estoy de acuerdo con la 

conclusión en la manera en que se plantea, y mi postura es en contra del mismo. 

 

Mi punto de diferencia con la postura que expresó hace un momento el señor Ministro 

Cossío Díaz, es que él propone una concesión de amparo para efectos, y que el asunto 

devuelva ya directamente al Tribunal Unitario.  

 

Mi postura es distinta. Mi postura es: que se devuelva al Tribunal Colegiado y que se 

señale que esta Sala no comparte la interpretación que realizó del artículo 16 en cuanto a 

la puesta a disposición sin demora, y que con base en que sí existió esa violación, analice 

de manera concreta y exclusivamente las ampliaciones de declaraciones a las que he 

hecho referencia, y dentro del contenido de estas declaraciones, exclusivamente el aspecto 

en donde se identifica a la quejosa por haber sido vista en un video transmitido por 

televisión, que deriva –insisto– de un montaje ilegal.”173 

 

Por parte del ministro Gutiérrez Ortiz se mencionó que: 

 

“Al respecto, se estima que el Amparo Directo en Revisión es procedente, ya que como se 

menciona en el proyecto, de la lectura de la sentencia recurrida, así como de los 

planteamientos expuestos en los agravios, resulta necesario realizar la interpretación 

directa de diversas disposiciones constitucionales, en el orden siguiente: 

Segundo. Defensa adecuada en su modalidad aplicable a extranjeros sujetos a proceso 

penal bajo asistencia consular, conforme a la garantía de defensa consagrada en el 

artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Cabe señalar que no toda la información ante los medios en forma impresa en audio o 

video, en torno a la búsqueda o a la detención de alguien, conlleva necesariamente a la 

vulneración de sus derechos subjetivos públicos, pues podría ocurrir que se haya 

proporcionado información para la localización de las personas implicadas, o bien, lograda 

la detención en apego a derecho, se difundiera el hecho a manera de noticia.  

 

                                                           
173 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Sesión pública de la primera sala de la suprema corte de justicia 

de la nación,  pp.16,14. 
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De todo lo expuesto, opino que en el caso concreto se afectó el debido proceso legal y la 

obtención de la prueba ilícita, al existir demora en la puesta a disposición ministerial, y bajo 

la agravante del montaje, que deviene de una escena reproducida ante los medios masivos 

de comunicación, con inducción hacia las víctimas y testigos de cargo, se vulneraron los 

derechos fundamentales de carácter sustantivo, presunción de inocencia y libertad.  

 

Así, considero innecesario realizar el estudio de los demás temas que se analizan en el 

proyecto. Por consecuencia, debo señalar que donde existe un mal, el derecho debe 

proveer el remedio respectivo, por lo que mi voto es en contra del proyecto, por un amparo 

liso y llano, por la libertad inmediata.”174 

 

Por último tocó el turno de dar su opinión a la ministre Sánchez Cordero quien 

comento que: 

  

“… si no se respeta, por otra parte, los derechos del inculpado a la presunción de 

inocencia, a la puesta a disposición inmediata a las autoridades competentes, al debido 

proceso, estaríamos como Estado constitucional y democrático renunciando a nuestro 

deber primordial que es precisamente conducirnos con estricto apego a los derechos 

fundamentales de todas las personas. No podemos soslayar que este asunto trasciende 

del ámbito doméstico y que exige el cumplimiento del debido proceso legal como la forma 

más adecuada con que el Estado mexicano responde a la violación de derechos humanos 

de toda aquella persona que se encuentre en su territorio sujeta a un proceso penal.  

 

Derivado de las intervenciones de mis compañeros Ministros y en el ámbito –insisto– de 

construir y alcanzar una resolución en este asunto que no deje de resolver con claridad la 

situación jurídica de una persona que está privada de su libertad retomaría mi posición 

original respecto a los efectos y propongo a esta Sala cambiar los resolutivos de mi 

proyecto, si y el Ministro Zaldívar no tiene inconveniente reincorporaría las 

consideraciones que expuso en el inicialmente discutido por lo que hace a estos 

temas tan relevantes de violaciones al derecho de presunción de inocencia, al derecho de 

puesta sin demora, lo que acaba de decir el señor Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 

con este agravante como lo hizo en su momento el Ministro Zaldívar de la recreación o 

                                                           
174 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Sesión pública de la primera sala de la suprema corte de justicia 

de la nación,  pp17,19. 
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como se ha venido a llamar “el montaje”, desde luego también de la asistencia consultar. 

[negritas agregadas por mi] 

 

También quiero ser muy precisa en que no se va a hacer ningún pronunciamiento 

sobre la culpabilidad o la inocencia de la quejosa, así entonces Presidente, propondría 

a esta Sala la concesión de un amparo liso y llano, y ordenar de inmediato la libertad 

de la quejosa, con base en las consideraciones del proyecto del Ministro Zaldívar, 

ello atendiendo a la postura que como ponente me corresponde pues habiendo una 

mayoría de cuatro votos en el sentido de amparo, sólo que uno de ellos es para efectos mi 

deber como ponente es alcanzar una resolución que permita que este asunto pueda 

decidirse.[negritas agregadas por mi] 

 

Y si me permiten, aquí traigo el proyecto del Ministro Zaldívar para hacer la propuesta de 

los puntos resolutivos que él en su proyecto había determinado: 

 

PRIMERO. SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA.  

SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y PROTEGE A Florence Marie 

Lousie Cassez Crepin, EN CONTRA DE LA AUTORIDAD Y EL ACTO PRECISADOS EN 

LOS ANTECEDENTES DE ESTA SENTENCIA.  

TERCERO. A TRAVÉS DEL MEDIO DE COMUNICACIÓN MÁS EFICAZ, 

COMUNÍQUESELE A LA AUTORIDAD PENITENCIARIA EL SENTIDO DE ESTE FALLO, 

Y ORDÉNESE LA LIBERTAD ABSOLUTA E INMEDIATA DE Florence Marie Lousie 

Cassez Crepin. Y,  

CUATRO. EN CUMPLIMIENTO DE LO ESTABLECIDO EN LA CONVENCIÓN DE VIENA, 

DE RELACIONES CONSULARES, COMUNÍQUESELE AL CONSULADO DE LA 

REPÚBLICA FRANCESA EN LA CIUDAD DE MÉXICO, EL SENTIDO DE ESTE FALLO. 

NOTIFÍQUESE; CON TESTIMONIO DE ESTA EJECUTORIA DEVUÉLVANSE LOS 

AUTOS RELATIVOS AL LUGAR DE ORIGEN Y EN SU OPORTUNIDAD ARCHÍVESE EL 

TOCA COMO ASUNTO CONCLUIDO.”175 

 

Dentro de las posturas de los cinco ministros, se notó que concuerdan en que 

existió violación al debido proceso legal, violaciones a los derechos humanos, por 

ende violaciones constitucionales, el problema entre el desacuerdo de los cinco 

                                                           
175 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Sesión pública de la primera sala de la suprema corte de justicia 

de la nación,  pp. 22,23. 
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ministro radicaba pues, no en si el amparo era válido o no, sino en los efectos del 

amparo debería traer consigo, en hacer una valorización de los alcances jurídicos 

que las violaciones en el proceso judicial de Cassez conllevan. 

 

Dentro de la argumentación de los cinco ministros en sus posturas, más aún en la 

exposición de Zaldívar, se encontró el punto sobre el debido proceso con 

referencia a la asistencia y protección consular, el análisis de este elemento sin 

duda alguna fue uno de los ejes rectores que permitió llevar a cabo la conclusión 

del Caso por la  SCJN. 

 

El efecto del derecho internacional al interior sin duda, puso al desnudo las fallas 

de operatividad procesal del orden jurídico mexicano, de manera tal que el caso 

de la francesa fue polémico desde el inicio hasta el último momento, no sólo al 

interior de México sino alrededor del globo terráqueo. 

 

Posterior a la participación de Sánchez Cordero se dio paso a la votación final 

resolutiva del caso, en la cual Zaldívar Lelo de Larrea voto a favor del proyecto 

modificado, Cossío Díaz voto por el amparo, pero no por los efectos propuestos 

por Sánchez,  Gutiérrez Ortiz Mena voto a favor del proyecto modificado, Sánchez 

Cordero voto a favor del  proyecto modificado y por último, el ministro presidente 

Pardo Rebolledo voto en contra del proyecto. 

 

De manera tal  que con una mayoría de tres votos en favor del proyecto 

modificado se dio por concluido el Caso Cassez, aprobando el proyecto 

modificado y en consecuencia, se concedió el amparo simple y llano de la justicia 

federal a la quejosa Florence Marie Lousie Cassez Crepin, de igual manera en ese 

mismo momento se instruyó que se notificara por los medios más eficaces y 

expeditos a las autoridades correspondientes que la dejaran en inmediata y 

absoluta libertad. 
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Como consecuencia de la sentencia de la SCJN en México las autoridades 

determinaron que no era admisible “…  que la conducta de las autoridades dé 

lugar a actos de arbitrariedad que lastimen a la sociedad, y mucho menos aquellos 

que puedan derivar en impunidad e injusticia.”176 Y se giraron cinco órdenes a 

distintas dependencias, un día después de que el presidente exigiera a su 

gabinete evitar que se repitan casos como el de Florence Cassez. 

 

Las primeras dos órdenes consistieron en que las fuerzas federales y la 

Procuraduría General de la República (PGR) hicieran una revisión de sus 

manuales de procedimientos para investigar delitos, detener sospechosos y 

entregarlos a un juzgado, la tercera instrucción fue que la Policía Federal 

distribuya entre sus agentes una Cartilla de derechos que asisten a las personas 

en detención. 

 

“Según la orden, cada vez que un ciudadano sea detenido se le deberá notificar 

que tiene nueve derechos: 1) conocer los motivos de su aprehensión, 2) saber que 

es inocente hasta que se demuestre lo contrario, 3) elegir entre declarar o guardar 

silencio, 4) si decide declarar, podrá no inculparse, 5) tener un defensor de su 

elección o uno público, 6) contar con un traductor o intérprete, 7) contactar a un 

familiar o amigo, 8) ser puesto “sin demora” ante la autoridad competente y 9) si 

es extranjero, poder informar de la detención a su consulado.”177 

 

La cuarta instrucción  fue que soldados y marinos recibieran estas mismas cartillas  

y, en tanto la quinta orden es que se acelere la instrumentación del nuevo sistema 

de justicia penal, aprobado en la reforma judicial de 2008.  

 

                                                           
176 Torres, Mauricio; “La policía federal deberá portar cartillas con los derechos de detenidos”, CNN México, 

25 de enero de 2013, consultado en línea URL: http://mexico.cnn.com/nacional/2013/01/25/la-policia-

federal-debera-portar-cartillas-con-los-derechos-de-detenidos el 15-10-2015. 

177 Idem. 
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Este caso ejemplifica claramente los alcances que puede llegar a tener una acción 

de política exterior al firmar un tratado, en el caso mexicano el firmar la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, con llevo a una 

inconsistencia en la práctica de los lineamientos de los artículos 5 y 36 de la 

misma. En el caso de Florence Cassez ella misma proporcionó la información de 

su calidad de extranjera en México a las autoridades competentes y a pesar de 

ello, el aviso sobre su derecho a ser asistida por su consulado no se dio de 

manera efectiva, ya que la asistencia consular se brindó después de la primera 

declaración, violentando con ellos sus derechos y el debido proceso. 

 

Por ultimo, lamentablemente en una mala interpretación de justicia se dejó en 

libertad a una presunta culpable sin jamás haberse sometido a un proceso judicial 

justo, a raíz de una mala interpretación del derecho internacional dada por el 

ministro Arturo Zaldívar, al considerar que eliminar las pruebas viciadas deberían 

resultar en la libertad de Cassez, en vez de reponer el proceso judicial desde cero 

aportando nuevas pruebas y rescatando todas aquellas pruebas que no fueran 

nulas. No estoy seguro de que la reposición del proceso hubiese cambiado el 

resultado pero estoy seguro que reponer el proceso debió ser lo correcto en vez 

de otorgar libertad directa a Florence. 
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CONCLUSIONES 

 

A lo largo del presente estudio hemos podido dejar en claro todos aquellos 

elementos necesarios para comprender el funcionamiento de la política exterior 

mexicana, enfocada hacia el ejercicio de la asistencia y protección consular, 

además se ha logrado poner de manifiesto la importancia que representa la 

institución consular no solamente en México sino para todos los Estados del 

mundo. 

 

Pudimos apreciar claramente que la política exterior, sin lugar a dudas, es un  

conciliador entre el interés nacional y los intereses globales, por lo tanto ésta no 

puede ser separada de la política interior de un Estado, debe establecer metas y 

estrategias concretas, que fijen un rumbo exacto de acciones congruentes, 

enfocadas tanto al interior del país como al exterior, a través del conjunto de leyes 

nacionales e internacionales, estas últimas adoptadas mediante el ejercicio de la 

soberanía, pasando a ser parte de la legislación nacional de un país. 

 

Como es normal, la formulación de la política exterior tiende a la defensa de los 

intereses nacionales ante los demás sujetos del derecho internacional, además se 

encuentra íntimamente ligada con la política interna, a grado tal que una norma 

internacional puede llegar a permear tan profundo, que llega a ser objeto de 

acalorados debates en la más alta instancia judicial de un país, donde sus 

gobernantes se ven obligados a tomar decisiones determinantes  para el bienestar 

general de sus connacionales dentro y fuera del territorio nacional. 

 

El ejercicio de la institución consular, como hemos visto, ha estado presente no 

sólo desde la codificación de la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares, sino desde siglos atrás, ésta práctica ha venido evolucionando a lo 

largo de la historia respondiendo a las complejas interacciones entre sociedades, 

tomando como referente el proteger los intereses de las personas y sus derechos, 

pues son ellas el principal pilar de cualquier Estado. 
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La importancia de la codificación de usos y costumbres al pasar de los años en la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, radica en que se 

confieren derechos y obligaciones a los Estados parte regulando su actuar, 

además, de forma extensiva dentro de la misma, también se conceden derechos 

individuales a los connacionales de dichos Estados que se encuentren en territorio 

extranjero, reconocidos en el artículo 36 de la Convención y avalados por la Corte 

Internacional de Justicia. 

 

El derecho a la asistencia y protección consular, sin lugar a dudas, representa un 

tópico sumamente relevante en la actualidad, debido a la enorme movilidad de 

personas en el mundo, que viajan de un país a otro día a día, ya que al no conocer 

las leyes del país receptor en el que se encuentren, están siempre en riesgo de 

cometer alguna infracción que pudiera privarlos de su libertad, puestos en prisión 

preventiva o sometidos a un proceso judicial. 

 

También los migrantes son vulnerables, dado que constantemente en todo el 

mundo son víctimas de abusos de autoridad, discriminación y crímenes, es en 

esos casos donde la función consular tiene un papel primordial, debido a que el 

extranjero tiene derecho a recibir asistencia y protección por parte de su 

consulado, para así asegurar salvaguardar sus intereses y derechos, sin importar 

si el migrante se encuentra de forma legal o ilegal dentro del Estado receptor. 

 

El ejercicio del derecho a la asistencia consular de un extranjero que ha sido 

detenido, no se limita al hecho de brindarle la información referente a la posibilidad 

de comunicarse con su embajada o consulado, sino que, si él extranjero lo indica, 

las autoridades del Estado receptor que lo tienen bajo custodia, deben facilitar los 

medios necesarios para que la comunicación entre el sospechoso y su consulado 

sea efectiva y expedita, con el fin de salvaguardar sus derechos consulares y 

respetar el debido proceso legal, el cual debe garantizarse en todo momento. 
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Además de brindar la información al extranjero sobre sus derechos consulares, el 

Estado receptor tiene el deber de comunicar al Consulado que corresponda, 

concorde con la nacionalidad del detenido, sobre la situación jurídica en que el 

sospechoso se encuentra. 

 

En el caso mexicano, el tema migratorio es el pan de cada día, ya que por su 

cercanía geográfica con Estados Unidos de América, una gran cantidad de 

compatriotas deciden, por diversos motivos, migrar el territorio del vecino del 

norte, el garantizar el respeto a sus derechos dentro de éste país es un objetivo 

fundamental para el servicio exterior mexicano, evidenciado en que la mayor parte 

de los Consulados que México posee se encuentran en Estados Unidos de 

América.  

 

La función consular mexicana es una de las más activas en el mundo, en todas 

sus formas, en lo correspondiente a los derechos consulares de las personas 

privadas de su libertad por una autoridad competente dentro del Estado receptor,  

los consulados mexicanos han tenido que prestar especial atención ya que 

desafortunadamente el gobierno estadounidense de forma sistemática ha dejado 

de lado el cumplir con los artículos 5 y 36 de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares, hecho que en muchas ocasiones ha desembocado en la 

muerte de connacionales mexicanos, haciendo del ejercicio de la asistencia y 

protección consular mexicana la posible diferencia entre la vida y la muerte para 

nuestros compatriotas. 

 

Es por ello, que el gobierno mexicano tiene conocimiento pleno de la importancia 

del cumplimiento de la Convención de Viena de 1963, pues ha experimentado, en 

carne propia, los efectos derivados del incumplimiento a la Convención, además, 

México  ha hecho pronunciamientos en instancias internacionales, estableciendo 

la necesidad humana de cumplir con las prerrogativas estipuladas en los artículos 

5 y 36 de la Convención invocada. 
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En materia de asistencia y protección consular, México ha tenido un papel 

verdaderamente destacado, protegiendo los intereses de sus connacionales, en 

primera instancia cuenta con un aparato consular muy completo, principalmente 

dentro de Estado Unidos de América donde posee una gran cantidad de oficinas 

consulares, también ha implementado un sistema de acercamiento consular, 

denominado “consulado móvil”, que es un programa  enfocado a brindar los 

servicios prestados a connacionales por una Representación Consular fuera de la 

ciudad donde la Representación se ubica, que tiene como fin último apoyar de una 

forma más completa a los mexicanos que radican en el exterior del país. 

 

Los consulados móviles buscan, de igual manera que un consulado fijo, el conocer 

la problemática y necesidades particulares de los mexicanos, proporcionarles 

servicios consulares, detectar posibles casos de que ameriten asistencia y 

protección, se encargan de dar difusión a los distintos programas del servicio 

exterior mexicano y se intenta mantener diálogo constante con los líderes 

comunitarios de las zonas de comunidades mexicanas. 

 

En la misma línea de ideas, las representaciones consulares mexicanas han 

hecho una labor eficiente al visitar de forma constante y periódica los centros 

penitenciarios dentro de las circunscripciones consulares, en busca de mexicanos 

que hayan sido privados de su libertad por una autoridad del Estado receptor, por 

cualquier motivo y que requieran ser asistidos o protegidos, ello debido a que 

lamentablemente las autoridades estadounidenses, con frecuencia, omiten dar 

aviso sobre el derecho a la notificación consular a los extranjeros que son 

detenidos.  

 

El Caso Avena es el ejemplo más relevante y claro que nos permite apreciar 

ampliamente la eficiencia del servicio exterior mexicano, en el ejercicio de la 

asistencia y protección consular, así como protección diplomática, dado que a 

través de la práctica consular (a pesar de las violaciones a la Convención de Viena 

de 1963 por parte de las autoridades de Estados Unidos de América), se pudo 
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localizar a más de 50 mexicanos sentenciados a pena de muerte, brindarles los 

servicios consulares precisos y llevar su caso minuciosamente, brindando todos 

los elementos necesarios para pronunciarse sobre el tema de la mejor forma 

posible ante la Corte Internacional de Justicia, preparando un excelente análisis 

jurídico que desemboco no sólo en un fallo favorable para los sentenciados 

mexicanos, sino que este fallo fue extendido a terceros Estados, que pudieran 

encontrarse en situaciones similares al Caso Avena. 

 

México pudo, por medio de una impecable representación consular, llevar a buen 

fin, un caso de violaciones a los artículos 5 y 36 de a la Convención de Viena 

sobre Relaciones Consulares por Estados Unidos de América, logró lo que 

Paraguay y Alemania no habrían podido cumplir satisfactoriamente en una 

situación similar al Caso Avena, se defendió hasta el último momento, dentro de 

las capacidades físicamente posibles los intereses de sus connacionales, dando 

una dura estocada al vecino del norte, en lo que al respecto el derecho 

internacional refiere. 

 

Sin lugar a dudas en materia de asistencia y protección consular los Estados 

Unidos Mexicanos desarrollan su labor destacadamente, defendiendo los 

derechos de sus connacionales dentro de un Estado extranjero, saben 

exactamente la importancia y los efectos que pueden llegar a tener las violaciones 

a los artículos 5 y 36 de la Convención de 1963, sin embargo, paradójicamente, 

ese conocimiento de política exterior pareciera no estar bien conectado en la 

práctica hacia el interior del país, haciendo evidente una falta de comunicación 

entre política interna y externa. 

 

Desafortunadamente México actúa de manera incongruente en materia de política 

exterior, al no respetar lo estipulado en los artículos 5 y 36 de la Convención de 

Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, y exigir a los demás Estados el 

cumplimiento de la misma, México se ha encargado de buscar el respeto a las 

prerrogativas de la Convención dentro de Estados Unidos de América, sin 
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embargo, al interior de nuestro país, estos preceptos son frecuentemente violados 

en detrimento de los individuos extranjeros que son detenidos dentro de la nación. 

 

En el Caso Cassez, la autoridad policial mexicana, al momento de poner bajo 

arresto a Florence Cassez,  violó los artículos 5 y 36, párrafo b), de la Convención 

de Viena sobre Relaciones Consulares, al no notificar de forma inmediata al 

consulado de Francia en México, sobre la detención de la ciudadana francesa 

antes de iniciar el proceso judicial, a pesar que se sabía de su calidad de 

extranjera y su nacionalidad desde el momento en que fue puesta bajo custodia 

policial, además la representación consular francesa se enteró por sus propios 

medios de la situación jurídica de su connacional, por ello la asistencia consular se 

brindó después de la primera declaración de la señora Marie Florence Cassez 

Crepin, violando así el debido proceso. 

 

Los Estados Unidos Mexicanos sostienen ante la comunidad internacional, que se 

deben respetar los derechos de los detenidos extranjeros, a contar con la 

asistencia de su consulado, durante todo el proceso penal, con fin de garantizar el 

debido proceso legal, evitar que el acusado se auto incrimine y garantizar que 

comprenda plenamente la situación jurídica a la cual está siendo sometido, sin 

embargo, Florence Cassez rindió su primera declaración ministerial, sin haber 

recibido el apoyo consular ,debido a la extemporaneidad del aviso consular.  

 

Actuando contrariamente a las reclamaciones mexicanas sometidas ante la CIJ en 

el Caso Avena del 31 de marzo del 2004, a pesar de que la Corte Internacional de 

Justicia falló a favor de México, y con ello reconoció que el derecho a ser 

informado sin dilación alguna sobre el derecho a la asistencia consular, es una 

garantía fundamental del debido proceso legal, nuestro país al interior hizo caso 

omiso de tales obligaciones internacionales ante el Caso Cassez. 

 

Las autoridades mexicanas deben ser congruentes en su actuar, es ilógico que  

por una parte, le exijan al gobierno de Estados Unidos de América que respete lo 
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estipulado en la Convención de Viena de 1963, correspondiente en el derecho a la 

información sobre la asistencia consular de los mexicanos detenidos y 

condenados a muerte en prisiones de aquel país, mientras que por otra parte, 

México le niega a los extranjeros ese mismo derecho a ser asistidos y protegidos 

por sus autoridades consulares, tal y como ocurrió en el caso de Florence Cassez 

Crepin. 

 

Se refrenda la idea de que si un extranjero es arrestado por ser presunto culpable 

de haber cometido algún acto ilícito, y éste no cuenta con la asistencia de su 

respectivo consulado durante el proceso legal al cual será sometido,  existe un 

vicio en dicho proceso, por ello él proceso judicial debe ser repetido, eliminando 

todo aquella prueba que haya emanado de la violación a sus derechos. En éste 

orden de ideas, la Suprema Corte de Justicia Nacional intento reparar el daño 

ocasionado a la francesa, al determinarse que efectivamente sus derechos 

consulares habían sido quebrantados, y por ello el proceso penal al cual se había 

sometido era inválido, generando como resultado su puesta en libertad. 

 

En mi opinión, México no actuó de manera correcta ante el Caso Cassez, al no 

cumplir con un procedimiento legal procesal adecuado, se hizo bien en tanto 

admitir que se violaron sus derechos consulares, así como otros tantos, actuó de 

buena menara al intentar reparar el perjuicio ocasionado a Florance, sin embargo, 

no comparto la idea de dejar en libertad a Cassez por determinarse que el debido 

proceso legal al cual fue sometida era viciado, ya que la reparación del daño debió 

consistir en reponer el proceso penal desde cero, desechando todas aquellas 

pruebas o elementos que hubieran provenido de la violación de sus derechos, y no 

dejándola en libertad sin haber sido juzgada debidamente por los delitos que le 

fueron imputados. 

 

Considero que la reparación del daño a Cassez, por haberse violado sus derechos 

consulares, debió consistir en la figura del restitutio in integrum, es decir, que el 

proceso legal debió haber sido repuesto, rescatando todas aquellas pruebas 



  

137 

 

validas, aportando nuevas evidencias, y anulando todas aquellas pruebas 

viciadas, sin que esto último signifique un sinónimo de libertad directa, ya que esta 

acción por parte de la SCJN evidencia fallas graves en el sistema legal mexicano, 

una mala interpretación del derecho internacional por parte de las autoridades 

judiciales mexicanas y por ende una mala comunicación entre la política interna y 

externa. 

 

Es claro que México, a través de sus Consulados, actúa adecuadamente 

defendiendo sus intereses conforme a la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963, representando los intereses de sus connacionales así como 

sus derechos, sin embargo, en lo que atañe a la adecuada aplicación de las leyes 

dentro del territorio nacional, es necesario que México modifique positivamente su 

manera de dirigirse, dado que es una nación que cuenta con una  gran cantidad 

de turistas, migrantes y transmigrantes, que en muchas ocasiones se encuentran 

en un estado de vulnerabilidad, de ahí se hace menester la buena aplicación de la 

Convención anteriormente invocada al interior del país.  

 

Es prudente apuntar que el estudio que se realizó a lo largo del presente trabajo, 

me permitió entender con mayor detalle, los alcances que puede llegar a alcanzar 

el cumplimiento o no de una norma internacional, considero indudable que en 

cualquier momento es inaceptable la mala praxis de una norma, más aún cuando 

de ella se pudiera desprender la suerte de una persona, entre la libertad o el 

encarcelamiento, o peor aún, entre la vida y la muerte.  

 

Los casos que fueron estudiados sirven como una pequeña contribución para que 

las personas puedan informarse y conozcan sobre el tema, en el caso de la 

sociedad mexicana, donde la mayoría de las familias tienen por lo menos una 

persona radicando en otro país, les será de utilidad para poder demandar a las 

autoridades competentes el cumplimiento de sus derechos. De igual manera se 

espera que el estudio sea útil en algún momento, para evitar la mala aplicación de 

leyes a los extranjeros dentro de nuestro país. 
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Para finalizar, realizando un ejercicio de prospectiva, planteando un escenario 

deseable, se podría esperar que el gobierno de Estados Unidos Mexicanos, tenga 

presente lo ocurrido durante el asunto de Florence Cassez, todas las 

repercusiones originadas de una mala praxis de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares de 1963, consecuencias que no solamente se dieron al 

finalizar al Caso, sino durante el proceso del mismo, dañando relaciones 

diplomáticas con Francia y la moral social ente los mexicanos.  

 

Tomando como referencia que después de haberse resuelto el Caso Cassez por 

la SCJN, las autoridades mexicanas giraron órdenes en pro de evitar que el país 

se vea involucrado nuevamente en una cuestión semejante, se puede esperar que 

efectivamente, México dé pasos sólidos en su aparato judicial y procesal, 

encaminados a mejorar la aplicación de leyes dentro del territorio nacional, con el 

apoyo de un mejor dialogo entre política interna-política externa, lo que optimizaría 

la efectividad de los procesos penales internos, para todo individuo que se 

encuentre detenido dentro del territorio nacional, por lo menos en un mediano 

plazo, de esta manera se podrá evitar encarcelar inocentes, y asegurar poner bajo 

prisión a los culpables, sean connacionales o extranjeros. 

 

Por otro lado, se prevé, que a raíz del desarrollo de una buena práctica del 

ejercicio consular mexicano por un largo periodo, éste siga por un buen camino de  

como hasta ahora, dando buenos resultados apoyando a connacionales en el 

exterior. El desarrollo del ejercicio consular mexicano ha venido modificándose y 

mejorando con el tiempo, así que es muy probable que siga por ese rumbo, 

puliendo lo bien hecho, y mejorando en la medida de lo posible todas aquellas 

cuestiones que se presenten a futuro, con las nuevas necesidades que surjan en 

la sociedad. 
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edición, Centro de documentación, s/fecha de edición, Dirección 

URL: 

http://www.un.org/spanish/documents/instruments/terminology.html el 

13-05-2015  

 

                     ; Los derechos humanos y las prisiones: manual de  

capacitación de derechos humanos para funcionarios, [en línea], 

Nueva York y Ginebra, ONU, 2004, 249 pp, Dirección URL: 

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/training11sp.pdf el 17-

11-2014. 

 

Real Academia Española; Diccionario de la lengua española, [en línea], Madrid,  

s/editor, s/fecha de edición, Dirección URL: 

http://lema.rae.es/drae/srv/search?id=9GfowEfMBDXX2pcpdV4B el 

22-02-2015. 

 

S/a; Advertencia Miranda, [en línea], s/lugar de edición, s/editor, s/fecha de  

edición, Dirección URL: http://www.nj.gov/oag/njvictims/pdfs/vcco-

miranda-071409a-web_esp.pdf el 29-08-2015. 

 

 

 

 

http://www.nj.gov/oag/njvictims/pdfs/vcco-miranda-071409a-
http://www.nj.gov/oag/njvictims/pdfs/vcco-miranda-071409a-
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                     ; El derecho de protección diplomática y consular del  

ciudadano de la Unión Europea, [en línea], s/lugar de edición, 

s/editor, s/fecha de edición, Dirección URL: 

http://www.mexicodiplomatico.org/lecturas/Derecho%20de%20protec

cion%20Diplomatica%20y%20Consular%20del%20ciudadano%20en

%20Union%20Europea_56%20pags.pdf el 13-11-2014. 

 

 

                     ; Derecho internacional público, [en línea], s/lugar de edición,  

s/editor, s/fecha de edición,  p.35, Dirección URL: 

http://es.slideshare.net/joseandresMG/derecho-intenacional el 13-05-

2015.  

 

                     ; Derecho internacional privado: concepto, caracteres, objeto y  

contenido.. [en línea], s/lugar de edición, s/editor, s/fecha de edición, 

p. 21 Dirección URL: 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3261/3.pdf el 16-08-2015. 

 

                     ; Caso Avena: México V/S Estados Unidos ante la CIJ[en línea],  

s/lugar de edición, s/editor, s/fecha de edición,  p.2, Dirección URL: 

http://www.ordenjuridico.gob.mx/Publicaciones/CDs2010/CDConsular

/pdf/AV02.pdf el 28-08-2015. 

 

                     ; “Renuncia de responsabilidad”, Derechos Miranda: quién, qué,  

cuándo  dónde, por qué?, [en línea], s/lugar de edición, s/editor, 

s/fecha de edición, Dirección URL: 

http://abogados.lawinfo.com/recursos/ley-criminal/drechos-miranda-

qui-n-qu-d-nde-cu-ndo-y-por-q.html el 29-08-20015. 

 

Secretaria de Relaciones Exteriores; Asistencia y protección consular. [en línea],  

s/lugar de edición, s/editor, s/fecha de edición,  Dirección URL: 

http://consulmex.sre.gob.mx/boise/index.php/asistencia-consular el 

18-08-2015. 

 

                     ; Consulado de carrera de México en Alburquerque, Protección  

consular. [en línea], s/lugar de edición, s/editor, s/fecha de edición, 

Dirección URL: 

http://consulmex.sre.gob.mx/albuquerque/index.php/proteccion-

consular el 4-05-2015.  
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                     ; Florence Cassez no puede ser objeto de traslado para cumplir  

su sentencia en Francia, [en línea], México, s/editor, 17 de febrero de 

2011, Dirección URL: 

http://saladeprensa.sre.gob.mx/index.php/en/comunicados/378-047 el 

15-09-2015. 

 

                     ; Protección consular. [en línea], s/lugar de edición,  

s/editor, s/fecha de edición, Dirección URL: 

http://amexcid.gob.mx/boletin/0610/docs/La%20Protecc_Consular.pdf 

el 7-05-2015. 

 

 

 

 

http://amexcid.gob.mx/boletin/0610/docs/La%20Protecc_Consular.pdf
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141. CAUSA RELATIVA A AVENA Y OTROS NACIONALES MEXICANOS 
(MÉXICO CONTRA LOS LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA) 

(MEDIDAS PROVISIONALES) 

Providencia de 5 de febrero de 2003 

En la C;llIS¡¡ Tda t ¡va" A vena .1' olrOS I/¡¡(¡ol/flle;; mexic,/llOs 

(M¿xilO l(lntr¡1 los Estado:< Unidos de Amerilll), la Corte. 
eje rciendo lo.! facult<ld que le confiere el Artícu lo 41 de su 
F!'fafulo. dic tó et S de febre ro de 2003 ulla providen..::ia en la 
cual indicó luedidas pro\'is ioll<lles. 

La Corte estaba inlc:grada en la ¡orma siguit:ntc: Presi­
dente, Gu illaume; Vicepres idente, Shi; Magis trados. Oda, 
Ra njeva. Herczegh. Fleischhauer, Koroma, Vercshehet in, 
Higgins. Parra-A ranguren, Kooijman s. Rezek. AI -K hasaw­
ne h , Ruergen thal . Elaraby: Sec re tar io, Couv reur. 

El párrafo 59 de la pro\'ick tlcia dice lo sigu i ('nlt~: 

"Por un,ulirnidad , 

"1. ¡"dú"" la, sigu ientes rneJid" , provis iona l", 

"ti) Los Estados Unidos de América tomarán tod-as 
las medidas necesarias para asegurar que d Sr, Cesar 
Roberto Fierro Reyna, et Sr. Roberto Moreno Ramos y et 
Sr, Osvaldo Torres Agu ilera no sea n ejecu tados a la espe­
ra del fa llo dehnitivo e n el presente procedi miento: 

"b) El Gobierno de los Estados Unidos de Amer ica 
in /o rmar;l a la Cortt.' de tndas las Illedid as qUt' torne en 
aplka\,: ion de la pre!>ente providencia, 

"Decide que, hasta que b Corte haya dict<ldú su fa llo deli ­
lIith'o, seguid cOllocit-ndo dt! los asun tos que Son obj"to 
de la presente providencio!." 

El fl.'bgi" ¡rado Od ,\ ,lnexú una de..:l a r,Kión (\ la provi · 
dcn..:ia, 

La Corte comienza recordando que e19 de enero de 2003 
los Estados Unidos Mexicanos (en adela nte: "México") 
entablaron un procedimiento contra los Estados Unidos de 
Amér ica (en addantt:: " los Estados Unidos") por "violado · 
!les de la Conve ncion de Viena sobre rdacione,~ wnsu]¡lI'es 
(hecha el 2·1 de abri l de 196])" (en adelan te: la "Convención 
d,' Viena" ) Su pul'staml'l1tc comctidas por los Estados Un i­
dos, La Corte se lbla qUt', en su demanda, MéXICO funda la 
competencia de h\ Corte en t'l púr rafo 1 del Artículo 36 del 

11 

Estatu to dí' la Cort e y t'n d artic ulo I del Protocolo dt' firma 
facu llativa sob re jurisdil:..:ión obligato ri a para la so lución de 
controversias, adjunto a la Convenc ión de Viena sobn,' rda­
ciunes consulares (en ¡¡delante: el "Pro tocolo facult ati vo") , 

La COrle se lla la asimismo tille en su demand<l Méxko 
pide a la Corte que juzgue y dedar~ : 

" 1) Que los Estados Unidos. al arrestar. dete ner. juzg,r. 
lit'darar culpablt,s y ,onJ~nar a los 54 nacional~s. m ... 'xi ­
.,:anos qut' es tán en d corredor JI.! la muerte J esl..T itos en 
la presente demanda, violaron sus o bligac ioneS ju rídicas 
inte rnacionales para con México, por derecho propio y 
en ejercicio de su derecho de prote'..:iól1 consula r de sus 
naciona les, con arreg lo a lo di spUesto en los a rtíc u los S 
y 36, respect ivamente de h\ Conve nción de Viena; 

"2) Que. por consiguiente. Méxko t iene derecho a res " 
Jitutio in intt'grllm; 

" 3) Que los Estados Unidus ti enen Id obligad ón juridi ..:a 
intt.: rnac ional de no al,lica r la doctrina de p n.:dusión pro­
cC!';ll, n i otra doctrina de su del'l.!cho interno, para exclui r 
el eje r..:icio de los derechos otOl'sad, .... s, pOI' el artícu lo 36 
,.le la Convención de Viena; 

"4) Que los Estados Unidos t ienen la obligación juridi ­
~a internacional d e lI~var a cabo d t' conformidad con las 
.1nh:J ichas obligaciont:'!s jurid ic:u; inkrnacionales .... ual · 
quier fu tura detención de los 54 nacionales mexicanos 
que están en el corredor de la muerte () cua lqu ier p ro­
cedimiento penal cont ra ellos, o respecto de c ualqu ier 
o tro nacional mexicano en su territorio, ya se;,l por p.lrte 
d el poder consti t uye ntt' , legishHivo, ejecuti vo, judicial o 
c ualquier otro poder, ya sea que dicho poder ocupe llll:.l 
posición superior l> subordinada en la o rgan izadun d l' 
los Estados Unidos, )' }':\ sea que las fll ndones de di cho 
poder sea n de ca rácter internacinna l () interno; 

" 5) Que el derecho a la notihcación consular con arre · 
glo a la Cotlvención de Vk na es un derecho hUIllOlno; 

)' que , .... on 'l rreg lo ,1 las an ledi,h.ls oblig.Kio nes ;urídh::.ls 
i Il lerna.:ion<lles, 

" I} Los Estados UniJos deben restablecer el staru q/U> 
allte, es decir, restablecer la situació n que t'x isda a ntes ...le 
Iils dc.'tenciones, procedim ientos, deC'laI'3l:iont.'s d~ l:u lpa­
bilidad y condenas respecto de naciona les de México en 
vio lación de las ob ligaciones jurídicas internacio nales de 
los Estados Un idos; 

"2) 1.05 Estados Un idos deben tomar las medidas ne..:e­

sa ri as }' su ficien tes para asegura r que las di~pos ici olles 

el" su den.'dw inh: rno pt rmitall qut' se dé pleno cfl'l..'IO 

a los tines para los cuales sc ha n prt'\' isto los dere..:hos 
o torgados po r el arti..:ulo 36; 

141. CAUSA RELATIVA A AVENA Y OTROS NACIONALES MEXICANOS 
(MÉXICO CONTRA LOS LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA) 

(MEDIDAS PROVISIONALES) 

Providencia de 5 de febrero de 2003 

Enla (¡l lI S.1 rda t iva" AvcfltI.I'otl'tlS 1/1I¡:iol/fI{es mexicilnos 

(MJx;t"o ((lntr" los Estados Unidos de Ambic/l). 1" Con e, 
eje rciendo la facultad que le confiere el Articu lo 4 1 de s u 
E!' tatuto, di c tó elS de rebrero de 2003 ulla providen.::ia en la 
( lIa 1 i nd icú medidas provisio ll <l les. 

La Corte estaba itlh.'grada en la ¡orma siguienle: Presi­
dente. Gu illaume; Vicepresidente, Shi ; MagistTildos. Oda, 
Ranjeva, Herczegh. Fleischhauer, Koroma, Vercshehetin, 
Higgins. Parra-Aranguren, Kooijmans. Kezek. AI -Kh"lsaw­
ne h . Ruergenthal. Elaraby: Secretario, Couvreur. 

El párrafo 59 de la pro\'idl,t\Cia dice lo siguirn te: 

"LA Cown' . 

"Por ull,\Ilirnid:"lll. 

"1. 'lIdi( fI las siguien tes medidas provis iona les: 

"ti) Los Estados Unidos de Amé rica tOlllarán to&as 
¡as tl1rdidas necesarias para asegurar que d Sr. César 
Roberto Fierro Reyna, el Sr. Roberto Moreno Ramos yel 
Sr. Osvaldo Torres Aguilera no sea n ejecu tados a la espe­
ra del fall o definitivo en el presente procedimiento; 

"/1) El Gobierno de los Estrujas Unid os de América 
in(Clrmar:l ;\ la Corte..' de lodas las mt.'didas que tome t.'n 
aplki.\\..-ión de la pre!>ente prnvidend"l. 

"Decid/! que, hasta que la Corte haya diclado su fallo deli­
!lith'o, seguid conocienJ u de los ,ISUI\!OS '-Iut' son objeto 
de la presente providenc iol ." 

El fI.'bg¡ "- t radn Od" .. llleXtí una de..:l a r.\Cioll a la provi ­
den..:ia, 

La Corte comienza recordando que el9 de enero de 2003 
los Estados Unidos Mexicanos (en adelante: "México") 
l'ntablaron un procedimiento contra los EstaJos Unidos de 
Amér ica (en addan tt: : " los Estados Unidos") por "violado ­
nes de la Convención de Viena sobre relildolles wllsuhll"es 
( hecha el 2-1 de abri l de 1 96j)" (e n adelan te: la "Convenció n 
OL' Viena") suput.' stam r tlt c (ollle tidas por los Estados U n i­
dos, La Corte seriala que. en su demanda, MéXICO funda la 
compt.'lt:nc1J de la C0rte en el púrrat"o 1 del Artículo 36 del 

11 

Esta tuto c!t- la Corte V en d a r t iculo I d d Protocolo de firllla 
facultati\,a sob re juri'sdi~': i ón obligato ri a para la sol udón de 
controvers ias, adjunlo a la Convención de Viena sobre rda­
ciones consulares (en .ldelante: el "ProlOcoJo facultativo") , 

La c.orti' si' llída asimismo t.¡ue en su demanda Méxko 
pide a la Corre que juzgue y d edare: 

"1) Que los Estados Unidos. al ar restar. detener. Juzgar. 
tkdarar cu ll'abll's y (onJ enar a los 54 nacionales me:\Í ­
.. :anos t.¡1It' es tán ~ n d t.:urrt'dor Je la Illuertt' Jcsl..T ilOS t'1l 
la presente demanda, violaron s us obligaciones jurídicas 
in ternacionales para con México, por derecho propio y 
en ejercicio de su derecho de prote.:.:iól1 consular dt· s us 
n acio nales, con arreglo a lo di spuesto en los artícu los S 
y 36, respectivamente de h\ Convención de VienJi 

"2) Que. por eonsigu i,n". México ti,ne derecho a r., ­
Jitutio in in teg rum; 

"3) C.~llt' los Estad os Unidus tient'll lel obliga..:ión juridica 
inlt.: rn al'illtl~1 de no ap liGlr la duc trina Je p rt.:dusión pro­
ú S;ll, ni otr~ doctrina de su derec ho interno, ~'ara exclui r 
el eje r(icio de lo~ derechos o lorgadns. por el articu lo 36 
de la Convención de Viena: 

"4) Q ue los Estados Unidos tienen la obligación ¡u ridi ­
'<1 intcrníldon::d de lIt'var a (abo dt' <.:on(ormit.!ad con las 
an tet.!il-has obligadont=s jurídicas int~rnacionalt=s t' lIal ­
'luie r futura detención de los 54 nacionale~ mexicanos 
que están en el co rredor de la muerte () cualqu ier pro­
ced imiento penal contra ellos, o res peCIo d e c ualquier 
o tro n:lcionn l mexica no en su terr ilor io, ya se.\ por p.lrte 
I..iel roder consti t uye ntt', legishttivo, ejecutivo, judicial O 
cLl<llquier otro poder, ya sea que dicho poder ocupe 1Itl<1 

posición superior o subordinada en la o rgan izacion d e 
los Estados Unidos, )' ya sea que las fLlndones de dicho 
poder ,~ean de cadeter internadnnal o interno; 

" 5) Que el derecho a la noti hcació n consu la r con a rre ­
glo a la Convención de Vie na es un derecho hu tll :'l no; 

)' que , ( on ar reg lo .. \ I;.\ s ¡lnlt'dich"1S oblig.lc1ones juridk¡lS 
interna( iol1ales, 

.' J) Los Estados Unidos deben rl!stablect'r el 5fatu qH() 

al/te, es decir, restablecer la sit uad"n que exist"ia antes Je 
las d e tenciones, procedimit'ntos , dcclarut.:iont's d e culpa­
bilidad y condenas respec to d e nacionales de México en 
violación de las obligadones jurídicas inte rnaciona les de' 
los Estados Un idos; 

"2) Los Estados Un idos deben tomar las medidas ne.::l' ­
sa ria s }' su ficien les para asegurar que las di~posicione~ 
elt' su (kr<'cho interno pt' rmitan que se dé pleno eft.'t.'1O 
.1 lus tines para los (uales se ha n prt'\" is to los del'e.::hos 
o torgados por el a rticulo 36; 
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.. 31 Los Estados Unidos deben tomar las medidas nec..:e­
soldas y sutidentes para establecer un reCurso jurídico 
efect ivo frente a las violaciones de los derechos otorga­
dos .. \ México y u sus nacion;.\les por el artículo 36 de la 
Convención de Viena, incluso impidiendo la imposición, 
como cuestión de derecho interno, de cualquier clase de 
S;,lllc io nes procesi\les por la omisión en plantear en tiem­
pU Ulla prett'nsiún t) defensa fundada en la convención 
de Viena cuando la s autoridades competente!' de los 
Estados Unidos hayan violado su obligación d~' informar 
al nacional o a la nacional de sus derechos ..::on arreglo a 
la Conven..:ión; y 

"4) Los Estados Unidos. habidu cuenta de las pJutas 
y prácticas de violaciones ellunciadas en la presente 
,Jemanda, deben dar a MéxiCl) una p lena g;'lrantía de no 
ft:petic..:ión (!t; los actus ilega les," 

La Cort e re(uerda ilsimiSlno que, el 9 de enero de 2003, 
Mexico también presentó una solicitud de indicación 
de medid;'ls provisionales a fin de proteger sus derechos, 
pidiendo que, i.\ la f'spera del fallo definitivo en la presente 
cUlIsa, la Corte indicara: 

"ti) Que el Gobierno de los Estados Unidos lome todas 
l~s medidas necesarias para asegurar que ningún nacio ­
nal l1lexkanu sea ejecutaJo; 

"b) Que el Gobierno de los Estados Unidos tome todas 
]¡.lS medidas nt"ct'sarias para 'lsegurar que no se fijt· fecha 
de ejecución p.Ha ningún naóunalll1exicano; 

"d Que el Gobierno de los ESI:lIJ.os Unidos com unique 
a la Cor te las medidas que haY,ltomado en ..:umplimknto 
de los apartados a) y b): y 

·'tI) Que (,1 Gobitl'!lo de los Estados Unidos <I S~'gllrt' que 
no se tomad medida alguna que perjudique los derechos 
de los Estados Unidos Mexicanus o sus nucio nales con 
respecto a la decisió n que tome esta Corte sobre el fondo 
de la causa," 

Por último, la Corte seila la que, por una ca rta de 20 de 
enero de 2003, M¿xico info rmó a la Corte de que. en virtud 
de la decisión dd Gobernador del EstOldo de IlIinois de con­
mut"r la pen.\ (apital de todos los condenados cuya ejecu ­
ett'¡n estaha pendiente e n dicho Estado, retiraba su solicitud 
de medidas provisionales en Ilombre de tres de los 54 nacio ­
nales mexicanos mencionados en la demanda: los Sres , Juan 
Caballero Hernándt,z. Mario Flores Urbán )' Gabriel Soln(he 
Romero. En esa carta. Mt'xico dijo asimIsmo que seguía en 
pie su solicitlld de medidas provisinn<lles respe(-to de 10.'\ res­
tantes 51 naciolli.lles mexicanl's t'nl'arú'h\dos en los Estados 
Unrdo5 y que "lila solicitud sigue en pie, en cuanto .. \1 fondo. 
resp('(lO (k los dl1ClIl'nta y c..:uu lro casos", 

A continuación, la Corte re!'ume los argumentos formu­
lados por las Partes en las audiencias pllblicas celebradas el 
21 de enero de 2003, 

L<l Corte comienza Su razunamientu observa ndu que, 
n:spc((ü de una solicitud dc indi...:aciú n d~ Illl'didas provi­
s itlnak~, no nC(I::S;I.l, ~\ntes lit: dcddir si indica o no tak~ 

12 

medidas, considerar ddinitivamenc(' probado que tiene.: 
competencia sobre el fondo de 1.1 causa, pero qUe no ruede 
indicarlas ;1 menos que las disposiciones invocudas por d 
demandante parezcan, prima Jade, dar una base en que 
pueda fundarse la competencia de la Corte. 

La Corte prosigue señalanJo que México ha argumenta­
do que las (uestiones en litigio entre dicho país y los F.stados 
Unidos se rcñen.'ll a los arti(ulos 5 y 36 de la Convenciú n Jt: 
Viena y están .:om~"\r('ndjd'ls cnla juri sdicdón obligatoria de 
la Corte con arreglo al artículo I del Protoco lo facultativo, y 
que . consiguie ntemente, México concluyó que la Corte tiene 
la competencia necesa ria para indicar las medid;J. s pro\'isio­
nales solicitadas, La Corte se ilala que los Estados Unidos 
han dicho que "no se proponen plantear 'l hora la cue"tión 
de si la Corte p0see competencia prinl!l faci/!, si bien ello es 
sin per.ju iciú de su den:cllt) de cont rovert ir la c¡)mpetl'nda 
Jl' la Cort t' en la fase llll e (or responda más aJdanll' ~'n la 
causa"_ Consigu ienkmente. habida C ll~nta de lu que a nte ­
cede, la Corte considera que, prima jade, liene compete lKia 
con arreglo al artículo t del mencionado Protocolo facu lta ­
tivo para conocer de la causa. 

A continuación la Corte recuerda que en su demanda 
México pidió a la Corte que juzgue y declare que los Estados 
Unidos "v iolaron sus obligaciones jurídi(as internacionales 
para con Mexico, por dere..:ho propio y en eje rcicio de su 
derecho de protección ..:onsular dc.' sus nacionales, con 'IITe­
glo a lo di~ptH.'sto en los arti..:ulos 5 y 36. respectivamente, Je 
la Convención de Viena"; que México soli cita diversas medi ­
das encami nadas <l reparar esas violnciones )' evi tar toda 
repetición; r que Méx ico sostiene que la Cor te deberÍ;l res­
guard.H el derecho a esas repanlciones instando <\ los Estados 
Unidos a tomar todas las Illedidas necesarias para aSt'gurar 
que ningún nac ional mexic;J.no sea ejecutado y que no se fije 
fecha de ejecución contra ningún nacio nal mexicano. 

La Corte recuerda también que los Estados Unic.ll\s han 
re,,:ollocido que en algunos casos se ha enjuiciado y conde­
nado a nacionales mexic;.\Oos sin haberles informado de sus 
dere.:hos con arreglo al aparl .. \do b) del párrafo I del articu· 
lo 36 de la C onvención de Viena, pero argumenta. empero, 
que en tales casos, de conformidad con el fallo ue la Corte 
en la causa LtlGratld, tiene la obligación de "permiti r, por 
medios de su propia elección, el examen y la rec()nsid~'ración 
de la decluación de culpabilidad y la condena teniendo en 
cuenta 1¡1 v iolación de los derechos consagrad0s en esa COIl­
vención", y sostiene 'lue en los casos concretos sC I1a lados por 
México las pruebas indica n el com promiso de los Estados 
Unitlos de proceder al ~'xamen }' la rt'consiJeración rnenci\)­
!ladus. S~gún los Est;J.JtlS Unidos, el t'xa nh::11 y la reúl ll side · 
ración mencionados pueden llevarse a ..:abo mediante el pro ­
ceso de gracia ejecutiva -una institución "profundamt'nte 
arraig<ldi.l en el sistema i.\ngloamericano de justicii.¡"- que 
puede se r iniciado por las person;J.s de que se trate después 
de finalizado el proceso judicial. Sostiene que el exa men }' la 
reconsideración citados ya han tenido lugar en varios casos 
durante los dos últimus añus; que ninguno de los mex icanos 
"a..:tu¡dmCnle condenadus a muerte sen:' e.¡ccutado a menos 
ljue se hayan llevado a (abo el examen y la reconsiderac1t)tl 
de la d~·..:Ja ra.::ió n de ..::ulpahilidad tenit' l\(.Io en CUt:nta d 

"31 Los Estados Unidos deben lomar las mt'didrts ne<.:e ­
sarias y sufidentes para estab lecer un recurso jurídico 
efec ti vo frente a las v iolac iones de Jos derechos otorga­
dos a México y a SlIS nacionales por el a rt íc ulo 36 de la 
Convención de Viena, incluso impidiendo la imposición, 
como cuestión de derecho interno, de cualquier clase de 
sa nc io nes proces;,\les por la om isión en plantear en t iem­
po una prett' nsión tJ defensa fundada en 1<1 Convención 
de Vie na cuando las autorid¡ldes competen tes de los 
Estóldos Unidos hayan violado su oblig<'lción dt.· info rmar 
a l nadonal o a la nacional de sus derechos .::on arreglo a 
la Convención; y 

"4) Los ESlados Unidos, Ilabidu cuenla de las p<lUlJS 
)' prácticas de violaciones enunci'ld.IS en la presente 
demanda, deben dar'l Méxicu una p lena g'Hantía de no 
rept'tidón di.' los actus ilega les." 

La COfle recuerda asimismo que, el 9 de enero dt' 2003, 
México también presentó una solicitud de ind[(ación 
de medidas provisionales a fin de proteger sus derechos, 
pidiendo que. i.\ la espera del fallo definitivo en la presente 
causa, la Corte indicara: 

"ti) Que el Gobierno de los Estados Unidos tome todas 
las medidas necesarias para asegurar que n ingún nacio~ 

nal nll!xi..::anu sea ejcc lltaJo; 

"b) Que el Gobierno de los Estados Unidos tome todas 
hl S medidas necesarias para asegurar que 11 0 se tijt' fecha 
de ejecu.;ióll p.ua ningún llaciunalll1exicilllo; 

"c) Que el Gobie rno Je los ES'~\ljos Unidos .::omunique 
a la COrl e las medidas que hay.l !("Imado en ..::umplimit.'n to 
de los apartddos a) y b); Y 

"el) Que {'I Gobi{'rno di.' los Esti.ldos Unidos <lst'surt' que 
no se tomad rnedida a lguna que perjudique los derechos 
de los Estados Unidos Mexicanos o sus nacionales con 
respecto a la decishí n que tome' es ta Corte sobre el fondo 
dc la caus.l." 

Por último. la Corte seilala que , por una carta de 10 de 
ene ro de 2003, M¿xico informó ala Corte de que, en virtud 
de la d~cisión del Gobernador del Estildo de 1II il101s de con­
mut ;.\!' la pell<\ cilpital de todos los condenados cuy" ejecu­
Ción estaha pendiente e n dicho Estado, retiraba su s.olicitud 
de me<iidas provisionales en nombre de tres de los 54 nacio ­
na les Illl!xicanos mencionados en la demanda: los Sres. Juan 
Caballero Hernándcz, Mario Flores Urbán)' Gabriel Solnche 
Romero. En esa ( .. I!'I<\, México dijo asimismo qUe seguÍJ en 
pie ~u solicitl1d de medida!> provisicmilles respe(·to de lo." res· 
t:lntes SI nac iünales mexicanl'S l'!l(a rce!t\t.1os ell los Est¡ldos 
Ullldo$ y que "lila solicituJ sigue en pie, t'n Cllanto .11 fondo, 
respt'cto Jt' los (ÍnCl\t'!lta y c uaIro casos". 

A continuación, la Corte resume los argumentos fonnu­
¡"dos po r las Partes en las audiencias pllblicas celebradas el 
21 de enero JI;' 2003. 

l.u Corte comienza su razonamicnto observando que, 
n.:spe¡;!t) de una solicit ud de indkació n de mt."llidas provi­
sill llaks, no ne(t:sit~l, antes de Jt.:dd ir si Indica o no taks 
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medid;.\s, considerar ddiniti va melHc probado qut' tiene 
competencia sobre el fondo de 1.1 causa, pero que no ruede 
ind icarlas a menos que las disposiciones invocudas por d 
demandante parezcan, prima facie, dar una base en que 
pueda fundarse la competencia de la Corte. 

La Corte prosigue señala ndo que México ha argumenta­
do que las cuestiones 1;'11 litigio entre dicho país y los F.stados 
Un idos se refieren a los articulos 5 y 36 de la Convencitin Je 
Vie na y están ..:ompri.'ndid<ls en la jllJ"isdkdón obligatoria de 
la Corte con arreglo a l artícu lo I del Protocolo-facultativo. y 
que , consiguientemente, México concluyó que la Corte tiene 
la competencia necesaria para indicar las medid;,ls provisio­
ll<lles solicitadas. La Corte st' liala que los Estados Unidos 
han d icho que "no se proponen plantear aho1'<\ la clIe"tión 
de si la Corte posee competencia prima ¡(id/!. si bien elk, es 
sin perjuicio de su deredH) de cunt rovertir la ..:tlmpetl'nda 
Je la Corte: en la fast' que corresponda 11\:\S aJdanlt' \"11 J:¡ 

causa". Consiguientclllellle, habiJa clIt'nta de lo que: antt'­
cede, la Corte cons idera que, prima jade. tiene competen..::ia 
con arreg lo al artículo t del mencionado Protocolo fac uha ­
t¡vo para conocer de la causa. 

A continuación la Corte recuerda que en su demanda 
México pidio a la Corte que juzgue y declare que I ~)s Estados 
Unidos "violaron sus obligaciones jurídicas interna(iona lcs 
p<lra con Mex:ico, po r derecho propio y en ejercici0 de su 
derecho de protección ,,::o ll sular dl' sus nacionales, con .11'\'(' ­

glo a In dispuesto en los anku los S y 36, respcxtivamcntc, Je 
la l.ollvenciún de Viena"; que México solici ta dive rsa ... medi ­
das encaminadas .1 rc:pi\rar esas violaciones)' evitar toda 
repetición; r que Mex ico sostiene que la Cor le deberh\ reS­
guard.lr el dere..:ho a esas repanlCiones instJ ndo 0.\ los Estl.\dos 
Unidos i\ t011\<lr todas 1;\5 medidas neccsuias para aSegurar 
que ningún nacional mexicano sea ejecutado y que no se rije 
fecha de ejecución contra n ingún nacio nal mexicano. 

La Cor te recuerd~l también que los ES t¡h.tos Unidos ha n 
rewllocido que en algunos casos se ha enjuiciado y conde­
nado a naciunales ll\exic .. \Oos sin haberles informaJo de sus 
dere..:hos con arreglo al apartado b) del párrafo I del articu· 
lo 36 de la Convendón de Viena, pero argumenta, empero, 
que en tales casos, de conformidad con cl tallo de la Corte 
en la causa LaGmnd, tiene la obligación de "permitir, por 
medios de su propia elección, el examen y la reconsidl'ración 
de la dec];,\ración de culpabilidad y la conden"l teniendo en 
cuenta la v iolación de los derechos consagrados en esa C01l­
vención", y sustiene 'lue eo los casos c.:onaetos sC l1alados por 
MexiCll las prucbas indican el compromiso de los Estados 
Unitlos de proceder al t.·xa men }' la r~consiJ~ración menci~) ­

nadus. Según los Est:lJ(lS Unidos, d exanh::/l y la rewllSiJe · 
ración melKionados pueden llevarse n ¡;abo mediante el pro ­
ceso de gracia ejecu tiva - una institución "profundamente 
arraigada en el sistema i.lngloameric<l no de justicia"- que 
puede ser iniciado por las personas de que se trate después 
de fina li zado el proceso judici::d. Sostiene que el exa men y la 
reconsideración citados ya han tenido lugar en varios casos 
durante los dos últimos años; que ni nguno de los mexic¡:IIlUS 
"actu~dmen I e cOlldenadus a muerte ser;:í. ejecutado él meno." 
tJue se hayan llevado a cabo el ex<tmen Y \:.1 rec.:ol1sideració n 
Je la lkdar<tdón de ..: ulpabilidad tenicndo en (Ul'nt" d 



  

155 

 

 

 
í.'ve ntual in .... umpl imiento de las ob ligadont.·s e m~.'l'gt'ntes del 
.1rl i .... ulo .36 de In Convención dI;' " kll.," ; que, segllll los tér ­
minos de 1:1 deci sión d I:' la Corte en la causa LI/Cnmrl, ello es 
una reparación suficiente de sus violaciones, y que por tanto 
no es necesa rio indicar medidas provisionales enc;,unilladas 
a resguardar el derecho a esos recursos. 

I.a Corte señala también que, según México, la poski0n 
de los Estados Unidos equivale a sostener que " la Conve n­
dón de Viena sólo d ~l a Méxko un den., .... ho a exa men v 
reronsiderac ión,)' que el examen y 1;1 reco" sideración equi'­
va len sólo a la posibilidad de sol icitar la gracia"; )' que , a jui ­
cio de México, "eI proceso secreto)' no sujeto a 1l0 rTll .\S ni a 
rev isión al que se denomin;'l grac ia no puede satisfacer)' no 
satisface el m<tllda'lo de es ta Corte len la cau sa LaGrol1dl". 

La Corte concl uye (ju C' hay. pues. tina controwrsia en tre 
las Partt.'s at ine nte ¡\ los deredlos de México y Je sus nacio­
naks t.'1l rt.'lación (on los (('cursos qU(' deben concederse en 
caso de incum plim iento por p;lrle de los Estados Unidos de 
las obligaciones que les incumben con a rreglo al párrafo 1 
del art ículo .16 de la Convención de Viena; que di cha con ­
troversia corresponde ;,¡I fondo y no puede resolverse en hl 
presente fa se del procedimiento; y que, consiguientemente. 
la Corte tiene que abordar la CUestión de si debería indicar 
Illedidas provisionales para resguardar los derechos que 
posteriormente , a l juzga r sobre el to ndo, se rcconoz..::a n 
como dere..:hos de la demand..lIlt e, 

La Corte se11ala, si n emhargo, que los Estados Unidos 
argumentan \.jue la Cor tt.'. co n arreglo al Articulo 41 de su 
ES lalu t0, ti ene la facultad de: indicar medidas provisi(lIl.des 
"no para I"es)!.uardar únicamente los derechos rc!cla rnados 
por d de.llIandante, s ino "parí! resguarda r los Jel'echos de: 
cada una dt' las panes" "; qu t'. "[djt"spués de sopesar los 
derechos de ambas P'lI'lt's, la balanza se inclina dcdd ida­
men te en contra de la solicitud de México en la presente 
causa"; que las medidas que Méx ico soli cita que se ap liquen 
inmediatamente equivalen a "una prohibición generalizada 
de la pena capital para los nacionales mexicanos en los Esta­
dos Un idos, haciendo C;,IS0 omiso del derecho de los Estados 
Un idos", lo cual " implicaría una drástica inter fe rencia en 
It1s deredlOs súbt.'fa nos de los Estados Unidos y atectaría 
import~nlt's intereses en materia de ft.'der~lisI1l0"i que ello, 
~l dem ás, transforma ría a la Corte en un "tribunal gene:nll de 
~lpe\J c iolleS pena les", que la Corte ha ind icado ya en el pas;,\ ­
do que no es su func ión; y que . consiguientemente, deben 
denegJrse las med idas solicitadas por Méx ico. 

La Corte seúala que. cuando con ~ id~ r"il una !\olicitud de 
indicaciún dc Illedidas pnl\'i s illnales, "debe atenerse a rc:s­
guarJar . .. los dc:re ..:: hll s qUt" poskriormente 1:1 Corte puede 
determina r qut.' pertenecen al demandante o al denlil lldado", 
sin estar obligad;¡ e n esa fase del pro..:ed irnie nto a decidir 
¡¡c.er" l de tales derechos: que h\ s cues tiones planteadas ante 
la Corte en la presente causa "no se rerieren al de recho de los 
estados ti:derados que integra n los Estados Un idos a aplicar 
~ pena de muerte por los delitos más repudiables"; que "la 

fu nció n de esta Corte es resolve r controversias jurídicas 
illternaóonales entre Estados, entre o lras cosas, cuando 
surgen en relació n con 1..1 interpretación o la aplkació n de 

convell1..'iones illternadonales, y no actuar como tribun.d de 
apelaciones penales"; que 1" Corte puede indicar med idas 
provisiona les sin infri ng. ir esos pr inci pios; y que, cons i· 
guientemente, no puede ¡lCeptarse el argumento formulado 
respecto de esos puntos concretos po r los Estados Unidos. 

La Corte continúa expresando que " las meJidas prov i­
sionales se indican "mientras se pronuncia el L,lIo" J e la 
Corte sobre el tondo de la causa, y, por ("onsiguientc, sólo se 
justilic;l n si hay urgt.'IKia en el sentido dt, que sea prohab le 
que se tomen medidas perjudiciales para los derechos de 
cualq uie-ra de las partes antes de que se di cte dicha dec isión 
definitiva", Señala además que la comp~ t e ncia de la Corte 
está limit;'lda en la presente causa a la conlroversi;'l entre 
las Partes respecto de la interpretac ión y la aplicación d~ la 
Convencióll de Viena en lo toca nte a las personas a quie nes 
Mexictl ha idcn t itk.hl¡l (01110 víc ti mas de una ,·iulacitlll ae 
la Convt'llC"Íón. COll sigu ic.: nkmt'n lc , s l'!~ún observa 10.-, Cork, 
no pm.'lk pronunciarse sobre los dert.'chus J e nadonalc~ 

mexicanos rc:spec to de quienes no se ha aleg;,\do q ue hayan 
sido víc timas de una vio lación de di cha Convención. 

La Corte dice además que " la buena administración dt.' 
just icia exige que una solicitud d~ indicación de medidas 
provisionales fundada en el artículo 73 del Reglamento de la 
Corte se presente en ti empo adecuado"; recuerda a es lt.' res­
pe..:: tu que In Corlt: Suprt.'llla de los Estadus Unidos, al consi ­
dera r ull a pd ición de que se hiciera cumplir una prov iJenda 
de esta Corte, obse rvó que: "Es lamentable que este asunto 
se haya presentado ante Ilosotros mientras está pendiente 
;lnte la CI¡ un procedimiento que se pod ría haber presen ­
tado ante dicha cort e con anterioridad ". La Corte observ<l 
además (jue. habida cuenta de las reglas y plazos que ri gen el 
otorgamiento dt' g racia y la fija ción de la fec ha de ejecución 
en var ios de los es tados miembros de lo ,~ Estados Un idos. d 
que no se haya fijado tal fecha en ningunu d l' los t:asos qut.' 1<1 
Corte tiene a nte sí no esper se llna circunstancia que obste a 
que la Cor te indique medidas provisionales . 

La Car ie concluye que, segllil surge de h\ informa­
ción que tiene ante sí en la presente causi.l , tres nacionales 
mexicanos. los Sres. Césa r Roberto Fierro Reyna , Roberto 
Moreno Ramos y Osvaldo Torres Aguilera. corn.'T1 riesgo 
de ejec ución el1 los próxi mos meses, o posiblemente incluso 
semanas; que su eje..:ud6n l:i.¡ usarí" un perjui cio ir repa rab le 
a los dert'c hos que posteriorme nte la Corte determine que 
co rresponJen a México. Consiguientemente, la Corte ( nn ­
duye que las circunstancias imponen que indique llled idas 
prov isionales para resguarda r esos d~rech()s, segúll lo di s· 
pone el Articulo 41 de su Estatuto. 

La Corte sei'la la que las de más personas enulllerados en la 
demanda de México, ~ i bit.'n es tán act ualmente en el corre ­
dor de la muerte, no se encuent ran 1."11 ];,l m isma poskión 
que las t res personas individuali zad as en el párr.tftl ¡'¡llt erior 
y que la Co rte puede, si asi procede, indicar Illedidas provi­
sionales con ;,¡ rreglo al Art ículo 41 del Estatuto con respecto 
a dichas personas antes de dictar su fallo detinitivo en la 
presente causa. 

Por últ imo, la Corte observa que redunda c]¡¡r;.ul1ente 
en inte rés de ambas Part e~ que sus respectivos de rechos y 

('vcnt ual in.:umplimiento de las ob ligadont's enH.' rg~ntes del 
,lrl i.: ulo 36 de la Convención de Vh:n,\"; qll~. St'gl1l1 los tér­
minos de la decisión de la Corte en la causa LCIGramt, ello es 
una reparación suficiente de sus violaciones, y que por tanto 
no es necesario indicar medidi.\ s provisionales encami nadas 
el resguardar el derecho a esos recursos. 

La Corte señala también que, según México, la poski0n 
tic los Estados Unidos eq uivale a sos tener que " la Conven­
dón de Viena só lo d ;:l a Méxko un dert'.:ho a examen y 
reconsideración. y que el examen y la reconsideración equi· 
valen sólo a la posibilidad de soli citar la gracia"; y que, a jui­
cio de México, "el proceso secreto y no sujeto a normas ni a 
revis ión al que se denomina gracia no puede satisface:r)' no 
sa tisface: el mandato de es ta Corte [en la causa LaGnll1dl". 

La Carie concluye llu(' h"y, pues, una l"ontrüvcrsia en tre 
las Partes atinen te a los derechos tic México)' de sus na..:io ­
naks I.'n rl.'!¡u::ión con los (('cursos quc deben concederse en 
caso de incum plim iento por parle de los Estados Unidos de 
las obligaciones que les incumben con arreglo al párrafo 1 
del artículo .16 de la Convención de Viena; que dicha con ­
truversia corresponde a l fondo y no puede reso lverse en hl 
presente fa se del procedimiento: y que, consiguientemente, 
la Cort~ ti~ne que abordar la cuestión de si debería indicar 
medidas provisiona les para resguardar los dere(hos que 
posteriormente, a l juzgar sobre el fondo, se rí.'Conoz(un 
como deret.:::hos de la deman({;.\nle . 

La Corte !'el1ala, sin emhargo. que los Estados Unidos 
argumentan llue la Corh.', (on arreglo a l Articulo 41 de su 
Fstatutn, tiene la fólcl1ltad de: indicar medidas provis;nna le!' 
"no p:na resguardar lltlicamt'nk los I.It:recho!' rc:clamados 
pOI" d demandante, sino "para resguardar Itl!' Je:rechns de 
cad.\ una dt' las P;HtcS" "; qut', "[dlt'spués de sopesar los 
dere..:hos de.' ambas Parks, la balanza se inclina deddida ­
mente en contm de la solicitud de México en la presente 
c:lusa "; que las medidas que México solicita que se apliquen 
inmediatamente equiva len a "una prohibición generalizada 
de la pena capital para los nacionales mexicanos en los Esta­
dos Unidos, haciendo C;.lSO omiso del derecho de los Estados 
Unido!''', lo cual " implicaría una drástica interferencia en 
los d~redlOs sobl'T<trlos de los Estados Unidos)' atectaría 
importanlc.-s inkrest.'s en materia de federalismo"¡ que ello, 
,ldem.\s, transformaría a la Corle en un "tr ibun;.¡l gellet"i11 de 
~\pe\aciones penales", que la Corte ha indiC<ldo ya en el pasil ­
do que no es su funció n; y que. consiguientemente. deben 
denegi.\rse las medidas solicitadas por l",lex ico. 

Lo1 Corlt! seflala que, cuando considera una ~olicitud de 
indica(Íún de Illeditlas pru v i si~lnale s, "de:be :lIenerst' a reS­
guarJa r . . . 1!ls deret:hos qut' poskrionnentc la Corte puede 
detCl"IllÍlwr que:.' pertenecen al demandantf:.' o al demandado", 
sin est,H oblig,ub en esa fase dd pro(ed imiell to a decidir 
acerca de tales derechos: que h\s cuestiones planteadas an te 
la Corte en la presente causa "no se rerieren al derecho de los 
estados tederados que integran los Estados Unidos a aplicar 
~ pena de muer te por los delitos más repudiables"; que " la 

función de esta Corte es resolver controversias jurídicas 
internaóonales entre Estados, entre otras cosas, cuando 
surgen en relació n con la interpretación o la ap lkadón de 
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convell1..·iones internadonalcs, y no t\.(tua r como tribun.d de 
apelaciol1t's pt'nalt's"; que 1<1 Corte pllt'llt' indiCó"· rnt' ... hdas 
provisionales sin infringir esos principios; y que, cons i­
guientemente, no puede aceptarse el argumento formulado 
respecto de esos puntos concretos por los Estados Unidos. 

La Corte continú" expresa ndo que " las medidas pl"Ovi­
~ i o nales se indican ·'mientras se pronuncia el fallo" Je la 
Corte sobre el tondo de la causa, y, por consiguiente, sólo se 
juslili("an si ha)' urgt'ncia en e l sentido dt· que sea prohahle 
que se tomen medidas perjudiciales para los derechos de 
cualquiera de las partes antes de que se dicte dicha decisión 
dc:tinitiva·'. Señala además que la competencia de la Corte 
r¡!stá limit.\da en la presente causa a la cont roversi .. entre 
las Parles respecto de la interpretación }' la aplicación de 1<1 
COJ1\'ención de Viena en lo tocante él las personas a quienes 
M¿Xi..:tl ha iJe:nfi ncadll (OlllO víctimas til' una \·iul:l!.:iclll de 
la Conwnl"Íón. Consigukntt:men lt:, sl.'gú n observa I~l COrlt' , 
no pL1L'dl.' pronunciarse sobre los ucrl.,("h05 de nacionales 
mc:xiLanos respec to de quienes no se ha il leg;.\dl) que: haYiln 
sido víctimas de una violación de dicha Convención . 

La Corte dice además que "la buena administración de 
just icia exige que una solicitud d~ indicación de medidas 
provisionales fundada en el artículo 73 del Reg lamento de la 
Corte se presente en tiempo adecuado"; recuerda a estt.· res­
!'t.·ctu que la Corte SUprt'l1l<l de los Estatlus Unidos, alc()nsi ~ 

derar una petición dt' que se hiciera cumplir una providen..:ia 
de esta Corte, observó que: "Es lamentable que este asunto 
se haya presentado ante nosotros mientras esd pendiente 
ante la C I) un procedimiento que se podría huber presen ­
tado ante dicha corte con anterioridad". La Corte observa 
además llue. habida cuenta de las reglas y plazos que rigen el 
otorgamiento de gracia y la fijación de la fecha de e.'je:cudón 
en v¡¡rio~ dc los est.ldns miembros dt·lo .~ Estados Unidos, el 
qul.' no st:.' haya fijado tal lecha en ningunu dI: los LaS\ I~ que: la 
Corte tiene ante sí no t'spCI" se u na cirClIllstanci<1 que 'Ibste a 
que la Corte indique medidas provisiollales. 

La Cor te concluye que, según surge Je la in forma ­
ción que tiene ante sí en la presente causa, tres nacionales 
mexica nos. los Sres. César Roberto Fierro Reyna, Roberto 
Moreno Ramos y Osvaldo Torres Agu ilera. cor rl.'n riesgo 
de ejecución en los próximos meses . o posiblemente incluso 
sema nas; que su ejecudón causarí" un perjuicio irreparab le 
a los derechos que posteriormente la Cor te determine que 
corresponJen a México. Consiguientemente. la Corte (1)11 -

cluye que las circunstancias imponen que indique medid:!s 
provisionales para rt' sgui.\rl.b r esos dere:chos, segllll lo Jis· 
pone el Articulo 41 de su Estatuto. 

La Curte sei'la la que las demas personas enulllerados en la 
demanda de México, "i bkn e~tán actualmente en el corre­
dor de la muerte, no se encuen tran en 1;1 misma posidón 
que las tres personas individuali zada!' en el párrafo <Interior 
y que la Cor te puede, si así procede, indicar medidas provi ­
sionales con a rreglo a l Artículo 41 del ESl'atuto con re:specto 
a dichas personas antes de dictar su fallo detinitivo en la 
presente causa. 

Por último, la Corte observa que redunda claramente 
en interés de ambas PiHte~ que SU!; respec tivos derechns y 
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obligadont.·s se dete rminen delinilivamcnte lo antes posible; 
y que, por consiguknte, t'S adecuado q ue la Corte . con la 
cooperación de las P¡Jrtes , vele por que se lI egut' a un fallo 
dcl.initi\'o (on la tl1<l}'or celeridad posible. 

I.a Corte conduye señahllldo que 1<.1 decisió n que se d icta 
en el presente procedimiento no prejuzga en modo alguno 
la cuestión de la competencia de la Corte pa ra conocer del 
fondo de la callsa ni de las cuest iones relacionadas con la 
ad misib ilidi.\d de la dema nda, o rehldonadas con t.'1 fondo 
mismo; y que no afecta en modo a lgu no el derecho de los 
Gobiernos de México y los Estados Unidos de presentar 
argume ntos CO I) respecto a dic:has cuest i(lnes. 

Declaración del Magistrado Oda 

Si hi en el Milgist radu Oda vutó a favor de' la presente pru· 
.... idencia, en SlI decla ración expresa sus dudas ace r..::a de la 
dd inici6n de la Corte de " I;¡s controversias que surjan res ­
Pl·(" to dl'la inlcrpretac iún o la aplkadón" de la Convenoón 
de Viena , dudas expresadas anteriormente en relación con 
las causas Brt.'nrn y LaGrand. 

A juicio del Magi strado Oda, la presente causa cs esen­
cialmente un intento de México J e s;¡lva r las viJas J e sus 
n<lcionales ¡,;ondenados a muerte por tribunales iflte rnos de 
los Estados Unidos. Como los Estados Un idos han admitido 
su om isión en hacer la notifi cación consular, n() hay ningu ­
na con troversia .\Cerca de 1<1 inter pretación o h\ aplicación de 
la ConVención de Viena. El Magistrado Od<l cree' qUe Méxi­
co se ha val ido de la Con\'ención de Viena y de 1.1 \'iolación 
.\dmi tida CO lll ú medio de someter a los Estados Unidos a la 
jurisJicóún ub ligaturia de la Corte. 

El rvlagist r;¡do Oda s1..°.bb q Ul' en la mayo ría Jl' los casos 
se brindó a tos naciona ll:s mexican us asistencia consular en 
!(!s procesos judiciales que:: siguieron a SLI conden,¡ in icial. 
Dest'h.:a que la present e Lausa 1\0 puede est<l f refe rida a l pro ­
cedimiento judicial interno de los Estados Unidos porquc 
es tá comprendido dentro de la discrecionalidad soberana 
de dicho pars; puede estar referida a la interpretación o la 
apli¡,;ación de la Convención dc Viena , porque los Estados 
Un idos admiten su viohtc ión, ni tampoco a I¡¡ repa ración 
que haya de hacerse por la vio lac ión de la Convenc ión. por­
que ese es un asunto de derecho internacional genen\J, y no 
rdativo a la interpre taci(ln o I;¡ ap licac ión de la Convención. 
El Magistrado Oda con.:l uye que I ~I presente causa t.'stú real ­
men te refe rida a la abom inación de la pena capital. 

El Magistrado Oda dice que si la Corte In ternac ional 
J c' Just ida in terfiere t.'n d sistema de dt'rl!~ho pena l dc:' un 
Es taJo, nu respeta la so beranía del Est"do y se ..:oll)(a en 
un plano dt' par id ad co n el tribunal supremo del Estado . 
Recucrda la observadón que h17.0 en h\ ~allsa I.IIGrol/d en 1..'1 

sL'nlido de que 1;.1 Cor lt: no pueJl' actuar como un tri but",1 
de .\relaciones pen<lles y no se le pueden dirigir peticiones 
de mandam ientos de htlbeas corpus. AJe mas, la presente 
causa, por habe r sido planteada con a rreg lo .\ la COllven ­
dón de Viena, no es el contexto adecuado rara determinar 
si la pena capital se ría o no contraria al artículo 6 del Pacto 
Inte rnac ional de Derechos Civiles)' Políth:os. 

Reconoc iend() las importantes cucsti()nes que plantea la 
pena de muerte desde la perspectiva de las personas conde­
nadas ¡\ morir, el Magistrado Oda reitt>ri\ su <In terior afirllla ­
ción dt.° que si han de respetarse los derechos de las personas 
• .\Cus;.\das de delitos viülentos , en tonces también deberían 
tOlllarse l'!) ( onsidt'ra(ión los derechus d('las vÍl.:tin1<ls. 

142. DETERMINADOS PROCEDIMIENTOS PENALES EN .FRANCIA 
(LA REPÚBLICA DEL CONGO CONTRA FRANCIA) (MEDIDAS PROVISIONALES) 

Providencia de 17 de junio de 2003 

En la causa relativa.\ Determilwdos p,.ocedimieflfas pelld­
h:s en Fnllláu (República dd Congo LOlllm Fmlláll), la Corte 
decidió por ca torce votos contra uno que las circunstancias, 
tales como se preSl~nt¡lIl actua lmente ante la Corte, no son 
de ca rácter tal que relluieran el ejercici() de la facultad que 
le confie re el Artícu lo 4 1 del Estat uto de indici:H medilias 
prtwisiolla les. 

1..1 <.':o rtc estnh,l integnlda en la forma siguictllt: : Presiden ­
te, Shi : Vicepresidente. R,ll\je\';¡; Magistrados , GuillaullIe . 
"oroma. Vt>I'eshchelin . Higgins , Parra-A rangurt'Il, "ooij­
mans, AI-Khasi.\wnch,l3ucrgtOnthi\l , Elaraby. OWilda, Si mma, 
Tomka; Magistrudo (Id hac, de Cara; Secreta rio , Couvreur. 

El pár rafo 41 de la providencia di"e lo siguiente: 

"LA CO RT E, 

"Por calorce votos conl ra II no , 

"Decide que las ci rcunsta ncias, ta les (omo se presentan 
act ualmente ante la Corte, no son de canlcter ta l que 
re..:¡uie ran el eje rdc io de la fac ult ad -lue le (onfiere el Artí ­
culo 41 dd Esta tuto de indica r medidas provisiollall's; 

"Vcrros A t'AVO IC Presidente Shi; Vkepresidente 
Ranje\'a; ~Iag i strad()s Guill aume, Koroma, Veresh ­
(hctin, I-l iggins, Parra -Aranguren, Kooijm,lllS, Al· 
I(has;¡wlleh , Huergt:lI thal , Elaraby, OW;lJa, Sinlnw. 
TOll1k<\ ; 

"VOTOS EN CON T RA: Magist radu ,Id 11o" de Cara." 

obligadones se determinen delinitivamellte lo a ntes posible: 
y que, por ..:onsigllit'nlt', es adecuado que la Cort ~ , con la 
cooper<lciótl de las Pilrtes, vde por que se lI egut' il un fallo 
d('l.iniLL\'o COI1 la mayor celeridad posible. 

La Corte conduye señ.d'lIldo que la decisión que se dic ta 
en el presente procedimiento no prejuzga en modo alg uno 
la cuestión de la competencia de la Corte pa ra conocer de l 
fondo de la causa ni de las ( uesliones relacionadas con la 
ad m is ibilid"d de la demanda, o relilciolladas con el fondo 
mismo; y que nl..l afecta en modo alguno el derecho de los 
Gobiernos de México y los Estados Un idos de presentar 
arg ume ntos CO I) respec to a dichas c uestillnes. 

Declar'lción del Magistrado Oda 

Si hi en el Mi¡gis trado Oda vo tó a favor (le' 1i.1 prtSt'nlt· pro­
videnció\, e n su decla ración expresol sus dudas acer..: a de la 
d c::li niciúll de 1,1 Cort e de " I~s colllroversias que su rjall res ­
p~,:C hl dI..' la inlcrpretaciúlI o la aplicadún" de la ConvenCIón 
de Viena, dudas expre!'adas anteriormente en relación (Oll 

las (ausas Brt.'tlrcf y LaGrand. 

A juicio dd Magistrado Oda, 1" presente causa es esen­
cia lmente un intento de M¿xi..:o J e sa lva r las viJi\S J e sus 
n:lcionales I,;'ondenados a muerte por tribunales iflte rnos de 
los Estados Unidos. Como los Estados Unidos ha n admitido 
su omi sión en hacer la no tifi cación consular, no hay ningu­
na con troversia acerca de 1;.1 interprt" tación o h\ aplicación de 
la COllvención de Viena. El Magistrado Oda cree' que Méxi ­
co se ha valido de la Convención de Viena y de lil \'iolación 
"Idmi tida CO I11 1..1 medio de l'Ollleter a los Estados Unidos a la 
juri sJ i(óún ubligatoria ello la Corle. 

El M:\g isl rado Oda s"olb la 4th.' en la mayoría JI..' los casos 
~t' brindó a los naciona ll..°s mexica nos asistt:ncia (on5ul"r e n 
I(ls procesO!' judiciales que. siguieron a su (onden;\ in ic ial. 
Destal:a que la presente Lilusa no puede esta r refe rid a a l pro ­
cedimiento judicial interno de los Estados Unidos porque 
está com prendido dentro de la discrecionulidad soberana 
de dicho país; puede esta r referida el la interpretación o I,l 
aplic,Kión de la Convención de Viena , porque los Estados 
Un idos admiten su violación, ni tampoco a 101 repa ración 
que haya de hacerse por la vio lación de la Convención. por­
que ese es un asunto de derecho internaciomd general, y 11 0 

rdathm a 1" interp retación o la ap licac ión de la Convención. 
El Magis trado O da conduye que la presente causa l·st,' real ­
men te refe rida a la abom ¡nadón de la pena c:api t.tI . 

El Magistrado Oda dice que si la Corte Internaciona l 
J ... lusth::ia in terfiere l'n el s istema de daedlo " ",na l de un 
Es taJo. no r\.!spl·la la soberanía dd Estado y se (o lm'" en 
un plano de: PMidad (o n d tribunal suprell10 del Estado. 
Recuerda la observación que hi7.0 en hl causa J.t1Gml/d t'1l d 
sl..'ntido de que la Corte no pueJe actua r como un tri bul1 .,1 
de arelaciones penales y no se le pueden di r igi r peticiones 
de mandamien tos de htlbeas curplls. AJe mas, la presente 
CUUSil, por habe r sido planteada con a rreg lo a la Cúnven + 
ción de Viena, no es el contexto adecuadu para determinar 
si la pena capital sería o no contrari a al a rt ículo 6 del Pacto 
Internac iona l de Derechos Civiles y Políticos. 

Reconociendo las importantes cuestiones que plantea la 
pt" na de muerte desde la perspectiva de las personas conde+ 
n"d;;ls" lIlori r, el Magist rado Od .. \ reitera su an terior .\ finn.l + 
,ión dt.° 4ue si han de respetars~ los de rec hos de las personas 
<.Kus<.ldas de delitos viülentos, entonces también deberían 
tlllnars(' I..'n (Onsidt'ra~ión los derec hus de las víctimas. 

142. DETERMINADOS PROCEDIMIENTOS PENALES EN FRANCIA 
(LA REPÚBLICA DEL CONGO CONTRA FRANCIA) (MEDIDAS PROVISIONALES) 

Providencia de 17 de junio de 2003 

En la causa relativa .\ Determilltldos procedimict/(()s pena­
h:s en Fram:ia (República dd COligo cont ra Frallcill), la Corte 
decidió por ca lo rce votos con Ira uno que las circunstancias, 
tal es como se presentan actualmente ante la Corte, no son 
de ca rácter tal que re"luieran el eje rcicio de la facultad que 
le confie re el Artícu lo 41 del Estatuto de ind icar Illedilias 
provisiona les. 

1..1 (':on e estal);.\ integn\da en la forma ... igllienl~ : Pn:sickn­
te, 5hi: Viceprt:sidente. R.ln ieva: Magistr,ll!os , Guill au ll\l' . 
"oroma. Vert"shchelin , Higgins. Parr;1-A r~¡ngllren. Kooij+ 
mans, AI-Khasawl1eh. Buergl..' nlhal , Elarab)', Owada, Si mma, 
Tomka; Magislrudo mi hoc, de Cara; Secreta rio , Couvreur. 

El pár rafo 41 de la prov idencia dice lo siguiente: 

"LA CO RT E, 

" Por t:a torce volos cont ra ti no. 

"Decide que las ci rcunstancias. ta les como se presenta n 
actualmente ante la Corte , no son de (ar~k tt:r ta l qUl' 

requ ie ran el eje rcic io de la fac ultad ~ue le confiere el Arti ­
culo 41 del Est<l tu to de indicar med id.ls provisiol1<lll..·s; 

"VelTos A PAVOR : Presidente Sh i; Vkepresidente 
Ranjevu; Magistrados Guillaulne, KOrO!TI,l, Ven.'sh ­
chel in, ¡'¡ iggins, Parra -Aranguren. Kooijm,\ ns, Al­
Khas;\\"lle h , Hu ergt:l1llw l, Elan.lby, ()w;ldl\, Si ll llll<l. 

'1'01111.:.<1 ; 

"VOTOS EN CON TRA : Magi st rado ¡Id hve. de Cara." 
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qm' habí~ ado p tado U HI rc,.'!\ pt\:tc\ al primer .~t· \,:\() r. es dt'ci r, 
por apl iGKión del pri ncip io de l u/; p"..,sidetis jl/ris, ca li ticoda 
po r la <lquiescenc ia o el reconocimiento de las Partrs. Si n 
l'mba rgo. según el /vlag ist rado Paol illo, no hay llad<l en e:1 
f"ll1o de 1991 q ue sugier"l que la Sala adoptó ese enfoqlle: la 
Sala no lo dijo expreS<lmenle. como lo hizo con respec to al 
pr imer secto r. n i hay p rueba a lguna de que El Salvador haya 
"cla ramente ~\(eptado". por aq uiescencia () reco noci m ien to, 
una 1l10di tl r.:¡h: ió n de la pos ición resu lt a nte del L/ti possidetis 
jlfris t'n t.'1 sexto sector. La ausenda dc c ua lquier refr rcnchl 
cxpn~sa al an tig uo cu rso JcI Goascorán Jurante las nego­
ciac io nes "Il tn iores ~ 1972 no puede en modo a lg u no in ter ­
pretarse: COJllO ulla rt'nu ll cia por par te de: El S'llvador l.l su 
pretens ión de que la frontera deb¡,l ser t "',17 ... ,da alo la rgo del 
am iguo curso Jel río. 

Los hl'l,: hos nuevos invocados po r El Sa lvaJor l' n apoyo 
de su solidtud de revisión ~()ns i sten en u n g ru po de do<.:u­
nle.n l llS que con tienen in fornuciones cientiñc:ls. t¿(n icils e 
históric:ls que fuero n produ(idas o de sCllbie rt as después de 
1 99~ y prueban el ;,lc¡,lecim it' nto de una av ulsión y la exis­
tencia de u n an t ig uo c;,l uce del río Guasco rá n. tlue , consi­
guientemente. con arreglo a l pr incipio l/ti possidet;s jl/1"is, 
debe ría n fo rmar la línea fronter iza enlrt' ambas Partes en 
el sex to sector. Después de ..::onsidera r esos he..:: hos nul'VOS, 
el Magis trado Pao lill o llegó a la (onclus ió n de q ue cumplen 
l<.Is cond iciones est ipuladas en el Articu lo 6 1 del Estatuto, 
en par t i<: u lar, la ex ige nc ia de q ue sean de ta l natura leza q ue 
pueda n ser fac to r decisivo, Habida e uenti.\ de q ue una Jl1<\yo­

ría de los Miembros de la Sa la op inaba que 1<1 Jecision de 
1991, en lo tocante al sexto se(tor. se habia bas<H,io en .. .-o nsi· 

de radont·s rdadonadas ..:on la his toda prt.'via J t' la (Olltl'O­
Vl' rsia}' no l·o n el objeto Je lo. controvl' rsia, la Sab concluyó 
que los hechos nuevos invoc:ldos por El Salvador no I!rilll 
de ta l na turaleza que pudiesen ser fac tor decisivo con n~s ­

pecto al (011 10 cuya rt'visión procuraba. Corno los rL'quis i¡os 
del Art ícu lo 61 del Esta t uto de la Con e son a..:urnulat i\'os, la 
Sala se abstuvo de consi derar ~ i los hec htlS nuevos alegadt's 
por El Salvador cumplían ¡as o t ras condic iones estipuladas 
o no. Sin emba rgo. el Magistr<ldo Pao lillo cree q ue. si la Sa la 
los hubiese consittt.'rado de tal modo. lendrú\ que haber con­
clu ido q ue los hechos nuevos c um plía n dichas condiciones . 

Observa que, como resu ltado de la in"ld misibil idad de la 
de ma nda de rt·v isió n, no pod r.' celebra rse la sl'gu nda fase 
dd procedimiento, Ju ra nte la cua l la Sub tendr ía que haber 
adoptado una dedsión sobre ellolldo de la so li ..:itud . Estima 
que ello es lamentable, porque u na ll ueva cons idt.' ración del 
fondo d('la ..:ontrowrsia hab r ia permitido que la Sa la man­
tuviera o r t"\' i er~ e! fallo de 1992 con res pecto a l sexto sector 
y que lo hubie ra hecho sobre la base de ulla in(onn ación s ig­
nificativamente más extensa )' confiab le qUé' la que tuvo antt.' 
sí la Sa la en el procedimiento orig ina l. C ree q Ul' se p('dría 
haher servido mejo r a los intereses de la just icia mediante 
una nueva decisión sobre el fondo que po r el fa ll o de 1';)';)2. 
pues (uan tn mejo r infor mado esté un trib u na l, ll1~ly\lr Sol·r.l 
la probabiliJad d t.' q Ul' adopte decisio nes justas. 

Cons iguientemente, en opin ió n dd Magist rado I-'aoll llo, 
la Sa la ha perdido la oport unidad de decla rar ad misib le, 
po r pr imera vez en la hi storia de la Corte, una solid tud J e 
fl! \' isión que cum plía todas las condiciones exigidas por d 
Arti...-u lo6 1 de! Estatu to de la Corte. 

147. AVENA Y OTROS NACIONALES MEXICANOS 
(M IOXICO CONTRA LOS ESTADOS UNIDOS DE AM IO RICA) 

Fallo de 31 de marzo de 2004 

EI3 1 de ma rzo de 200-1 , la Corte In ternaciona l de Just h:i a 
dic tó Ull fa llo en la causa relativa a Avena y otrO$ nadema /e$ 
IIIcxit·n llos (México ClJlltra Estados U" idos dl' Amlfrica). 

La Corte estab,l in teg rada en la (o rma !' ig ui ente: Pres i­
dl,.·nk, Sh;; Vil.:ep rl's iJt.' nt e, Ra njevJ; Magist rados, Gui llau ­
m~. Koroma, Vl'rl'shr.: hcti n . Hig,gins, P" r ra- :\rangur~T1, 
KooijT1lans. Raek, AI-Khas,n .... neh, Buergent hal, Eb raby, 
Oh·ada, Tomka; Magis l nlLlo cid "0(, Sepld\'eda; Secretario, 
COll\'ft'll r. 

El texto de los apartados 4 a 11 (sob re el fondo) del pá r ra­
fo 153 de la pa rte d isposi ti va dd fa llo es el s iguiente: 

·'LA CORTE, 

"l)cLidc. por ca torce votos contra uno, q ue. a l no habe r 
info rmado a los 51 nac ionales mexÍLa nos menc ionados en 
d parrafo 106 1) supro, sin demo ra luego de su detención . 
de sus derec hos con arreglo a l ;'I parlado l,) del p.irra(o 1 
dI!! :utíc u lo 36 de la Conve ndón de Viena sobre re lacio­
nes consub r('s de 24 de ab ril de 1963. los Estados Unidos 
de Alllt·rica \'iolaro n las ohlig<lc io nes que les incu m ben 
con arrq:lo a di cho apa rtado; 

"Decide. por cato rce volos contra uno, que , al no haber 
llotin c¡'ldo a 1 .. \ otlciml consu lar peninenh.' de r.,'léxico. sin 
demo ra. de la detenc ión d~ los 49 nacionales mexicanos 
mencionados en el pár rafo 106 2) supra y d t' t,d ma nera 
haher privado a los Es tados Unidos Mcx¡callo~ del dert:­
eho a prestar, en tiempo oportuno. la asis tenci a prev ista 
en la Convención de Viena a las pe rsonas a (ec ladas. los 

qUt' había adoptado ¡;on rl.'.:\ pt.\:t(\ al primer sl.· .. :\() r. l'S J t.'d r. 
POI" apl iGh.:ión del pri ncip io del IIli pllssidelis j I/Y ;'" c~¡ 1i li<:o.l,.ia 
por la <lqu iescencia o el reconocim iento de las Pa rt es. Sin 
l'mbargo. sl'!;ún el /vlagistrado Pao li llo, no hay nadOl t' n t'1 
f.\lIo de 1992 que sugiera que la Sata adoptó eSl' enfoque: la 
Sala no lo dijo expresamente. como lo hizo con respecto al 
primer sector, ni hay prueba alguna de que El Salvador haya 
"claramente aceptado", por aquiescencia 1.) reconocimiento, 
una rn odi hcadón de la posición resultante del uti possidetis 
j llris en d sexto sector. La ~lUsenda de cualquil'r referencia 
exprcs.\ al antiguo curso del Guasearán Jurante las nego ­
ciaciones allteriores a 1':J72 no puede en modo alguno inter­
prctarse como una renuncia por parte de El S'llv;.\dor l.\ su 
prl'lensión de 4lh~ la frontera debúI ser tra 7 .• ld" .. \ lo largo del 
.mt iguo curso del río. 

Los he: chos nue:vos invocados por El Sa lvador en "royo 
de su solidtud de revisión ,,:ollsisten en un grupo de do..:u­
Olen tllS que con lienen infornlJciones cient íficas, t¿(nicas e 
históricas que fue ron produ(idas o descubiertas después de 
199.:! y prul..'b"ll el ¡1C<leci mit'nto de una i.lVulsión y la t'xis ­
tencia de un antiguo Gluce del río Goascor.in, que, consi­
guientemente , con arreglo a l principio l/ti po:isidetis j l/ris, 
deberían formar la linea fronteriza entre ambas Partes en 
el sexto se(tor. Después de (ollsidera r esos he(hos nuevos, 
el Magistrado Paolillo llegó a la (onclusión de que cumplen 
las ..:ondicitll1t:s estipuladas en el Artículo 61 del Estatuto, 
en particuhH, I<.t exigencia de que sean de tal natu ra leza que 
pueo"\1l ser factor decisivo. Habida cuent .. 1 de que una mayo­
da de los Miembros de la Sa la opinaba que la decisión de 
1992, en 10 IOl'ante al sexto sel' tor, se h<lbia basado en (on si-

dera..:iolH:.'.:\ n:la..:ionadas ..:on la hi stoda prt.'via de la cOlltm­
ve r5ia}' no (on el objeto J e lo. controversia, la Sa la concluyó 
que los ht'chos nuevos invocados por El Salvador no eran 
dt' tal naturaleza que pudiesen se r fac lor decisivo con n~s ­

pec to al fa llo cuya rt' visión procuraba. Corno los rl'I.jllisitos 
del Artículo 61 del Estatuto de la Corte son a.:umulativos, la 
Sala se abstuvo de considerar ~i los hechlls nuevos alegad lls 
por El Salvador cumplían las otras condiciunes estipuladas 
o no. Sin embargo, el Magistrado Paolillo (¡"ce que, si la Sala 
los hubiese considerado de tal modo. tendrú\ que haba Con­
cluido que los hechos nuevos cumplían dichas condiciones. 

Observa que, como resultado de 1<\ il1i.ldmisibilidad de la 
demanJa de: rt'v isión, no podr;.' celebrarse la sc:gunda rase 
dd pro..:edimic:nlo, Jurante la cual la Snln tendría l.jlle haber 
adoptado una dedsión sobre el tondo de la súlidlud . Estima 
que ello es lamenlable, porquc una nueva consideración del 
fondo ell' la controVt' rsia habria permitido que la Sala man ­
tuviera o rt' viern el fallo de 1992 con respecto al sexto sector 
y que lo hubiera hecho sobre la base de ulla inlonnadón sig­
nificativamente más extensa y confiable que la que tuvo antc 
sí la Sala en el proccdilll it!n to origina l. Cree que .... e pl.""Idría 
haber serv idu mejor a los intereses de la justicia mediante 
un.l nueva decisión sobl·e el fo ndo que por el fallo de 19,-)2, 
pues ..:uanto mc:jor informado esté un tribunal , ma y.¡r sl'r ~i 

la probabiliJad dt' que adopte decisiones just3S. 

Consiguientt'mente, en opinión dd Magistrado Paoli llo, 
la Sala ha perdido la oport unidad dI.! declarar admisible. 
por primera vez en la hi storia de la Corte. una solicitud Je 
rc:\' isión que cumplía to(.1a5 las condiciones exigidas por el 
Arti..:u 106 1 del Estatulo de la Corte. 

147. AVENA Y OTROS NACIONALES MEX.ICANOS 
(MÉXICO CONTRA LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA) 

Fallo de 31 de marzo de 2004 

El JI de lllar7.0 de 200-1, la Corte Internaciona l de Justicia 
dictó UIl t:1110 en la causa relativa a Avena y ofl"O$ nacio/"lal/:,$ 

n1l'Xil"U IIOS (México fl}//lnl Estanos U"idos dI! AmJrica). 

La Corte estab:.\ integrada en la (orma siguiente: Presi­
dl'nk, Shi ; Vicel'rt'siJente, Ranjeva; Magis lrados, Guil1au ­
m~ , K(.)roma, Ve:rt'shchct in, Higgins, PMra-:\ rangurt'll, 
Koo ijmalls, Rezek , AI -Khas:\\vlleh, Huergenthal, El:l raby, 
OW<lda , Tomka; Magis trado cid " 0(, Sep':,]\'eda ; Secret;.nio, 
COll Vrt' ll r. 

El tex to de los apart;:IClos 4;-l I1 (sobre el fondo) del p¡\,rra · 
(o 153 de la parte disposi tiva del fallo es el siguiente: 

.0 

"LA C ORTE, 

"DeLidl', por catorce votos conlra llllO, que, al 110 haber 
informado a los SI nacionales mexi~anos mencionados en 
el párrafo 106 1) SUprtl , sin demora luego de su detención , 
de sus dercchos con arreglo a l apartado H del párrafo 1 
del artículo .36 de la Convención de Viena sobre relacio · 
nes cOllsu );ul's de 24 de abril de 1963, los Estados Unidos 
dt' América \"iolaron las ohlig<\ciones que les incu mbe:ll 
con arrq:lo a dicho apartado; 

"Decirle, por catorce:' votos conlra uno, que , a l no habt' r 
notificado a 1" ohcin:'1 consular peninente de t-,'fexico, sin 
demora, de la detenCión d~ los 49 nacionales mexicanos 
mencionados en el párrafo 106 2) supro y de t~¡J 1ll .. \Ilt.'ra 
haher privarlo a los Es tados Unidos Mex ical1o~ del dert:· 
cho a prestar, el1 tiempo oportuno, la asi stencia prev i ~t a 

en la Convención de Vien;.¡ a las personas afectadas, los 
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Estados Unidos de A méri~a violaron las oblif!'Kiones que 
les incumbell COIl arreglo ,,1 .lpanado b) dt'l p:lrrar'o 1 del 
artic ulo 36; 

"Dú·iJc, por cato rce vo tos (untra uno, que, en relación 
(un los 49 nacio nales mexica nos me ll ciuni.l Jos ell d 
párrafo (063) supra, Jos Estados Un idos de Amé rica 
privaron a los Estados Unidos Mex icanos del derecho a 
comu nica rse con d ichos naciona les, tener acceso a ellos 
y vis itarlos en su detención, en tiempo o portu no. y de 
tal modo violaro n las obligac iones que les incu mben con 
arreglo a los apartados a) y fu ntra del párrafo 1 del arlí~ 

nllo.36 de la Convem:ión ; 

"Decide, por cato rce votos contra u no, q ue, en relac ión 
con los 34 naciona k's mexicanos me ncionados en el 
párrafu 106 4) supra, los Estados Unidos de América 
privaron (¡ los Estados Un idos Mexicant)s dd derecho 
a organ izar, en t iempo oportuno , la defensa de d h.:: hos 
Il<u:iona lcs, y dc tal modo vl01'll"On hl.s ubligacio nes que 
les incumben con a rreg lo al ap"rt 'h.lo fontrn del p~írra ~ 
1"0 I del arlk·ulü 36 de la CtHlwlll"it\n; 

" f)ecidl', por nHorce votos ..:ontra uno, lIU t" .. 1 no haber 
permilido el examen)' 1" re..:onsideración, a 1" luz de los 
d~rechos (o llsag rados en 1" Convenc ió n, de la decla ración 
de (ulpabil id"d y Ins condenas dd Sr. Ces;u Roberto Fie ~ 

n o Reyn", el Sr. Roberto Moreno Ramos y el Sr. Osvaldo 
Torres Ag uilera, después de que se habían demost rado 
las violaciones mencionadas en e l apartado 4) supra con 
respecto a dichas personas. los Estados Unidos de A mér i ~ 

ca violaron las ohl igaciones que les incumben (Un arreglo 
al párrafo 2 del ~l rt ícl1 l 0 36 de la Convención; 

"Decide, po r catorce vo tos (on tra uno, que la reparación 
ad l'cuada en la presente:.' calIS.\ cons isle (;.'n la obligadón de 
lus Esti.\dos Unidos de América de pro(eder, por medios 
de su propia dección, a l exa men)' lJ reconsid~r.\Ción de 
las declaracio nes de cu lpab ilidad y las condenas de los 
nacionales Illexicanos mcth:innados en los apartados '¡ ). 
5),6)' 7) slIpm, ten iendu en t.:lIe n ta tanto 1;, violadón de 
los derechos (ons"graJos en el "rticu lo 36 de 1:1 Conven~ 
ción (omo los párrafos IJ~ a 141 dd presente rall o; 

"Por unanimidad toma Ilota del compromiso asumido 
por los Estados Unidos de Améri c<\ de aseg ur;.,r la apli ~ 

cación de medidas cllOcre tas adoptadas en (lllnplimien~ 

lo de las obligaciones que les incu mben (on arreglo al 
apartado b) dd p.í rrafo 1 dd artículo 36 de la Conven ~ 
ción de Viena ; y decide q ue debe considerarse que es te 
comprom iso satisfaa la solicitud de los Estados Unidos 
Mex icanos de garan tías y seguridades d t' no repetición ; 

"Por unanirnid"d daide '-1ue t'n caso de que dt' t.odos 
modos Sl' condene a nacionalt·s mexkanos l:' pt'nas graves, 
sin que se haY'ln respetado SllS de rechos C01l a rreg lo al 
apartado ú) d el párralo 1 del articulo 36 de la Convención, 
los Estados Un idos de América procederún, por med ios 
(k su propia ck'ccian, al examen)' la r('consideración de 
la declaradon de culp:.\bilidi.ld y la cundena. de mudo de 
permitir que se reco nuzca plenamente la violación de 
los derechos consagrados en la Convención, teniendo en 
cuenta los párrafos IJS a 14 1 del presente lallo ." 
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El Presidente Shi y el Vice presidente: Ranjeva itneX~\t·O Il 

declapciones al fallo de la Cort e: los ~-r;'l g i s t rados Vereshche­
t in, Parra~A rauguren y Tomka y el Magist rado tui Iwc St"púl ­
ved<l <l nex.\ron op in iones separ<ldas a l fallo de la Cortt'. 

Reseña del prucedimientu JI (lrguntcl/tus de las Pnl"tl's 

(p¡lrrs. 1 a 14) 

l a Corte com ienza recordando ljue el 9 de enero de 2003 
los Estados Unidos Mexicanos (en adela nte denominados 
"Méx ico") entablaron un procedimiento contra los Estados 
Unidos de América (en adelante denom inados " los Estado.s 
Unidos") por "v ioladones de la Convendó n de Vien;1 sobre 
relac iones consul"res" de 24 de abril de 1963 (en adelante 
denominada la "Con"cn(Íón de Vien ,,") cometidas SllpUeS­
',lll1Cnte por los Estados UniJo.~. 

En su dema nda. Mexi(o basó la com pe tencia de la Corte 
en el párra fo 1 del Artículo 36 del Es ta tuto de la Corte y en 
el artículo T del Protocolo de firma facu lt ativa sohre jllris­
dil:dón obligato ria para la solución de cont roversias , que 
at.:ompa i\a a la ConVención de Viena (en adcla nh: dt'l1 ol1li ~ 

nado el " Protocolo fac ultati vo"). 

El mi smo d ía, México también presentó una solicitlld de 
indicación de med idas provisionales. 

Por u na providenda lit' 5 de febrero dt' 2003, 1.1 (:ClI·tc 
indicó lil1' :.iguientes tneJidas provisiouale.\: 

"a) l os Es tados Unidos de América tOlllanin tod'ls 
las medidas necesarias para asegurar que d Sr. Césa r 
Roberto Fierro Reyna, el Sr. Roberto Moreno Ramos)' el 
Sr. Os\'a ldo Torres Ag uiJera no sea n ejecutados a la espe~ 
f a del fallo definitivo en el presente p roced imiento: 

"b) El Gobierno de los EstJdos Unidos de Amái..:a 
in lormará a la Corte de tod'1S 1 ~ls medid'ls ljlle lom~ en 
,'plicación de la presen te providenci<l ." 

Asimismo decidió que, "hasta que la Corle haya dictaJo 
su fa llo definitivo, segu irá (onociendo de los asuntos" que 
era n obje to de dicha providencia. 

En una carta de 2 de noviembre de 2003, el Agente d e los 
Estados Unidos in formó a l<l Corte de que los Es tados Uni ­
dos habían "informado de la demanda de México a las a uto­
rid'ldes competen tes de los Estados m iembrus"; ljue , despu¿'s 
de la providencia de S de leb rero dt~ 2003, los Estados UnlJos 
h<lbían "ohtenido de dichas autoridades in tot"tl1ación acer.::a 
lk la situadón d t' los dncllcnlc\ y t.:UiltTO ..:asos, incluidos los 
tres ca~os individu" li z;¡Jos en el párrafo S9 (1) a) de dicha 
providencia"; )' que los Estados Un idos podían "confirmar 
que ninguna de las personas nombradas [habíanl sidn eje ­
(litadas". Den tro de los plazos pror rogados por la Corte Sl' 
prt'sen l ~Hon una memori:.1 de México)" una contr;.tlll t'lno ria 
de los Estados Unidos. 

l<l Corte ret:ordó as im ismo que a fin de asegurar la igual~ 
d <ld procesal de las Partes ha bii.1. d ecid ido no h.\Ccr hlgar a 

Estados Unidos de Améril..'3 violaron las obli~ad()nes q ue 
les inc um!)e ll con arreglo :ll .lP:lrl3do b) del p:l rrafo 1 dd 
articulo 36; 

" f)ú· iJ~ .. po r ("aton:c vol os (unlra llllO, que, ('Il relació n 
COIl los 49 n¡Icionalcs me::x icanos mc ll cion¡IJos en el 
párrafo 106 3) wpra, los Estados Un idos de Amé rica 
privaron a los Es tados Unidos Mex ica nos del derecho a 
comunicarse con d ichos naciona les, tener an:eso a ellos 
y vis itarlos e n su detención , en ti empo opor tuno, y de 
taima do violaro n las obligaciones que les incu mben con 
a rreglo a los apartados a) y fu ntra del párrafo 1 del artí~ 

nllo 36 de la Convem:ión; 

"Decide, por cato rce votos con t ra u no, que, en rehlCión 
con los 34 naciona les mexicanos mencionados en el 
párrafu 106 4) supra, los Estados Unidos de América 
privaron a los Estados Unidos Mexicano!' dd dl'recho 
1I organizar, en tiempo oportuno , la defensa de dichos 
nacionales, y de tal modo vio la ron las ubligaciones que 
k s incumben con arreglo a l :lpnrtnJo fon trn del p¡irra ­
ti l I del ar tkulú 3ó de la C OllveIKi¡'lIl ; 

" f)eddt', por catorce votos ..:orltn.l litiO, ~IUl',:11 no haber 
permilido el examen)' la re..:onsideración , a la luz de los 
Jerechus ,,:o ll sagrados en In Convenc ió n, de la declaración 
de ..:u lpa bil iJaJ y bs condenas dd Sr. Cesa r Roberto Fie­
rro Reyna, el Sr. Roberto Moreno Ra mos y el Sr. Osvaldo 
Torres Ag uiJera, después de que se hab ían demostrado 
las violaciones mencionadas en el apartado 4) supra con 
respecto a dichas personas, los Estados Unidos de A rnéri ~ 

ca vio laron las obl igaciones que les incumben con arreglo 
al p.írrafo 2 del a rt ícu lo 36 de la Convenció n; 

"Decid!!, po r cato ra vo tos (onlra uno, que la reparal.:ión 
adt'Cll:lda en la presente callS;'1 consiste en la obligadón de 
los Est.\dos Unidos de América de proo:dl"r, por Illedios 
de su propia t'lección, a l examen y la reconsidenlCión de 
las declaraciones de culpabilidad y las condenas de los 
nacio nales rnex k an¡)s mell .... i()ll<ldo$ en In!' apar tados 4). 
5), 6) )' 7) ;\ /lpm, ten iendu en t.:uenta ta nlo la vio lació n de 
los derechos ,:oll s:lgraJos en el nniculo 36 dl' hl Conven ­
ción .:omn los párrafos 1.18 a 141 del presente (aJlo; 

"Por ullanimidad tOn/O Ilota del comprom iso as um ido 
por los Estados Unidos de Amér ica de aseg ura!" la apli ~ 

(ación dl' medidas concretas adoptadas e n (llln p lirnien~ 

to de Ins obligaciones que les incumben wn arreglo al 
apartado f,) dd p.írrafo 1 dd arlíclllo 36 de la Conven­
ción de Viena ; y decide que debe considenlrsl! que es te 
comprom iso satisface la solidl ud de los Estados Unidos 
Mex icanos de garanlias y seguridades Jt' no repetición; 

"Por una n im idad decide que l'n (;\so d e:: que de t.odos 
modos Sl' condene n naciollak's mexkanos il pl'n:lS graves , 
sin que se hay¡¡n respetado sus derechos C011 a rreglo al 
apartado ú) del párra lo 1 del artículo 36 de la COIlvc:nción , 
los Es tados Unidos de Am¿rica procedenin , por medios 
dt' su pro pia elc.'cc ión, al t"~allll'n )' la reconsiJeración de 
la declarado n de cu lpabilidad}' la condena. de modo de 
permitir l.Jue !'t' reCúnoz'" plenamente 1.1 vio lación de 
los derechos consagrados en la Convención, tenie ndo en 
ClIenta los pár-rafos 138 a 14 1 del presente fallo ." 
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El Presiden le Shi y el Vice pres idente Ranjeva l.lIleX~\I·OIl 
dl!clapcionl!s al fallo de hl Co rte: lo s M<lgis trados Vereshche­
I in, Pa r ra-A ranguren y Tornka yel Magist rado (ul Iwe Sepúl ­
veda a nexaron opin iones sepu<ldas a l fa llo de la Cor te. 

Reseña dd prucedimientu y (/rguntt"l/tvs de las Partl.'S 
(p¡írrs. 1 a 14) 

La Cone com ienza .recorda ndo I.jue el9 de enero de 2003 
los Estados Unidos Mexicanos (en adela nte denom in ados 
"Méx ico") entablaron un proced imiento cont ra los Estados 
Unidos dt.' América (en adelante denom inados " los Estados 
Unidos") po r "violadones de la COllvendo n de Vicml sohre 
re lac iones consulares" de 24 de abril de 1963 (en adc lnnte 
denomln:lJa la "Con\'cndón de Vien il ") cometid:ls supues­
I ,l lllt'nt ~ pM los Est¡\dos UniJos. 

En su demanda, Mexi.:o basó la co m pe tencia de la C or le 
en el parrafo 1 del Anículo 36 del Est<l tuto de h\ Co rte y en 
el artícu lo 1 del Protocolo de fi rma facultativa sohre juris­
dicdón o bligator ia para la solución de controversias. que 
<ll..:ompaila a la Convendón de Viena (en adcla nll' dt.·n omi ~ 

nado el "Protocolo facultntivo"). 

El mi smo d ía, México también presentó una solicitlld de 
indicación de medidas provisionaks. 

Por u na providl'ndl.l di..' 5 de febrero dl· 2003, 1.1 ( :nrk 
ind icó la ~ :-igu il'nles meJidas provisionale:-: 

"a) Los Estados Unidos de América tomarán tod"5 
l<l s med idas Ileccs<lrias para asegu rar que el Sr. Césa r 
Roberto Fie r ro Rcyna, el Sr. Roberto Moreno Ramos)' el 
Sr. O!>\'a ldo Torres Ag uilera no sean ejecutados a la espe­
ra d el fallo definitivo en el p resenle proced im iento; 

"b) El Gobierno d l.' los Estados Unidos dc Am¿rka 
informara i.\ la C orte de 10,1<.lS las m edid 'ls I.jlle torne en 
l.lplic.\Ción de la presenle providenci'I ." 

Asimismo decidió que, " hl.\sta que la Corte haya dic tadl) 
su fa llo detinitivo, seguin\ .:onodendo de los asuntos" ,,;¡ue 
ernn obje to de dicha providencia. 

En una carta de 2 de nov iembre de 2003, el Agente d e los 
Estados Unidos informó a la Corte de que los Es tados Un i­
dos habían "informado de la demanda de México a las auto ­
rid<ldl's competen tes de los Estados m iembros"; que , despue-s 
de la providencia de 5 de feb rero dt~ 2003, los Estados Unidos 
habían ·'ohtenido de dkha5 aut uridades in formación ace r.::a 
dl' la s ituadon d I! los .:incucnl¡\}' cuat ro ("asus, incl uidos los 
Ires ca~os indiv¡dunlizados en el párrafo 59 (1 ) ¡J) de dicha 
providencia"; )' qUí' los Est¡Jdos Un idos podian "con finnnr 
que ninguna de las persona!' nombrad'ls [había nJ sido e.i e ~ 
("utadas". Denlro de los plazos prorrogados por la Cortl' Sl' 
presenl.Hon una memoria de Mexico r una contJ";.\m~mo r ia 

de los Estados Unidos. 

L'l Cort e recordó as imismo que a fin de asegurar la igual ­
dad procesal de las Pa rtes ha bi<1 deddido no h.¡.;:cr lugin a 
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una so licit ud dt México eh.- t'nl1lelldar sus pr('scntal"iotles de 
modo de: indllir ,1 otros dos nacioTlales Illexi.;anos, ;111';\50 

que tomaba nota de que los Estados Unidos 110 hab ían for ­
mulado objeción a lguna al retiro por parte de México de su 
solicitud dt' reparación en otros dos casos, 

COIllO c;'l re los integrantes de la Corte no había ninglln 
magis trado de nacionalidad mexicana, México eligió al 
Sr. Bt.' rnardo Scpú lveda para actuar como Magistrado ad 
ho.: e ll la GHISi.L 

Se cdebl'aron audiencias públicas entre el 15 y el 19 de 
diciembre de 2003. 

En el procedimiento ora l, las Parles prt'sentaron las 
"iguien tc:s conclus iones finales: 

En nombre del Gobierno de México, 

"El Gobierno de M~xico pide rcspetllosHmcnte a la Corte 
que juzgue)' declare 

"1) Que l o.~ Estados Unidoii de América, al arrestar, 
det ener, juzgar, declarar cu lpables y condenar a los 
5::! nilcionales mexkanos que l'st¡Íll l'n el corredor de la 
muerte según se dc:scribt! en la nle:rnoria dc: México, vio , 
laro n sus obligaciones juriJi.:,\S illternacio llilles par" con 
Méxi¡,;o, por derecho propio}' en ejen:icio de su derel:ho 
a la protección diplomatica de sus nacionales, al no haber 
inlo rmado. sin demora, a los 52 nacionales mexicanos 
después de su dete nc ión de su derecho a la notificación y 
el acceso consulares con arreglo al apartado b} del párra­
fo 1 del artículo 36 de la Convención de Vicm\ sobre 
relaciones consu lares, y al haber privado a México de su 
derecho a hrindar protección conSllbH y a los 52 n01cio­
Ilall's dd dere ...:llil a recibir la prOIl'l:(Íón consular que 
Máko brindara (011 arrt:glo a los apart~IJos a) y C'Olltra 
dd p~\rrat<..\ I del artículo 36 dt' la Convención; 

" 2) Que la obligación prevista en el párrafn 1 del artí · 
culo 36 de la Conven(Íon de Viena exige hl not ifi cación 
de los derechos en 1I1.1lt!ria consular )' una ra zo nabl e: 
op(,rtunidad Je acceso consu la r anl.es de que [¡¡s autori ­
daJes competentes del Estado receptor tomen cualquier 
mcdida potencialmente noc iva para los derechos del 
nadonal extranjero: 

"3) Que los Estados Unidos de América violaron las 
obligadoncs que les incumben con arreglo al párrafo 2 
del artículo 36 de la Convención de Viena al no proceder 
a un ex.llnen y una reconsideración signi fi cativos yefec­
livos de las declaraciones de culpabilid'ld y las condenas 
'lrectadas por una v iol ac ión del' párrafo 1 del articulo 36; 
al ré:'el1lplaZ~lr al examen y la reco l1 side ración mencion.\­
dos por procedimientos de gracia; y al aplicar la doctrina 
de "preclusió ll procesal" [prrJl'('dura¡ dcfi.lult, I.:",rcn((.' 

prol.ú1url1k! y otras doctrinas de derecho interno que 
no reconocen la impor lancül jurídica de la v iolaciún del 
p;\rrafo 1 del .u·tículo 36 en sus prClpios términos; 

"tf) Q ue en virtud de los dañ~\s sufricl(ls por t\'1exic.:o pt1r 
derl'chu propio y en c;L'rl:idtl de 1" prtlt ccciún dipltlll1:itica 
de sus !Hli.:iona[es, México tiene derecho a la plena repa­
r~\(jón de tales daiios en forma de restitutio in illtegrum; 
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"5) Q ue dicha restitución consist"t:' en la obligación dt' 
res tabkeer el sralll {JI/u Imlt' ~\nlll¡\ndo o privando en 
otra forma de toda fuerza o efecto a las declaraciones de 
cu lpabilidad }' las condenas de todos los 52 nacionales 
mexicanos; 

"6) Que dicha restitución '"mbién comprende 1-1 obli ­
gación de tomar todas las medidas necesuias para .\se­
g ura!' que tina anterior vio lación del artículo 36 no aft'etc 
los procedimientos posteriores; 

"7) Que en la medida en que .. Iguna de I.s 52 decla ­
raciones de culpabilid.\d o conden<ls no sea anulada. los 
Estados Unidos procederán, por medios de su propia 
elección, a un examen}' una reconsideración sig--;-,ifical i­
vos y ef~ctivos de las decla raciones de culpabilid.ld y l<ls 
condenas de los 52 nacionales,}' que diclw obligaciún no 

pucde c umplirse por mediu de pro.:cdimien tos de grat: ia, 
ni en caso de que ¡;e i:lplique ulla regla o doctrina de dere­
cho interno incompatible con el párrafo 3) supra:}' 

"8) Que los Estad05 Unidos de América deberán cesar 
sus violaciones del utíclllo 36 de la Convención de Vie n<l 
C(l n respecto a Méx ico y S U" 52 nacionales y deherán dar 
garantías y segu ridades adecuadas de que tom.u.in medi­
das sulicit'nlt's rara lograr un mejor cumplimÍl'n(o dd 
párrafo I del artículo 36}' para aSr.!gumr d cumpli miento 
dd pármto 2 del artkulo 36." 

En nombre del Gobierno de los Estados Unidos, 

"Sobre la base de los hechos y los argumentos formulados 
por los Estados Unidos en 5U contra memoria y en el pre­
sen te procedimiento, el Gobierno de los Estados Unidos 
de America sol ic ita a la Corte que, teniendo en Clien ta 
que los Estados Unidos han ajustado su conducta al (.tllo 
de es ta Corte en la l:i\usa LaGrol/d (Aletrwnia COllt rtl los 
Estados Unidos de A máictl), no sólo ¡,;on respec to ¡¡ los 
nacionales alemanes si no, en consonancia con la de.::la­
ración del Presidente de la Corte en dicha causa, a lodos 
los Ili.Kioll<lles extr.\njeros detenidos, juzgue)' dedare 
que se deses timan las pretensiones dl'los Estados Un idos 
Mexicanos." 

Por último, la Corte han' una breve descripción dc la 
controversia y de los hechos en que se funda el caso, y en 
el párrato 16 menciona por su nombre a los 52 nacionales 
mexicanos alectados. 

Objeción de México a las excepciones de los estadus llnidlls 
respecto d~ In mmpetenda y la admisibilidad 
(párrs. 22 " 25) 

La Corte seJiala para comenza r que los Estados Unidos 
han presentado v.uias excepciones a la competencia de la 
Corte, asi como a la admisibilidad de las pretensiones ti)r­
muladas pUl' México; que, sin embargo, México argumenta 
que todas las excepc iones inte rpuestas por los Es tados Uni­
dos son in ~Hlmisibles por haber sido prl'scntadas despll~s lid 
venl~ imiento del pino t!st:lble\' ido pOI' el p,\Hafn 1 dd :nti ­
cult, 79 lid Regl"menlt1 Jt: la C(lrt~ enmendado en 2000, 

1..;1 Cort e señala. empero, ql1e el artí..:::ulo 79 del Regla ­
mento sólo se aplica a las excepciones prelil1linare~ . Obsi.'r -

ulla solicilud dt, México dt' t'nmendar sus pr('~('n t a(jones de 
modo de induir a otros dos Ilacion;lles rnexi.:a nos. a ll"\SO 
que tomaba nOla de q ue 10!i Estados Unidos no hahíall for ­
mu lado objec ión a lguna al retiro por parle de M~xko de su 
sol icitud dt' repa ración t.'n olros dos casos. 

C:OIllO ent re los intcgrJntes de la Corte no habia ningllll 
magis trado de nacional idad mexil;ana, Mexico eligió al 
Sr. Bt.·rnardo Sepútveda para actuar como Magistrado ad 
ho( ell la GllISi.L 

Se cr:lebl'aron aud ienc ias públicas entre el 15 y d 19 de 
diciembre de 2003. 

En el proccd imicnto ora l. las Parles presentaron las 
siguientc:s conclusiones fina les: 

En l1 0mbre del Gobit'rno dI..' México, 

-'E l Gobierno de Mi.'xil:o pide rcspe tuoslImcnte a 1<1 Corte 
que juzgue )' Lkclare 

"1) Que l o.~ Estados Unidos de América. al arrestar. 
detener. juzga r. declarar ..:u lpables y condenar a los 
52 nClcionales mexi.:'allos que t'st;ill t'n el corredor dc la 
muerte según Se describe ell la 111 ern o ria de M¿xi..::o, vio ­
laro n sus ob liga..:iollt:s jurfJ i..:as internacionales par" con 
Mcxi(o. por derecho propio y en ejen:kio de su den."cho 
a la protecdón diplomáti(a de sus nacio nales, al no habe r 
intormado. sin demora. a los 52 nacionales mexicanos 
después de su dete nc ió n de su derecho olla notifi cación y 
el acceso consulares con arreglo al apartado b) del párra­
fo 1 dd a rticulo 36 de la Convención de Vie na sobre 
relaciones consu lares. y al haber privado a México de su 
derecho;¡ brindar p ro tec.;ión consubH y a los 52 nacio­
nale!ó del deredHl a re..:ibir 1<1 pmlec..:iÜI1 ..:onsular lJue 
M':xko brindara (on arrt:glo a los apart;¡dos a) y Wlltra 
JeI p~\rrak\ 1 dd artículo 36 dt' la Convenció n; 

"1) Que la obliga..:ión previs la en el párrafo 1 del art í · 
CUItI 36 dt., la Convell..:ión de Viena exige 1.\ not ificación 
de los derec hos en Il1a!t::ri a consular)' un., r.lzo nable 
np(,rtuniJad de .lCCI!SU (onsubr antes Je lJue las aulOri ­
Ji.\l.Jes \,.'ompC:lentes dd Estado receptor tomen Cll<.llquieT' 
medida potencialmcnte nociva para los dcre..:hos del 
IHldona l ex tr anjero; 

"3) Que los Estados Unidos de América violaron las 
obligaciones que les incumben con arreglo al párrafo 2 
del artículo 36 de la Conve nción de Viena al no procede r 
a un exam en y una reconsideración signific<ltivos yefec­
t ivos de las declaraciones de culpabilid<ld y las condenas 
'Ife(tadas por una v iolac ió n del párrafo 1 del articulo 36; 
al ree l1lplaz~1r al examen y la reconsideraciún mencion.l­
dos por procedi mientos de gracia; y al aplicar la doctrina 
de "preclusió ll proct'sJI" [proa'du ral dcji.lult, I.:arcn(c 
proddur.llcl y o Lras do..:Lrinas de derecho in te rno que 
110 l'e,,:ol1ocen la impor tancia jurídica de la v iolaciún del 
p¡irrafo 1 dd a rt iculo 36 en sus prClpios térmillos; 

.. '1) Que en virtud de los dañ\\s sufridos po r México pur 
dcn'dlO propio)' en cjl.·n.: ióo ~Ie 1" pnllccc iún dipltlll1;ítica 
de sus n<lóonates . Méxko liellt' derecho a la plena .. epa· 
nleión de t¡¡les daiios en forma de restitutio ill illtegrum; 
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"S) Que dic ha restitución cons iste en la obligac ión de 
rt'stabk ct'J' el stfllll (JIIO a,¡/c' anulilndo o privando en 
otra form:l de toda fuerza o efecto a las declarac iones de 
cu lpabilidad y las condenas de todos los 52 nacio nales 
mexicanos; 

"6) Que dicha restitución también comprende la obli­
gación de tomar todas las med idas necesa ri as para .lse· 
g u ra r que tina anterio r vio lación del artkulo 36 no a ft' c tc 
los procedimientos poste riores; 

"7) Que en la medida en que alguna de las 52 decla ­
raciones de cu lpabi lid¡,¡d ° conden<1s no sea ilnul<1da. los 
Estados Unidos procederán. por med ios de su propia 
elección, a u n examen }' una recons ider<1ción sig"7,¡tlcat i­
vos y efectivos de las declaraciones de cu lpabi lid ild y las 
condenas de los 52 naciona les. y que d icha úb ligaciún no 

puede cumplirse por medio de pro..:cdirnientos de grac ia. 
ni en casn de que se aplique una reg la O ductrin<l de dere· 
cho interno incompatible con el parrafo 3) supra:}' 

"8) Q ue los Estados Un idos de Alllérka deberán cesar 
sus vi .... tacifl lles del utícu lo 3i) de la Convención de Viena 
C(ln respecto a México y su'> 52 nacionales y deherán dar 
gi.lr<lntia~ y seguridi.lde~ adecuadas de que tomar;,l n rnedi­
das sulicit'nlt's rara logra r u n mejor ( um plim it'ntn dd 
párralo I Jd artícu lo 36)' pa ra asegurar el cumpli micolllu 
dd párrafo 2 del artículo 36." 

En nombre del Gobierno de los Estados Un idos. 

"Sobre la base de los hechos y los argumen tos formulados 
por los Estados Unidos en su contralllemoria y en el pre­
sente procedimiento. el Gobie rno de los Estados Unidos 
de Am~ri('a solic ita a la Cor te que. teniendo en cuenta 
\.jue los Estados Unidos han ajustado su c.onducta al f:.dlo 
Je esta Corte en la causa L"Cr(llul (Alemania cOIH m los 
Estados U"idos de A máit'tI), no sólo con respecto" los 
nacionales alemanes sino, en consonancia ..:on la de,h,­
ración del Pres idente J e la Corte en dich" causa , a todos 
los nacionales extranjeros detenidos, juzgue y declare 
que s~ desestiman las pretens iones dt~ los Estados Un idos 
Mexicanos." 

Por último, la Corte hace u na breve de.script'ióll l.k In 
controversia y de los hechos en que se fund il el caso, y en 
el párrato 16 menciona por su nombre a los 52 nacionales 
mexicanos a lectados. 

Objeción de México a las excepciunes de los esladus lit/idus 
respecto d~ la competencia y la admisibilidad 
(pá rrs. Z2 a 25) 

La Cone seJia la para comenzar q ue los Estados Unidos 
han p resentado v¡uias excepciones a la (ompetencia de h\ 
Corte. asi como a la admisibi lidad de las pretensiones ti)r­
muladas por Méx ico; que. sin emhal'go. México argumenta 
que todas las excepc iones interpuestas por los Es tados Uni­
dos SO Il inndmisibles po r habt'r sitio prt'scntadas después dd 
\'ellci mit'nto Je l ph\1.fI est:lbb' iJ" por d p¡írr¡Jfo I dd .\rti ­
cuh, 71) dd Reg lall1ell lt1 ,k la C(ll't~ enmendado en 2(100 . 

La Cor te señala . empero, \.jl1e el artkuln 79 del Regl <l . 
mento sólo se aplica a las excepciones p reli l1l i n are~ . Obsa· 
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va que tilla exú'p(iól1 que no se presentí' (omo eXCí'pdón 
preliminar de conform idad con el p;\rralo I del artículo 79 
no resulta por e llo inadmisible; que. desde luego, h"y c ir · 
cunstancias t'n hl S cuales pued(' entenderse que 1;.1 parle que 
no ha intcrput'sto una exc¡;' pción re~pecto de 10.1 CO lllpt'{CIlci;,1 
hu consentido en la competencia; "Iut'. sin emb,¡rgo, fuera de 
esas circu nstancias, la parte que Iltl invuque el procedimien­
Itl del arlkul1l79 puede pcrderd dere(ho II ohtener ulla sus· 
pensión del procedimiento sobre el fondo, pt'ro ilún put'de 
invocar la excepción junto con la argumt.:nt;h:ión sobre d 
fondo. La Corte determina que eso (,'s en efecto lo que han 
hecho los Estados Unidos en esta causa: y que, por razones 
que se indi..::arán más adelante, muchas de sus excepciones 
son de tal Il<ltunlleza que en todo caso probablemente ten­
drian que ser consideradas junto con el fondo. La Corte con­
cluye; q ue no dcberhl excluir la wnsideración de las excep­
ciones de los Estados Unidos respt'cto de la competenc ia y la 
admisibilidad, por no haberlas presellt.ldo dentro de los tres 
meses de la Ii:!cha de presen tación de: la memoria. 

ExCt'pdollt's dt' los F.stados U,lidos r6pt'cto de !tI competenólI 
(párrs. 26 a .15) 

En su primera exccpdón dc incompctenda, los Est:h.lOS 
UniJt\s s u~il'kl'on que la menHlria de Máiúl se dirigía fun­
damelllillmentt' illlralamienlO de nadonilles mexi(¡¡nos en 
los sistemas de justicia penal federal y de los es tados miclll' 
hros de los Estados Unidos, y al funcionamiento del sistema 
de justicia pen"ll de los Estados Unidos e,n su conjunto; si 
la Corte abordara tales cuest iones, sería lln abuso de su 
competencia. La Corte recuerda que su competencia en la 

. presente causa se ha fundado en 1" Convención de Viena y el 
Protocolo fa..:ultativo a fin d<.' determinar la naturaleza y el 
akanú' de las obligadones asumid;¡s por los Estados Unidos 
f'r<.'ntc a Mi'xico al pasar a se r parte en dicha Convención . 
Si la Corte pl1t.'de concluir qut' las obligaciones aceptadas 
por las Partes e n la Conn:nc ión de Vien.1 comprenden com­
promisos en ..: uanto al comportamiento de sus tribunales 
internos ~n re! ;lCión CO Il los 11.\(ional~s de otras partes, y en 
la medida en que lo haga , enlonces, a I'in de verificar si ha n 
exis tido violaciones df' la COl1vellciún. la Corte de he estar 
1~¡Cllltada para eXi.un in<lr las ¡¡..:dones de dichus triblltl.¡les a 
la luz del derecho internacional. Hasla dónde pueda hacerlo 
en la presente ..::ausa es un punto a resolver con el fondo; por 
consiguiente, no se puede hacer lugar a la primera excepción 
dt" los Estados Un idos respeclo JI! la competencia. 

La segu nd'l excepción de i ncompetenda presentada por 
los Estados Unidos se dirigía contra la alegación dt' Mexico 
de "que los Estados Unidos al arrestar, dett."ller, juzgar, Jeda­
r"r ..:ulp"blcs y condc:nar la muc:rtel "nadonalt-s mexicanos, 
violaron sus obligaciones juridicas internadonaks para con 
México, por derecho propio y en ejercido de su derecho ¡¡ 

la protección diplom;íti ca de:'. sus nacionales, con arreglo a 
lo dispuesto en el articulo 36 de 1<1 Convi:,'tlC ión de Viena." 
Los Estados Unidos setl,llarOIl que el articulo 36 de la Con­
vención de Viena "no crea ningunil obligación que limite 
los dcr~chos de los Estados Unidos a dt'lener a un nacional 
ex tral1 jerl)"; y lllle, cl!ncord:lllletllente, las a..::c iol1es de "de'le ­
ner, juzgar, declarar ..::ulpables y condetlJf" <1 na..:iollales 
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mt'xkanos 110 podian (:ol1stituir viol'aciones del artículo 36, 
que simplemente establece obligacionl's de notificación. La 
Corte observa. sin embargo, que México argument;l que pri· 
var <l un n¡lcional extranjero sometido a proceso pt'nal del 
dt'recho a la notificación y la asistl'nci,l consulares lHI(e t)ue 
t'se procedimiento sea fundamentalmente injusto. En opi­
nión de la Cor te ello implica argumentar a favor de una 
determinada interpreta..:iúll de la Convcn..::iún de Vit' na . Tu l 
intt'l"prda,,:ión podni st:r ..::tlntlrmada al ..:omid .. :rar d fonLlo 
o no, pero no est;i ~xduida dt' la com petencia conl~'rida; 1 hl 
Cor te por el Protocolo fa..::ultativo a la Convención de Vit." ll<l. 
Por tanto, no puede hacerse lugar a la segunda excep..:: ión de 
los ESI.ldos Unidos respecto de la competencia. 

La tercera excepción de los Estados Unidos respec to de 
la competencia de la Corte se refiere a la primera conclusión 
relativa a la reparación contenida en la memoria de MexÍ(o, 
a saber. qUl' Méx1t:o tiene dl'recho a la l'I' stitll l io ¡JI ilJlt'grum, 
y que, (onsiguien temente, los Estados Unidos tit.:nenla ob li · 
gación de restablecer el slu /u quo ante. Los Estadl\s Unid .. )s 
objetan que dio significad,l ulla profunda intrusión en la 
independend.¡ de sus tribunales; y que estada fuer.¡ de 1.1 
competencia de 1<\ Corte dec1.Hilr que los Estados Unidos 
tit'nen una obligación especitlca de ilwillir..lilr las declua..::io· 
nes de culpabilidad y las (Ondcnas. La Corte recuerda a este 
resp<.'cto, como lo hizo <.'n 1.1 causa LaGnmd, t)ue, cuando 
exislt" ..:ompetencia respecto de una controversia re::,pedo 
de determinado asunto, no se necesita una base sc:parad;1 
de competencia para que la Corte considere la reparadotl 
que una p:utc ha solicitado por la viola..:-ión de la obligadón 
(J,c.j. Reporls 2001, pág. 485, párr. 48). La CUestión de si la 
Corte puede ordenar la reparación solicitada por Méxi..::o, o 
en qué medida puede hacerlo. es algo que debe determinarse 
como parte del fondo de la controversia; por consigu iente, 
no pUede hace rse lugar a la tercera excepción de los Estados 
Unidos rt'specto de la competencia. 

La cuarta y últillla eXú'pción de incompetencia de los 
EstaJos Unidos consiste en que, contra lo que afirma Méxi· 
CtI, HI" Cnr tt." (arece de competc:n..::ia para ddermin¡¡r si la 
Ilolili..::ación consular es un "derecho humano" o no, o para 
dedarar ..:: uáles son los requisitos fundamental es del debido 
prol't'so susta ndal o procesal". La Cor te observ,\ que Mexh:o 
ha presentado este argumento como un lema de inlt"rprt'la­
ción del apartado b) del párrafo I del articulo 36}' por con ­
siguiente rerteneciente al fondo. La Corte considera que en 
efi!ctll se trata de Ulla cuestión de interpretación de 1;,1 ClIIl­
vención de Viena, respecto de la cua l tiene competencia; por 
consiguiente. no puede hacerse lugar a la (liarla excepción 
de los Estados Unidos respecto de la competencia. 

Excepciolles de los Esttldos Unidos respecto de la admisibiliJad 
(párrs. 36 ¡¡ 48) 

La Cor te señala que la primera excepción de los Estados 
Unidos por este motivo consiste en que " las alegaciones de 
¡"Iexiw dt.'bel'Ían considerarse inadmisibles port)lIl.' se diri ­
gen ¡¡ lograr que es ta Ct1r te (u ncione comu un tribunal de 
apclal.." iollL'S penales"; qUl', a juicio dl' lus Estad .. )s Unidos, "tlll 
..: abe olra ..:ara..::terizat.:iún ade..:uad:l de las dus alegaciolles de 
Ñl¿'xi..::n (l)n rl:spt.'cto ~II;,¡ l"<:para..::i6n". L.a Corte obstOrv;1 qm' 

va que una exct.'pción que no se presente como excepción 
preliminar de conformidad con el púralo I del artículo 79 
no resulta por t"l lo inadmisib le; que, desde luego, h:1)' c ir ­
cu nstancias t'n las cualc.>s pu t'de entt' nderse que h1 parte que 
no ha inti'rFuesto una excc.>pción re~peclo de hl (0ll1pt.'I('llci.1 
h'l conse lltido en la competencia; "Iue, s in embargo. fuera de 
e~;¡s circu nstancias, la parte que Iltl invoque el pn.1cedimien. 
lo del artÍo.:ulo 79 I'uedc perder el ,krel:hu;¡ ohtener una sus­
pel1sion del prOl.:edimienro sobre el fondo, pt'rfl aún puede 
invocar la cx..:epción junto con la arguml.'ntadón sobre 1::1 

fondo. La Corte determina que eso es en efec to lo que han 
hecho los Estados Unidos en esta causa; y que, por razones 
que se indi(aran más adela nte, muchas de sus ex...:epciones 
son de tal naturaleza que en todo caso probablemente ten· 
lirian que ser consideradas junto con el fondo. La Corte con­
cluye que no debed" excluir la wnsideración de las excep­
ciones de 105 Estados Unidos respt'c to de la competencia y la 
admisibilidad, por no haberlus prest'lIti.ldo den tro de 105 tres 
1lI1!ses dI! la t"echa de presentació n dI! la tlletllori<1. 

ExCt'pdollt'5 c./t' lo~' F.slados U"i,)os respt'clo de /¡¡ colllpelendcj 
(p.irrs. 26 a J5) 

En su primera ex(t'p,.:ión de incompetenda, los Est~h.los 
Unid l)$ :'\ u~iric:n . .lI1 que la l1lemor ia Je M¿X!(ll se Jirigía fun ­
damentalmente al tra tamiento de n¡KionJles mexiC;lnos en 
los sistemas de justicia penal tedera l y de los es tados miem ­
bros de los Estados Unidos, y al t"uncionamÍt' nto del sistema 
de just icia pen;.\1 de los Es tados Unidos ('.n su conjunto; si 
bl Corte <Ibordara tales cuestiones, seda un abuso de su 
competenciao La Corte rec uerda t¡ue su competencia en la 
presente causa se ha fundado en la Convención de Viena)' el 
Protocolo facultativo a fin d(.' determina r hl naturaleza yel 
alcance dc las obligw,::ioncs asumidas por los Estados Unidos 
(renlc a Méxi...:o ,,1 pasar a ser parte en dicha Convención . 
Si la Corte puede concluir que las o bligaciones accptadas 
por las Partes en la Convenc ión de Vien .. 1 comprenden com­
promisos en cuanfO al com por tamiento Je sus tribun¡¡ les 
in ternos en rel..\Ción con los n.\(ion .. 1Ies de otras partes.)' en 
la medida t.'n (jUl' 10 hag<l . enlOI1C~S, a I"in de verificar si hun 
I!xistido violacio nes de la Conn'IKiún , la Corte debt, esta r 
facultada para exam in<.lr las ¡¡cdones de dichos tril'lltl;lles a 
h¡ luz del derecho internacional. Hasta dó nde pueda hacerlo 
en la presente ...:ausa es UIl punto a resolver con el fondo; por 
consiguien te, no se puede hacer lugar a la primera excepción 
dt' los Est'ltlos UniJos respec to Je: la competencia. 

La segu nda cxcepdón de incompetencia presentada por 
los Estados Unidos se dirigía contra la a legación de Mexko 
de "que los Estados Unidos al arrestar, ddener, juzgar, ¡jeda­
r"r culp"bles y condenar fa l1\uerttd "nadonall!s mexicanos, 
violaron sus obligaciones jurídicas internaóonalt-s para con 
México, por derec ho propio y en ejercido de su derecho a 
la protección diplom.itica de sus naciollilles, con arreg lo a 
lo dispuesto en el artículo 36 d~ I,¡ Convención de Viena ." 
Los Est"dos Unidos seihl laroll que el articulo 36 de la Con ­
vención de Viena "no crea n inguna obligaciun que limite 
los der~chos de los Estados Unidos a dl'lcncr a UII nacional 
ex tranjerl l"; y llut', clll1COrdanlelllente, las ac.:iolles de "(kte­
ner, JlIzgar, Lleclarar culpables )' condena r" <.\ n .. \.:innales 
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mt'xh,:anos no podía n constituir viotaciones del artkulo 36, 
que simplemente establece obligadone:$ de notificación. La 
Corte obst'rva. sin embargo. que México argumenta que pri ­
var.1 un 11¡lCiona l extranjero sometido a pro(cso pt'na l del 
Lit'recho a la not ificación y la asistenci.\ consulares h<lce lJuc 
ese procedimiento sea fundamentalmente injusto. En opi­
nión de la Corte ello implica argumentar a favor de una 
deh:rminada i nterpr~la...:it'ln de la Convenciún de Vil'm\. Ta l 
inh:rprdadón podr¡i ser ((",firmada al considLTar d fondo 
o no, pero no est;í excluiJ.;¡ J.t' la compett.'IH:ia l:Ont~'riLi,,;1 l:t 
Corte por el Protocolo facultativo a la Convención de Vielw. 
Por tanto, no puede hacerse lugar a la segunda excep( ión d~ 
los Es tados Unidos respecto de la competencia. 

La tercera excepción de los Estados Unidos respecto de 
la competencia de la Corte se re fiere a la pr imera conclusión 
relativa a la reparac ión contenida en la memoria de México, 
a saber. qUL' Méxko tiene derecho a la restitll tio ¡JI illtegrum, 
y que, consiguientemellte, los Estados Unidos tiene n la ob li­
gadon de restablecer el stc.l tu quo cmte. Los Estados Unidos 
objetan que dio signil1carül tina profunda intrusión en la 
independencia de sus tribunales; y que esluda fuer ;.\ de la 
compelencia de la Corte dechHar que los estados Unidos 
t it'nen una obligación específica de invaliJar las declara.:io~ 

nes dt, culpilbilidad y las condenas. La Cortt' recuerda a este 
rl'Spl'c.to, (omo lo hizo t'n la (.~ ausa LaGnmd, "Iue, cuando 
existe competencia re."pec to de una controversia re::.pc:cto 
de determinado as unto, no se neces ita una base separad .. 
de competencia par.1 que la Corte considere la reparacion 
que una parle ha solicitado por la violadón dt:: la obligación 
(I.c.J. Reports 2001, pág. 485, parro 48). La cuestión de si la 
Corte puede ordenar la reparación so licitada por México, o 
en qué medida puede hacerlo, es algo que debe determinarse 
como parte de l fondo de la controversia; por consiguiente, 
no puede hacerse lugar a 1..1 lercera excepción de los Est.ldos 
Unidos respecto de la competencia . 

La cuarta y ültillla exü.'pción d~.' incompetencia de los 
EstaJ os Unidos consiste en que, con tra lo que ;¡ flnna Méxi­
Ctl, Mla \.m le carece de competenl:Ía para delerminar s i la 
notili...:ación ...:onsula r es un "derecho humano" o no, o para 
dedamr ...: uáles son los requisitos fundamentales dd debido 
prol·eso sus tancial o procesal". La Cor te observ;l que Mexico 
ha prese ntado este argumento como un lem.\ de in tt'rpre la ­
ción del apartado b) del párrafo I del articulo 36 y por con ­
siguiente rerteneciente al fondo. La Corte considera que en 
efecto Se t rata de una cuestión de interpretación de 1<1 Con­
vención de Viena, respecto de la cual tiene competencia; por 
consiguiente, no puede hacerse lugar a la ':lIa rl a excepción 
de los Estados Unidos respec to de la competencia. 

Excepciolles de los J:s ttldos Unidos respeao de la admisibilid(/d 
(párrs. 36.148) 

La Corte señala que la primera excepción de los Estados 
Unidos por este motivo consis te en que " las alegaciones de 
¡\'Icxiw deberían considerarsl' inadmisibles pon.juL' se diri­
gen a Ingril r que esta CMte func ione CO lTIlI un Lr ibunal de 
apelac iones penah;,s"; lJ Ul', a juicio dL' los Est,¡dlls Unidus, ,ollll 
( abe tllr" G\I";I...:l erizaciún ade(nad ~1 ele las dlls a legaciones de 
I\' l~xi(o ((jn respl.'cto a hl reparación". La Cortt (Ibs.lorv;¡ qut.: 
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e~h.' argumento sólo Sl' re ht're a la (: ues tión dl'la I"t.'paración. 
Los Es tados Unidos no sos l ient'tl por este motivo que la Cor­
te debaiu decl inar com pelenciu respec lo de cua lquier clase 
de indugación acerca dIO! lu cuestión de las v;o la(ioncs de la 
Convención de Viena. sino sólo que, si se llt'lllostrara n t"les 
viobciol1lO!s, la Corte sólo debería decid ir q ll t' los Es tados 
Unidos dehen proceder a l "exa men )1 recnnsideraci~ln" en las 
L\ II1<l ic iones inJ icadas en el f,lllo en la causa Lf/(lI'{/Jltj (J.C./. 

Reporl .' 1001. p¡igs. 513 y S14, p.irr. 12 5l. La Cone Sc:fl ;¡J ,1 que 
esta es ulla cucstión dc túndo; cons igu icn tl'mentc:, no puede 
hacerse lugar a la primera ex ... ·t:pción de los Es tados Unidos 
respecto de la adm isibilidad. 

A continuación , la Corte p.\s.\ a considerar la excepción 
de los Estados Unidos fundada en la regla del agotamiento 
de los recursos internos. Los Estados Unidos sost ienen que la 
Corte "debe cO ll siderar illadmisihle la pretensión d t, México 
di.' ejercer su dt'n .. cho a la protección diplomát ica en nomhre 
dl' cualqu ier naciona l Itlexicano que no haya cumplido l'l 
n:qu isito jurídico consuetuJinar io dd agota lllicnltl de los 
recursos internos". l.a Cor te recuerda que en sus conclusio ­
nes Ilna les Mex1co pide a la Corte que jU7.gue }' Jechnc que 
los Estados Un idos, al no cumplir el parnlfo I del ,ntículo 
36 de la Convención de Viena , "violaro n sus obliga ciones 
jurídicas inte rnacionales para CO Il México, Pl1 r derecho pro­
pio y en t:je rddo de su dere..:ho ¡\ la protección d ipll)l)lá t il'<l 
(ILO M IS nacionales". L.\ Corll' obsr.:rv;, qUl' los derechos ind i­
vidua lt:: .... de los nacionaleS mexicanos con arreglo al apar ta ­
do b) eI ¡nl rrafo 1 del a rt icu lo 36 de la Convención de Viena 
son derechos que se hacen va ler. al menos en primer lugar, 
den tro dd sistema juridico interno de los Es tados Un idos. 
Sólo cuando haya terminado ese proceso y se hayan agotado 
los recursos internos es tará Méx ico fa cultado pa ra adoptar 
las pretensiones ind ividuales de sus nacionales media nte el 
procedimiento de la pro tc-cdón dip lomática. Sin emhargo, 
en la presente- causa Méx ico no afi rma estar ;Kl uando úni · 
camente (on ese fu ndamento. También hace va ler sus pre­
tens iones propias, basá ndolus ell el darlO que según sostiene 
él mism o hOl sufrido, d irectOlmt'nte y por interm"dh) de: sus 
nacionales, COlTlIl res ultado de la violación por los Estados 
Unidos de las obligaciones que les incu mben (,011 arrt'glo a 
los ;\partados al, b) y contra dr.:1 párrafo I dd artkulo 36. La 
Corl't' determina que, en estas circunstancia .... l'speciales de: 
interdl'pt'lldt'tlCia entre los Jerechos dd Estado y los d t' re+ 
..:-hos individuales, México puede, al presentiH una preten· 
sión en su propio nombre, solicitar a la Corte que decida 
acerca de la violación de den.'chos ljue aleg.l haber sufrido 
tanto directamente como por efecto de la vio lación de dere+ 
chos individ uales conferidos a los nacionales mexicanos con 
arreg lo al apanado b) del párrafo I del anículo 36. El deber 
de agotar los rt'cu rsos internos no se aplica a dicha solicitud. 
Ctlnsigu icntemt"n te, la Cor te decide que no puede hacerse 
luga r ,11;.\ segund'l cxct:pción.de los ESI;'ldos Unidos respecto 
de la adlllis ibilidad. 

A continuac ión, la COrle pasa a considera r la cuest ión de 
1 .. sup uesta doble n;'lcionalidild de algunos de los nacionales 
I1ll'xicallos a los 4\1l' se rd-ieren las prctens iont's de México. 
Los Estados Unidos sosti ellt'n que t'n su Illelllor ia Méxicu 
n(1 hahía podidi'1 eS lahleccr que puede l'jercer la pro teccion 

di plomatka fu ndad" en viol"dones de los dl'rt'chos de 
Méxko derivados de la Convención de Viena con respt'(to 
a aquellos de Sll S Ilaciona les que tambien son nacionales 
de los Es tados Unidos. Sin em bargo, la Corte· rec uerdu que 
México, "demás de procu rar eje rcer la protección d iplo t11ú· 
tic;.1 de sus nacionales, est.} presentando u na preten sió n por 
derecho propio sobre la b.\se de las supuestas violacioneS por 
lus Estados Unidos del articu lo .'\(1 de la Cunvención de Vil" 
na . Mimda desde este punto de vi<; t", la cuestión de 1.1 dohk 
naciona lidad no es una cue:st ió n de adm is i bili d a~i. sino d t, 
fondo. Consiguienlemente, sin pt:rju icio dd resultado de 
dkho examen, no puede hacerse lugar a la terce ra excepción 
de los Es tados Unidos respec to de la admisibilidad. 

A conti nuac ión , la 'Corte pasa a cons iderar la cuarta 
eXCepción inte rpuesta por los Estados Unidos respecto de 
la admis ibilidad de las pretensiones de México: la argu ­
Illenta(ión de que "La Corte no debe perm itir que Méxh:o 
lleve adelante una pretensión contra los Estados Un idos con 
respec to a todo caso individual en que México h;'l}"\ ten ido 
wnocim iento erectivo de una violación de 1:1 ¡Convención de 
Viena] pero no h<lya seila laclo dicha violación ;J. h\ atención 
de los Estados Unidos o sólo lo haya hecho después de una 
ronsidenlble demora". L<.\ Corte recuerda que observó, en la 
causa rela Ti va a Cierlas tierras fosfálic as en Nalll'u (Ntll/fU 

(o/llro Austro/ /ia), que "la demora por pa rt e de UIl Estado 
n:c\amantc pUl'de haca que un;.¡ d('m¡¡nda sr.:a inadmisibJ...:', 
pao que "el derechu internaciona l no estab lece ningllll pla· 
zo concreto a ese respecto" (l.c.]. Reports 1992. págs. 253 
Y 254, párr. 32). Seilala que en ese caso hab ía reconocido 
que la demora podía. perjudicar a l Estado demandado. pero 
comprueba que no ha habido ninguna sugerencii.l de lal ries· 
go de perjuicio en la presente causa. En la medida c:n que la 
inadmis ib iliclad pudiera fu nda rse en una renuncia táci ta de 
derechos, la Corte conskkra que sólo podria interp re ta rse 
como una renuncia táci ta un .. inacción Illucho mas prolon ­
gada r consTante por parte de Méx ico que cualqu iera de las 
que los Estados Unidos han alegado. La Cort(' se iiala, ade ­
más. que México indicó vur ias formas en las qUl' se lialó a la 
<ltenciún dt' los Estildos Unidos las violaciones que percih ía 
de 101 Convención de Viena; consiguientemente , no puede 
h¡.¡ ce rse lugar a 1;\ cUMla excepción de los Estados Ullido .~ 

respec to dt: la adm isibilidad. 

Por último, la Corte exam ina la excepción de los Estr,dos 
Un idos según la cua l la pretensión de México es inadmis ible 
porque no deberia permitirse que México itwocu<.\ con tra 
los Estados Unidos estándares que México no aplica l'n su 
propia práct ica. La Cor te rec uerda a es te respec to que es 
esencia l lener presente la naturaleza de la Convención de 
Viena. Dicha Convención es tablece determinados es tátlda· 
res que han de se r observados por todos los Es tados p;lrtt:s, 
con miras al "m.ln ten imienlo sin obs tác ulos de las n:lacin­
!les consulares". Por cO ll siguiente , il un cuando se demostr.\­
ra que la p"'l ( t ica de M¿xico en lo tocunle a la apli cad ó n del 
articulo 36 no es ta exenta de reproches, ello no constituiría 
un rundill11ento de una excepción a la admisibilidad de la 
prtll'llsiún de México; consig ulL'nlt:mentl', no puede h.tCc.' rse 
luga r .. la qui nt<.\ excepción de los Estados Un idos rcspeno 
de la ad misibilidad. 

este argumento sólo St' refi~re a la cuestión de la rt.'paración. 
Los Estados Unidos no sos t ienen por este motivo que la Cor­
te. debaia decl inar com petencia respeclo de cua lqu ier clase 
de indugación acerca dI! lu cuestión de las violal:ioncs de la 
Conwnción de Viena, sino sólo que , si se llt'lllostraran t"l es 
viobciolll's. la Corte sólo debería decidir que: los Es tados 
Unidos dehen proceder al "examen )f recnnsider;h: i~\n " en las 
": Plld ido lles ind icadas en el filllu en la call :-a Lf/(i/'(lI!d (l. e./. 
Reporls JOOJ . I' .igs , 5 13)f S14 , p,i rr. 125). La eOfll' sl'iía l.lq Ut' 
esta C:o. una I.:uestión dc tiJndo; consiguien temente, no pucl.lc 
hacerse lugar a la primera exü.'pción de los Es t;¡t!os Unidos 
respecto de 1" admisibilidad. 

A continuación , la Cor te p'\S<l a considerar la excepción 
de los Estados Unidos fundada en la regla del agotamiento 
de los recursos internos. Los Estados Unidos sostienen que la 
Corte "debe cOl1 s;{krar inadmisihk bl pretensión de Méxic(J 
clt' eje rcer su derecho.\ la protección diplomática en nomhre 
~k cualqll it'r nacional Itlt.'xicano que no haya cumplido el 
r('qu isito jurídko consuetudinario dd agotamienltl de los 
recursos internos". La Corte recuerda que en sus conclusio­
nes Ilnales Mexico pide a la Corte que juzgue}' Jechne que 
los Estados Unidos, al no cumplir el párrafo I dd artículo 
~6 de la Convención de Viena , "viola ro n sus obliga ciones 
juridiG1S internacionales para con M¿'xico, pt", r derecho pro­
pio y en l'jer..:kio de su derecho ¡\ lu protección d iplúlllát it:a 
(h: sus n ~\c i ona lcs", L.\ C()r!l' observ¡l qUl' los derc-chos ind i­
vidua!t:s de los nacionales mexi" ,nos con arreg lu al aparla ­
do IJ) el párrafo 1 de l artfculo 36 de la Convenc ión ele Viena 
son derechos ljue se hacen valer. al menos en primer lugar, 
dent ro Jd sistema juridico interno de. los Estados Unidos, 
Sólo cuando haYJ terminaJo ese proceso y Se huynn agotí.HJo 
los recursos internos estará México filcultndo para adoptar 
las pretensiones individuales de sus naciona les med iante el 
procedimiento dt, la protec..:ión dip lomát ica, Sin emhargo. 
en la presente causa México no a llrma eSlu a..:- (uando un i­
ca mente con ese fundamento. Tam bién hace va ler sus pre­
tens iones propias, basándolas en el dÚlO que según sostie ne 
él mismo h.l sufrido. directa mente y pM inte rm~'di o de sus 
nacionales. C011'HI res ult ado de b violación por los Estados 
Unidos de las obliga(iones que les incumben con arreg lo a 
los apa rtiulos a). b) )' contra del párrafo I dd artkulo 36. La 
Cnrk J~tt'rmina que, en estas circunst;lllci as l'spe..:iales d I.' 
interdl'pt'lldt' llCia ent re los JcredlOs del EstaJo y los dere ­
chos individuales, México puede. al presentar una preten­
sión en su propio nombre, solicitar a la Corlt.' que decida 
ace rca de la violación de dert'(hos que aleg .. l hube!" sufrido 
tanto directamente como por decto de la violación de dere­
chos individuales conferidos a los nacionales mexicanos con 
arreg lo ul apartado h) del párrafo I del artículo 36. El deber 
de agotar los recursos internos no se aplica a dicha solicitud, 
Consiguientemente, la Corte dcc ide que no puede hacerse 
lugar a la segunda excepciun,de los ESI .. l<h,IS Unidos respecto 
de la aJ mis ibilidad. 

A continuución , la Corle pasa a considerar la cuestión de 
la supues ta doble Ili.lcionalid'ld de algunos de los nacionales 
m('xic¡1I10S a los I.!ul' se rdieren las preu'l1s iones de Méx ico. 
Los Estados Unidos sos lielle:ll que t'n su Illemuria México 
no hahía podidn es tahlecc r que puede ('jcrcer J.\ protección 

diplomatica fu ndada en violaciones de los derec:hos de 
Méxko derivados de la Convención de Viena con respeclo 
¡} aquellos de SllS nacionales que tambien son naciol13les 
de los Es[ados Unidos. Sin em bargo, la Corte· rec uerda que 
México, "demás de procu rar ejercer la protección diplomá­
tic., de sus nacionales, t'st.i presentando una pretensió n por 
derecho propio sobre la base de las supuestas violaciones por 
lus ESlados Unidos dd 'Hticulu .'fI de la Convcnciun de Vie­
na, Mirada de~de estl' punto de vio; ta . la cuestión de la dohl.:' 
naciona lidad no es una cucstión de ad mi!i ibilidali. Sino de 
Ion do. Consiguientemente, sin perju icio dd resultado de 
dkho examen, no puede hacerse lugar a la terce ra excepc ión 
de los Estados Unidos respec to de la .ldmisibilidad, 

A continuación. la 'Corte pasa a cons iderar la cuarta 
excepción inte rpuesta por los Estados Unidos respecto de 
la admisibilidad de las prCll'nsiones de México: la argu­
mentación de que "La Corte no debe permitir que México 
lleve ádelan te una pretensión contra los Estados Unidos con 
respecto a todo caso individua l en que México h.\)"\ ten ido 
conocimiento erectivo de una violación de la ¡Convención de 
Viena] pero no haya seila lado dichu violación" la atención 
de: los Estados Unidos o sólo lo h<lya hecho después de Unol 
l'onsiderable demora". t.;., Corte recuerda que observó, C!n la 
(ausa relaTiva a Gulas tierms fosfálicas en Nall r u (Ntluru 
CtJ/ltrrl Al.Ist r,¡ /ia), que "la demora por pu n e de un Estado 
rec lamantc pllcdt· haca quc unu d('In.\llda s~' a inadmisibh:.'·'. 
pao que "eI derecho in ternaciona l no e:s ta blece ningl,n pta · 
zo concreto a ese respec to" (l.c.]. Reports 1992. págs, 253 
Y 254, párr, 32). Seilala que en ese caso hub fa reconocido 
que la demora podía perjudicar a l Estado demandado, pero 
comprueba que no ha habido ninguna sugerencia de lal ries ­
go de perjuicio en la presente causa. En la medida en qUe la 
inadmisibilidad pudiera fundarse en una re nuncia t~cita de 
derechos, la Con e consid('ra que sólo podría interpre t~lrse 

como una renuncia t¡\c ita una inacción mucho mas prolon ­
gada r consTante por p~Hte de México que I.': ualqu iera de las 
que los Estados Unidos han alegado. La Corte se liala , ade ­
más. que Méxko indicó v;.trias fo rmas en las qUl' scJialó a la 
"tención de 1(\5 Estadus Unidos las violaciones que percib ía 
de la Conve nción de Viena; ..:onsiguienl'f'll\cnte. no puede 
hace rse lugar a la cuart., excepción de los Estadus Unidos 
respec to dl' la ad misibilidad. 

Por ú ltimo, la Corte exam ina la excepción de los Est:\dos 
Un idos segun la cual la pretensión de México es inadmisible! 
porque no deberfa permitirse que México invocua contra 
los Estados Unidos estándares que México no apl ic<\ l'n su 
propia prác tica . La Corte rec uerda a es te respec to q ue es 
esencial tener presente la naturaleza de la Convención de 
Viena. Dicha Convención establece determinados esl.allda­
res que han de ser observados por todos los Es tados partes. 
con miras al "nli\Otenimiento sin obs láculos de las rl'lado­
nes consulares", Por con .'i.iguien te , aun cuando.se Jemostr.\ ­
ra que la pnlctka de M¿xico en lo tocanle a la apli cació n del 
artku lo 36 no esta exen ta de reproches, ello no constituiría 
un rUlldi.\ml'1110 de una excepción a la admisibilidad de la 
p n.'t~'llsiún de Méx ico; consig ukntementl', no pllt'de h,tec.'rs(' 
lugar a la quinta excepción de los Estados Unidos respel'. to 
d c: la admisibilidad . 
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A continuación, la Corte pasa a considerar el fondo de las 

pretensiones Je México. 

Párrafo I dd artículo 36 Je la Convención de Viena 
(pá rrs. 49 a 106) 

La Cor te serlala que. en la primera de sus conclusiones 
hn'lles, ~,fé x ico pide;.\ la Corte que juzguc y declare que 

"los Estadus Unidos ,J~ Améri(,I , al ¡¡rr~s lar, detene r, 
juzgar, dl'darar culpabh:s y ~onJl'n .. r a los 52 n .. ...: ionales 
ll1eXiG\llOS que est:\n en el corredor de la Illut'l'te sl'gún 
se desl..·ribt' en 1" memoria de México, vio],uon sus obti ­
g'H: io nes jurídicas internacion.des par.\ con M¿xico, por 
derecho propio y en ejercicio de su derecho a la protec­
ción diplomática de sus 1\;'l(ionales, al no haber informa­
do, si n demora, a los 52 1\<\cionales mexicanos después de 
su detención de su dt're.;ho a la Ilotiticadón yel a.;ceso 
consulares con arreglo al apa rtado b) del párrafo 1 del 
artkulo 36 de la Convención de Viena sobre relaciones 
consulares , y a l haber privado a México de su derecho 
a brindar protección consu lar y .. los 52 n,Kiollales del 
derec ho a rel'ibir 1 .. pro tección consular que México brin ­
dara con arreglo a los ap¡HtaJos a) y contra dd párrafo 1 
del artkulo 36 de la Convención." 

L.¡ Corte recuerda quC' ya en su fallo en la ..:-a ll sa LaGra11l1 
des(l'ibió a l párrafo I del articulo 36 como "un régimen 
interrelacionado destinado a f"cilit ar la pucsta en pr;ktica 
del sist('rna de protección consu la r" U.C.I. Rt'p(}rl~ 200/. 
póg. 492 . p.h!'. 74). lJe!>pu(s dt' (itar el tex to comrleto del 
p,irra fo, la Corte observa ..:¡ue los Estados Unidos corno 
Est;'ldo receptor no niegan su deber de cumplir las obli ­

. gac iones allí indicildas. Sin embargo, sostiene que dichas 
o blig¡¡.:iones sólo se aplican a personas que se pruebe q ue 
son exdusiv .. mente de nacionalidad rncxit.:ana , y no a los 
qut' It:ngan doble nacionalidad de México y de los Estados 
Unidos. Los Estados Unidos sostienen asimisTllo, en tre otras 
cosus. que no h,\I1 cOTllet ido n ingun¡1 violación del ap.¡rta­
do b) del párrafo 1 dd 'Htkulo 36 con i.\ rreglo" una correcta 
inte rpretadón de las p.l labras "sin demorJ" utili zildils en 
dicho apartado. 

Ap!utadtJ b) del párrafá J dd IIr/indo 3t1 
(parrs. 52 ,,90) 

Así pUC1>, 1" COrl e ddcrmina qut' hay Jos t.:ucstio ll ~s 

pri ncipales relacionadas con d .\parlado b) dd p.irrafo 1 
del arliculo 36 sobre las cuales existe controversii.\ cntre las 
Partes: en primer luga r, la cuestión de hl nacionalidad de 
las personas alectadas; y, en seg'undo lugar, la cues tión del 
sent ido que Jebe darse u la ex presión "si n delllora". 

Nacionalidad de 1m perso/1ns nfeetadas 
(p,\rrs. 53" 57) 

La COrlt' comienza sefla lando que las Partes discrepan 
en cuanto a 10 que cada una de ellas debe demostrar en 10 
tocante a la nacionalidad en rdación con la aplicabilidad de 
los térm inos del párrafo I del artículo 36 y en cuanto .1 la 
forma en que' st' han cumplido los principios en materia de 
prueba ~n relación con los ht'c hos de los casos. 

La Corte ddermin<l que:' incumbe <l Méxko rrobar que 
las 52 personas enumeradas en el pirralo 16 del f;'l11o tenÍi.tn 
la nudonalidad mexicana en el momento de su detencitÍn . 
Se llala que ..:on tal hn México ha presentado certificados 
de;,' nacimiento y declaraciones de IH\donalidi.\d. cuyos con­
tenidos no hi.ln sido impugnados por los Estados Unidos. 
La Corte observa 'Idemás que los Estados Unidos h,l1l inqui­
rido s i algunas de esas personas no erall también nacionales 
de los Estados Unidos. La Corte opina que incl1lllbÍ¡\ a los 
Estados Unidos demustrar que ello era asi y propordonar a 
la Corte toda la información sobre el asunto que est uviera 
en su podc r. En la medida ('11 que los Estados Unidos <lian 
que son Je .;onocim1ento dc Mexico Jatos pertinentes _"obre 
~se asunto, incumbía u los Estados Unidos haber solicitado 
esa infonmlción a las autorid¡\des mt'xi canilS. Sin embar­
go, la Corte comprueba qU(' los Es tados Unidos no han 
demostrado a la Corte, en ninguna fase, que hayan hecho 
averiguaci(lnes concretas ante dichas aUloridades acerca de 
casos puticulares y que no hayan o btenido respuestas . Con ­
sigu ientemente, la Corte conclu ye que los Est¡ldos Unidos 
no han cumplido la carga de la prueba i.lue les incurnbía en 
relación con su intento de demoslrar que había per¡.;onas de 
nacionalidad mexicana que también eran naciol1;.¡les de los 
EstaJos Unidos. Por con!.iguit' llte, la enrie:' determina qu t', 
en lo tOC:lnte a las 52 personas enumeradas en d p:lrrafu 16 
del falll', In¡.; Estados Unidos tenían obl igadones en virtud 
dd apartado f,) del parrafo 1 del articulo 36. 

Ohfig¡ICiór¡ de iJl'/tJrlllflr ".'111 donora" 

(párrs. 58.\ 90) 

La Corte continúa seilalando que México. en su segu nda 
conclusión fi nal, pide a la Corle:' que de.;ilb que 

"la obligación prevista en eJ párrafo I del artkulo 36 de ta 
Convención de Viena exige la notificación de los derechos 
en materia consular y una razonable oportunidad del 
acceso .;onsu lar antes de que las autoridades compelenTes 
del Estado receptor tomen cualquier medida poten.;i;tl­
mentl' nociva para los derechos dd nacional cx tranjero." 

La Corte señala que México sostiene que en cada uno de 
los 52 casos que la Corte tiene ¡¡ l1le sí los ESlildos Unidos 110 

proporcionaron a lus p~rsonas detenidas información sobre 
sus dt!rechos con arreglo al apartildo b) del p¡\rrafo 1 dd arti­
culo 3t' '\in demora". Sefla l;,¡ además que los Estados Ullidos 
controvierten tanTo los hechos presentildos por MexÍl:o ..:omo 
el anális is juridico dd apart;'hlo b) dt'1 párrafo 1 dd arti.:uh\ 
36 de 1<.\ Convención Je Viena formulado pl1r Mexko. 

La Corte pasa en primer lugar a considera r la intt"rprCla­
,ión del apartado b) del párr'lfo 1 del arrículo 36, luego de 
haber determinado que es aplicable a las 52 personas enu­
meradas en el párrafo 16 del fallo. Comienza selialando que 
dicho apartado b) del pár rafo 1 del artículo 36 cont iene tres 
dementos separados pero interrelacionados: el dered\o de la 
perso nil intert'sada a st' r informad" sin Jt'mora de sus dere ­
chos con a rreglo al api.lrtado b} del párrafo 1 del artículo 36; 
el d t~ re(ho de la oficin,l consulur" se r not ificada s in demora 
de la detención de la persona, si ésto lo so licita . y la obliga­
ción del Es tado receptor de transm iti r si n demora cualqu ier 

A continuación, la Corte pasa a considerar el fondo de las 
pre tensiones Je México. 

Púrrtl/o I dd artículo 36 de la CO/lvención de Viena 
(pá r rs. 49 a 106) 

La Corte seilala que, en la primera de sus conclusiones 
linales, tvléx ieo pide 0\ la ( :ortt' I..)ut' iuzgue.' y lb:lare que 

"los Estadus Unidos dt! Amérit:iI, .\1 arr~star, detener, 
juzg:u, Jedarar cu lpabk's y ¡,;c)nJenar a los 51 n;-¡¡,;ion ;.tles 
Illt."Xi"::\llOS 'lut." es tan en el corredor de la lll11l'rle según 
se dl's..:ribe en la memoria de Méxiw, violaron sus ob J¡ ­
g'lI.: iones jurídicas internacioll<lles par'l C.O Il M¿xico, por 
dt."recho propio y en ejercicio de su derecho a 1<1 protec­
ción diplomática de sus nadonales, al no h¡,\ber informa­
do, sin demora, a los 52 nacionales mexicanos después de 
su detención de su dere..:ho a la notitlcadón yel a(Ceso 
consu lares con arreglo al apartado b) del párrafo 1 del 
¡utí..:lI lo 3f1 de la Convención de Viena sobre relaciones 
consulares, y al haber privado a México de su derecho 
a brindar protección consu la r y .. \ los 52 n.\ciollales del 
derec ho <1 recibir la protec.:ción consular qu~ México brin­
dara con arreglo a los apartados a) y contra del párrato I 
del artkulo 36 de la Convención." 

L'l Corte rec.:uerJa que ya en su rallo en la ("ausa L(jGr1l11d 
desLTibió al párrato 1 del art¡cu lo 36 (O IllO "un régimen 
interrelacionado destinado a f,¡cil itar la pucsta en pr:ktica 
del sistC'l11 <1 de protección consu la r" (I.c./. Rl'pur/,( 200/, 
p,ig. 492, p~hr. 74). De::.pu(s de dtJr el It'xto com rleto del 
púrafo, la Corte ubserva ...¡ue los Estados Unidos como 
ESI¡.ldo recepto r no niegan su Jeber de cumplir las obli ­

. gaciones aHí indicadas. Sin embargo, sostiene que di chas 
oblig'l..:iol1(,s só lo se aplican a personas que se pruebe que 
son cx..:lusivamente de nacionalidad mexkana, y no a los 
que tengan doble nacionalidad de México y d.: los Estados 
Unidos. Los Estados Unidos sostienen asimismo, entre otms 
COSJS, que no hill1 cometido ningull<\ vio lación del ap'lI·ta­
do b) del párrafo 1 del artículo 36 con arreglo a und correcta 
interpreta..:ión de las pa labras "si n denlora" util izadas en 
dicho apartado. 

Apurtadu b) del párrafo J dd articlllo 3fi 
(parrs. 52;\ 90) 

f\sí pues, la Corte determina qut.' hay J os (ucstion~s 
principales relacionadas con el .\p:.lftado b) dd I.>ii r rafo I 
del artkulo .36 sobre las cuales existe contrOVl!rsi.l c.!ntre las 
Partes: en primer lugar, la cuestión de la nacion¡,\lidad de 
las personas aJec tildas; y, en segundo lugar, la cuestión del 
sen tido que debe darse a la expresión "sin demor,,". 

Nacionalidad de IlIS perSfHWS afectadas 
(P¡\rrs . 53 ¡\ 57) 

La Corte comienza st."flalando que las Partes discrepan 
en (uanto a 10 que cada una de ellas debt! demostrar en lo 
tocante a la nacionalidad en rdación con la apliG.lbilidad de 
los términos del parrafo I del artículo 36 y en (uanto a la 
form;l en que se han cumplido los principios en materia de 
prueb<l \;.'n relación con los hechos de los casos. 

La Corte ddermina qut:' incumbe a Méxic.:o rrobar que 
las 52 personas enumeradas en d párrafo 16 dd ti.\llo tenían 
la nacionalidad mexicana en d momento de su detenci"lI\ . 
Seilala que ..:on tal lin México ha presentado certificados 
dt, IHlcimiento y declaraciones de n~l(ion<llid.,d, cuyos con­
knidos no hom sido impugnados por los Est¡"dos Unidos. 
La Cor te observa ;"demás que los Estados Unidos 11<111 il1l..)ui­
rido si algunas de esas personas no eran también nacionales 
de los Est.\dos Unidos. La Corte opina que inc.:lImbía ;¡ los 
Estados Unidos demustrar qUé' ello era así y prupordonar a 
la Corte toda la inforlllació n sobre el asunto que estuviera 
en ¡;u poder. En la medida l'1I que los Estados Unidos dh.::cn 
que son Je ..:onocimiento d~ Mexico tintos pertinentes ,';obre 
ese asunto, incumbía 11 los Estados Unidos haber solicitado 
esa info rmi¡ción a las autorid.\des mexica nas. Sin emb¡'lr­
go, la Cone comprueba qllt~ los Estados Unidos no h,\l1 
demostrado a la Corte, en ninguna fase, que hayan hecllo 
averiguad(lnes concretas ante dichas aUlOridades acerca de 
c.asos puticuhues y que no hayan obtenido respuest.ls. Con­
siguientemente, la Corte concluye que los [st¡ldos Un idos 
no han cumplido la carga de la prueba I.}ue les incumbía en 
relación con su intento de demostra r que había pc:rsonas de 
nacionalidild mexicanu que también eran nacion<l les de los 
Estados Unidos. Por con~iguiente, la Cor!t." determina qut!. 
en lo toc:tnte a la ~ S2 personas enum\!radas en el p:lrrafo 16 

del fa l11' , 1M Estados Unidos tenían obligaciones en virtud 
dd ap<lrtildo 1)) del párrafo I del artículo 36. 

OhligaL' ion de iJlforlllar " $/// demora" 
(párrs. 58 ¡,l 90) 

La Corte continúa seiialando que México, en su segunda 
con..:lusión final , pide! a la Corle: que dedda qm.' 

"la obligación prevista en el párrafo 1 del articulo 36 de la 
Convenció n de Viena exige la notificación de los derechos 
en materia cOllsular y una razonable oportunidad del 
ac..:es() (;onsular antes de I..)ue las autoridades competentes 
del Estado receptor tornen cualquier medida pOlen(;i;tl ­
mente nociva para los d t! rt:chos dd nadon:ll extranjt!ro." 

La Corte seña la que México sostiene que en cada uno de 
los 51 casos que la Corte tiene <.Illte sí los Estados Unidos 110 

proporcionaron a las p~rsonas detenidas inf()f/llación sobre 
sus derechos con arreg lo al apartado b) del p.\rrafo I dd arti ­
culo 3t' "$ in demora". SefH\I'l además que los Estados Unidos 
conlrovierten tantn los hechos presentados por Méxko ..:nmo 
el análisis juridi(o Lid apart;'ldo l) del parrafo I dd ;\rtí..:uhl 
36 de 1<1 Convenció n Je Viena formulado ~1Pr ~\'Iexil."o . 

La Corte pasa en primer lugar a considerar la intt'rprcta­
ción del apartado b) del párrilfo 1 del nrriculo 36, luego eh: 
haber determinado que es aplicable a las 52 personas enu­
meradas en el párrafo 16 del fallo. Com ienza sellalando que 
dicho apartado b) del párrato I del artículo 36 contiene tres 
elelllt."nlos separados pero interrelacionados: el derecho de la 
persona interesada a ser infonll<\d" sin demora de sus Jt."re ­
chos con arreglo al ap,lrtado b) del párrafo 1 del artícu lo 36; 
el derec.:ho de la ofidn;\ (onsular <l se r notificad a sin demora 
dt la detención de! la pe rsona, si ésta lo solkita, y la obligil­
ción del Es tado receptor de transmitir sin demora cualquier 
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comu nkadó n dirigida a la oficina consular por la persona 
detenida (último elemento. no planteado en la causa). 

Comenzando con el dere..:ho de la persona detenida a 
la infor mació n, 1.1 Cort e concluye que el deber de I<\s auto ­
ridades aprehensoras de dar a hl pe rsolla la infor lllación 
me ncionada ell el <'lparli\do l» dd pár ral"o I del <\ r lÍ..:ul(1 36 
surge un;.) vez que se aJvic:rte que la persona es Ull n", io · 
na l ex tr"Il.lero, o una vez qUl' hay razolles para ptc'llsar que 
la pt.'rso ll a prooablcll1entt.· sea un nadona l cxtranjt.'ro. El 
momento preciso en que ello ocurra habrá de va riar seg.ún 
las ci rClInstan(.Í;.ls. 

Teniendo p resentes la s complejidades que {' ntra ila esta ­
f¡le<:er ese hecho, St'gü n explican los ES I<.\(\os Un idos, la 
COI'le cumienza por exa minar 1.\ <lplicaciún ,id aparla ... lo b) 
del p~lrrafo 1 dd a rt iculo 36 de b Convención de Viena a 
los 52 GlSOS. En 45 de d ichas causas, determ ina que no tielll' 
p ruebas de que las personas detenidas hayan afi rmado tener 
la nacio nalidad de los Estados Unidos, O de que Se haya 
pensado razonablemente que eran nacionales de los Es ta­
dos Unidos, habiéndose hedlO aver iguaciones concre tas en 
tit.'mpo oport uno para ve rificar esa doble nac io nalidad. Sin 
emba rgo , se¡iala ljue los Estados Unidos afirman que sie te 
personas dijeron en el momento de su detencio ll que er<ln 
l:iudad <l tl os de los Estadus Unidos. 

Dt'Spllés dt· examinar t:.'~OS sit' tt' casos, la Corte condll ye 
q ue sólo en UtlO de ellos México 110 pudo rroba r la \'io lación 
por los Estados Unidos de las obligaciones que les incumben 
con ar reg lo al apart ado tI) del párrafo 1 del art iculo 36. En 
lo toc<lnlc a las dcmás personas quc se alega qUl' afi rmaron 
tener la nac ionalidad de los E~lados Unidos e n e1mornento 
de su detención, la Cor te dec ide que no puede hacerse lugar 
al argulll ento de los Es tados Unidos. 

La Corte señala que de todos modos subsi ste la cuestión 
de s i, en cada uno de esos 51 casos, los Estados Unidos pro­
porc ionaron a las personas "sin demora" la in fo rmación 
req uer ida. Ta l es la cues tió n que la Corte pasa a considerar 
a continu;.lción . La Cort e seiia la q ue resp"'cto de 47 G.ISOS los 
Estados Unid\Js no impugnan en momento alg uno el hecho 
de qUl' los n:Killl1ales mexicanos nunca fu ... 'ron in forma dus 
de sus derechos con arreglo a l apa r tado b) dd púrrato 1 
... id a rt ku lo 36, pt'ro que l: 11 cuatrll casos subsisten a lgunas 
dud,ls ~..:erca de si la informació n que se dio fue propo rcio­
nada "s in dc::mor¡¡"j así pues. rl'specto dl.' didlOS casos, es 
I1cCCSMio rt'al izu un examen del term ino, 

La Corte sei'w la q ue las Pa r tes tienen o pinio nes muy dift, ­
rentes sobre este punto. Seglm ~éxico , el Illomento en q ue 
se proporciune in formación a la persona detcllid¡l "es críticu 
para el eje rc ic io de los derechos consagrados en el artícu· 
lo 36" y la fr<l. se "si n demo r¡," en el aputado b) del púrafo 1 
exigl' Ullil " inmediación si n calificaciones". México sos ti ene 
además que , habida cuenta del objeto)' el tin dd art iculo 36, 
que es hol ee r posible una "as istenci.\ w nsuhlf significati ­
V'I" y la sa lvag ullrda de la vu lnen.lb ilidad de los n.Kiona les 
extranjeros privados de liber tad, "la notificac ió n consular 

debe tener lugar inmed iata mente J l.'spués dl'1 momen­
to de Sil detención y untes dt: l: u;dqu ier inkrrug¡ltorio del 
ddenido ex tranjero, dt.' modo que el cónsu l pucda brindar 
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un asesoramiento útil a..:erca dd s istema juríd ico extranjc::ro 
y prestar asistencia para obtener abogado antes de que el 
naciona l ext ranjero tome algu na decisión s in contar con la 
debida in formació n o de q ue el Es tado tome alguna med ida 
pOlen..:i<.tlmente perjudkial p<.tra sus dc:red,os". 

Los Es tados Unidos controvierten esa in te rpret "ll:ión de 
lu frase "sin demora". En su opin ió n, no !\ ignifl":<'l "inmed ia­
tamente , y antes dd interrogatorio" y la mencioll<lt.!a inkr· 
prefación 11 (1 podia apoyarst.' ni en la taminología, n i en d 
objeto y el fin de la Convención de Viena , n i en sus trabaJos 
preparatorios. Segú n los Estados Unidos, el fin del <\rti..:-u ­
lo 36 enl fadlita r el eje r ... 'icio de las fundones consulares por 
un funcionario consular: 

"Asi pues.lu impor ta ncia del sumin is tro de infúrlllación 
consu lar a un nacional es limitada .,. Es un nleC.WiSIllO 
de proced imiento que pe rmite que d nacional exlrnnjcro 
pongn t.'n marcha el proct.'dimiento conexo dt' notifi l:a ­
ción ... No puede en modo a lgu no se r fundamental para 
el proceso de just icia pena l." 

L<\ Corte comien za se l"l Cllando que en la Conve nción no 
se define el significado preciso de "s in demora", lal como 
debe entenderse en el apartado b) del párrafo 1 de l articu­
lo 36. Por cnnsigu it.'ntt" esa (rast.' requ iere inlt.'rprt'taClón 
con a rrt'g lo a las reg las ..:onstlt.' tut.!inarias dI! inkrprd:lción 
de los tratados rellejaJas én los articu los 31 y 32 dt: la Con , 
velKión de Vie nll sob re el derecho de los tratados, Después 
de un ex.llllt'n de l texto de la Con\'enció n de Viena sobre 
rl' l.!ciones consulares , de su objeto y 1111 Y de sus trab.\jos 
preparato r ios, la Corte determ ina tjue "si n delllo ra" no Jebe 
neeesarÍ<.\lllente interp ret arse en el sen tido de "inlllcd iata ­
mente" después del momento de su detención, ni tampoco 
puede interpretarse en el sen tido de que el sum in ist ro de 
la información debe necesariamente preceder a <.:ua lquier 
interrogatorio, de modo que la iniciación de un interroga­
torio antes de habcr suministrado la información fuera una 
violación del artículo 3h. Si n embargo , 1;:1 Corte observa que 
de todos modos existe un deber de las autor idades .\prehen­
soras de bri ndar la información .\ un" persona deten ida en 
cuanto St.' advie rta que la persona es un nacio nal ex tranjero, 
() lIlHl vez qUe h"ya razones para pcnsa r que la persona pro­
bublemente sea un nadona l ext ranjero . 

Aplicando esta interpretación de "si n Jemora" a los 
he..: hus de los ..:ua tro ca."OS pend icntes, la Cor te t.:o ncluYl: 
que los Es tados Unidos ÍlKurrieron en viohlcicln de las 
obligaciont.'s q ue les in,,:ulll ben con arreg lo al aparti.ldo b) 

del p;.Írrafo 1 del artí<:ulo 36 ta mbién con respec to .. \ d ich'ls 
personas. Consiguientemente , 1;.1 Corte concluye tjue, con 
respecto a todas, menos un;:!, de las 52. personas enumeradas 
en el párrafo 16 del fallo, los Estados Unidos ha n v io lado 
la o bligación que les incumbe con a rreglo al apartado [1) 

dd párrafo 1 del arlículo 36 de la Convenció n de Viena de 
suminis trar info rmación a la persona deten ida. 

Ap(/rtad(15 a))' e) del párrafo I del ar tíwlo 36 
(pá lT~. 9 1 a 106) 

La Corte comie nza record ando la observación que for ­
muló slIpnl en el sent ido de que el ap<lrt~ldo 1) del párr,, -

comu nkación dirigida a la oficina consular por la persona 
detenida (ú ltimo demento. no planteado en la causa), 

Comenzando con el dere..:ho de la persona detenida a 
la información. la Corte concluye que el deber de las auto ­
ridades aprehensoras de dar a la pcrS(lIla la información 
mencionada en d apartado b) dd p~lrrato t dd arlkulo 36 
surge una vel. llue se aJviertt: que b pers0ml es Utl l1:\cio · 
na l cxtran.iertl. o una ve:z 411l' hay razones pOlra ptc'nsar lilltc' 
la pt'rsona probablcll1t'ntt.· sea un na(ional extranjt.'l'O. El 
momento preciso en que ello ocurra habrá de variar según 
l~l S órCllllstanÜ.1S. 

Teniendo presentes 1.15 complejidades que entraña esta ­
"'Ieeer est' hecho, st'gún explican los Es t.ldos Unidos, la 
(;( 1I·!t: comie:nl a por examinar b aplicación dd aparla~lo b) 
Jd p~\rrarü 1 dd artículo 36 de: b Convención Je Viell<.l a 
los 52 casos. En 45 lit' dichas causas, ddermina que no tiene 
pruebas de que las personas detenidas hayan alirmado tener 
la nacionalidad de los Estados Unidos, O de que se haya 
pensado razonablemente que eran nacionales de los Esta­
dos Unidos, hilbiéndose hecho averiguaciones concretas en 
tiempo oportuno para verificar eSil doble Ilacionalidad. Sin 
embargo, se¡ia la ljlle los Estados Unidos afirman que siete 
persomls dijeron en el momento de su detencion que eran 
..: iudadanos de los Estados Unidos. 

Dt'SplIés de examinar l'~OS sielt' casos, la Corte ..:ondll)'t' 
que sólo en uno de dios México 110 pudo rrohar la \' iolación 
por los ESlados Unidos de 1;1 S oblignciones que les incumben 
con ureglo al apartado l,) dd p.\rrafo 1 del articulo 36. En 
lo tocantt' a las demas perso nas que Sl~ alega qUt' atirmaron 
tener la nacionalidad de los E~tados Unidos en e1mornento 
de su detención, la Corte de..: ide que no puede hacerse lugar 
al argumento de los Estados Unidos. 

La Corte seña la que de todos modos subs iste la cuest ión 
de si. en cada uno de esos 51 casos, los Estados Un idos pro­
pon:: ionaron a las personas "sin demora" la información 
requerida. Ta l es la cuestión que la Corte pasa a considerar 
a continuación. La Corte seiiala quc respecto de 47 cusos los 
Est'ldos Unidos no impugnan en momento alguno c::1 hc::cho 
de qut' los nat:i~males mexicanos nunca (lIt'ron informados 
de sus derechos con arreglo a l apartado b) cid p¡-irrato I 
Lid artículo 36, pt'ro qm' CIl cuatro casos subs isten a lgunas 
dud.ts ~h:erca de si la información que se Jio fue pmporcio­
nad., "sin dttnoru"j así plll!S , rc ", peclo dI! did,os ( ;\SO S, es 
nccesiHio rcali zi\I' UIl ex.un en del term ino. 

La Corte sei'la la que las Partes tienen opiniones muy dift.' ­
rentes sobre este punto. Segun ~¿'xico , el momento en que 
St' proporcione informacion a la persona detcn ida "es críti co 
para el ejerc ic io de los derechos consagrados en el '\ftícu­
lo 36" y la t'r;.\Se "sin demora" en d apartado b) del púrafo 1 
exige.' uníl "inmed iación sin calificaciones". México sostiene 
además que, habida cuenta del objeto)' el tin dd artículo 36, 
que es h;'leer posible una "asistend<l consu lar signiticati ­
V.l" y la sa lvagu<lrda de la \'u lnen.1bilidad de los n.\Cionales 
extranje ros privados de libertad, "la notificación consular 

debe tener lugar inmediatamente Jespués dd momen ­
to de: Sil detenc ión y antes d é;: (u;llquier interrogatorio del 
deten ido extranjero. de modo que el cónsu l pueda brindar 
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un asesoramiento útil a..:erc.:a del sistema juríd ico extranjero 
y prestar asistencia para obtener abogado antes de que d 
nadon,, 1 extranjero torne a lguna decisión sin ..:ontar con la 
debida información o de que el Estado tome alguna medida 
potencÍ<llmente perjudkial para sus deredlos". 

Los Estados Unidos (ontrnvierten esa interpreta..::ión de 
1;1 frase "sin demor.I". En su opinión, no ~ ignifl,,:<.l ·'inmedi.l ­
tarnt'ntt', y antes del interrogatorio" y la l11endon'1Ja ínter­
pn;:tadón no podiOl apoyarSt' ni t.'1l I;'! terminología. ni t.'n d 
objeto y el fin J e la Convención de Viena, n i en sus traba.ios 
preparatorios. Según los Estados Unidos , el /'in cid artku ­
lo 36 en\ fad lila r el ejer, .... icio de las runciones consulares por 
un funcionario consular: 

"Así pues, la imporhlncia del suministro de iníorl11a(Íú n 
consular a un na.:ional es lirniti1da . . Es un mec'lUismo 
de: pmceJimiento que permite que el nacional extrnnjt.'ro 
ponga cn marcha el pro..:edimiento ..:onexo de notifica­
ción ... No puede en modo a lgu no ser fundamental par;'! 
el proceso de justicia penal." 

La Corte comienza se ihdando que en la Convencion no 
se define el significado preciso de "sin demora", tal como 
debe entenderse en el apartado El) del parrafo 1 del articu­
lo 36. Por Cflllsiguit.'nlt", t'sa frase rcquit.'rl' inlt'rpretacíón 
..:on arrt'glo a las reglas consuctuJinarias Jt.' inkrprcl;tción 
Jt' los lr.ltados rt'tle:jaJas en los articulos 31 y 32 de la Con ­
venl':ión de Viena sobre el derecho de los tratados. Después 
de un examen de l texto de Id Con\'cnción de Viena sobre 
re"ldones consulares , de su objeto y fln y d~ sus trabajos 
prcpawlorios, la Corte deterrn in'l que "sin den1ora" no Jebe 
necesariamente interpretarse en el st'"ntido de "inmediata· 
mente" después del momento de su detención, ni tampoco 
puede interpretarse en el sentido de que el suministro J e 
la información debe necesariamente preceder a c.:ua lliuier 
interrogatorio, de modo que la iniciación de un interroga­
to rio antes de haber su ministrado la información fuera una 
violación dd artículo 3t;, Sin embargo, la Corte observa que 
de todos modos existe lIn deber de las autoridddes aprehen­
soras de brindar la inforTllJción a un.l persona detenidJ en 
cuanto StO advierta (¡ue la persona es un nacionill extranjero, 
() una vez liue haya razones para pensar que la persona pro­
bublelllcnte sea un nacional extru njero. 

AplicanJo esta interpretación Je "sin Jemor¡¡" a los 
hechos dI;! los ¡;uatro G1J;OS pcndi('ntes, la Corte concluye 
que los Estados Unidos in..:urrieron en violadún J e las 
obliga..:iones que les ilKumbcn con arreglo al apartóldo b) 

del p{¡rrafo 1 del artículo 36 también l'On respecto .. 1 dkhas 
pasonas. Consiguientemente, 1<1 Corte concluye "lue, COIl 

respecto a todas. menos una , de las 52 personas cnulllcr¡l(las 
en el párrafo 16 del fallo , los Estados Unidos han violado 
la obligación que les incumbe con arreglo al apartado b} 
del párrafo 1 del artículo 36 de la Convención de Viena de 
suministrar información a la persona detenida. 

Apartad(IS a) y c) del pt¡rrafo I del ar tíwlo 3fi 
(I'úrr~ . 91 a 106) 

La Corte: comienza recordando la observación que for o 
muió supnl en el sentido de que el ap",rt~ldo IJ) del párra. 
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fo 1 del artkulo 36 contiene tres elementos. Has ta ahora, 
o bse rva, se ha es tado ocupando Jet derecho de una persona 
detenida a se r informada de que puede pedir que se nori ­
tique a su ofic ina consu la r. A continuación. la Corte pasa 
a considerar otro aspecto del apartado bl del púm.1l0 1 del 
un k ulo 36. Determina que los Estados Unidos tienen razó n 
cuando observan c.lue el hechc.' Ile que la oficina consu lar de 
M éx Íl:o BU ha ya sido notiti cada (Un arreglo a l "partado b) 
del púrafo I J el art k ulo 36 no demuest ra necesarialllell­
k quc la persona detenida no haya sido in formada de: sus 
derechus con arreglo a dic ha disposi.:ión . Puede haber sido 
infortn .. \da y haba renunciado ,1 pedir que se notifi cara ;¡ 

su oflci na consula r. La Corte determina que d io fu e lo l\ue 
ocurrió eTl uno de los dos ,",sos mencio nados por los Esta ­
dos Unidos a este respecto. En dos de los otros tres casos en 
l\lI e los ES1.tdos Un idos alegan que la oficina consular (ue 
notificada formalmente sin previa información a la perso­
na, la Corte (onduye que los Estados Unidos efectivamente 
violaron las obligaciones que les incumben con arreglo a l 
apartadu h) del párrafo 1 del articu lo 36. 

La Corte sei'laL,l que, c.'ll h\ primera de sus conclusiones 
r·ini.lles, Méx ico tambié n pide a la Corte l\ue resuel va que las 
violac io lles que atribuye a los Estados Unidos CO I1 respecto 
al apartado b) del p¡írra(u I JeI 'lrtícu lo 36 también privaron 
a "México de su dere(ho a hrindar protección consular y a 
los 52 nacionalc.'s del der('cho a n'cibir la proh.',ción ,,:ollsu lar 
que México b rindara con iHrt'glo a In:. apart ¡.1(!I)S (/) y (ll ntra 
dl'l p;inafo I del ankul o 36 lIe la C011\'c ll cion··. 

La Co rt e re..:uerda que en su fallo en la C.lusa LaCre/lid 
(I.c./. Ui.'pOrIS 2001 . pag. 492, párr. 74) describió a las rela ­
cio nes entre lus tres apart;:l dús del párrafo I del a rtículo 36) 
como "Ull rég imen illterrelacionado". Las conclusiones 
jurídicas que cabe ext raer de esas interrelaciones dependen 
necesuriamente de los hechos de cada caso. En la C<lusa 
LaGra/ld, la Corte concluyó qut'la o misión durante 16 años 
Je info rmar a los hermanos de su derecho a que su cónsul 
IUlo'ra no tili ( ado efi..:azment t.' había impedido que se ejerde­
I".\n o t ros derechos que Alem'lnia pod ía h.\ber oplado po r 
ejercer con arreglo a los apartados /1) y e). La Corte opina 
que es necesario reexaminar las illtl'rrcJ¡tciones de los trt' s 
apartados de l párrafo I del artic u lo 36 a 1;1 lu z de los hechos 
y circllll sL;.lllcias particula res de la pres(.'llte caus.l. 

En primer lugar, rec.uerdu l\ue , en Ull C;ISO, cuando el 
imputado fut, inform"do de sus derechos , renunció a que su 
o fici na consu lar fue ra notincada. Asi pues , en cse caso no 
hubo v iolación ni d el apartado a) ni del aparti.\do conlra del 
parr¡lfo 1 del artículo 36. 

En los J em;\s casos, a causa de! la omisión Je los Estados 
Un idos en ac tuar de conformidad con el apartado b) del 
párrafo 1 del artículo 36, México estuvo de hecho impedido 
(en algunos casos to talmente. y en algullos (¡lSOS dUfil11te 
períodos pro longados) de ejercer su derecho (on arreglo al 
apartado a) del párrafo I a comunicarse con sus nacionales 
y tener .\Cceso a ellus. Como h\ Cor te }/a h;'1 tenido ocasión 
de t'x plicu, t'S indiferente de te rm inar si México handa 
prestado as istencia con slI lM, "o s i se ha hría di ctado UIl vere ­
dictn diferente. Es sufic iente que la Convenció n con hrit'se 
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esos derechos" (I.e.]. Rt'pd rls 2001, pág. 492, párr. 74), que 
podrían haber sido ejercidos. 

La Corte observa que lo mismo es cierto, par; pasHI, de 
determinados derechos enumeri.\dos C.~n el apartado e): " los 
funcionarios consulares lenddn derecho .. vis itar a l l1ilcio­
nal del Es tado que t'm·ía l\ue se ha ll e arrestado. detenido 
o en pri sion preventiva, a conversar con él. .. ". Sella[a que 
Mcxi..::o hi zo hincapié en el presen te lit ig io en la importan ­
cia Je que los funci onar ios ("onsublres pudieran orga nil. 'H 
su deft'll sa antes JeI juiciu )' durante éste, ye:s pecialmcnte 
en 1,1 f"st· de deterlllin"ción de la pcna. en los C1S\lS en que 
pudiera impone rse una pen;\ grave. México h.l inJkado 
ildem .. is la importan..:h\ de 1;1 asistencia tiIHllh: ier.\ (l de otn.l 
índole q ue los funciomHios consulilfes puedan proporcio­
nar a l abogado defen so r, entre otras cosas en lo toca nte a la 
investigación de [os antecedentes famil ia res)' la cond ición 
mental del imputado, cuando tal info rmación sea perti ­
nente para el caso. La Corte o bserva que el ejercicio de los 
derechos del Estado que envía con a rreglo al apartado e) 
de l párrafo I del artículo 36, depende de la notificación por 
las autoridades del Estado receptor. Sin embargo, puede ser 
que, en C.1S0 de que ll egue a la att'nción del Es tado que envía 
por otros medios, dicha in fo rma..:ió n puede de todos moJos 
permit ir que sus fun cio nar ios consulares <l)tuden a org'lni ­
zar];;1 defensa de su nacional. La Corte determina que asi ha 
ocurrido en 13 casos. 

La Cort e termina su exa men de es te aspecto del..:aso en 
d piÍrrafo 106 dd fa llo, t' n el cual n.'sume sus conclusiont's 
en cuanto a la vio lació n de las di stinUls obligaciones l\ ue 
incumben a los Estados Uni~tos con arreg lo al párrafu I del 
anícu[o.16 en las caUS:dS que tiene <lnte si. 

Párrafo 2 del artículo 36 de la Conve nción dI? Viena 
(párrs. 107 a 114) 

A continuación, la Corte recuerda que en su tercera ("011-

c!usión fi na l Mexico pide a la Cone que juzg ue y Jeclare que 
" los Es tildos Unidos Je Amerka violaron las obligacio nes 
que les incumben con .\fn:glo a l párr¡1I0 2 dd i.\rl íc ulll 36 de 
la Conve nció n de Viena al no proceder a un ('Xilmen y UI1<1 

reconsidcra(ión significativos y efectivos de las declaracio ­
nes de culpabilidad y [as condenas afectadas por una vio ­
lación dd párrafo 1 del artícu lo 36". Más especiticamente, 
México sos tiene lo siguiente: 

"Los Estados Unidos utilizan va ri us Joctrinas jur id iG¡s 
di' deri'cho in ll'rnu para ev ita r lIna úmclu sión que at ri ­
buya eleclos jurídicos i.\ las viulaciones del a rtícul\l 36. En 
primer lugar. a pesar del claro an.ílisis de es ta Cort e en 
la c¡t usa LaCrand, los tr ib una[c.·s de los Estados Unidos, 
a nivel de los es tados miembros yen el plano fedt.' ml , 
siguen invocando las doctrinas de la preclusión para 
impedir todo examen de las vio laciones del artícu lo 36, 
incluso cuando el nac ional no hubiera tenido conoci ­
miento de sus derechos a la notificación y la comul1ica­
dón COI1SUhl res y consigu ientemente eJe su posibi lidi.\J de 
plant(.·ar su violación como una cll(.'s tión en el juiciu, a 
causa de la o m is ión de las autoridades competentt's en 
c umplir con el artículn ~6 ." 

fo 1 del artkulo 36 contiene tres elementos. Hasta ahora, 
obse rva, se ha estado ocupando Jet derecho de ulla persona 
detenid,\ a ser informada de que puede pedir que se noti ­
nque a su oficina consular. A continuación, la COrle pasa 
a considera r otro aspecto del .. partado bl dt'l p¡irrafo 1 del 
a rtículo 36. Determiml 4ue los Estados Unidos tienen razó n 
cuando ooservall que el hechl) \le 4ue la oncina consu lar de 
MéxklJ IlU haya sido Ilotificada con arregln <11 apiutado b) 

del púrafo 1 del artklllo 36 no demuestra neceslHialllt'n­
k qut' la person,\ delcnida no ha}' ~l sido informada dc.: sus 
dc:n:chos \:"011 :¡rn::glo ¡I dic ha disposkiótl . Puede haber sido 
infNtllada y huber renunciaJo ,l pedir que Se: notifi cilra ;¡ 

su oficina í.:OllSU!:.lr. La Corte delennim\ que d Io fu c lo l\uc 
ocurrió eTl uno de los dos (ilSOS menc io nados por los Esta ­
dos Unidos a este respecto. En dos de los otros tres casos en 
lllll' los Est¡ldos Unidos alcgan que la oficina consular (ue 
notificada formalmente sin previa información a la perso­
na. la Corte concluye que los Estados Unidos dectivamente 
violaron las obligaciones que les incumben con arreglo al 
apartadu h) del párrafo 1 del articulo 36. 

La Corte sei'lah\ que, l'll hl primera de sus conclusiones 
r·in"lles. México también pide a la Corte que resuelva que las 
violaciones que atribuye a los Estados Unidos con respecto 
al apartado b) del p¡írrafu 1 JeI artículo 36 también privaron 
a ··México de s u derecho a hrindar protección consular y a 
lus 52 n,lI:ionall's del der('cho <l rl'cibir la protección consular 
que Méxku brindara con arreglo a lo:. apart "ldns 11))' ¡:nntra 
del p;inafo I del arl.iculo 3(, de la Convención··. 

La Cort e.' recuerda que en su fallo en la causa LuGmlld 
(I.c./. Reporls 2001. pag. 492, parr. 74) describió <l las rela­
ciones entre los tres apartados del párrafo I del artícu lo 36) 
como "un régimen inh:'rrehILionado". Las <.:o ndusiones 
juridi<.:as que cabe extraer de esas interreladones dependen 
neces<lriamente de los hechos de cada caso. En la causa 
L(lGrmld.la Corte concluyó que la omis ión durante 16 años 
Je informar a los hermanos J e su derecho a que su cónsul 
IUl;.'r;l notilic;ldo eficazmente había impedido que s~ ejerde­
r;.ln o t ros derechos que Alemania podia luber apIado por 
ejercer con arreglo a los apartados 11 ) y e). La Corte opina 
quc es necesario reexaminar las interreJac.iollcs de los tre s 
apartados del párrafo 1 del articulo 36 a la luz de los he.'chos 
y circullst;.lIlcias particulares de la preS(.'lltl:.· causa. 

En primer luga r. recuerda que, e n un (¡150, cuando el 
im put ado fue informado de sus derechos . renu llció a que su 
ofici na consu lar fue ra notiticada. Así pues, en ese caso no 
hubo v iolación ni del apartado ti) ni del,\part;'ldo mntra del 
parnt(o I del articulo 36. 

En los Jcm¡lS CrlSos. a \:"ausa de la omisión Je los Estados 
Un idos en actuar de con formidad con el apartado b) del 
p¡írrafo I del artículo 36. México estuvo de hecho impedido 
(en algunos casos totalmente, y en algunos casos durante 
períodos prolongados) de ejercer su derecho ":011 .. rreglo al 
apartado a) del parrafo 1 a comunicarse con sus nacionales 
y tener .. lCceso a e llos . Como hI Corte }' <' ha tenido ocasión 
de t'xplku, es indiferelllt.' determinilf si México hahría 
prestitt!o asistencia cunsu lar, "u s i se hahría dictado un vere­
di..:tn diferente. Es sutlcienH.' que la COllvendon confiriese 
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eSos derechos" (I.e.]. Rt!port$ 200/, pág. 492, párr. 74) , que 
podrían haber sido ejercidos. 

La Corte observa que lo mismo es cierto, pari passu. de 
determinados derechos enumerados en el apartado l.:): " los 
funcionarios consulares tendrún derecho a vis ilar alnucio­
nal del Est.ldo que envía l\ue se halle arrestado, detenido 
o en pri sión preventiva, a conversar con él. .. ... Se'lala que 
Méxi..:o hi zo hincapié en el presente litigio t'n la. importa n­
cia Jt' 4tle los funcionarios consu!;lres pudieran organil.<lr 
su dcf('nsa antes del juicio y durante éste, y especialmente 
en la filS(' Je determinación de lil pella, en los (;ISI1S en que 
pudiera imponerse una pen;\ grave. México h.l indi..:ado 
adem .. is la importó.lIlda de 1;\ ,\slstencia tinancier;l o de olnl 
índole que los funciomlrios consu lues puedan proporcio­
nar al abogado defensor, entre otras cosas en 10 tocante a la 
investigación de los antecedentes famil ii.lfes }' la condición 
mental del imputado, cuando tal info rmación sea perti­
nente para el caso. La Corte observa que el ejercicio de los 
derechos del Estado que envía con arreglo al apartado e) 
del párrafo 1 del articulo 36, depende de la notincación por 
las autoridades del Estallo rl.'CCplor. Sin l.'mbargo, puedc scr 
que, en caso de que llegue a la atención del Estado \.jue envía 
por ot ros meJios, dkh¡¡ info rm"lóó n puede de todos modos 
permit ir que sus funcionarios wnsu lan:s ayuden a organi ­
zar];;\ defensa de su nacional. La Corte determina que así ha 
ocurrido en 13 casos. 

LI C orte termina su examen de- ¿'ste aspecto del caso en 
d p .. ¡rrafo 106 dd fallo. I:.' n el cual rl:.'SUIllC sus conclusiones 
en cua nto a la v iolación de las distintas obligaciones que 
incumben a los Estados Uni~tos con arreglo al parrafo 1 del 
artículo .16 en las causas que tiene ante s i. 

Párrafo 2 del artículo 36 de la Convellción de Viella 
(párrs. 107 a 114) 

A continuación, la Corte recuerda que en su tercera ~()n­
c!usión n nal México pide a b Corte que juzgue y Jeclare que 
" los ESlilJOS UniJ,\s J(' América violaron las obligacio nes 
que les incumbt'n con '.lfreglo al párrafo 2 dd artkulu 36 Je 
b Convención de Viena al no pro(cder a un examen y una 
ret.:onsideración signifiGltivos y efe..:tivos de las declaracio ­
nes de culpabilidad y las condl'nas afectadas por una vio ­
lación dd párrafo I del artículo 36". Más especificamente, 
Méxko sos tiene 10 siguien te : 

"Los Estados Un iJ os utilizan varias doctrinas juridic;ls 
dt~ den:cho ¡ntl'rnu para evita r una conclusión l\1It' at ri ­
buya electos jurídi.:ús ;llas vlulaciones del ¡Irt icul(\ 36. En 
primcr lugar, a pesar del cla ro an,Uisis de Cl'ta Corte en 
la. caUSil LaGmlld. los tr ib unalt·s de los Estados Unidos, 
a nivd de los estados miembros y en el plano feJeral. 
siguen invocando las doctrinas de la preclusión para 
impedir todo examen de las violadones dd artículo 36, 
incluso cuando el nacional no hubiera tenido conoci ­
micnto de sus derechos a la notificadón y la comunica­
ción consulares y consiguientemente de su posibi lid,H..! de 
planttar su viol .. ci6 11 como un" cuestión {'n el jllic.iu, a 
causa de la omisión de las autoridades competentes en 
c umplir con el artículn 36." 
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Cont ra esa alegadón de Méxko, los Estados Unidos arg u· 

mt'ntan lo sigu iente: 

" los sistemas de justici a penal de los Es tados Unidos 
tmuan e n cuen ta lodos los erro res en un proaso la nlo 
medi<lnte proced im ientos judici a les (amo mediante 
p rocedimientos dt: grada ejet.:utiva , recurriendo a eSloS 
liltimos ..: uandn las reglas sobre prl!dusiún h;IY;¡1\ exdui · 
Jtlla pos ibiliJ ad lI c utili z:1r los prime1"<ls . Fs Jcdr tlue las 
·It'yt.'s y reg hI111 t.'ll lado llt.'s' d t.' los Estados UniJos preve n 
la corrección de los erro res que ocurra n y sean pen inen ­
tes par:, un imputado en c¡\Usa pen,,1 mediante una com· 
h ini¡ción d t' revis ió n jud i..:ia l }' c1l'n)t~nc iJ . Esos procesos 
c0111b inados, t rabujando junto con o t ras ¡\utorid ¡¡des 
compe tentes. dan pleno efecto a los fines que proc ura 
aJe¡uu.lr el púrafo 1 del ar t íc ulo 36, de cúnlorm idad 
(on el párrafu 2 del artícul u J{¡. V, en la med ida en que 
ha ya ut.:urrido una vio ladón del párrafo 1 del a rl kulo 36, 
Jichos pro¡;edimien tos c umplen la (u nció n rcparato ri a 
del párra fo 2 dd a rt ícu lo 36 p~rmiliendo qu c= los Es tados 
Unidos p rot:edan .\1 examen y la reconsideradón de las 
JechlnKiones de c ulpabilidad y las condenas de m¡¡nera 
compatible (on el fallo en la ( ¡lusa LaGrtmd." 

LI Corte observa que ya ha cons iderado la aplicación 
de la rc~ l a Ihl1nada de 10.1 ·· predusit'l n prtlCl'Sa l" cn la causa 
l.t¡ (jnll1d, ( uando la Corte a~ordó 1;\ ( ll{'st ión de sus (onse· 
cucncias p;l1"a la ~Ipli cac i ó n dd p:irr¡¡ ft) 2 dd ~rt i'lllo J6 J t.' 
la Conv~nciú n de Vie na , I. ~l Corte puso de rdic=\'t.' que " debe 
ha ..:e rsc ll1la di stinció n ('11 11't.' esa reg la CO!llCl la l y su aplica · 
ción concre ta l' n la prescn te (ausa", dj(ie ndo lo !Hsuicnle: 

"En si misma, la reghl no viohl el artículo 36 de la Con­
v(,llciún de Vi('na. El problema se plantea cuando la regla 
de la pre¡;lusión procesal no permite que la persona dete­
nida impugnl' la dedaradón dc ("ulpabilid.aJ y la (ondl!l1<l 
;:llega ndo, sobre la base del párrafo I del art iculo 36 de la 
(;unwnció n, que las autoridades nacio na les competentes 
no cumplieron su obligación de proporcionar la informa · 
dón consular requerida ~si n demora", impidiendo de tal 
modo a la pe rsona solici ta r y obtener asistencia consu· 
)¡¡r dd EstaJo que envia." (f.c. /. Reports 2001, pago 497, 
pár r.90.) 

Sobre esta hase, la Cor te ..::ondu}'ó que "1<\ regl:l de 1;.1 

prcc!ll sión prot:csa l impidió que el abogado de la J.aGnmd 
i,npu~na ra c::hc:l zmCnll' SllS dec laraciones de ..:u lp¡\bilidau 
y SlLS condenil s, sa lvo por motivos. fund ,ldos en l'1 dere..:ho 
const itucion.,1 de los Estados Un idos" (ibid ., párr. 91). La 
Corle cons rd er.\ 411e es.\ a legación es igualmente vá lida en 
rcl"dón con la pn'scnlc causa, en la cual varios nacion¡\ les 
mexic.lIlos fueron colocados exactamt'llte en una situación 
de esa índole. 

La Corte obse rva "demás que la regla de hl preclusión 
procesa l no ha sido revisada, ni se ha lomado medida algu · 
na para impedir su aplicación en casos e n que la p ropia 
omisión de los Es tados Unidos en info rmar haYJ impedido 
4ue los abogados pudieran plantear la cues tión de una vio· 
];,Ición dl~ la COIl",: nción de Vit~na en la primen \ inSlilnd" 
del ju icio. La Cort e Seil ¡II~\ además que en varios dt' los casus 
citados en las conclusiont.·s fina les Je México la regla <le lo, 

prcdusión procesal ya había sido aplit;aJa , y que: en otros 
pod ía apl ica rse en fases posleriores lid procedirnit'nto. Sin 
embargo, ta mbién se ilala que en n ingu no de los casos, con 
exce pción de los tres que se mencionan ¡"fra, el proced i­
miento p~n'll contra los nacio ni.lles mexicanos alectados )'J 
ha lI eg¡¡do a un" rase en hl que no exi sta ningl1n ,1 0 11';,1 posi­
bilidad de reexamen jud icia l de dichos (¡¡sos: lu cual qlli~re 
dl'cir ljuc Illdavía nu h ,~ quedaJlIl'xcluida la p'.lsihilid'HI li l' 
"('xa ml'n y rcconsidel'<u:- ión" de la ded<l radón de cu lpilhiJi ­
dad ), 1;1 condenll, según lo requerid u l't! la caus¡¡ l .a(;l"fllld, 
y segú n se ~xpJica en los párrafus pos teriores del 1".111 (1, Por 
cons ig uien ll', la C urte dete rmi na que scrin prematuro que la 
Cork concl uyera en la presente (ast.' llUl'. l'n esos ("SOS, ya 
hay uml violació n de las obl igaciones con arreglo al párra· 
fo 2 del a rl ículo 36 de la Conven..: ió n de Viena. 

En contraste, la Curte sC I'Iah, quc l'n los ca sus de.' lus t n.'s 
nadona les mexica nos t.: il;ulos, la Jcda ra..:ión de ":Ulp'lbil idaJ 
y la condena han adquirido c:mlctl'r defin itivo. Además. I! Il 

uno de d ichos casos, el Tribunal de Apelaciones Pemlles de 
O klahoma ha fijado una fecha de ejecució n. Por consig uien · 
te . la Corte determi na que debe concluir que, bajo rese rva 
de las observaciones que expone más adelante respecto de 
los p rocedimientos de gracia, l' n rel ac ió n con csas tres per ­
SOllas , los Estados Unidos han v io lado las ob ligadclIH.'s que 
les 1I\cumben ..:un arreg lo al p.irra fu 2 lid artícu lo Jtí de la 
Cnnvell..:ión de Vie na . 

CO II SC,·Ul'/kIllS jurftliú l5 de /a Ilhl!adúlI 
(p;Í rrs. 11 S a 1 SO) 

H abiendo concluido que en la mayo ría de lus caS( IS plan · 
te¡ldos ante la Corte por México en los 52 casos ha habi­
do un incumpli miento de las ob ligacio nes prescrit as en d 
apa rt ado b) del párrafo 1 del aní..:u lo 36 dt: la CO Il \'t!ndón 
de Viena, la Cortt! pasa a l examen de las consecuencias jurí ­
dicas de dic ha ViO!;:lci<l11 }' de la correspondiente repa rac ión 
jurid ica. 

Recuerda que México, en sus conclusiones t.:uart'l, quinta 
y sex ta, pide;¡ la Corte que juz.gut: y declare: 

"4) Q ue en vi rtud de lus dailOs sufr idos pUl' México pur 
derecho propio y en ejercicio de la protección diplomal ica 
de sus nac iona les, México t iene derecho a la plena repa­
radón de ta les da ilos en for ma de restitutio in intcgrurll : 

"5) QUl' dicha restitución consis te eJl 10.1 obligación de 
res tablecer d stclfll (JIIO clll /(' a nula ndo o pr iva ndo l' n 
olra rurma de 10d'l fuerza o efecto a I<ls declOlr,l ciones de 
cul l>i.\b ilidad y las condenas de t Od 03 los 52 nacinn ales 
mexi~an()s; 1)'1 
"6) Q ue dic ha rest it ución también compre nde la obli­
gación de toma r todas las med idas necesarias para ase · 
gurar que una anterior violación del artículo 36 no a tecle 
los procedimientos posteriores." 

Por su parle, los Es tados Unidos a rg umenlOln lo siguient e: 

"La ratio rlecidendi dd fallo en la causa LtlGnmd requiere 
q llt' los Estados Unidos p roceda n, en cada ... -aso, a un 'exa­
rnen r reco rl sidera( ió n' que ' tenga en cuen ta' la violació n. 
y no a un 'examen y revot:adón', ni a la excl usión genera l 

Contra esa itlega¡;ión de Méxi..:o.los Estados Unidos argu-
mentan lo siguiente: 

" los sIstemas de justicia penal de los Estados Unidos 
tol11an en cuenta lodos los errores en un proceso ta nto 
ll1edi¡,lnte procedimientos judiciales como mediante 
proce::dimientos de gracia eje,,:-utiva , r~currit"ndn a estos 
olt imos ..:ualllto las reglns s()brt~ predusi')!l haynn I!x..:lui · 
Jllla posibiliJad lit' util iz:lr los prirn~rcls , Fs Jer..:lrllue Ins 
' leYl's y reg lamt'n tndollt's' dt' los F. .. H"dos Unidos pn.'ven 
b corrt'cción Je los errores qut' ocurra n y sean pertinen­
tes p'lr" un imputado en causa penal rnediante \lila COnl­

billitción de revisión jud i(ia l )' eJemenci3. Esos procesos 
combin<ldos. trabaj<lndo junto con otras illltoridudl's 
compett"nles, dan pleno elec to a los fines "-lue procura 
:lJcanz.lf d párrafo I del artículo 36, de conformidad 
con d párrafo 2 del artículo 3t\. y, en 1;, medida en quc 
ha ya or..:urrido una vio ladón del párrafo I del arlkulo 36, 
Jichos pro!"":cdimien tos cumplen 1:\ función rer~\ratori;\ 
del párrafo 2 dd artícu lo 36 permitiendo que los Estados 
Unidos pl"O.:edan a l examen y la reconsideración de las 
J edantciones de culpabilidad y las condenas d~ m.\llera 
compiltible con el fallo en lu r..:.lUsa LaGrtllld," 

LI Corle observa que ya ha considerado lu aplicución 
de la reg la llamada de 1<1 "predusi,'JIl procesal" en la Cl\IS.1 

1.1I(',mrd, r..:ualhlo la Corle ahordó 1;\ r..:uestión de ~lIS r..:OIlSl'­
clIcnciilS para la aplicacit"ln Jel p:irrafo 2 lid ilrlkulo 36 dI..' 
la Convt:nciún de Vien", La Cork puso dt' relievl." que " debe 
h"(CrSé una di st inción t~lltre eSi.I reg la (OtllO tal y su aplica ­
ción r..:onr..:rel<l en la prescnt~ (illlS.I", diciendo lo s lguil'nt~: 

"En sí misma. la reg la I1U viula el arlículo 36 de la Con­
ve-nción de Viena. El problema se p l.mtea c uandu la regla 
de la preclusión procesal no permite que la persona dete­
nida impugne la de¡;:l;uación Je ¡;:ulpabilidad y la !""ondena 
;llegando, sobre la base del párrafo I del articulo 36 de la 
Cunvención, que las autoridades nacionales competentes 
no cumplieron su obligación de proporcionar la informa­
dón r..:onsular requer ida ~si n demora", impidiendo de tal 
modo .1 la persona solici tar y obtener .ISls tencia consu­
I;lr dd EstaJo que envia." U.c./. Reports 2001, poig. 497, 
p,lrr, 90,) 

Sobre esl" b¡\st" la Corte wnduyó que "1<\ reg!;' dc la 
prcc!usión procesO\ 1 impid ió que el 'Ibogado dc la l.l¡C;m"d 
itnpu~n"ri\ dica zmentl' sus declaraciones de culpabilidad 
y sus condenas. SOlivo por mot ivos ¡undados en d de re..:ho 
consl ilu.:ional dI:' los Estados Unidos" (ibid ,. parr, 91). La 
Cor te considera t.¡uc es.\ a legación es igu<lllllcn te vá lida t>H 

rdación e,on la presente causa, en 1;:1 cu.tI varios IHlcion<tles 
Olexicotnos fueron colocados exactamente en una situ;,¡ción 
de esa índole. 

LóI Corte observa además quc la regla de la prec1usión 
procesal no ha sido revisada, ni se ha tomi\do medida algu­
mi para impedir su aplicación en casos en llue la propia 
omisión de los Es tados Unidos en informar haya impedido 
4ue los abogados pudieran planteilr la cues tión de una vio ­
hleló n dt~ la Conn'nción de Vit~ na en 1:1 primer" inS[;Ulci" 
del juicio. la Corte seú;,I;¡ adenl<is que en varios lit' los casos 
citados 1;'11 las cOlleJusiollt'S fillalc~ de México la regla de 101 

prt'dusión procesal ya habia sido aplicada, y que en otros 
podía aplicarse en fases postt'riores dd procedimiento. Sin 
embargo, también seila la que en ninguno de los casos, con 
exr..:epdón de los tres que se me ncionan ¡,,¡ra . el procedi ­
miento p~nal contra los nacion .. tles mexicanos afe(tados yJ 
ha lIeg.ldo a una fase en hl que no exista ninguno\ otn,\ posi· 
bilidad de reexamen judicia l de dichos casos: 11,) cua l tll1i~re 
dt.'cir ljUC h,.l<lavia nu ha quedadu ,,'xeJuida la pt.lsibilid'HI Lit.' 
"t'xa mt'n y reconsidenldón" de 1.1 dedaradón de culp .. hili ­
dad}' hl condenu, según lo req uerido t.'tl la caUS<l ¡.aGrand, 
y según se explica en los párr"fos rl,)s tel'iort:s de l ti.dh Pur 
consiguiente. la Cor te det ermina que seria prematuro que la 
Cc\ rtt' (oncluyera en la presente fasc que, t.'11 esos (¡¡SOS, ya 
hay una violación de las obligaciones con arreg lu ul párra· 
fo 2 del arliculo 36 de la Convenóón de Viena. 

En contraste. la Corte se lla!;1 que en los casos tlt' los t res 
nadonales mexicanos r..:itados.la Jedaradó n de .:ulpabilidnJ 
y la condena han adquirido carácter definitivo. Además, en 
uno de di..:hos casos, el T ribunal de Apelaciones Pena les de 
Oklahoma ha fijado una lecha de ejecución. Por consiguien­
te . 1<1 Cor te determina que:: debe concluir que, bajo rese rva 
de las observaciones que expone más ade lante respecto de 
los procedimientos de gracia, ('n relación con esas tres per­
SOll a s, los Estados Unidos han v iolado las obligaciones que 
les IIlculllben con arreglo al pi\rrafo 2 dd ¡Irticu lo Jli de la 
Cflnvell.:iún de Vie na. 

Ctl /lS(.','UC/h'//IS jurr't/i .. :as de /a ,' io/adoll 
(p:írrs. 115a 15Ú) 

Habiendo concluido que en la mayo ria de los CaS(IS plan· 
te¡ldos ante la Car ie por México en los 52 casos ha habi ­
do u n incumplimit'nto de las obl igacio nes prescr it as en el 
aparlaJo b) del pá r rafo J dd artículo 36 de la Convención 
de Viena, la Cone pasa a l examen de las consecuencias jurí­
dicas de dicha viohlCión y de la correspondiente reparación 
jur idica. 

Recuerda que México. en sus conclusiones !"":uarta, quinla 
y sexta, pide a la Carie que juzgue y tleeJare: 

"4) Que en vinud de los daitos sufr idus por M~xico por 
de recho p ropio y en ejercicio de la protección diplolná tk:\ 
de sus nacio na les. México liene derecho a la plena repa · 
ra..:ión de ta les dailos en forlllil de rCJtitutio il1 integrulI/ ; 

"5) QUl' dicha restitución consis te en 101 obligación de 
res tablecer t·1 5t(/tll (J IIO mil" a nulando () priva ndo ,,' 1\ 

olra rUfIlt<.1 de tod.l fuerza Cl efecto a las declOlnlcit.mes dc: 
(ltlp;'lbilidad y las condenas de to d o~ los 52 nacio nales 
mexicanos; Iyl 
"6 ) Que dicha restitución también comprende la obli­
gación de tomar tod<ls las medidas necesarias para ase­
gurar que una anterior violació n de l articu lo 36 110 atecte 
los procedimientos posteriores." 

Por su parte, los Es tados Unidos argumentan lo siguiente: 

"La ratio rlecidendi del fallo el1 la causa LaGnmd requiere 
t.¡ut' los Es tados Unidos procedan, en caJa caso, a un 'exa­
men r rewl\ sidera..:ió ,, ' que ' tenga en (uenla' la violación, 
y no D un 'examen y revoca..:ión', ni a la exclusión genera l 
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de las prllt'bi\ s o la nnu ladón general de las dt'daradones 
de c ulpabi lidad sim plemente porque hubo una violación 
del p<Írrafo 1 del arlículo 36 y s in conside rar su efc.>c[o en 
la declaración de culpabil idad y la condena, ni tampoco 

' un resultado preciso , concreto , determinado: resta ­
blece r c.> l stll/U IltlU IIrlte:'," 

La Corte seña la que su ..::omctido en la prCSt'll tt' (il USa es 
determ inar nl .U sc: ria la n! l'a racj¡'1ll ad ... ..:: uada por las vio­
lar.:io l1t's lid a rt Ít'ulo 36, La Corte ,,::o llllu}'c tlUt' lo sc ilalad\) 
supra Jeja ell claro qUe los hc:..::hos inkfl1a..::ionalrnC: ll tc ilí ­
citos co metidos por los Est'ldos Un idos consist ieron en la 
omisión de sus autoridades competen tes en informar il los 
ll <\c io l1<lles mexicanos afectados, llotitiCill' a las o ncinas con­
su la res de Méx ico y perm iti r que Méx ico prest.lf<\ ;,\sistenci a 
consular. 0rin<.llJue de d io se infiere que la repamción que 
cumpt'Jlse t'sas viulacio nes dc.'be consis t ir ,'n u na ubligación 
de los Estados Unid os de perm itir el examen y la reconsi­
der,lCió n de los casos de esos nac iona les por los tribuna les 
de los Estados U n idos, con m iras a vcrifica r si en ..::ada c<\so 
la vio lación dd artic ulo 36 cometida po r las auto r idades 
competen tes causó un perjui..::io efectivo al impulado en el 
proceso de adm in istración de justicia penal. 

La Corte cons idera que no debe presumirse que , como 
anrma México , la ¡ll1u lación pa rci.d o to tal de la decla ració n 
de culpabi lid'ld o la pena cons tit uya la necesa ri a y única 
reparación . En la presente caus" no son hlS declawciullt's de 
cul pabilidad y hts condenas dI.' los n.u.:iunales Illt'XH.:anos lo 
que se considera lInil violación del de recho intern;\c io nal, 
sino ún i..::a lllt'ntt' tlctt'rlll inadas vÍf, laci\lnes de obli g,lCiones 
cnnvendon'llcs que las pn:cc:dicron , l\ láico, según st.' ll ala 
la ~ (\ r1e , ha sos ten id.o además q ue el derec ho a 1;'1 no t ifi ea­
(ión consular y la coOlunicKión consu lar "::011 arreg lo a la 
CO ll vell..:ión de Vie na es u n derecho humano de natu raleza 
tan (unda lll l'ntal que su infr'lcción prod uzca ipso facto el 
efecto de v icia r todo el proceso del procedimiento penal tra­
mitado en v iol,le ión de ese derecho fundamental. La Corte 
ohse rva que la cuestión d e s i los derec hos de r ivados de la 
C:onve n..:: ión de Viena son O no de rechos humanos no es u n 

lern.1 que tenga que decid ir. Seña la , empero, que ni el tex to 
ni el objeto)' el fin tlt' la Ct)nvención, ni ta mpo..:o ning una 
indicación ..::o ntc:nida en los trabajos prt'pa rntorios, s irvt.' JI.' 
apoyo a la ..:ond us ió n que M~xi..::o t'xtl'al:.' tlt.' su argulnt'nto;:\ 
ese res pec to, La Corte dderln in.l qlle, por esas rnzoneS, no 

pue.de hacerse lugar a la cuarta y la quinta conclu siones d e 
México. 

Desarro ll ando su sext<l conc lusión, Mexico sos t iene que 
"CUinO lIl hl dI." 1t.1s aspc":los dI.' 1,1 ,.t'.~titllli(l ill illtegrw J/ , 

Máico también ti en!:.' d(' rc..:ho a qu l.' sr o rd l' nl' que t'n cua l­
qukr proct,tl im k nto pl'nal l'ostt' r ior cont ... ll05 na..:io nak's, St' 
,.' xc lll y;'l n las J ecla raciones y conlcsio llt's obtenidas an tes de 
la l10t inc;1ción a l nacional de su derec ho a la asistend,l cun ­
su hlr". La Corte opi na que esa cuestión debe se r eX'1I1linada 
en relació n con las circunsl'\lKias concretas de cada caso 
por los tribuna les de los Estados Unidos competen les para el 
proceso de su examen y re,,::ollsideració n , Por esa razón , no 
puede hacerse lugar a lu sexta conclusión de México. 

Si hi en recha za las ..::o ncJ lI s iollt'~ ( uarta, 4u inta)' sex ta d e 
Mexi..:o rd,h: inncldas con la reparaciún por las violacio lles 
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por parte de los Estados Unidos de sus obl igaciones int f.' r­
nacionales con a rreg lo a l artícu lo 36 de la Convencio n de 
Viena , la Corre señala que sigue siendo cie rro que_ tates d o­
lac iones se han cometido. y que cons iguientemente incum be 
.\ la Cor te especitica r cuál es la reparac ión reque r ida p;ua 
compensar el d año in fer ido a México)' a sus nacionales por 
I\ls Estados Un ido~ por el in..::u mplimient ü de di chas o hliga ­
(io n ~s In tt.' rna( iOllaks, 

A este res pecto. la Cnrte recuerda que la sépt ima con ­
clus ión de México tamhié n pide a la Corte que juzg ue y 
Jecla re: 

"Que en la med ida en que a lg un a de las 52 declaracio nes 
de culpabilidad o ~ollt!cllas no sca anulada . Ins Estados 
Unidns proceJ er:í n , por medios de su propia elc..:..:ión, .l 
u n examen y a una rt'(o nsi Jer;lcion signiti..:a tivns}' eft''':: ­
(ivos de las declaraciones dt' culpabilidad y las COmkn¡l S 

de los 52 nacionales. y que d icha obligación no p uede 
cumplirse por medio de procedimientos de g raciO]. n i e n 
caso de que se ap lique u na regla o doct rina de derec ho 
interno [q ue no reconozcan la import,1I1cia juridica de la 
v iolación del párrafo 1 del a rt ícu lo 36)." 

Respecto de esta cuestión del "examen y reconsidera­
ción", los Estados Unidos ¡¡ sumen la posición dt, que h ,II1 
ajus tado su condllct;1 a l fa ll o en la causa LaGnmd, [)eS,ilfftl ­
Ihll1do Ill ás eSe punto, los Estados U n idos argumentan que 
"[I]a Corte dijo en la causa LaGralld que la t'b.~c:: i b ll d e los 
IIH~dios p"ra pl'rmitir el ex .\ nlc n y 1" reconsideración que 
exig ía 'd ebe t:¡uetl ar librada' a los Estados Unidos", 

La Corte Se fl a la qlle cua ndo expl·esó en su fa lto ell b 
caUSil l .aGn/lld que "los Es tados Unid\ls de Amáica , por 
Illt'llios J e su propia dt' c..::ió n , permiti rán el exalllt'n y In 
rec::o nsiderat:ión d e la decl .mldón de (ldpabilidad y la 
condena" (J. c. /. Reports 2001 . p;íg. 516, párr. 128; la Corte 
reconoció que las modalidades concretas d el examen y la 
reco nsideración menc ionados d eberían queda r Iibroldas 
primariamen te a los Es tados Unidos, Debería subnl ynrse, 
empero, q ue esa liber tad de elección de los medios para el 
examen y la reco ns ideració n mencionados no es s in ¡-e'ser­
vas: como deja abundantemente en ..:: Ia ro el pasaje dd fa tt o 
dtado supnl, d l'xamen y 1<1 rt.'t.·o ns idc r<ll:Íó n mendonat!os 
han de llevil rst' a cabo " ten iendo en cut'n ta la violació n de 
los d erechos consagrados en la Conve n..:: ión" (I.c. /. Uepvfts 
2001, p<Íg. 5 14, párr. 125), incluida , en particul ar, h\ cuest ión 
de las consecuencias juríd icas de la violación en el proccod i­
m ienlO pen.d que sigu ió a d icha violac ión , 

L:t Corte obse rva que lit sit uació n actual en el p r\lcetl i­
l1li ~lI t O pella l de los Est<ldus Unidos, según lo ha t·x~,li ..:: ad o 

el Agente en las <ludicn..:ias, t·S lal que una prete ll s ión fun ­
d ada ('n la violación del párf<lfo t JeI articu lo 36 dt' la COIl ­
vención d e Viena , po r fu ndada que sea t' n si misma, pod rí:t 
quedar exclu ida en los tr ibu na les d e los Estados Unidos por 
efecto de la regla d e la preclusión procesa l. La Cor te opina 
que el punto crucial en esta situación es que. por eiecto de 
la regla de la preclusión procesal ta l como se apl ica en la 
aaualidad, el imputado ve efec ti vamente limitada su posibi ­
lidad dI.' procuT;lr la vindicación de sus d erechos ..:on arreg lo 
a la Constit ución d e los Estados Un idos, 

de las pnu.'bils o la ¡umladón general dt'lils dt.'daradones 
de culpabilidad simplemen te porque hubo una violación 
del p<Írrafo I del arlkulo 36 y sin considerar su ef~C[O en 
la declaración de culpabilidad y la condena, ni tampoco 
.. 'un resultado preciso, concreto, determinado: resta ­

blecer el .5rall/ IJUU arlt,~'." 

La Cune señala que su \:01llclido en la presente C<llIS¡1 es 
determinar l"ll.íl sC"ria la n:l'aracillll adl"..::uada pur las vio­
I;\r..:iont's lid artÍl'ulo 36. 1.:1 Corte \:o lll"lu )'c qut' lo scrlal.uh) 
Hlprt/ deja en daro qUe los hc:chos inkl"lladonalrnt:ntt: ilí ­
citos cometidos por los Estados Unidos consistieron en la 
omisión de sus autoridades competentes en informar a los 
!l<\ciol1<lles m~xicanos afectados, !lotinc'l!" J las oficinas COIl­

su lares de Méx ico y permitir que Méx ico prest.l!"a "Isistencia 
consular. 0rinuljue dc d io se infiere qut' la repal"ilción ljuc 
compt'Jl se c:sas viul.\Ciuncs dd.lt.' consis tir t.'n una ubligación 
de los Est.ados Unidos de permitir el examen y 1.1 reconsi­
cler;lCión de los casos de esos nacionales por los tribunales 
de los Estados Unidos, con miras a vcritica r si en cada c¡.\so 
la vio lación dd articulo 36 cometida por las autorid"des 
competentes causó un perjuicio efectivo al imputado en el 
proceso de ud mini5lración de justicia penal. 

La Corte conside ra qlt~ no deb~ presumirs~ que, como 
atirllla México, la ¡ll1ul .. u::ión parcial o total de \;1 declaración 
de culpabilidad o la pena cons titu ya la necesaria y única 
reparación. En la presente causa nu son J;,IS dedawcioJl(.'s de 
culpabil idad )' hls condl"llas de Ins nacionales mexICanus lo 
que se considera una violadún del derecho inte rna(;iona l, 
sino úni..::alllentt' dt:tt.'rlllinad a!i vi(lladllllcs dt: obligaciollt.'s 
convendon'lles 4UL.' las prt:ct'llicron. Máico, según st.' 11<11" 
la enrte , h:l sos tenido ad~más qll~ el derecho a la no titi ca~ 

(ion consular y la clHllunicKión consular con arreglo a la 
Conven..:ión de Viena es un derecho humano de nalUraleza 
tan funda m en ta l que su infr'lCción produzca ipso faclo el 
efecto de viciar todo el proceso del procedimiento penal tra­
mitado en violación de ese derecho fundamental. La Corte 
ohserva que la cuestión de s i los derechos derivados de la 
Cllnvendón de Viena son o nn derechos humanos no es un 
lern.1 que teng'l que decidir. Señala, empem, que ni el texto 
ni el objdo )' el fin de la Cl)nVenc:ión. ni lampo..:o ninguna 
indicación LOlllcn ida en los ' .. ¡lbajus prl'paraIUrios, sirve JI.' 
apoyo a la ~ondusión que M¿xko extra!;' dt.' su argumento 1.1 
ese respecto, La Corte delermin'l qlle, por esas razones, no 
puede hacerse lugar a la cuarta y la quinta conclusiones d e 
Mexico. 

Desarro llando su sexta conc lusión, Mexico sos tiene que 
"Como lIlhl de· los aspc..:tlls de la "I!.~ritllli(.l ill illlegrwJ/, 

Máico también tient' dt.'rc..:ho a qlh.' sr ordl.' l1l' t..jLlt.' en \:ual -
4u it.'" procL'Llimit.'nto pt.'n¡¡ll'ostcrior (unt ... , los na..:ionak's, Sl' 
l' )ü.: luyan las declaracionc:s y conlesionc:s obtt:nidas antl.'S de 
la lwtincilción a l nacional de su derecho a la asistt'nci¡l con · 
sulu". La Cor te opi na que esa cuestión debe ser ex.uninada 
en rel ación con las circunstancias concretas de c.ada caso 
por los tribunales de los Estados Unidos competentes para el 
proceso de su examen y recol1sideración . Por esa razón , no 
pllcdt.' hacerse lugar a la sexta conclusión de México. 

Si hiell recha za las cOllclusiolle!' \:uarta, quinta r sexta de 
Mexico rehlcinnddas COIl la rl!paraciún por las violaciones 
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por parte de los Estados Unidos de sus obligaciones ¡ntl' r­
nacionales con arreg lo 01 1 artículo 36 de la Convención de 
Viena, la Corte señala que sigue siendo cierto que tales \'io ­
laciones se han cometido, y que consigui~ntemente incumbe 
.1 la Corte especiticar cuá l es la rep<lración requerida p<lril 
compensCH el daño inferido a México)' a sus nacionales por 
I'l~ E~t:ldos Unido); por el incumplimienh) de dichus obliga­
ciO I1L'~ IJl ll'rnaciona !t:s. 

A este re specto, la Cnrte rt'cuerda que la séptima ..:un­
dusión dl' México también pide a la Corte que juzgue y 
dec1a re: 

"Que en la medida en que alguna de las 52 declaraciones 
de culpabilidad o \ í.lIldenas no sea anulada. los Estados 
UniJos proceder:ín, por Illedios Je su propia elt'c..:ión,.\ 
un t.'xamen ya una rt'\:onsitleracion signitica livo..;}' l'ft'c­
(ivos de las declaraciones t.h.' cu lpabilidad y las (ondt.'nas 
de los 52 nacionales. y que dicha obligación no ~"ut'de 
cumplirse por medio dt' procedimientos de grClcia, ni en 
caso de que se ap lique una regla o doctrina de derel:ho 
interno [que no reconozcan la imporr'\llCia jurídica de la 
v iolación del párrafo I del artículo 36J." 

Respeclo de esta cuestión del "exam~n y reconsidt'ra­
ción", los Estados Unidos asumen la posición dt, 4UC h"n 
ajustado su conducta a l lid io en 1<1. causa l.aGnmd. [)es.lrr¡\ · 
Ihlndú más ese punto, los Estados Unidos argumentan que 
"[1]" Curte dijo en la callsa LaGralld que la cle\.~ción de lo» 
nH~dios para permitir el ex.llllen y la reconsideradón que 
exigía 'Jebe ljuedar IibraJ,,' a los Estados lInidns". 

La Corte seilala que ( ua ndo expl·estí en su fallo en la 
(¡lUSa J.aGnllld que "Ioli Estados UniJlJs JI! America, pUl" 
lllt.'dios d t' su propia dt.' C\.:ió n, per1llilir.ín d t'xalllt'n y In 
reconsideril(ió n de la declaración de ndpabilidad y la 
condena" O.Cl. Rt:ports 2001, p:íg. 516, párr. 128; la Corte 
reconoció que las modalidades concretas del examen y la 
reco nsideración mencionados deberían quedar libradas 
primariamente a los Estados Un idos. Debería subrayurse, 
empero, que esa libertad de elección de los medios para el 
examen y 10.1 reconsideración mencionados no es s in reser­
v¡\s: como deja ahu ndantemcntt' en ..:I a ro el pasaje dd fa llo 
dtadu mprtl, d t.'xamen y la rt.'considcradón mendonados 
han de llevarse a cabo "teniendo cn cuen ta la violación Ol' 
los derechos consagrados en la Conve nción" (I.c./. RepCl/"t.5 

2OtJ/, pág. 514, párr. 1::!5), incluida, en particular, la cuestión 
de las consecuencias jurídicas de la violación en el proCC'di ­
miento penó.d 4ue siguió a di cha violación. 

Ln Corte observa que hI situación actual en el prl1cedi­
miel\to pellal de los Estados Unidos, según lo ha t'xplj(ado 
d Agcnte l'll las <-lmlic:n..:i;·ls, es tal qut.' una p retens ión fun­
dada t'n In violación rJd p;i.rrafn I dd nrticulo 36 de la Con ­
vención de Viena, por fund ada que sea t'n si m isma, podría 
quedar excluida en los tribunales de los Estados Unidos por 
efecto de la regla de la preclusión procesal. La Car ie opina 
que el punto crucial en esta situación es que. por efecto de 
la regla de la preclusión procesal tal como se aplica ~n la 
aaualidad , el imputado ve efec tivamente limitada su posibi­
lidad de procurilf la vindicación de sus derechos con arreglo 
a la Constitución de los Estados Unidos. 
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La Corte loma nota a este respecto de que Mb:.ko, en la 
última parte de su sépt ima conclusión, dijo que "dicha obli­
gación [de proceder a l examen y la reconsideración1 no pue­
de cllm~,lirse mediante procedimientos de gracia". México 
Jrgu menta además que d proceso de gracia es y" en si un a 
r{'punción ineficaz panl dar cumplimiento'I las obligacio­
nes inl.efl1i.\Cionales de It)s E~I'I(hl!, Unidos. Concluye dicien ­

do que "d examen medianil' J¡J grada no t'st<Í rcgul:Hln por 
nflrmas, es s('I.-reIO)' es inmune a la n!'..:a lizadó n judidar'. 

Contra ese argumento, los Estados Unidos sostienen que 
"media nte la gracia ejecuti\'a dan 'pleno efeclo' a los '!lnes 
l\ue se procura lograr por medio de los derechos otorgados 
con arreglo [al párrafo 1 del articu lo 36]'''. Argumentan que 
"[ell proceso de gracia se adapta hien al wmetido de pro­
ceder:\I exarnen y la reúlnsideración". Los Estallo" Unidos 
expliGl ll que "La grada . .. es más que un a$unt{1 de (ompa­
sión; forma pa rte dd sistema gener;11 en~a minado a asegurar 
lit justicia y la ~quiJaJ en d proceso de aplicadón ..Id dt!'n:­
cho" y que " los procedimientos de gracia forman parte inte­
gra l de las " leyes y reglamentaciones" vigentes de los Estados 
Unidos mediante los Cll<l les se subsa na n los errores". 

La Corte pone de relieve que el "examen y la reconside­
ración" que presc,ribió en la cau~a taGrmul debe ser dicaz. 
Consiguientemente, debe "tl!n[er]eJl ..:uenta la viola..:ión de 
los dr: rc..:hos ,,:ollsagradns en fla] Convención" (I.c.J. RepMt5 
2001, p:íg . 316, párr. 1287)) Y gar,ultizar que la v iola..:ión 
y los pos ibles perjuicios causados por el!;1 sean plenamente 
eXllrninadl)s)' tenidos en cuenta en el proceso de.' examen y 
n .. ' c()n~idt'racfón. Por último, d examcn r 1<1 reconsideradón 
deben comprender ta !lto .. 1 la pena como ¡l la decla ración de 
cu lpabilidad . 

Consigu ien temente, en una situación de violadón de los 
derechos previstos en el párrafo 1 del articulo 36 de la Con­
vención de Vie na, el imputado plantea su pretensión a este 
respecto no como un caso de " lesión de un determinado 
derecho esencia l para un juicio justo" - u n concepto per­
tinente para el goce de los derechos al debido proceso con 
arreglo a l., Constitución de los Estados Unidos- sino como 
un G ISO relativo a hl infracción Je su:o> deft'cho:o> con arreglo 
al párrafO. I dI.'! articulo 36. Los defc..:hos garantizadus con 
arr~glo a la Convendón dc Viena son dere¡;hos convendona­
k s qUI: los EstaJos Unidos SI! han wmprornditlo a n:spl!tar 
en relación ¡;on hl persona interesada, independientemente 
de los derechos .1 1 debido proceso con arreglo al derecho 
cons tituciona l d(' los Estados Unidos. La Corte op ina que, 
ell casos en que la violación de los derechos individualt's de 
l1;\ci(lI1 .. II/:'s mexicanos con arregló .tl ap¡\rtado b) del p.\rra­
fu 1 del articulo 36 de 1.1 COllven..:ión haya dett:rll1inado, ~tl 
la St'cuellCia de procedi m ientos judiciales posteriort's, que 
las personas afectadas se vean sometidas a detención pro· 
longada o sean declaradas culpables y condenadas a penas 
graves, las ¡;onsecuencias jurídicas de esa violadón tienen 
que ser exam inadas y tenidas en cuenta en el curso del exa­
men }' la Teconsideració n. La Corte conside ra que el medio 
adenLado para es,\ tarea es el proceso judici .. 11. 

Enlo tocante <11 proced imiento de gracia, 1;\ Corte serlala 
que la cuest ió n planteada en la presente (ausa es s i el pro-

so 

..:eso de gracia ta l ..:omo se pr¡¡clka dentro de los sistemas 
de justicia penal de los distintos estados miembros d e- los 
Estados Unidos puede, en sí mismo y por sí mismo, reunir 
los requisitos necesarios para ser uno de los medios adecua ­
dos para llevar i.l cabo eficazmente el "examen)' la recoll ­
sideración de la declaración de culpabilid.u.1 )' la condena 
ten iendo en cuenta la violadün de los derechos Ct\ll.'~:.Igr'I(.h\s 
e:1l la Corwcn..:ión", como prt's..:ribió la Corte en el fallo en la 
(<lusa /.aGnl1ld (J.c.). Rqorts 2001, pág. 514, p:irr. 125l. .l.a 
Corte señala que el proceso dI.' graciu, tal (omo se prac ti..:¡) 
actualmente en d sis tema de justicia pl!na l de los Estados 
Unidos, no parece re.'unir los requisitos ment.:ionados y que, 
por consiguiente, no es sufic iente en si mismo P,H,\ servir 
c_omo medio adecu.ldo. p<Ha el "ex,lmen y la reconsidera­
cion" previstos por la Corte en la C,lUsa LaCrand. 

Por último, la Corte considera la octava cIlnc1usión Jt' 
Méxko, t'n la cual pide a la Corte qUt: juzgue )' Jt'c1art-: 

"Que lIos Estados Unidos] deberán ces,\!" sus violaciones 
del artículo 36 de la Convención de Vie na con respecto 
a México y sus 52 nacionales y deberán dar garantías y 
seguridades adecuadas de que tomarán medidas su fic ien­
tes para log rar un mejor cumplimiento del p:í.rrafo t Jd 
a rt iculo 36 y para ase~urar .eI ..:umplimientu del parrafo ~ 
del articulo 36." 

La Corte rt:.'(uerda que Méxi..:o. a pesar de reconocer los 
esfuerzos rea li zados po r los Estados Unidos para eleva r el 
nivel de (on..: ienci" ¡¡¡;erca de los dere..:hos a 1,\ aMslellcia 
consul¡¡r, toma nota con pesar tlt' ~Ille "d programa de los 
Estados Unidos, cunlt'!'quit'ra st'a n sus compon~n l es, h.1 
d t:lllost raJo $t' r ineficaz para impedir la vio lación regulol!" y 
..:ontinuada por sus autoridadts wrnpt'tcntes dt: los dere<.-hos 
a la notifica..:ión y la asistcn..:ia consulares garantizados por 
el Jrtículo 36". También recuerda que los Est .. dos Unidos 
contradicen esa alegación de México alegando que "no cejan 
en sus esfuerzos por mejorar la transmisión de- in formación 
acerca de la notificación consular, que están logrando resul ­
tados tangibles". Sostiene qm' México "no logra pronar un 
"cu:ldro regubr y continuado" de violaciones del articulo _'6 
con pl1slt'rinridatl a l fallu l.(/Gra"d". 

Refiriéndose al hecho de.' que la solicitud de Méx ico dI.' 
que se den gar'lIltÍ<\s de no repetición se funda en su a lega­
ciólI de que mas allá de los 52 casos hay un cuadro "regula r 
y cont Inuado" de violaciones del articulo 36 por llls ES lados 
Unidos, la Corle observa que. a este resp~..:to, no se le han 
prc~I.'nt,ldo adc(u¡ldamente p!"ueb .. \s qlle est .. ,blezcdn un 
cuadro general. Si bien t:S motivo Je rreocupal"iún <lue , .. Ión 

Jesplt¿s Jel fa1l11 en la (¡lUSa L1IGnmd, sigut' habiendo una 
cantidad sustancia l de ..:asos de in..:umplimiento de la ot-.Ii · 
gación de propor(ionar información consular a los nado ­
n'lles mexiCi1lloS, la Corte señala que los Estados Unidos 
han estado haciendo considerables esfuerzos por asegurar 
que sus autoridades de ejecución de la ley proporcionen 
información consular a toda persona de te nida que sepan 
o tengan razó n rara creer que es un naciolll:ll extranje ro. 
La ell rl e: uhserv"l asimismo a este respl'..: tll que en la ¡,;ausa 
l.aCr¡/l/d Alemania pidió, enlrt' ulras ..:o.'_as, "una inequi ­
Vi lla st'guridad de qul.' líls ESt;h.lOS Unidos no rt'pt't ir .in sus 

La Corte toma nota a es te respe(to de que Méxko, en la 
última pane de su séptima conclus ión, dijo que "dicha obli­
gación [de proceder a l examen y la reconsideración1 no pue­
de cumplirse mediante procedi mientos de gracia". México 
¡Hgumenta además que d proceso de gracia es ya en si un a 
rt'par"ción ineficaz para dar cumplimiento ;.l la s obligacio­
n~s inte rn .\Cil ill ales de los E~t~ldll~ Unidos. Concluye dicien ­
do qw: "d examen medianIl' !;J gracia no es!;.\ rcgul;ulo por 
normas, es sc:t,;"re!o )' es inmune <1 la n!'..:a li zación judkial". 

Contra ese a rgumento. los Es tados Unidos sos ti enen que 
"media nte la g racia ejecut i\'a dan 'pleno efecto' a los 'fi nes 
que se procura lograr por medio de los derechos olorgados 
con a rn::glo [al p<Í rrafo 1 del " n 1culo 36]'''. Argumentan que 
"lell prüceso de gracia se adapta hi en al comt'l ido de prll ' 
(~d ~r a l exa men y la re¡;onsideración". Los Estado" Unidlls 
t'xpliGl ll l.}ue "La gracia . . . es rn<Í.s que un as unt(1 dt.' ¡;ompa­
sión: forma pa rt e dd sistema general cn~a minado él aSt'gurar 
la justicia y la equidad t' n d proct'so de aplicadón dd dert'­
eho" y que " los procedimientos de gracia forman parte inte ­
gnll de las "leyes y reglamentaciones" vigentes de los Estados 
Unidos mediante los cuales se subsanan los errores". 

1..:.\ Corte pone de relieve que el "exa men y 1;1 recons ide­
l":1ción"l.}ue presc ribió en la cau ~a tuGrtlf/d debe ser eficaz. 
Consigukntelllt'nte , debe "tl!n[er[ l'1l ":-Uenta la viola..:ión de 
los d t.· rct:hos ,,:ollsagréldos en [la] Convención" (I.c.,. RepMts 
2001, po:ig. 316, párr. 1287)) Y gar~¡rlli 7.ar que la viola..:ión 
}' los pos ibles pe- rju icios causados por ella sea n plenamente 
examinadl)S y tenidos en cuenta en el proceso de eXcUlle n y 
n:cQ ll sideración. Por último, d exa men r la reconsidenl..:ión 
deben comprender tantO;,1 la pena como a la declar .. , ción de 
culpabilid.HI . 

Consiguientemente, en una si tuación de v jo l a~ i ó n de los 
derechos previstos en el párrafo 1 del artículo 36 de la Con­
vención de Viena, el imputado plantea su pre tensión a este 
respecto no como un caso de " lesión de un determinado 
derecho esencial para ULl jui cio justo" - u n concepto per­
tinente para el goce de los derechos al debido proceso con 
arregle) a \;'1 Consti tución de los Estados Unidlls- sino como 
un C<IS0 relativo a la infracción J e sus dcr~cho~ con arreg lu 
al pi4.rrafo I dd artículu 36. Los derc:(hüS ga ranti 1.adus (un 
arreglo a la Conwnción de Viena son Jcrt:~h os ¡,:onvendona· 
k-s que' los Estadus Unidos Se' han wmpromdidu a respeta r 
en relación ~Otl hl per!'oll<\ interesada , independ ientemenre 
de los derechos ,11 debido pro~eso con arreglo a l derecho 
constituciona l dl' los Es tados Unidos. La Corte opina que, 
en casos en que la violación de los derechos individll ,11 t's dI:' 
n-.l Ci{lllales mexica nos con al"rt'glo ¡II il p,utildo b) del p,lrnl­
fo I del articulo 36 de 1.\ Convención haya dete rminado, en 
la Sl'cut."ncia de procedimientos jud iciales posteriorl's, que 
las personas afectadas se vean sometidas a detenciún pro­
longada o sean declaradas culpables y condenadas a penas 
graves. las ~onsecuencias jurfd icas de esa violadón tienen 
que ser exam inadas y tenidas en clIen ta en el curso del exa­
men }' la reconsideración. La Co rte considera que el medio 
adecuado para eSil tarea es el proceso judicial. 

En lo locan te <1 1 proced imiento de gr;\ cia. l<I Corte sell al " 
que la cuest ió n planteada e n la presente (¡.lUsa es s i el pro-

so 

ceso de gral.:ia tal como se pnKtka den tro de los sistemas 
de justicia penal de los di stintos estados miembros d e- los 
Estados Un idos puede, en sí mismo y por sí mismo, reunir 
los requi s itos necesarios para ser uno de los medios adecua ­
dos para lleva r a cabo eficazmente el "examen)' la r("con ­
side ración de la declaración de culpabilidad }' la conden" 
tt.' n iendo en cuenta la violadlln de Ins derechns (t\llsag rad ns 
t:n la CorwcIKiú n", (u lllt) prt's..:ribio la Corte en el fa ll u en la 
¡;:ausa /.aGnllld (J. c.). Rl:ports 2001, pág. 5 14, Piírr. 125l. .l.a 
Curtt.' scñ~¡1a que el proct.'so lil' g racü\, ta l como Sl' p ractica 
<lc tualmente e:n el si stema de justicia penal de: Jus Es tados 
Unidos, no pa rece reunir los requ isitos Il\endonados y que, 
por cunsiguiente , no es suti( ienle en si mismo p<lril se rvir 
como medio adecu.ldo. p'Hi.I el "examen y 1" reconsidera­
ción" previstos por 1;1 Corte en 1,1 " lUsa LaGmlld. 

Por último, la Corte (onside ra la f'lctav;l condusión J t' 
Mé:xk o. t'nla cua l pide a la Corte qut: juzg ue y Jl'dart' : 

"Que 1I0s Estados Unidosl deberán cesa r sus viol"ciones 
del artículo 36 de la Convención de Viena con respec to 
a México y sus 52 nacionales y deberán dar garantías y 
seguridades adec uadas de que tomará n medidas sunden ­
le!s para lograr un mejo r cumplimiento del pá rra fo t del 
articulo 36 y para asegurar ,el ¡;umplim ie nto del p..lrrafo ~ 
del artkulo .;6." 

La Cor te rt'cucnh que México. a pesar de reconocer los 
esfue rzos rea li zados po r los Estados Unidos para eleva r el 
nive l de ( ondellcia <l(Crca de los derechos i\ la a~is lell ..-:ia 

consu lu, toma nota (on pesar de ~Ill e "l' l programa dt." lus 
Est"ldos Unittos, Clwlt.'squil'ra Sl':ln sus .;-ompO!lt'l1 tes , 11.\ 
d t' lllos traJo se r ineficaz para imped ir la vio la,ión regulolr r 
,,:olllinuada por sus autoridades competentes dt: los derl'chos 
a la Ilotifi(adón y la asistencia consul ares garanti zados po r 
el artículo 36". También recuerda que los Estados Unidos 
contradicen esa alegación de México alegando que "no ceja n 
en sus esfue rzos por mejorar la transmisión de info rmación 
acere" de la no tificación consular, que están logrando resul ­
tado ... tangibles". Sost iene que México "no logra proha r un 
"cuadm reg ul'lr ~' continuiuio" de violaciones del art iculo .'6 
elln pllsteriMidad a l fa llo L(l (;,.QlId". 

Refiriéndose al hecho de que la solic itud de México de 
que se den gari\lltÍ<\S de no repetición se funda en su a lega­
ción de que más allá de los 52 casos hay un cuadro "regular 
y continuado" de violaciones del ar ticulo 36 po r los Esta dos 
Unidos, la Corte observa que , a es te respc(to. no se le han 
presl'nt,l<!o adeCll<ldamenk prueb;,ls qm' cst.lblczcd l1 un 
cuad ro genl' ral. Si bien es motivo Je prt'ocupa..:iún qut: , ~l l1n 
Jt'S pll ~. S Jd fallll en 1:\ (<lusa LoGru/ ld, sigut' habiendo Ulla 

~ílntidad sustancia l de ¡;:asoS de inc umpl imiento de b o ,",li ­
gación de proporcionar info rmación consular a los nacio ­
nales mexic<lnos . In Corte señala que los Estados Unidos 
han estado haciendo considerables esfuerzos por asegurar 
que sus auto ridades de ejecución de la ley proporcionen 
información consular a toda persona detenida que sepan 
o tengan razón r ara creer que es un nacional ex tra njero. 
La Curll' lIhSe rv;'l asimismo ¡t este rt'sp t.' ~ t l1 que t.'n la causa 
l.flCrillld Alemania pid ió. en tre utras ,,:o .~ as, "una inequi . 
V\l(a seguridad de qUl' IClS Estad ns Un idos no rt.: pt,tir.in sus 
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hedlOS ilegítimos" (I.c.). Reporrs 2001, pág. 51 1, parro 120). 
Con res p~cto n esa demanda general de una seguridnJ de no 
repetición. la Corte dijo: 

"Si un Estado. en procedimientos ante esta Corte, hace 
r~iteradas referencias a las actividades susl<lnda les 'lue 
es tá lIevanJo a cabo a fin Jt.' ..lar cumplim it!nto i\ Jetermi ­
nadas ubligal'iom's emergentes LIe un tratado, ello t.' xpresa 
un ((Ullpromiso de seguir lIevllndo adelante 1M esfuerzos 
;l es te respec to. El programa en fuestión (ieflillllen le no 
puede brindar la seguridad de qut' jamjs volverá a haber 
una inobservancia por parte de los Estados Unidos de las 
obligaciont"s de notificación pre\'i su.ls en el artículo 36 de 
la Convención \le Viena. Pero ningún Estado poJría \1 .. r 
tal garantia )' Alel11"lIlia Il f) la pide. LoI Corte considera 
que dche considerarse quc el compromiso exprcs.\do por 
los Estados Unidos de asegurar hl aplic;lCión ..le medidas 
concretas :'!doptadas en cumplimiento ..le I ~\ s obligaciones 
que les incum~n con arreglo al ap;,nado 1) ..Id párrafo 
1 del <lrlículo 36 satisface la solicitud de Alemania de una 
seguridad general de no repetición ." (J.c.). Reports 2001. 
pág'. 512 Y SU. párr. 124.) 

L¡j Curle ¡;ree que, en In tocante a la so licitud de Mexico 
de gan.mlias)' seglll'idade's de no repetidón, 10 'llle la Cone 
Jij(l en ese pasaje del fallo LaCr(/IId sigue sienJo apl icable, y 
por (lIlsigllit:ntt' satisface dkhil solidtud. 

A continuación, 1 .. Corle \'udve a poner de relieVl' un 
I'unln de Importancia. Selhla que en la presen te .;ausa ha 
abclrdudn 100 s cuestiones de prin.;ipio pbntead'ls en el (ursa 
dL'i prt.·sentc pwc\.'dimientll desJe d punto de vis ta de la 
aplkadón gencra l de la Convendón de Viena, y no ha)' razo­
nes para forrnular un argumento a contrario con respecto a 
ningunOl de 100s conclusiones de la Corte en el presente fallo. 
En otras palabras, el hecho de que en la prescnte causa la 
decisión de la Carie sólo se hay" referido" nadonal~s mexi ­
ca nos no puede permitir que se inflera que las conclusiones 
a ll ue llegó en el presen te fa 110 no se apl ican a otros l1ilciona­
It:s cxt r<tnjcrus que se cncuentrell ('n situ;\ciolles ilnálogas en 
los Estados Unidos. 

Por liltirno, la Cone señala que su providenci.\ de S de 
febrero de 200~ en la cual indicó medidas provisionales, 
mencion;,¡d<l supra . COI1 "rr~glo a sus términos y ,,1 Articulo 
41 del Estatuto, surtía efectos mientras no St' Ji..:tafa el fa ll o 
ddillitivo,}' LjUí' las obliga..:i()nt~s de los Estados Unidos a e~~ 
respecto Slln reemplo.lZadas.;1 partir dI." 1.1 fec h"l del fal1 tl, p ... lr 
b s qut.' St.' dedaran en el prescJUt' f;dlu. Lot CO rlL' oh:;erv" que 
ha concluido en relación (O ll las tres personas Ol llue se refe ­
ría h\ proviJt'nch\ (entre otras), que los Estados Unidos han 
cometido violaciones de las obligOlc1ones que les incumben 
con arreglo .11 párrafo J del artículo 36 de la Convención de 
Viena; )' que además, (00 respecto a esas (res personas sola­
mente, los Estados Unidos también han (ometido violaciones 
del párrafo 2 del articu lo 36. No han llevado a cabo el exa­
I1\t'n y la rc(ollsidl'racióll dl' hl dcclar~lCión de culpabilidad 
y 10.1 conden¡¡ requeridos por el párr¡¡lo 2 dd 'Htku lo 36, 'Iue 
constituyen la rep;,¡ración ade(uadil de las \'iola..:1ol1l:.'s del 

5 1 

p;\rrafo I dd artículo 36. La Corte consiJera 'lut.· en esus trt.'S 
CrlSOS incumbe ¡¡ los Estados Unidos encontrar una repara­
ción adecuada que tenga la natu raleza de un examen y una 
reconsideración ajustados a los criterios indicados en el (allo. 

lleclaraciún del Presidente Shi 

Al votar a favor del párrafo dispositivo 153 del (alln, d 
Pres idente Shi deja en ..:I¡¡ro que sigue milnteniendo las opi-
11Í\UU:S que expresó en su opinión sq.>a rada "n('x.I<I.1 .11 f(\lIo 
L,,(;rlllld (I .c.). Rcports 1001. p¡igs. S IR a 524) lant(l n.::spectn 
de la intc:rpretación hc:cha por la C:orte seglJll J:¡ cua l h,s 
párrafos I y 2 del artkulo 36 de la Cnnven.;ión de Viena 
sobr(o reJa(Íone-s consulart's ( rean del'l· ... ·hos indi\'iduak's, 
como de la decisión de la Corte relati va al "examen )' recon­
sideración de la declaración de culpabil idad)' la condena" 
como (arma de reparación por la \' iolación por el Estado 
receptor de las oblig¡¡ciones que le incumben con arreglo al 
artículo 36 de la Convención. 

Declaración del Vicepresidente.' Ranjeva 

El Magistrado Ra)'lllond Ralljeva, Vkepresidcnte,' ha 
a ll t.'xOldo una declaradún prilllarialllent(' atinente a la cue~­
¡ión dl' 1(\ :\ prueb.ls y la solid tucl cI(' prott.:¡;ción diplom;itica 
presc:ntada por t .... léxicl\. 1-:1 distinción enLre la C;H~p dI:! b 
prucba y I:l c\ rga de presentar elementos probatorios fue 
correc tamente refutadOl por el rallo. pues no tiene una rele­
vanda conocida en derct.'ho internacional; ell ausencia del 
principio nemo contra se edere lene/ur, la causa del Cmlf11 
de Corfú da a la Corte compe-tencia para definir las conse­
cuencias de hecho de la no presentación de documentos que 
podrían servir de apoyo a un argumento. 

En lo tocante a la solicitud de Méx ico relacionada con la 
protección diplomática. clautor de la declaración considem 
que la Convención dc Viena sobre reladnllt.'s consulares , al 
reculloú'r exprt'samente dt.'r\.'chos indivi Jualt's a los na(io ­
Ilólles extranjeros detenidos, no prevé la prot~(c ión diplo · 
mátiC¡l. La interdependenda entre los dere..:hos enunciados 
en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre rela..:io ­
nes consula res indica la correlación entre 1;.\ iniciat iva del 
Estado t.lue envía de haar v,i1er los derechos individuales de 
SIl S nacionales y la falta de negativa del n;\clon:11 sometido 
a dc:lenClón. Esa ..:o rrelJci!\ll hace pos ible que un n<.lcinn.ll 
('X t ra njero que ha sido arrt.'stado se \)po llg" a ltUl.' St' i nlürJlle 
a la ofit.:ina (onsu lar dI:! su Estadu. POI' su P¡Htl', el ESlado 
que envía puede exigir la observancia Je su propio Jerecho 
una vez que se haya demostrado el origeJl extranjero de la 
persona detenida. 

Opinión separada del Magistrado Vereshchetin 

En su opinión separad:'!. el Magislrado Vert.'shchelin dc:ja 
constancia de su desacuerdo con la. parte del razonamien­
to dt, la Corte en la que aborda las ~ut!stiones ati ne l\lt.'s al 

hechos ilegitimos" (J.c.J. Reporrs 2001, pág. 511. párr. 120). 
Con resp\:'clo <l esa demanda general de ulla seguridad de no 
repetición . la Corte dijo: 

"Si un Estado, en procedimientos ante esta Corte. hace 
r\:'it\:'nH.las rt:terellcias a las actividad\:'s suslandales "lIle 
está llevando a cabo a fin de dar cumplimic!nto a Jetermi ­
nadas ubligadones emergente:i \.Ie un t mtado , ello ,:xpresil 
un ":(~l1lprOmi~ll de seguir llevando adelante 1M t.'sfuerzos 
a es te re:ipecto. El programa en (uestión cierl'Hllt'IHe no 
puede.' brindar la seguridad de.' que jamas volverá a haber 
una inobs('rvancia por parte de los Estados UníJos de las 
obligaciol1i.'s de notificación pre\'i sws en d articulo 36 de 
la Convención de Viena. Pe ro ningún Est<ldo podrí;\ ~1<l1' 
ta l g¡H¡ln tia )' Alemania IH'I 1<1 pide. La Corte considern 
que dehe cOlls ideral'se 411e el comprom iso exprc..'s.\do por 
los Est.ldus Unidos de asegura r h\ apliCilción de Il'll'didas 
CO Ih;relas aeJoptadas t'n clIlllplimi\:'nto de las obligadun(,!s 
qu\:' les incul11b.:n con arrrglo al apartado b) de:! p:irrafo 
1 del <lrtículo 36 satisface la solicitud de Alemania de una 
sc::guridad general de no repetición:' (J.c. ). Reports 200/, 
págs. SI2 y SU. párr. 124 .) 

L<I Corte I.:ree que, en 10 tocante a la solicitud de México 
Jt' ganll\lías )' segur id aJes J\:' no repdición.l0 que la CMle 
Jijll en ese pasaje del fallo LaCrO/ul sigue sieneJo aplkable, y 
por ¡;onsigllil.'lltl.' satisf:lCI>' dkha solidtllJ . 

A continuación, 1<1 Cone \'udve: a pOller de relieve un 
I'UIIIII de Il1lportancia . Selm la que en 1.1 presente ..:ausa ha 
'Ib, ... rdadnlas ( ues tione~ de prilKipio plante:.ld;.ls en el ..::u rso 
Jd pre.'scIHe pro(eoimielltll Jesde d puntl) Je v i~ til Je la 
aplk:h,:ió n general de la Conwnl.:ión de Viena. y no ha}' ra zo­
nes para formular un argume:nto a cQtllrar;o con respecto a 
ninguna de las conclusiones de la Corte en el prt'sente fallo. 
En otras palabras, el hecho de que en la presente causa la 
decisión de la Cor te sólo se haya referido a nadolmles mexi ­
ca nos no puede permiti r que se inflera que Itls conclusiones 
a que llegó en el presente fallo no se aplican iI otros naciona· 
Il-s extfi\njeros que se encuentren en situi\ciones ilnálogas en 
los ESlados Unidos . 

Por (Iltirno. la Corte señala que su providcnda de S de 
lebr~ro de 20m en la cual indicó rnedidi.ls provisionales, 
mencionada slIpra, con urc!glo a sus términos y ,,1 Articulo 
4 1 del Estatuto, su rtía efectos mi~ntn\ s no Se.' Ji'tam el (a llo 
\.Idinitivo, y LjllC las obligaciones de los Estados Unidos a e .... '" 
respecto son reemphlladas, ;l partir de 1.1 fechu del falh pl1r 
las ~Iue.' se dCC!;lnlll en el presen[e fallo. L:t CI)rtl.' II"serva que 
ha ..:uncluidu en relación (on las tres personas a ~Iue se rete ­
ria hl provioe.·nd.\ (entre o tr;.¡s), que los Estados Unidos han 
cometido violaciones de las obligaciones que les incumben 
con arreglo al p¡i rril(o J del a rticulo 36 de la Convención de 
Viena; y que además, (on respecto a esas tres personas sola­
men te, los Estados Unidos también han ..:ometido violaciones 
del parrafo 2 del arliculo 36. No han llevado a cabo el exa-
1llt.'1l y la rccol1sideración dt, la dcclan.lCión de culpabilidad 
y la W ndeni\ req ueridos ~'or el p.irralo 2 dd 'lrt kulo 36, que 
constituyen la rcp;:lración adecuada de las \'ioh"iones del 
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p:\rrafo 1 Jd artículo 36. La Corte consiJt.'ra 4ul' t.'n e.'sus tr,,'S 
casos incumbt' ¡l los Estados Unidos t'ncontrar una n:para · 
ción adecuada que tenga la naturaleza de un examen y una 
reconsideración ajuslados a los criterios indicados en el fallo. 

Declaru,¡án del Pr~sidenle Shi 

Al votar a favor del parr:lfo di spositivo I S~ del f'lllo, el 
Presidente Shi deja en ..::Iaro que sigue manteniendo las opi ­
niünes 4UC' expresó en su opinión sepa rada anex¡ld¡l al (,:lila 
1.u(jrt1lld {I .c.}. RCf'o r ts 1001 . pügs. SI R;'I 524) lan{(l respe..:to 
eJt' la inlt' rprt'tació n hc::cha po r la C:ortt' ~egün b cual IlIs 
párralos 1 y 2 de l articulo 36 de la C onvención de Vi~na 
sobrt" rela...-iones consulares crea n dert',:hos indi\'ieJuak's, 
(omo de: la decisión dt' la Corte relali va al "examen y recon­
sideración de la declaración de culpabi lidad y la conden.'" 
como forma de reparación por la v ialación por el Estado 
receptor de las obligólciones que le incumben con arreglo al 
articulo J6 de la Convención. 

Declaración eJel Vicepresidente Ranjeva 

El Magistrado Raylllolld Rallje va. Vi«pr«idelll<: ha 
ant.'xadu una dedaradún primariamente atinente a la (Ut'~­
[ió n clt., Ia.:\ prueb.\s y la soli...-itud de pro tección diplormítica 
prt'sc::nt<\da por M¿xiCt). t;, di s tinción entre la Cl.lrga dt' la 
prueha }' la c;1fga de presentar d ementos prob;ltorins fut' 
l:Mrel:tamenle rellltada por d fallo, pues no tiene ulla rele ­
vanda collocida en del'edlO internacional; e.'n ausencia del 
principio nemo contra se edere tenelur, la causa del Cmllll 
de Corf,í da a la Corte compt"tencia para definir las conse­
cuencias de hecho de la no presentación de documentos que 
podrían servir de apoyo a un argumentu, 

En lo tocanle a la solicitud de M¿xico relacionada con la 
protec..:ión liiplumática , el autor de la declaración consid\:'ta 
que la Convención eJe Viena sob re..' relaciones consulares , al 
rl.'cunoür expresamente Jl'rcchus indiviJuales a los nai..'in · 
nales extranjeros detenidos, no prevé la protrcción diplo­
mática . La interdependenda entre los derechos enundados 
en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre rclado­
!les consulares indica la corre!uc ión entre In iniciativa dt~1 
botado l.jttt' t'nviJ de hacer v.der los derechos individuales de 
sus nacionales y la f:.1lta de negativa d~1 n.\clon;ll sumetido 
~l dl'lenClón. Esa cúrrclJciún h,lce pos ible t.Jue UIl lli.1Cinnal 
('X I ra njt'ro que ha sido arre.·st;ldl) S(' \1»0I1Sil a l.)lIC St' i IIfu rl1le 
a la ofici na consular dc su Estado. Por su p¡¡rlt.', d Estadll 
que envia puede exigir 1;\ o bservanci:l eJe su propio JcrcchtJ 
una vez que se haya demostrado d origen extranjero de la 
persona detenida . 

Opinión separada del Magistrado Vereshchetin 

En su opinión separada, el Magistrado Vereshehetin Jeja 
constanc¡', de su desacuerdo con 1:1. parle del r:lzonamit'n ­
to dt, la Corte en la que aborda las ~uestiont's atinentes a l 
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derecho de la protección diplomática y la regla conexa del 
ago tamiento de los recursos internos (pá rrafo 40 del fallo) . 

Al rechazar la argument a..:ión de los Es tados Unidos 
según la cuu I lus pretensiones de Méx k:o rdaLionadas con la 
proh:,cció ll diplonl<.ltic<l de !'U5 n,lCion,lle5 ('ra n inadmis ibles. 
la Cor te . a ju ic io dd M,lg is tr,ldo Veres hchetin, recurrió a un 
razona miento que elluiva le a una nueva proposición jurídi ­
ca su ma mente problcm¡ílica con rcsp"'c to al derecho dl' la 
prlltec..:ión diplotmítica. En un a l~¡Htallliel1to del ret..Juisit~) 

gt'nl'ra l del agotamiento de los recursos internos cuando 
un Estado fo rmula l1nil n.'clanwci ún internaciona l h:\I.: iendo 
SU)'OS los derechos de sus u:lóolla les, el fallo tb.:ide que el 
debl'r de agot;lr los recursos internos no St.' apliLa .1 la soli ­
ci tl1d de México a causa de ];.\5 drcuns tand,\s especia les 
de la interdepenJencia entre los derechos del Estado y los 
de rechos individuales fund¡\dos en el artículo _\6 de la Con­
vención de Viena. 

Habiendo ana li zado la jurisprudencia de la Corte relati­
vn a l derecho de la pro tecc ió n diplomática y el Proyec to de 
ar ticulos sobre la protección diplomática, rec ientemente ela ­
borado por la Com isión de Derecho Intern 'lC iona l (CD I) , el 
Magistrado Ve reshchetin concluye t..Jue en la pre sl.' ntc caus" 
nu habia r.\zones imperiosas pa ra apartarse del aiterio de 
"preplmJeranda" aplkado en la jurisp rudencia antt'rior de 
la Corll' y en d Proyt.:'do dt: anÍt:u los de.: la e l)j con rt::spedo 
a las prdl'll siones "m ixtas" rilrmulJtbs PUl' un Estadt\ pClr 
derecho prop io y en eje rcicio de su derecho a la protección 
diplomiltka de sus nacio nales. 

Ll razó n por la cual ell la p resen te causa no se aplica la 
reg la del agotamiento de los rC(l\I"SOS internos no radica cn 
el carác ter especial dd a r tíc ulo 36 de 1<1 Convención de Vie­
na sob re relac iones consulares. que d ifiere imp lícitamente, 
por SIl Ilélluraleza, de ot ras disposiciones convencionales 
que crean derechos ind ividuales , s ino en las propias (Írcllns­
ta l1( ias especia les dcl presente caso. En el mOlllcnto en que 
se presentó 1,\ demanda, todos los nacionales mexicanos a 
que ella se referia Y'l estaban en el corredor de la muerte . En 
tales (i r( uns tanci.1S, exi~i r que se hubieran agotado com­
pletamente todos los recursos internos .. \Iltes de que México 
puJicH\ cjcn.:e r su dt.'redlO a la prolcú'ióll diplolll¡ít l(¡} de 
dic hos nacio na les, podría llevar al absurdo resu lt ~do de que;' 
es ta Corl t.' tuviese q ue ta llar cuando Sll decisión no pod ría 
tene r un efecto práctico. 

O pinión sc:par'ada del Mag:ist rado Parra-A rangul'cn 

El Magistrado Parra-Aranguren considaa que 1,,5 excep­
( i(lIles preliminares opuestas P("I f los Es taJos UniJos Jebe­
rian haber s ido deses timadas porque dio su consenti miento 
para no plantear excepciones preliminares cuando ace ptó 
que hubiera una sola ronda de alegatos y no dijo nada acerca 
de las excepciones preli mina res. Por esa razón VOlÓ en con­
tra del pilrrafo 153 1) del fallo. 

Los Estados Unidos "han optado por dcncg"r vehemen ­
temen te cualquie r clase de ilic it ud", según indicó México. 
Méx ico reconoció su obligación de demos trar la llaCiUnil ­
lillad lnexi..:an'l de cadi\ lIna de las 52 personas individua­
lizadas \" 11 su lll emori¡L Con tal fin presentó ded a ra(iones 
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de 42 de ellas en las que afirmaban se r mexicanos y 52 cer­
tificados de nacimiento que ce rtificaban que cada una de 
ellas habia nacido en Méx ico, exp licando que adquir ieron 
automática men te la nacionalidad mexicana i/lre sc>li con 
arre'g ln a lo dispul'sto el1 el articulo 30 de la CO l1 s tit ución 
mexicana . 

En llpi niém del Magi .• araJo Parra-A rang u ren, las J eclara ­
don~s prcsl'nladas son Jocutlll'ntos ex pilrte que no pueJell 
lkmoSll"al' la nacionalidad d(' las 42 personas (' 1\ cuestión; y 
los cert incados de nacimiento prueban ind udablemente q ue 
cada una de las 52 personas menciolladas en la memoria de 
Mexico n:'Kie ron en México pero no que sean nilcion,lks 
IIICXiC.\110S. Máico no prescntó el texto del artículo 30 dI;.' 
su Cons tit uc ió n y u en ra medid" en que la Corte In terna­
cÍtulal de Justicia deba expresar una opinión en cuanh\ al 
electo de una regla de derecho nacional lo hará trillando al 
as unto como una cuest ión dl' hecho q ue debe ser estableci­
da como tal y no como una cues tión de derecho que haya 
de se r decidida po r la Corte" (Oppcrl hei"'$ Itlternatiutl(¡/ 
Law, Ni"t}, Edition, Si r Robert Jennings. Q.C., y Sir Art hur 
Watts. K.C.M.G .• Q.e .. cds., vo l. 1. "La paz", Introducción 
y Parte 1. 1996, pág. 83. párr. 21.) t:.sa es una reg la gene­
ralmente <lct'pt;.\da, como lo ind iCÓ el Magistrado Jolll1 E. 
Read cuO\ ndo h izo retcrt.'llcia a una larga scrie df decisiones 
dh:tadas por 1<1 Corte Permanente de Jus ticia Internaciona l 
l'll la que se aplicó t"'l principio ti(· qlle " las leyes internas 
son s im plemellte: hechos"' (Nultebol¡/II. Segunda Fase, Fallo, 
J.c. /. UL'ports /955, opiniún di "iden te del rvlagis trado Read, 
p¡ig. 36). Consiguientemente , el Magistrado Pilfra -Ar,lIl­
guren cons ide ra que México no cum plió con su cargJ dt.' la 
prueba al no haber presentado el texto del ar t icu lo 30 de su 
const it ución. Por ello esa omisión no permite que sr tenga 
por demost rada, sobre la base de las pruebas presentadas 
por México, que las 52 personas individualizadas en su 
memoria automáticamente adqui r ieron iure $oli la nacio­
nalidad mexicana. Por esa razón, a me nos que se tomaran 
C0 l110 fund amento consideradones ext raj urídica s, como 
sc hacc en el fallo. en su opinión no cabia utra pusihilidad 
que (onclulr que no se pod ia hace r lugar ¡} las pretensiones 
presentadas por Máit.:o t:o ntra klS Es tados Unidos, pues la 
nacionalidaJ mexicana Jt.' las 52 p~rsonas afec tadas no esta ­
ba demostrada y ella l.'S, en la presen te causa. una ..:ond ición 
neces<\ri;¡ para la aplicación del ;¡rtículo ~6 de la Convención 
de Vien;'I )' p;Ha el ejercic io po r parte de ¡Vféxico de su dere­
( ho:.\ h\ pro!('("("ión dip lonütica de Sll S nacionales. Por lanlo, 
b o misión tle México (,'11 probar la nacionalidad Illt.'xicana 
de las 52 personas individual izadas en su memori'l es la 
razón fundamental de su voto en cont ra de los apartadl\S 4), 
ó), ó), 7), 8) Y 91 del párrafo ló3. 

En el párrafo 40 se dice que 1" regla del agotamien to de 
los recursos internos no se aplica a la soli citud conten idl.l 
en la pri mera conclusión fi nal de México en la que se pide 
a la Corte que declare que los Estados Un idos vio laron sus 
obligacioncs juríd icas in ternac iona les pura con México, por 
derecho propio y en ejercicio de su derec ho a h\ protecció n 
diplomática de sus nacionales . El Magis trado Par ra-A ran­
guren IlO est;Í de acuerJ(l ClJll es¡, con..:lusión, porque. ell su 
opinÍl)n , la rq~ l a del agotamiento de los rec ursos internus 

derc(ho de la protí'cción diplomática y la regla conexa del 
agol<llniento de los recursos in ternos (párrafo 40 del fallo) . 

Al rechazar la argumenr¡Kión de los Estndos Unidos 
s~gún la cual las pretensiones de Mcxico reladonadas con la 
protección diplom¡itica de sus nacion.des era n lIladmisibles, 
la COrLe. a juicio dd M¡¡gistr;.¡do Vereshchel'in, recurrió a un 
razonamiento que elluivale a una nu!!va proposición jurídi ­
C~l SUlllUlllcntc prublcm;íticil con fCSpl'cto al derecho dt la 
prlltecdún diplollHitica. En un apartamiento del relju isito 
gt'nt.'l'al del agotamiento de los recursos internos (liando 
un Estado formula un" n.:,lalllaciún internacional hr\Cicndo 
Sll)'OS los derechos de sus n:lI.:iollalt:s, el E\lIo decide que el 
debc:.'1' JI.' agot;\r los re,urSQS internos no St' "pilLa a la soli ­
ci tud de Méx ico a causa de 1;.\ 5 circunstandas especiales 
de la interdependencia entre los derechos del Estado y los 
derechos individuales fundados en el artículo 36 de la Con ­
vención de Viena. 

Habiendo analizado la jurisprudencia de la Corte relati ­
vn al derecho dí' la protección diplomática y el Proyecto de 
artículos sobre la protección diplomática, rec ientemente ela ­
borado por la Comisión de Derecho Internacional (CDI), el 
Magistrado Ve reshchetin conclu ye ljue ('n la presente ,aUS.l 
no habia razones imperi()sas para apart¡.\rse del criterio de 
"prC plllllJ~nlnda" ap lkado en la jurisprudencia anler illr de 
b Cortl' y t;'1l d Proyedo dt: ankulos dt.: la e l)J (on n::spe(to 
a las prdt'nsiont's "m ixtas" ri.rmul.l.I .. b s por un Est;h.lO pClr 
derecho propio r en ejercicio de su derecho a hl prolección 
diplom:.itica de sus nac ionali."s. 

Lit ra zón por la cual t'n la prest'nte causa no se aplica la 
regla del agotamit'nto de los recursos internos no radica cn 
el carácter especial dd artículo 36 de hl Convención de Vie-
11,1 sobre rel:lCiones consu lares, que difiere implícitamente, 
por Sil naturaleza , de otras di spos iciones convencionales 
que crean derechos individuales, s ino en las propias drcuns­
ta IKias especiales del presente caso. En el mo mento en que 
se presentó I ~\ dema nda, todos los nacionales mexicanos a 
que dl.\ se rdería ya estaban en el corredor de 1;\ muerte. En 
raks dr.:unstancias, exigir que se hubieran agC'ltaJo (om ­
plet .. ,mel1te lOdos los recmsos internos antes de que México 
pllJicm cjen;(.'.r su dt.'redlo a la prutc((ión Jiplolllát ka de 
dichos Il'Kion:lIes, podría llevar al absurdo resultado dt> que 
es ta Cortt' tuviese que talhu cuando su decisión no podria 
tener un efecto práctico. 

Opinión separada del Mag:istrado Parra-Arangurcn 

El Magislrado Parra-Aranguren considera que l"l s excep­
ciones prdilllinares opuestas pClr los EstaJos Unidos debe­
rían haber sido desestimadas porque dio su consenti miento 
para no plantear excepciones preliminares (uando aceptó 
que hubiera una sola ronda de alegatos y no dijo nada acerca 
de las excepciones preliminares, Por esa razón votó en con­
tra del párrafo 153 1) del tallo. 

Los Estados Unidos " han optado por dClleg,lr vehemen­
teme nte cualquier cl ase de ilici tud", según inclin) México. 
Mexico reconoció su obligación de demos trar la 1J¡lcillll¡¡ ­
¡idaJ Illt'xkan<l de cada UIl" de las 52 personas individua ­
lizadas t'l1 Sll memori;\. Con tal fin prt.'scntó declaradones 
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de 42 de ellas en las que afirmaban ser mexicanos y 52 cer­
tificados clt> nacimiento que cer tificaban que cada ulla de 
ellas habia nacido en México, explicando que adquirie-ron 
automáticamente la nacionalidad mexica na ¡l/re soli con 
arreglo a lü diSput'SlO l~11 el artículo 30 de la Constitución 
mexicana . 

En l>piniún del Magi .• ¡[ rado Parra-A rangu ren, las decl:un ­
doneS IWCSt' IHadas son JOl-U lllentos ex pílrte ljuto! no pueJ":1l 
lkmos tl'al' la nacionalidad dt'las 42 p..:rsonas ('11 (uestión; y 
los certificados de nacimiento prueban indudablemente que 
cada una de las 52 personas mencionadas t>n la memoria de 
México n;."ie ron en México pero 110 que sean Ilacionales 
mC'xicallos . Máico no presentó el te x lo del articulo 30 lit' 
su Cons titución y "en I'a med id"l en que la Corte Interna­
cil\ llal de Justicia deb<l expresar \lna opinión en cllanh\ al 
efectu de una regla de derecho nacional lo hani tratando al 
asunto (omo una cuest ión dt hecho que Jebe ser estabb:i· 
da como tal y no como una c uestión de derecho que haya 
de ser dec idida por la Corte" (Oppcrlheim's lntenwtiumll 
Law, Nillt" Edition, Sir Robert Jennings, Q.c., r Si r Arthur 
Walls, K.C.M.G .• Q.C .. eds., vol. 1. "La paz", Introducción 
y Parte 1. 1996, pág. 83. P¡lIT. 21.) tsa es una regla gene­
ralmente <'KI!pli\da, como lo indicó el Magistrado John E. 
Read cuando hizo referencia ¡¡ una larga serie dl' decisiollt's 
dktadas pur1.l Cortc Permanente dt.' Justicia Internacional 
t'n la qUl' se aplicó t'l principio de qlle "' las leyes internas 
son simplt:11I~nte hechos" ( No tt~b()h/ll. Segunda Fase, Fallo, 
J.c./. J~/:pf)rts 1955. opinión di ... iden te del f\/lagis trado Read. 
pago 36). Consiguientemcnte , e l Magistrado Parra-A r,lll­
gU1'en cons idera que México no cumplió cun su carga ,Je la 
prueba al no haber presentado el texto del uticulo 30 de su 
constitución. Por ello esa omisión 11 0 permite qut' se tenga 
por demost rada, sobre la base de las pruebas presentadas 
por México. que las 52 personas individualizadas en su 
memoria automáticamente adquirieron iure soli la nacio­
nalidad mexicana . Por es" razón, a menos que se tomara n 
como fundamento consideraciones extrajurídicas, como 
se hacc en el fallo. en su npinión no cabia otr<l posibilidad 
que .:onclllir que no se podia hacer luga r a l<ls pretensiones 
presentadas por Máicü contra I~)s Estados Unidos, pues la 
lla(ionaliJaJ mexicana Je..' las 52 personas afectadas no esta ­
ba Jl'lllos tr:tJa y ella t'S, t'n la prt'sen te causa. una (ondición 
neces¡ui;.¡ para la aplicación del ;.¡rtículo 36 de la Convención 
de Vieml )' para el ejercicio por parte de ¡Vféxico de su dere ­
.:ho a b prote('cióll diplom ~\tic<.\ dI! sus lIacionales. Por t;:lIIIO, 
b omis i6n ,Je M~xico en probar la I1i\ CiOllnlidad lTIexicana 
de las 52 personas individualizadas en su memori,1 es la 
razón fundamental de su voto en cont ra de los apartadl1s 4), 

5), ~), 7), 8) Y 9) del párnlfo 153. 

En el p .. írrafo 40 se dicc que la rcgla dd agotamiento Je 
los recursos internos no se "plica a la solicitud contenidu 
en la primera conclusión final de México en la qu~ se pide 
a la Corte que declare que los Estados Unidos violaron sus 
obligaciones juridicas internacionales para con Méx ico, pc)r 
derecho propio y en ejercic io de su den.'cho i.l la pro tección 
diplomática de sus nacionales . El Magistrado Parra-Aran­
guren IHI e..:t;i de i\cuerdn c()n eS¡l cOlh.:lusión, pnrque, en su 
opinj¡\n, la rq~la del agotamit'llto dt' los rcxurS(IS II1Iernus 
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se apli..:n I.'n los ..:asos t.'n qUé.' el Estado reclamante ha s ido 
les ionado indirectamente, es decir, por inte rmedio de su 
nacional. y no se aplica cuando h'l sido dire':li\mente lesio­
nado por el acto ilicilo de otro Estado. Como 11;.\ observado 
réciCl1tcmenlt' la Comisión de Derecho Internacional "[e] n 
hl pn.ictica, es dificil d~cidir si la reclamación es ·'d ire.:t a" 
o " indirecta" cuando es "m ixtOl ", en el sent ido de que CO Il ­

tielle l'ICIlli..'l1tuS la nlo de perjuicio par~\ el ESlado cumo de 
perjuh:io para Ins naciona les dd Estoido" . Tal es el ..:aso en 
el pn.'sente procedim iento, como ~e r(.'CO tHH:1' en d p.irra­
f\l 40 ..: ua ndo Sl' indica n I;\ s ".:ircunst'\llc ias l'spt.:ciales de 
inte roependenda en tre l{ls dt.'rechos Jd Estado)' los d l're­
(hos individua les", y por es.l razón 1", Corte dl'berÍi.l haber 
ex .. ln'¡nado los di stintos elementos de la pretensión para 
"dec idir s i es el elemento direc to O el elemento indi recto el 
prepondera nte"; siendo tambien posible apli car el cr iterio 
de la condición sil/e qua non, o "a falta de", que plantea la 
cuestión de- si la reclamadón que comprende clt.'mentos de 
pe rjui cio tanto directo CO IllO indirecto se habría presentado 
si no fuera por la demanda por cuenta ... fel naciona l lesiona­
do (Nadones Unidas, Iltfo rllle dI! la Comi$;ólt de Dcrcdw 
Infcf"/Ic/cio/wl, 55° período de st.'s iolll's (5 de mayo a 6 de 
ju nio)' 7 de julio a 8 de agos to ... le 200_~), Vt.l( /Jmi.~ n 'os oficia­
Ic.:; de la A.:;alllblea Gel/adJ, qllil/cuagésilllo l>clal'lI periodo 
dI! 5/! sill/lcS, SlIp/el/tt'l1t ll No. 10 (A/581J01, págs. 66 y 67). 
El Magistrado Parra-Aranguren conside ra que Mcxico no 
habríil presen tado su pretensión conlr.l los Es tados Un idos 
si no fu era por rl daño su fri do por sus nilci0n¡]Ies y que, 
por consigu iente, la regla relativa a los recursos internos se 
aplica .1 las preten siones "pür derecho propio" presentadas 
por Méx ico en su primera conclusión hnal. Consiguiente­
mente, la Corte debería haber examinado (ada uno de los 
CilSOS indi viduales pua determinar si se habían ago tado los 
recu rsos internos; si no fuera así, la corn:spondicnte pre­
tensión presentada por México en ejer.:icio de la protección 
d i p l om~ticil J e sus nacionales debería hilber si Jo desest i­
mada, a menos {l ue estuvie ra comprendida en alguna de 
las excepciones (:onsue tudinariamt'nte aceptadas a la reg la 
rd ativa a los recursos internos, teniendo e n consideración 
el art ículo 10 del Proyec to de ar ticulos sobre la protección 
d iplom,itica d;.¡horado pl)r 1<1 Comisión de Derecho ln tcr­
Iloi cional. 

El Magistrado Parra -A rangurm desea poner de retieve 
que la~ lim itaciones de tiempo pa ra presen tar su npini ún 
separada dentro del periodo fipdo por la Corte le li<ln ill1pe­
d idl\ forn1l11;lf u na expli..:ac ión complda de su desacuerdo 
con los apartados 4), 5) , 6), 71. 8) Y 9) del p;.Írraf"o 153. 

Opi nión separada del Magistrado Tomka 

En su opin ión separada, el Magistrado Tomka expresa la 
opin ión de que la Corte sólo podría haber IIrg:ldo a la con ­
clusión de que se ha bía n viulado los derechos individua les 
de nacionales mexi.:anos si hubi t.'se ace ptado la alegación de 
México de que in vocaba su derecho ti ejen:er la prot e(cion 
Jiplondt Íl.:'\' 

En est' caso, no hahría sido adecuado deses tima r la ohje­
cibn l i t' In .e; Es tados Un idos dt' que los na..:iona lt.,s meXIC,\nos 

no habían agotado los recursos internos. Si n embargo, habi­
da cuenta de la prácti..:a de los tribunales de los Estados Uni ­
dos que, en el pasado, omitieron por diversas razones dar 
una protecc ión encaz en casos de vio laciones de los dere ­
( hos ind ivid uales con iHreglo a l apartado b) del párrafo I 
del a rticulo 36 de la Convención dr: Viena, el Magistrado 
TOIl1 ka concluye que la regla del agota In ie nto de los recursos 
intl'mos no se apli(a en la p,'cse tltc causa. 

El Magistrado Tomb expresil .. \I g u nas dudas en CU:ln­
to a la iJea de que la ob ligacion de informar a un naciona l 
ex tranjero detenido de sus de rechos con arrr:g lo a l a rt i­
cll lo 36 de la CO llven(Íón de Viena só lo se apl ica una Ye7. 
que h\ s aUlOrid.\des aprehensoras adviencn quc la pcrson.\ 
es un naciona l ex tral1jcro o t ienen m otivos para cre~ rlo . 

El Magistrado opina que la obligació n de dar inform.lCión 
consula r surge en el 11l0men to de la di'tcnóón del naciona l 
extra njero. 

El Magistrado Tomka concuerda con 1" conclusión de la 
Corte de que no puede hacer luga r a la so licitud de México 
que pretende la cesac ión por parte de los Estados Unidos 
de tod a violac ión de las obligaciones que les incumben con 
arreg lo al artícu lo 36 Je la Convención Jt' Vien<.l, porque 
México no ha demostrado que dichas viola..:iones sea n de 
natu raleza l'ont inuada. No conside ra pertinen te tener en 
cuen ta el hecho de que los procedimientos penó\les contra 
las 52 pe rsonas sig. uen estando pendientes a nte los tribu­
nales in ternos n i ( onside rar la nat ura leza de la rt.'paración 
adeClwd;'l, en relación con la obligació n de cesación. 

OpiniÓn separada del Magistrado Sepú lveda 

El Magistrado ad 110C Sepúl vcda dijo que , aun cua ndo 
está básicamente de acuerdo con la m ayo ria dt, las conclu­
siones de la Corte, tiene algunas dudas y reservas acerca del 
razonamiento empleado por la Corte para llegar a a lgu nas 
conclusiones. Las principales son las siguientes: 

1) La Cort e ha optado por una interpretació n restringi­
da dd llen:cho de la n:sponsabilidad dd Es tado, limitando 
así las Il"l t.' J idas de rt.'paración phlllteallas por Méx ico. 

2) La t.!t.'ci sión de 1<\ Cor te no está suticientclllt.'nte d a ra 
(liando da respuesta a la solicitud de Méxko de q ue:' resol­
viera que los Estados Unidos habían vio lado sus obligacio~ 

nes jurídicas in te rnac ionales para con Méx ico, por derecho 
propio y en eje rcicio de su derec ho <L b pro Lecc ión d ipJo rn .i­
ti cu de sus n'lCiotl:.tles, 

3) El presente ¡"ullo se apartu sustanc¡ulmente de lus 
conclusiones del fallo LaGrand en lo tocan te a los asu ntos 
relacionados ..:on las circunstancias e n Icls que deben ago­
tarse los n:cu rsos inkrnos, a 101 aplicación Je la regla de hl 
prec!usión procesal , y respecto de la cuestión de la denega­
ción de justicia. 

4) E~ incorre.:to, en el plano de los he.:hos y en el del 
derecho, supone r que los funcio narios (onslI larcs pueden 
pres!;.l r Slt .1 sistencÍ<\ al imputado para organiz.lJ" su defen­
sa clwndo la info rmación se ha scúa l,¡do a la ¡w .' nción dd 
Es t;.\do que envía por med ios distintos de los demostnldos 
en el artícu lo 36 de la Cotwt'ndón de Vien.l. Un CX,lI11en de 

Se:' apli.:n en los .:asos t.'n que el Estado reclamante ha s ido 
lesionado indirectamente, es decir, por intermedio de su 
nacional. y no se aplica cuando ha sido dire.;tamente lesio­
nado por el acto ilicito de otro Estado. Como 1\.1 observado 
recientemente la Comisión de Derc:cho Internac ional "kJn 
hl pn.ictic<l, es dificil decidir si la reclamación es '·d ire.:ta'· 
o "indirecta" Cll<lndo es "mixta". en el sentido de que CO I1 -

tielle l'ICIlll'lltuS tanlo de perjuic io para el Estado CU llltJ de 
perjuido para 101' nadnnale:' s dt'1 El' tado". Tal es el C;:I SO en 
el presente procedimiento, CU IlIO se 1"I:(0111)("l' en el párra­
fll 40 .;uando St.· indican la s .. ..:i rcunstanc ias t.·spccialcs dc.' 
interdependell..:ia entre los derechos del F.stad!) y los dt.·re­
chos individuales", y po r es.1 r .. 11.Ón 1;.1 Co rte:: dt.'bería hahC!r 
ex'1minado los distintos elementos de la pretensión par<l 
"decidir s i es el elemento directo o el elemento indirecto el 
p reponderante"; siendo también posible aplico-lr el criterio 
de la cond ición sine 'lua non, o ha falta de", que plantea la 
cuestión de s i la reclamadón que comprende elementos de 
perjuicio tanto directo C0 l110 indirecto se habrfa presentado 
si no fuera por la demanda pm cuenta liel naciol1alles iona ­
do (Nadones Unidas, I/lforllle de la Comi.~ió l1 de Dacrlto 
{nten/dcio/lUl, 55° pC!ríoJo de Sl!s iOllt·s (5 dt: mayo a 6 de 
junio y 7 J e julio J g de agosto de 2003), VOC/lmenfus ufida­
It:;¡ de la A ;¡Qlllblea Ge/l/!l"!J/, quillcllagcisi lllo oC lal'd periodo 
d~ sesi¡) II~S , SlIplelllellfl) No. 10 (A/SS/10), págs. 66 y 67). 
El Magistrado Parra-Aranguren considera que Mcxico no 
habría prest'"ntado su pretensión contra los Estudol' Unidos 
si no fuera por el daño sufrid o por sus nilc iCl n"les )' que. 
po r cO ll sig.uiente.la regla relativa:J los recursos inte rnos se 
aplica <l la s preteminnes "por derecho propio" presentadas 
por Méxíco en su primera conclusión final. Consiguiente­
mente , la Corte debería haber examinado ..:ada lino de los 
CaSOS individuales para determinar si se habían agotado los 
re(u rsos internos; si no fuera así. la I.:orn:spondiC!nle pre­
tensión presenlada por México en ejer..:icio de la protección 
diplom~ticil Je sus naciolwles debería haber sido desest i­
mada, iI menos qUe estuviera comprendida en alguna de 
b s excepciones consuetudinariuml'ntc aceptadas a la regla 
rt"lalivu a los recursos internos , teniendo en consideración 
el artículo 10 del Proyecto de artículos sobre la protección 
diplom;itica d<\horado por Iol Comisión de Derechu Inter­
naciunal. 

El Magistrado Parra -Arangurm desea poner de rel ieve 
que 135 lilllilado nes de tiempo pU3 preSf'lI t'l l" su opinión 
sepan1da dentro del period.o ti.lado por la Cort e le IWIl lI11pe­
d idtl formlllar una exp li":Jciol1 compkl:1 lit.' su dC!sJeuerdo 
con los apartados 4). 5), 6). 7). 8)' 9) del p .. irraio 153. 

Opinión separada del Magistrado Tomka 

En su opinión separada, el Magistrado Tomka expresa la 
opinión de que la Corte sólo podría haber llegado a la con­
clusión de que se habían violado los derechos individuales 
de naciollo-lles Ille.'xi¡;:anos si hubiese accptado la alegación de 
México de que invocaba su derecho ti ejerú'r la prote..:ción 
diplomátk .. l. 

En ese ("SO, no h"brl:.l sido :.Idecuildo desel' timar ht uhje ­
ción de los Estados Unidos de:' que los na..:ionales mt'XIC"lno~ 

no habían agotado los recursos internos. Sin embargo, habi ­
da cuenta de la prácti..:a de los tribunales de los Estados Uni­
dos que, en el pasado, omitieron por diversas razones dar 
una protección encaz en casos de violaciones de los dere ­
chos individuales con o.trreglo al apartado b) del párrafo 1 
del artículo 36 de la Convención de Viena, el Magistrado 
TOIl1 ka concluye que la regla del agota mienlt) de los recursos 
inlemos n(1 se apli¡;;t en lu prese nte causa. 

El Magistrado Tornka ~X p"t.'Sil algunas dudas t:n (llall­
to a la idea de que la ob ligación de inform:.lr a un naciona l 
extranjero detenido de sus deredlOs con arreglo a l arlí· 
cll lo 36 de la Conven..:ión de Viena só lo se apli cu tI"'l n;!7 

que las <lurorid"dl's aprehensoras <ldvicrlen tille la persona 
es un nacional ex tral1jero o tienen motivos para cret'rlo . 
El M<lgistrado opina que la obligación de dar infornli.lCión 
consular surge en el momento de la di"tcn..:ión del nacional 
extranjero. 

El Magistrado Tomka concuerda con la conclusión de la 
Corte de que no puede hacer lugar a la sol icitud de México 
que pretende la cesac ión por parte de los Estados Unidos 
de toda violación de las obligaciones que les incumbell ..:on 
arreglo al artículo 36 Je la Convención de Vienu, porque 
México no ha demostrado que dichas viola.:iones sean de 
naturale7.a con tinuada. No considera pertinente.' tener en 
euenta t i hecho de que los pro~edilllientos pen;lles wntra 
las 52 persoll:.ls siguen estando pendientes allte los tribu­
nales intrfllos ni considerar la nalur;aleza. de 1" reparación 
adecuada, (>11 relación con la obllg'lcion de cesación. 

Opinión separada del Magistrado Sepúl\'eda 

El Magistrado ad h¡)c Sepúlvcda dijo tlue, aun cuando 
está básicamente de acuerdo con la mayoria de las cOlldu­
siones de la Corte, tiene algunas dudas y reservas acerca del 
razonamien to empleado por la Corte para llegar a algunas 
conclusiones. Las prindpales son las siguientes: 

1) L:.I Corte ha optado por una interpretación restri ngi ­
da Jd Jerl'cho de la re:spol1sabilklad JeI Estado, limitando 
así las meJidas de reparación planteadas por Méx ico. 

2) l:! t1e:cisión de 1.1 Corte no está suli..:ientt'llIt'nte dara 
cll:.lndo d:.l respuesta a la solicitud de Méxi(o de que: resol­
viera que los Estados Unidos habían violado sus obligado· 
ne.'s jurídicas internacionales para con México, por derecho 
propio}' l' n ejercicio de su derecho a b protecc ión tliplo rn ,i­
t icu de sus lladoll:.lles. 

3) El presente f<lllo se aparta sus lanciu lmcnte de las 
conclusioneS del fallo LI1Grand en lo tocante a Ills asunlt)s 
reladonados con las cir(unstancias en I"s que (lt-ben ago­
tarse los recursos internos, a la aplicación de la l"C:gla de la 
preclusión procesal. y respecto de la cuestión de la deneg .. -
ción de justicia. 

4) Es in..:orre..:to, en el plano de los hechos y en el del 
d~re..:ho, suponer que los fundonó.lrios ..:onsulares pUl'dt'1l 
p reShl r Sll as istench\ al imputado pJra organizar su defen­
Sil (u,llldo la información se ha s('lud,ldo a la .. w:ndón de.-! 
ESIi.Hlo que envÍ;.1 por medios dislilltos de los de:'mostr"Hios 
en el articulo 36 de 10.1 Convendón de Viena. Un eX.II11en de 
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los casos dtados l'n el (allo muestra que. en la mayoría de 
dichos casos. si no en todos dios. la neces iJi\d de ddensa 
revestía. desde el com ienz.o. una importancia capit411. 

5) Existe un estrecho vincu lo entre la ''<,dvt"rtt'ncia 
Min.\llda" )' el artículo 36 Je la Convención de VielHl . en 
el sentido dt' loJue ambos tienen hl finalidad de crear un 
régimen eh! protección de los derechos q ue indden direc­
tamente en 1<1 l'lluidad dd proú::stl . La prott'ü: ió n consular 
PUt:dl' st:r un imp()rtanlt: dt:lllt.!n!t) p;Ha d dt:biJo prll( I.'SO 

Il'gal, en especial en los casos e n los que pueda aplk.use la 
pena de mUt'rte. 

6) No parece pos ible lograr una reparación integral 
si subsiste la ambigüedad de la expresión "por medios de 
su propia deccion". }' s i d ich:\ expresión no es (orli.llc:c id;:1 
mediante la adic ión d e Illl!diJas cspe..:itkas. 

7) La Curte debería haber conclu idu '-tue era neces"Hia 
1" ..:es(lción dc las violat.:iullcs del ar ticulo :\6 tI (· la C OIlVl'Il­

ciún de Viena por parte de lus Estadus Unidos. 

148. CONSECUENCIAS JURIDlCAS DE l.A CONSTRUCCIÓN DE UN MURO 
EN El. TERRITORIO PALESTINO OCUPADO 

Opinión consultiva de 9 de julio de 2004 

A solicitud de la Asamblea General de las Naciones 
Un idas . la Cor le emitió una o pin ión consult iva acerca de 
1" euest ió n ;\tint:'lltc a las co nsecuencias jurídicas dc la cons­
trucción de un rnuru en d territorio p.lle511110 ocupaJo . 

La Corte: t:staha integrad a (.'n la ronna sigllil'nll' : PrL'si­
dente. Shi ; Vicl'prt'sidentc. Ran.kva; Magisrrad¡)s, (j uillau ­
me, }(oroma, Veresh..:hetin, Higg ins, Parr.\ -An.lllgu rl'll, 
~()()ijllli.l Il S. Rack. AI - Khi.\sa\\ln~h . BlIt'rgenth al. Eh, .. aby, 
O wada. Sim ma y Tomka; Secretario, Cou\' reur. 

El párr.tlo 11nal (párr. 163) d e la opinión consulti va dice 
lo siguiente: 

" LA C ORTE. 

" 1) Por unanimidad, 

"Deter",ina qUl' tiene jurisoicciún para emitir la opin ión 
consultiv" solkitada: 

"21 Por catorc(' votos t.:untra uno. 

" f)ccidt' da r cumplim ien to .\ 1,1 solici tud de oplnion con · 
Sllhi v .. l : 

"VOTOS A FAVOR: Prt'sidellt e Shl: Vicepresidente Ran ­
jt'\'il : Magistrados Guillilume. Kororna . Vereshc hetin, 
Higgins, Parra .Aranguren, Kooijmans, Rczck, Al ­
i..:.hasawlu:h , Elaraby, Owada, Simma, Tomka; 

" VOTOS EN CONTRA: Magistrado Buergenthal; 

" 3) RfSpofldf! en la (orma siguiente a la pregunta for ­
Illulalia por la Asamblea Geneml : 

"A. Por cator..:e \'otos contra uno. 

"La const ruccion del O1Uro loJue est.i dcvando Israel , la 

Potc.: nciél ocupa nte. en el tt'rritorio palt's ti no ocupado. 
incl uid" Jerusa lén oriental y sus .lIret\edores. )' su rég i­
men ..:onexo, son co ntrarios al derecho inlt'rnaciunal: 

"VOTOS A FAVOR: Presidente Shi; Vicepres idente Ran­
;eva; Magis trados GlIilla ll rne. Koroma. Vereshchetin . 
Higgins, Parra-Aranguren . Kooljma ns. Rezek, Al­
Khasawneh, Elaraby, OwaJa. Simma, Tomka; 

"VOTOS EN CONTRA: Magistrado Buergenth 'll; 

"B. Por c:lton:e vo tos con t ra II nu, 

"Israel tiene la obligac ión Je poner fi n a sus violaciones 
del derecho internacion.lI ; t iene la obligJdón de detener 
de inrnl'd i"to la~ obras de cons trucción d\:.'1 muro que 
es tá elevando I!n el terr ilOrio palestino ocupatlo. inclui­
da Jerusalén orien ta l y sus a lrededores. desmantebr de 
inmediato la estructura all í situada, y deroga r o de;"" si n 
efecto de inmediato tudus los actos legislati vus }' regla · 
mentarios con ella rel .. cionados, de conformidad COI) el 
párrafo 151 de la presente o pinió n; 

"VOTOS A FAVOR: Presidente Shi ; Vicepresidente Ran ­
jeva: Magistrados G uillaume. Koroma , Vereshchet in. 
Higg ins, Parra-Aranguren. Kooijrnans. Rl'Zek , Al ­
Khasawneh, Eli.lraby. O\\'ada, Si mma, Tomka; 

"VOTOS EN CONTRA: Magistrado Buerg~nth,d; 

"c. Por catorce votos (untra uno. 

"Israel tiene la obligadcln de repilf¡¡ r todos lo s dúios y 
pc.>r;u i..:i os causados po r la cons trucción d el muro en el 
l.l·rrito rio p,ll eSlil)O ocu pado. incluida Jerusal én orit>llt.l l 
y sus alrl'(kdon.' s; 

··VOTO." A FAVOR: Pres idente 5h i; Vicepresidente R .. \n ­
jeva; Mag istrados Guil laume. Koroma, Vereshchel in, 
H iggins, Parra-Aranguren, Kooijmans . Rt'zck, Al­
Khasilwneh. Elaraby, Owada, Simma. Tomka; 

"VOTOS EN CONTRA : Magistrado Buergenthal; 

"D. Por trece votos cont ra dos, 

"Todos los Estados tien!!1l la o blig<ldón de no reconocer 
la situación ilegal resultante de la construcción del muro 
y de no prestar ayuda o asistenci,1 para el m,lOlenimiento 
de la situación creada por dicha construcc: ión; todos los 
Est,ldus partes en el Cuarto Convenio de Ginebra rela ti ­
VO..l la protección debid .\ a las persona .~ civilt·s en tiempo 

los (asos dtados l'n d fallo muestra que. en la mayoría de 
dichos (asos, si 110 en todos d Ios, la necesid"d de defensa 
reveslla. desde el com it>llzo. UI\OI irn porlancia capil411. 

5) Existe un es trecho víncu lo en tre la ""dve rtencia 
M iranda" )' el anículo 36 de la Convención de Vienn. e n 
el sentido lit' "1uc am bos tienc:n lu tinalidad de c rea r un 
régimen elr: protección de los derechos que inddell (lirt'( ­
t,"llente en 1<, cl.JlIidOld dd pro..:cso, L<I prote..:...: ió ll t.:(lns ul a r 
puede: ser un impMtanlt: dcm .... nto p¡.¡ra el dd)io\1 I'rll(\-,so 

lega l, en especial en los .:asos en los que pueda aplkarst' In 
pena de muerte. 

6) No pa rece posible lograr una reparación integra l 
si subsis te la am bigüedad de la expresión "por medios de 
su propia elección", )' si d icha expresión no es ro rtalecid'l 
mcdian te la adición de mcJidas t:spe..:ítkas, 

7) La Corte debería hi.lber conclu idu l.J1It' enl nect's.u ia 
la ..:csac ión de las violadnncs del ar tlcul u ~6 d,' la CO Il Vl'n­
..:iún de Viena por parte dt' los Estadus Unidos, 

148. CONSECUENCIAS ¡URIDlCAS DE LA CONSTRUCCIÓN DE UN MURO 
EN EL TERRITORIO PALESTINO OCUPADO 

Opinión consultiva de 9 de julio de 2004 

A solici tud de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. la Cor le emitió una o pinión consu lt iva acen: .. \ de 
la ( uest iú n ;ltinc::ntc a las t.:o nse,ucndas juríd icas (le la cons­
tru ..:ción de un murtl en d tcrriWrio pi.llcSlino ocupado. 

La Cnrte: cSlaha illtcg r:\J a en la forma siguh:ntl' : Pn:si­
dente. Shi ; Vi..:cpresidcllk. Riln,kva; Milgistf;¡t!IIS. (i u il lau­
m~ . J( o r('lllla , Veresh..:hetin , I-li gg ins. p¡Jr r ., -Ar:lIlSll r~n, 

Kooij lll i.\ Il S, Rack. AI - Khi\si.\\"n~h. BUl'rgcllthal, EI .. u'"by. 
OW.ld<1. Sim ma y Tumka; Secretario. Couvreur. 

El párr;¡lo final (pá rr. 16) de la opinión consultiva dice 
lo siguiente: 

" LA CO RTF.. 

" 1) Por ullólnimidad, 

"Deter",i"a qUt' tiene juri sd i.: t.: it.;n para emitir la opiniún 
(onslIlt iv., solid tad .. : 

"2) Pu r c;llo1'(e votos (unIr" unu, 

" Oa irll' dar cumplim ien tu.\ 1" solicitud de oplnlon con­
SlIhivi.\: 

" VOTOS A FAVOR: Presidente Sh; : Vicepresidente ¡{"n ­
je"a; Magist rados Gui llaume. Koroma. V~resht.:hetill, 
Higgins, Parra-Arangurcll, Kooijmans, Rezek, AI ­
~hasawlleh. Elaraby. Owada. Simma, TO lll ka; 

"VOTOS EN CONTRA: Magistrado Buergcnthal; 

" 3) Respomll! en la rorma siguiente a la pregunta ror­
mulada por la Asamblea Geneml : 

"A, Por ca tora \'otos contr-d uno. 

" La construcción del muro l.Jue est;.i devu ntlo Israel . la 
POkncia o (upantc. en d lt'rriwrio palestino ocupadu. 
incluida Jerusa lén orien ta l y sus .1Irededo res. )' su régi ­
lIlen .:o nexll. son co nlr.irio s a l den'cho inlL'rnacional ; 

" VOTOS A FAVOR: Presiden te Shi ; Vicepresidente Ran­
jeva; Magistrados Gui llaume. Ko roma. Vereshchetin. 
Higgins. Parra-Aranguren. Kooljmans. Rezek. AI­
J..':hasawneh , Elaraby. O",aJa. SIn, ma. Tomka; 

"VOTOS EN CONTRA: Magistrado Buergenthóll; 

"B. Po r cato rce vu tos (CIntra u nu, 

"lsnle1liene la obllg'ldón de poner tin a sus violaciont's 
del derecho intern.Kional; t iene la o bligación de detener 
de inmed iato las obms dc cons trucción dl.:.·1 mu ro que 
est .. \ devando en el territorio pa lesti no ocupado. inclui · 
da Jerusalén orien ta l y sus a lrededores , desmantelar de 
inmedia to la estructura all í situada. y deroga r o dejar s i n 
efecto de inmediato lodos los actos legislativos)' regla · 
mentarios con ella rel¡.¡ciollados. de conformidad COI' el 
par rnlo ISI de la presente o pinió n; 

"VOTOS A FAVOR: Presidente: Shi; Vicepresidente Ran ­
jeva; Magistrados G lI illaumc:. Koroma. Vereshchet ill . 
Higg. ins. Parra-Aranguren. Kooijma ns. Raek, AI ­
Khasawneh, Elarab)'. O\\'ada. Simma . Tomka: 

"VOTOS EN CONTRA: Magistrado Buerg~nthal ; 

He. Po r ':3tor,(' votos contra uno. 

"Is rael tiene la obligu, ióll de reparar todos los f..Luios y 
pt.' rju icios causados por la constrw:dón d el muro e n el 
tl'rri torio palestino ocupado. incluida !erus,\ lén orit'lllal 
y :;us ,11 rl'(kJorl's; 

" VOTOS A FAVOR: President e Sh i; Vicep resident e R .. n­
jeva; Magistrados Gui llaume. "aroma. Ve rt'shche tin . 
Higgi ns. Parra-A ranguren, Kooijmans , Rczck. Al· 
Khasawneh, Elarab)', Owada. Sinu1l<i, Tomka; 

"VOTOS EN CON TRA : Magistrado Buergenthal; 

"D. Po r t rece votos conl ra dos. 

"Todos los Estados tienen la obl igadón de no reconoar 
la s ituación ilegal resultante de la construcción del muro 
y de no prestar ayuda o as istenci;., para el m:tn leni m knto 
de la situación creada por d icha construcc ión; todos los 
Estados partes en el Cuarto Convenio de Ginebra rela ti ­
, '0.1 la protección debidol a la:; perso nas civiles en tlt~mpn 
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SUPREMA 
CORTE 
DE JUSTIC IA DE 
LA NACIÓN 

SESiÓN PÚBLICA DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACiÓN, CORRESPONDIENTE A ESTE MIÉRCOLES 23 DE 
ENERO DE 2013.' 

ASISTENCIA COMPLETA 

(SE INICiÓ LA SESiÓN PÚBLICA A LAS 12:40 HORAS) 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Se abre la sesión pública correspondiente a esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Señora y señores 
Ministros, oportunamente fue repartida el Acta correspondiente a la sesión anterior, 
consulto a ustedes si la aprobamos en votación económica. (VOTACiÓN 
FAVORABLE) TOME NOTA POR FAVOR SEÑORA SECRETARIA QUE QUEDA 
APROBADA EL ACTA DE LA SESiÓN ANTERIOR. 

Se dará cuenta en primer término con los asuntos listados bajo la ponencia de la 
Ministra Oiga Sánchez Cordero, y propongo a esta Sala que se dé cuenta en primer 
lugar y de manera exclusiva, con el asunto listado con el número 1. Consulto si están 
de acuerdo (VOTACiÓN FAVORABLE) 

Dé usted cuenta con el primer asunto listado de la Ministra Sánchez Cordero, si es 
tan amable. 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA, LICENCIADA ANA CAROLINA 
CIEN FUEGOS POSADA. Si señor Presidente . Buenas tardes señores Ministros , 
señora Ministra. 

AMPARO DIRECTO EN REVISiÓN 517/2011.QUEJOSA: FLORENCE MARIE 
LOUIS CASSEZ CREPIN. 

El proyecto propone: 

"VERSiÓN PRELIMINAR SUJETA A CORRECCIONES ORTOGRÁFICAS Y 

MECANOGRÁFICAS" 

SUPREMA 
CORTE 
DE IUSTICIA DE 
U. NACIÓN 

SESiÓN PÚBLICA DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACiÓN, CORRESPONDIENTE A ESTE MIÉRCOLES 23 DE 
ENERO DE 2013.' 

ASISTENCIA COMPLETA 

(SE INICiÓ LA SESiÓN PÚBLICA A LAS 12:40 HORAS) 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Se abre la sesión pública correspondiente a esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación . Señora y señores 
Ministros, oportunamente fue repartida el Acta correspondiente a la sesión anterior, 
consulto a ustedes si la aprobamos en votación económica. (VOTACiÓN 
FAVORABLE) TOME NOTA POR FAVOR SEÑORA SECRETARIA QUE QUEDA 
APROBADA EL ACTA DE LA SESiÓN ANTERIOR. 

Se dará cuenta en primer término con los asuntos listados bajo la ponencia de la 
Ministra Oiga Sánchez Cordero , y propongo a esta Sala que se dé cuenta en primer 
lugar y de manera exclusiva, con el asunto listado con el número 1. Consulto si están 
de acuerdo (VOTACiÓN FAVORABLE) 

Dé usted cuenta con el primer asunto listado de la Ministra Sánchez Cordero, si es 
tan amable. 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA, LICENCIADA ANA CAROLINA 
CIEN FUEGOS POSADA. Si señor Presidente. Buenas tardes señores Ministros, 
señora Ministra . 

AMPARO DIRECTO EN REVISiÓN 517/2011.QUEJOSA: FLORENCE MARIE 
LOUIS CASSEZ CREPIN. 

El proyecto propone: 

"VERSiÓN PRELIMINAR SUJETA A CORRECCIONES ORTOGRÁFICAS Y 

MECANOGRÁFICAS" 
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PRIMERO. SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA. 

SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNiÓN AMPARA Y PROTEGE A FLORENCE 
MARIE LOUIS CASSEZ CREPIN , EN CONTRA DE LA SENTENCIA DICTADA POR 
EL PRIMER TRIBUNAL UNITARIO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, 
EL DOS DE MARZO DE DOS MIL NUEVE, EN LOS AUTOS DEL TOCA PENAL 
198/2008, PARA LOS EFECTOS PRECISADOS EN LA PARTE FINAL DE ESTA 
EJECUTORIA, CONCESiÓN QUE SE HACE EXTENSIVA RESPECTO DE LOS 
ACTOS DE EJECUCiÓN ATRIBUIDOS A LAS RESTANTES AUTORIDADES QUE 
SE PRECISARON EN EL RESULTANDO PRIMERO DE ESTA SENTENCIA. 

NOTIFíQUESE; " .. . " 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Está a discusión el asunto. Señor Ministro José 
Ramón Cossio Diaz , tiene la palabra. 

SEÑOR MINISTRO cossío DíAZ: Muchas gracias señor Presidente. 

Yo quiero decir que en primer lugar agradezco a la señora Ministra Sánchez Cordero, 
el que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica , haya 
tratado de incorporar las opiniones o parte de las opiniones que yo manifesté en la 
sesión en la que se vio este asunto por primera vez. Sin embargo, quiero decir que 
difiero muy conside rablemente de la manera en la que la señora Min istra hace el 
ejercicio en este proyecto. 

A mi lo que me parece -y lo voy a tratar de explicar en un momento señores 
Ministros- es que una cosa muy precisa es considerar que efectivamente se dieron 
vio laciones -y violaciones importantes- a derechos humanos, y otra cosa por 
completo distinta es afectar --con toda franqueza lo digo y con todo respeto 
desde luego- la técnica del juicio de amparo directo no atraido , un juicio de amparo 
directo en revisión , que es el que nos corresponde resolver en este sentido. 
En tonces, agradeciendo de verdad el que haya considerado algunos de estos 
elementos, si di fiero de la manera como lo hace. 
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SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Está a discusión el asunto. Señor Ministro José 
Ramón Cossio Diaz , tiene la palabra. 

SEÑOR MINISTRO cossío DíAZ: Muchas gracias señor Presidente. 

Yo quiero decir que en primer lugar agradezco a la señora Ministra Sánchez Cordero , 
el que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica , haya 
tratado de incorporar las opiniones o parte de las opiniones que yo manifesté en la 
sesión en la que se vio este asunto por primera vez. Sin embargo, quiero decir que 
difiero muy considerablemente de la manera en la que la señora Ministra hace el 
ejercicio en este proyecto. 

A mi lo que me parece -y lo voy a tratar de explicar en un momento señores 
Ministros- es que una cosa muy precisa es considerar que efectivamente se dieron 
violaciones -y violaciones importantes- a derechos humanos, y otra cosa por 
completo distinta es afectar --con toda franqueza lo digo y con todo respeto 
desde luego- la técnica del juicio de amparo directo no atraido , un juicio de amparo 
directo en revisión , que es el que nos corresponde resolver en este sentido. 
Entonces, agradeciendo de verdad el que haya considerado algunos de estos 
elementos , si difiero de la manera como lo hace. 
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En segundo lugar -insisto- me parece de la mayor importancia destacar que éste no 
es un juicio de amparo directo atraído, sino un juicio de amparo directo en revisión, y 
que esto tiene reglas procesales específicas. 

Si nosotros estamos viendo en este asunto la manera en la cual debemos preservar 
el estado de Derecho, a mi parecer lo primero que tenemos que hacer es preservar 
las propias reglas del estado de Derecho establecidas en la Constitución. 

La tercera cuestión sobre la cual definitivamente no puedo estar de acuerdo, es el 
estudio de procedencia que se hace. Me parece que las razones de la procedencia 
están bien establecidas en el artículo 107 de la Constitución. Me parece también que 
esta Sala ha venido sustentando criterios de amplitud, generosos -digámoslo, por 
usar esta expresión coloquial- pero que eso es una cuestión , y otra , es que nosotros 
establezcamos la procedencia de los recursos o de los medios de impugnación en 
función de las características particulares de las personas que promuevan el amparo. 
Creo que esto de ninguna manera es adecuado a nuestro sistema. 

En la ocasión anterior con el proyecto que presentó el señor Ministro Zaldívar, yo 
voté a favor de la procedencia porque desde luego considero que se hizo una 
interpretación directa de la Constitución por el Tribunal Colegiado, pero no puedo 
estar de acuerdo con esta modalización que se hace como si la procedencia 
dependiera de las condiciones particulares de cada una de las personas que vienen 
con nosotros a estos procesos. 

A partir de ahí se genera una situación de esta posición que me parece que es entrar 
en el proyecto , se genera una posición que no puedo compartir. 

Desde luego, insisto en esto, me es importante para mi argumentación , sí se dieron 
violaciones, sí se dieron violaciones importantes, el problema de la puesta a 
disposición, los efectos que se dieron con motivo de las filmaciones que en su 
momento se llevaron a cabo, la manera en que estas filmaciones contaminaron las 
declaraciones de algunas de las partes en este proceso. 
Sin embargo, a mi parecer, esto , y siguiendo la condición precedentes de la Corte 
Internacional de Justicia en casos donde el Estado mexicano fue parte , yen la propia 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, me parece que tiene una 
afectación estricta y rigurosamente de carácter procesal y que es en el proceso penal 
donde se debe manifestar sus efectos. 
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Consecuente, con ello creo, y estas es la cuestión que me importas ahora resaltar 
para separarme definitivamente de la propuesta que ahora se nos presenta, en 
cuanto al fondo, porque en la procedencia coincido desde luego con el proyecto , aun 
cuando por razones sustancialmente diferentes, creo que aquí lo que tendríamos que 
determinar es que efectivamente esas filmaciones que se llevaron a cabo afectaron o 
contaminaron , por decirlo de esta manera , de modo muy especial cierto tipo de 
declaraciones, pero eso me parece no tiene un efecto que lleve ni a una afectación 
generalizada de presunción de inocencia, ni a una contaminación generalizada de 
otras declaraciones o de otros elementos probatorios que se fueron dando en el 
propio proceso. 

En la sesíón en la que el señor Ministro Zaldívar nos presentó su proyecto , yo 
expresé -y ahora lo vaya leer del acta misma para que quede clara mi posición­
cuáles eran los efectos específicos que a mi parecer debieran haberse dado en este 
caso concreto , y cito la sesión del acta de ese día. Por todo lo anterior, lo que 
considero que no debe tomar en cuenta la autoridad responsable ; o sea, el Tribunal 
Unitario , al dictar su sentencia , son los siguientes elementos que adicionan a sus 
declaraciones en ampliación , de Cristina Ríos Valladares de quince de febrero de 
dos mil seis , y cito los elementos en este caso . 

Primero. El agregado relativo a que desde la primera casa de seguridad en donde 
estuvieron privados de su libertad su hijo y ella , escucharon la voz de una persona 
extranjera con acento muy peculiar, por lo que una vez que ha analizado esa voz, 
con la que ha escuchado en los medios de comunicación de la persona que se 
identifica con el nombre de Florence Cassez, sin temor a equivocarse reconoce que 
es la misma voz que escuchó en varias ocasiones en las dos casas de seguridad en 
que estuvieron en cautiverio , debido a que el sitio del cuarto donde los 
secuestradores la pusieron estaba muy pegado a la puerta que daba al cuarto , en 
donde siempre se encontraban los sujetos que los cuidaban, y al momento de entrar 
y abrir la puerta escuchaba la voz de ella claramente , percibiendo la voz y el tono de 
una extranjera , y misma voz que se oía que estaba bromeando con los demás 
cuidadores. Esto sucedió en la primera casa de seguridad en la que estuvieron 
privados de su libertad. 
Segundo. La manifestación que hizo la señora Cristina , de que un comerciante que 
vende verduras sobre la banqueta cerca de su domicilio le preguntó si la había 
secuestrado, y al decirle que sí, le comentó que la mujer francesa que había salido 
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en televisión, en varias ocasiones la había visto por ahí, sobre todo cuando la de la 
voz se encontraba de compras por ese lugar y observaba que esa mujer la seguía y 
estaba pendiente de dónde ella iba y que incluso la mujer se metía en una farmacia 
del rumbo y a través de los aparadores la vigilaba. 

Tercero. La manifestación hecha una vez que el Ministerio Público de la Federación 
le mostró el audio que se puso a la escucha de la declarante, que una vez que lo 
escuchó con detenimiento, manifestó sin temor a equivocarse , dice, que al escuchar 
dicho audio en donde se precia la voz de una persona del sexo femenino de origen 
francés, mantenía , y cito y aquí puntualmente "que una vez que lo ha escuchado con 
detenímiento y sin temor a equivocarse, reconozco la voz de quien dijo llamarse 
Florence Cassez, como la voz de la misma mujer que escuchó en las dos casas de 
seguridad en que estuvo privada de su libertad. 

Cuarto. La precisión acerca de que derivado de las llamadas efectuadas y difundidas 
por los medios masivos de comunicación ; es decir, de la televisión de quien refiere 
ser Florence Cassez, al respecto manifestó sin temor a equivocarse reconocer su 
voz, como la voz de la misma mujer que escuchó en el interior de las dos casas de 
seguridad en las que estuvo privada de su libertad. 

Quinto . Igualmente, una vez que se dio fe de tener a la vista dos fotografías 
digitalizadas a color, marcadas con los números 1 y 2, en donde aparece la quejosa 
la reconoció sin temor a equivocarse como la misma que le fue mostrada a través de 
la cámara de gesell en las instalaciones de la CIEDO, y ser la misma mujer que 
estuvo y escuchó en las dos casas de seguridad. 

En esta misma eliminación de los elementos -insisto- derivado de la violación que 
he señalado al tema de la entrega inmediata, también creo que de los elementos que 
adicionan en relación a su anterior declaración en la ampliación de la del menor 
Cristian Hilario Ramírez Ríos , rendida ante el Ministerio Público, el catorce de febrero 
de dos mil seis, no debe tomarse en cuenta lo siguiente : 1°. En cuanto a la 
identificación de la voz de la persona que menciona llamarse Florence Cassez, como 
la misma voz de la persona que me sacó sangre de mi brazo, lo anterior lo he 
comprobado ya que ar escuchar esta voz en los noticieros que pasan en la televisión 
la reconozco y es la misma voz, -como dije- de la persona que me sacó sangre. 
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Segundo. En relación a dos fotografías que les mostró , y cito: Se observa a una 
persona del sexo femenino, que porta una blusa de color obscuro, misma persona 
que se observa -recuadros de ambos perfiles- y una vez que la observó con 
detenimiento manifestó: Que reconozco a esta persona que ahora sé responde al 
nombre de Florence Cassez, como la misma que nos fue mostrada a través de un 
cuarto , donde la vi detrás de un vidrio , en la oficina en donde declaré por primera vez 
y esta declaración fue posterior a nuestra primera liberación. 

En tercer lugar. También me parece importante eliminar de la ampliación de la 
declaración de Cristian Hilario Ramírez Ríos , realizada por sistema de 
videoconferencia el siete de julio de dos mil siete , lo siguiente : Que en la primera 
declaración dijo: Vallarta le sacó la sangre pero que él sólo dijo que Vallarte fue el 
que dio la orden ; entonces, la señorita Florence Cassez dio la mano, le dijo: Aprieta 
el puño; entonces le sonó raro porque el declarante no conocía el acento francés 
hasta ese momento, luego le dijo a su mamá que oyó a una persona que tenía un 
acento raro , su mamá le dijo que tratara de describírselo, pero no le entendió bien. 

A pregunta el defensor particular de Israel Vallarta Cisneros y de la señora Cassez, 
respondió varias en relación con su cautiverio y en relación a la identificación de la 
voz de esta última persona al contestar las preguntas 39 y 40 señaló y cito: Que diga 
el testigo si recuerda dónde se encontraba , cuándo escuchó la voz de la persona de 
sexo femenino con acento extranjero en los noticieros de televisión . Respuesta : En 
mi casa , el nueve de diciembre . 

40. Que diga el testigo qué recuerda de ese noticiero del nueve de diciembre. 
Respuesta: Que primero reconocía a·Vallarta otra vez y a la francesa, ya la señorita 
también , que habló Ezequiel al noticiero nada más y escuchó que la persona· 
femenina de acento extranjero dijo que Vallarta sólo le estaba dando chance de 
quedarse en ese rancho. Fin de la cita. 

Adicionalmente a esto quiero referirme a otro tema que tiene que ver con la 
asistencia consular -decía yo- en aquella sesión. ¿Cuál es el problema que yo 
advierto , como lo decía hace un momento? Que el proyecto que ahora nos presenta 
la señora Ministra Sánchez Cordero, hace francamente un análisis de legalidad que a 
mi juicio única y exclusivamente puede corresponderle al Tribunal Colegiado. 
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Creo que nosotros podemos hacer análisis de legalidad siempre y cuando esté una 
estrecha relación con los temas de constitucionalidad que tenemos planteado; aquí 
tenemos un problema de presunción de inocencia , de asistencia consultar y de 
inmediata puesta a disposición; en consecuencia, me parece que lo que se puede 
determinar como a no considerar por parte del Tribunal Unitario son los elementos 
que digo, pero no me parece posible que en esta instancia nosotros entremos a 
hacer consideraciones de legalidad que prácticamente le demos valor o no y 
determinemos cuál es la condición del testigo único y otra serie de elementos. 

Por estas razones señor Presidente, estoy por el otorgamiento del amparo a la 
señora Cassez pero con el efecto de que regresen los autos al Tribunal Unitario para 
que el Tribunal Unitario elimine estos elementos a los que muy sintéticamente me he 
referido y dicte una resolución considerando el resto del material probatorio y en 
plenitud de jurisdicción ; y desde luego, satisfaciendo todas las garantías procesales y 
sustantivas de esta persona, dicte una nueva resolución en donde se determinen las 
condiciones de su culpabilidad y su inocencia en un juicio , desde luego, garantizando 
todos los elementos constitucionales. Si bien podía dar la impresión de que por 
puntos resolutivos coincido con el proyecto de la señora Ministra, no puedo coincidir 
con los efectos ; y consecuentemente , me veo obligado a votar en contra, aun cuando 
insisto, yo también estoy proponiendo el otorgamiento del amparo pero por razones 
distintas como también lo señalé en la sesión primera en que vimos este asunto. 
Muchas gracias. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias señor Ministro Cossío Díaz. Tiene la 
palabra el señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea. 

SEÑOR MINISTRO ZALDíVAR LELO DE LARREA: Gracias señor Presidente. 
Señora y señores Ministros, en primer término quiero expresar el mayor de mis 
respetos a todos los integrantes de esta Primera Sala , podemos tener puntos de 
vista distintos, lo cual es normal , y no sólo normal sino conveniente en un Órgano 
colegiado , pero al final del día no tengo duda de que todos los expresamos tratando 
de hacer lo correcto y de cumplir con nuestra responsabilidad . 

En marzo del año pasado, yo presenté como es conocido un proyecto en el cual, 
debido a las gravísimas violaciones constitucionales en perjuicio de la quejosa 
proponía el otorgamiento del amparo liso y llano, toda vez que había habido, en mi 
opinión , un efecto corruptor de todo el proceso; en aquel momento, vein tiuno de 
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marzo del año pasado , cuatro de los integrantes de esta Primera Sala , el señor 
Ministro Pardo Rebolledo hoy Presidente , la señora Ministra Sánchez Cordero , el 
señor Ministro Cossío y un servidor votamos por la procedencia del recurso de 
revisión ; también , los cuatro nos manifestamos porque hubo violaciones graves a los 
derechos humanos de la quejosa , tres de nosotros votamos a favor del sentido de 
otorgar el amparo como lo proponía el proyecto; sin embargo, dentro de esta mayoría 
de tres votos, la señora Ministra y un servidor votamos por el amparo liso y llano y el 
señor Ministro Cossío por un amparo para efectos ; entonces, no obstante, que dentro 
de mayoría había una mayoría por el otorgamiento liso y llano, estos dos votos no 
alcanzaban a hacer la mayoria de la Sala y se tomó la determinación de returnar el 
asunto, habiéndole tocado ahora, a la señora Ministra Sánchez Cordero. 

Quiero expresarle mi reconocimiento por su esfuerzo para tratar de presentar una 
propuesta que se acercara a las diferentes opiniones , a los diferentes planteamientos 
que se hicieron en aquella sesión ; lamentablemente a pesar del esfuerzo realizado, 
no puedo suscribir este proyecto, discrepo profundamente de las consideraciones, y 
sobre todo de los alcances que se le da a este asunto en el proyecto que está a 
nuestra consideración y voy a fundamentar mi voto en los siguientes términos : En 
primer lugar, a pesar de que en el proyecto las noventa y nueve primeras páginas 
prácticamente transcriben partes de mi proyecto, lo hace de manera, en mi opinión, 
desarticulada, fuera de contexto, quitando la fuerza que tenía el efecto del montaje ; 
de tal manera que aunque son las mismas palabras , el resultado argumentativo es 
otro. 

Creo y estoy convencido, en asuntos como este , las violaciones constitucionales se 
tienen que ver en conjunto y de manera interdependiente, si las violaciones 
constitucionales se analizan de manera aislada se desnaturalizan, las violaciones a 
los derechos humanos no se dan en un laboratorio, se dan en la realidad, y están 
íntimamente interconectadas, de tal manera que unas van generando la vulneración 
de las otras ; la no puesta a disposición del Ministerio Pública, más la violación a la 
falta de asistencia consular oportuna, fue lo que provocó que se pudiera llevar a cabo 
este montaje que ha sido reconocido por las autoridades, no me estoy basando en 
los hechos de la quejosa, sino en lo que está en el expediente y en lo que ha sido ya, 
reconocido por las autoridades. Si se hubiera puesto oportunamente a disposición la 
quejosa y si se hubiera dado oportunamente el aviso consular, el montaje no se 
hubiera podido realizar y el asunto sería absolutamente otro. 
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y esto qué generó, generó la destrucción el principio de presunción de inocencia y la 
imposibilidad de que la quejosa tuviera una defensa adecuada generando su más 
absoluta indefensión. 

Por ello sostuve y sigo sosteniendo, que estas violaciones constitucionales, que 
estas vulneraciones a los derechos humanos de Florence Cassez, son de tal manera 
graves que generaron un efecto corruptor en todo el proceso, que hace imposible 
que este proceso, esa detención, todas estas vulneraciones , sean validadas por esta 
Suprema Corte. 

Por eso creo también , que no es posible otorgar un amparo para efectos ; no estamos 
en un problema de prueba ilícita, en donde una determinada prueba se toma, o se 
recibe , o se procesa , violando la Constitución , estamos en un efecto corruptor, no es 
posible , en mi opinión , diseccionar qué pruebas son afectadas y qué pruebas no son 
afectadas, mucho menos coincido en que técnicamente se puedan separar partes de 
un testimonio y diseccionarlo ; la testimonial es toda , única y no creo que podamos 
decir, esta parte de la pregunta fue afectada y esta parte de la pregunta no fue 
afectada. 

Por ello, en esta primera parte de mi intervención, por estas primeras razones, votaré 
en contra del proyecto, por el otorgamiento del amparo , por las razones que se 
contenían en mi proyecto original, liso y llano; pero además, lo haré no sólo porque 
estoy convencido de esta postura , sino por un principio de elemental congruencia . 

Desde hace poco más de tres años que yo llegué a esta Suprema Corte, he votado 
de manera inalterable, en muchos asuntos, que cuando hay violaciones graves a los 
derechos humanos, procede el amparo liso y llano; así lo hemos hecho, porque la 
mayoría de estos asuntos , incluso, han sido votados y a veces, unánimemente por 
esta Sala, en asunto de indígenas, muchos asuntos de indígenas; asunto de gentes 
desprotegidas, de los estados más vulnerables de nuestro país, no tendría ninguna 
razón para votar hoy distinto, estoy convencido que los jueces constitucionales 
tenemos un compromiso con los derechos humanos, que no puede estar sujeto al 
contexto político o mediático; si yo votara hoy diferente , estaría obligado a votar 
diferente a partir de ahora, yeso es algo con lo que no puedo congeniar, porque 
implicaría afectar mi independencia y mi visión de los derechos humanos, a partir de 
este momento. 
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Por otro lado, se ha dicho, desde la anterior sesión , y se ha insistido en esta , que en 
el amparo directo en revisión no se puede dar un amparo liso y llano como el que se 
proponía , porque no es acorde a la técnica del amparo. Yo , con todo respeto, 
rechazo categóricamente estas afirmaciones; no hay ningún elemento técnico , pero 
diría yo , ni de sentido común, para alegar este extremo ¿Cuál es la litis de un amparo 
directo? ¿La legalidad?, ¿La violación de los artículos 14 y 16, donde lo que vemos 
es cómo se aplicó la ley?, ¿La ley se aplicó indebidamente? ¿Y la 
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por violación a la ley, por qué esta Suprema Corte como Tribunal Constitucional no lo 
puede hacer, somos un Tribunal constitucional , no un Tribunal de casación , esto es 
muy importante tenerlo en cuenta , pero además lo hemos hecho no sólo en materia 
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todavía no había integrado la Sala el señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena- que era 
un asunto que llega en amparo directo en revisión , en donde se había decretado la 
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Por otro lado, quiero manifestar enfáticamente que el debido proceso, la presunción 
de inocencia, la puesta a disposición oportuna al Ministerio Público, la defensa 
adecuada y la protección consular, no son tecnicismos. El respeto a los derechos 
humanos es la ún ica forma de justificar el poder punitivo del Estado. No podemos 
nosotros sostener que la Constitución es un instrumento de cumplimiento optativo , o 
que el fin justifica los medios. El respeto a los derechos humanos de todos es lo que 
distingue la democracia del autoritarismo y es lo que legitima y construye un Estado 
constitucional de derecho. Yo no entiendo otra forma en la cual pueda el Estado 
constitucionalmente y democráticamente perseguir los delitos y cumplir sus 
finalidades si no es con el respeto absoluto de los derechos humanos. Los estados, 
las autoridades, los gobiernos tienen la obligación de ser eficaces, pero con absoluto 
respeto a los derechos humanos, no hay ninguna razón que justifique la vulneración 
de los derechos humanos. 

Por lo que hace al tema de asistencia consu lar, debo decir lo siguiente : De acuerdo a 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la asistencia consu lar comprende los 
derechos de comunicación , contacto y asistencia propiamente consular. La Corte 
Interamericana ha sostenido de manera reiterada , primero, que se trata de un 
derecho humano. Segundo, que su vio lación afecta el debido proceso. Y tercero, que 
debe tutelarse desde el momento de su detención y ha sostenido también , a partir de 
la opinión consultiva 16/99 -esta Corte Interamericana- que el derecho de asistencia 
consu lar es un derecho humano aunque se encuentre tutelado en el artículo 36 de la 
Convención de Víena Sobre Relaciones Consulares. Este derecho humano genera 
para los Estados signatarios de la Convención los deberes que tienen como 
receptores de personas extranjeras . 

y sobre los efectos que tiene esta vulneración , debo decir que por la propia 
naturaleza , los tribunales internacionales no pueden establecer específicamente si es 
una cuestión para efectos, si es una cuestión para libertad , pero lo cierto es que en 
los pronunciamientos que ha hecho la Corte Interamericana, no es posible analizar 
esto porque en un caso, era sobre la ejecución de una pena de muerte , que por 
razones obvias había fallecido ya la persona que había sufrido las violación a sus 
derechos y en los otros casos las personas ya estaban en libertad . 

Sin embargo, llamo la atención que hay un precedente incluso, de un tribunal de los 
Estados Unidos de América , que estableció que la violación a la asistencia consular 
provocaba la libertad inmediata del extranjero y así lo hizo en el caso de un mexicano 
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Oswaldo Torres Agu ilera, condenado a pena de muerte en el Estado de Oklahoma y 
que fue liberado en dos mil cuatro en virtud de esta situación. 

Pero con independencia de esto quiero insistir en que mi planteamiento no es 
violaciones constitucionales o derechos humanos autónomas, independientes, en 
donde quizás podríamos entrar en un debate qué efectos da cada vulneración , sino 
en un auténtico efecto corruptor que vulnera, que afecta todo el proceso. 

Refiriéndome propiamente al proyecto que la señora Ministra sometió a nuestra 
consideración, quiero decir que me es imposible votar con este proyecto. En primer 
lugar, por lo que ya comentaba en la narración de los hechos y la forma como se 
estructura, le quita fuerza al argumento del montaje y entonces pierde justificación la 
cuestión del efecto corruptor, pero suponiendo que la idea fuera coincidir con lo que 
yo había planteado, creo que no se sostiene la segunda parte del proyecto , que es 
anular determinados testimonios , porque en ese caso especifico -reitero- no 
estamos en materia de prueba ilícita , sino en un efecto corruptor. 

Si se llegara a sostener que estamos en un problema propiamente de prueba ilícita 
-como de alguna manera lo sostiene el señor Ministro Cossío- creo que la 
construcción argumentativa tendría que haber sido otra, pero veo una contradicción 
entre la construcción argumentativa y este primer efecto. 

y segundo, por lo que hace a la legalidad creo también que no se sostiene. Es 
cierto, hemos realizado en muchas ocasiones análisis de legalidad en amparo directo 
en revisión, pero siempre cuando es una consecuencia necesaria , e indefectible del 
análisis de constitucionalidad, no a mayor abundamiento y creo que en este caso , no 
se puede hacer este análisis porque el análisis no deriva de las vulneraciones 
constitucionales, es autónomo y además aquí es algo muy importante . No estamos 
nosotros analizando si la quejosa es culpable o inocente ; consecuentemente , no 
tenemos que anal izar los testimonios. 

Si se vulneró de manera grave la Constitución en su perjuicio - como es el caso 
- se le tiene que otorgar el amparo, pero no analizar los testimonios de las víctimas 
porque en última instancia , el responsable de la vulneración de los derechos 
humanos de Florence Cassez, son las autoridades y no creo que sea el caso de 
analizar los testimonios de las víctimas, con cuyo análisis, quitando todas las 
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vulneraciones constitucionales previas , yo no necesariamente coincidiría en la forma 
en que está estructurado. 

Por último, me parece que es muy importante el precedente en este asunto , que de 
ser otorgado el amparo en cualquier sentido que se otorgue, me parece que viene a 
asentar un precedente más en una larga cadena de precedentes garantistas de esta 
Primera Sala y me parece que es muy oportuno y muy conveniente enviar un 
mensaje contundente desde esta Suprema Corte que no se vale violar los derechos 
humanos, que las autoridades tienen que respetar los derechos humanos de todos , 
porque cuando esta Suprema Corte defiende el derecho humano de alguien , 
estamos defendiendo el derecho humano de todos; debemos -a partir de 
precedentes- buscar la modificación de prácticas policiales, ministeriales, y por 
supuesto , judiciales, y esto es lo que creo que hace relevante el papel de esta 
Suprema Corte más allá del caso concreto y más allá de la situación concreta de la 
persona que estamos hablando. Me parece -reitero- que el precedente de no 
aceptar y no convalidar violaciones a derechos humanos, es de la mayor relevancia . 
En conclusión , señor Presidente , señora y señores Ministros, sostendré el voto que 
emití el veintiuno de marzo, y votaré por el otorgamiento del amparo liso y llano a la 
quejosa, porque -en mi opinión- las violaciones constitucionales son de tal 
gravedad que han generado un efecto corruptor que viola de manera grave la 
presunción de inocencia , la defensa adecuada y que la dejan en un total y absoluto 
estado de indefensión. Gracias Presidente. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea. 
Si ustedes me lo permiten, quisiera exponer mi punto de vista en relación con el 
proyecto que tenemos a discusión. 

Yo quisiera decir -de entrada- que no comparto el proyecto, no estoy de acuerdo 
con la conclusión en la manera en que se plantea, y mi postura es en contra del 
mismo. 

Desde la vez anterior que discutimos este asunto, yo señalé que advertía -
ciertamente- violaciones a derechos constitucionales de la quejosa , y en esta 
ocasión , me limitaré a dar mi postura en relación con algunos puntos de los que toca 
este proyecto . 
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Considero que uno de los derechos que se ponen en análisis, en este caso es el de 
la puesta a disposición sin demora de la persona detenida ante las autoridades 
ministeriales. 

En este caso , el Tribunal Colegiado que resolvió el amparo directo que tenemos en 
revisión , sostuvo que este concepto de la puesta a disposición sin demora, no puede 
medirse en horas y minutos, sino que debe analizarse en cada caso concreto , 
aspecto que yo comparto ; también el Tribunal Colegiado señaló que en el presente 
asunto, esa demora estaba justificada por la circunstancia de que de acuerdo con el 
parte de los elementos captores , señalaron que cuando trasladaban a los detenidos 
ante la autoridad ministerial , le señalaron que había personas privadas de su libertad 
en un inmueble, y por ese motivo, señalan los elementos captores , regresaron a ese 
lugar a tratar de poner a salvo a las víctimas que en ese sitio se encontraban . 

Hasta ese punto, yo estimo que -partiendo de esta versión- está justificada la 
demora en virtud de atender la situación de las víctimas que se encontraban privadas 
ilegalmente de su libertad; sin embargo, como todos sabemos, con posterioridad a la 
liberación de esas víctimas, hubo -por llamarlo de alguna manera y de acuerdo con 
lo que las propias autoridades han reconocido en el caso- hubo, digámoslo así, una 
recreación del operativo por el que se puso en libertad a las víctimas ; hubo una 
escenificación de la manera en cómo los elementos policiales entraron a la finca 
donde se encontraban , y todo esto que se ha dado a llamar en los medios "el 
montaje televisivo", generó a su vez una gran cantidad de material en video y en 
audío. 

La puesta a disposición sin demora -insisto- estaría justificada si , hasta el punto 
en que se logró la liberación de las víctimas, pero el tiempo que transcurrió, a partir 
de que se liberó a las víctimas y que se llevó a cabo esto que se ha dado en 
denominar "montaje", me parece que es una violación injustificada a la puesta a 
disposición sin demora de -en este caso- la quejosa. 

Ahora bien , también la anterior ocasión que discutimos este asunto, yo señalé que 
para mí, estas violaciones no tienen un efecto corruptor genérico en relación con 
todo el material probatorio que existe en la causa ; también precisé que para mí era 
necesaria encontrar una relación de causa-efecto entre la violación detectada y el 
material probatorio al que afecta . 
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En este caso , haciendo una revlslon de todo el material probatorio, porque el 
proyecto así lo propone; es decir, hay un análisis muy detallado de todas las pruebas 
que obran en la causa ; yo advierto que el único punto en el que tiene impacto esa 
violación son las ampliaciones de declaraciones de la víctima menor de edad, de la 
víctima de sexo femenino, en donde señalan expresamente que el medio por el que 
logran identificar a la hoy quejosa y que precisamente llegan a la conclusión de que 
es la misma que estuvo o que tuvo trato con ellos durante su privación ilegal de la 
libertad , era precisamente la quejosa, porque la vieron en las imágenes que se 
trasmitieron por televisión , de lo que se llamó o se ha dado en llamar el montaje. 

Desde mi punto de vista , esto no genera la anulación por completo de esas 
declaraciones, sino solamente el punto en el que determinan que el medio por el que 
fue identificada la hoy quejosa por parte de estas víctimas, insisto , la víctima menor 
de edad y la víctima de sexo femenino , fue por esa trasmisión que vieron por 
televisión y que escucharon la voz , incluso de la hoy quejosa. 

Así es que, partiendo de la base de que sí existió una violación a la puesta a 
disposición sin demora , y esta violación se genera en virtud de lo que se ha dado a 
llamar el montaje televisivo, pues a mí me parece que la línea de causalidad entre 
este montaje ilegal y los medios de prueba que obran en la causa , será 
exclusivamente, insisto , en relación con estas ampliaciones de declaración , y dentro 
de esas declaraciones, exclusivamente en el aspecto en donde manifiestan que 
reconocen a la hoy quejosa por vi rtud de haberla visto en ese material que, insisto , 
deriva de un operativo ilegal. 

Yo considero que el ámbito de conocimiento que tenemos en un amparo directo en 
revisión, está limitado por la propia Ley de Amparo , en su artículo 83 , el segundo 
párrafo de la fracción V, cuando habla de la revisión en amparo directo señala : "La 
materia del recurso se limitará exclusivamente a la decisión de las cuestiones 
propiamente constitucionales, sin poder comprender otras". 

Partiendo de esta base y de cómo se encuentra regulado el recurso , yo obviamente 
estoy en contra, y ni siquiera me pronuncio en relación con el análisis que se hace de 
cuestiones de legalidad en el propio proyecto, que es una segunda parte del mismo; 
desde mi punto de vista , no pOdemos llegar al estudio de esos elementos y mi 
postura , para ser concreto, sería que ante la violación al derecho de puesta a 
disposición sin demora y el impacto que tiene, insisto , sobre tres ampliaciones de 
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declaración a las que me he hecho referencia , es una, la ampliación de declaración 
del menor de dar, me parece que es de quince de febrero de dos mil seis , y hay una 
ampliación posterior del mismo del siete de junio del mismo año, y la ampliación de la 
declaración de la víctima de sexo femenino , que me parece es del catorce de febrero 
de dos mil seis, ese es el vínculo que yo encuentro de causalidad entre la violación 
constitucional detectada y el material probatorio, y ese es el punto en el que yo 
disiento de la interpretación que hizo el tribunal Colegiado respecto de este derecho 
constitucional de puesta a disposición sin demora . 

Así es que, desde mi punto de vista , la conclusión al asunto podría consistir, o desde 
mi punto de vista consiste en que el tribunal Colegiado que resolvió los temas de 
legalidad parta de esta interpretación que se hace de la puesta a disposición sin 
demora que he expresado, que es distinta a la que manejó el Colegiado. 

non base en esta interpretacíón, y partiendo de la base de que el montaje televisivo 
generó una violación a este derecho, valore y analice estas probanzas concretas que 
acabo de señalar, partiendo de la base de la existencia de esta violación 
constitucional. 

Mi punto de diferencia con la postura que expresó hace un momento el señor 
Ministro Cossío Díaz, es que él propone una concesión de amparo para efectos, y 
que el asunto devuelva ya directamente al Tribunal Unitario. Mi postura es distinta. 

Mi postura es: que se devuelva al Tribunal Colegiado y que se señale que esta Sala 
no comparte la interpretación que realizó del artículo 16 en cuanto a la puesta a 
disposición sin demora , y que con base en que sí existió esa violación, analice de 
manera concreta y exclusivamente las ampliaciones de declaraciones a las que he 
hecho referencia , y dentro del contenido de estas declaraciones, exclusivamente el 
aspecto en donde se identifica a la quejosa por haber sido vista en un video 
transmitido por televisión , que deriva -insisto- de un montaje ilegal. 

Así es que ésa sería mi postura . Estoy en contra del proyecto porque no comparto 
muchas de sus consideraciones y la conclusión a la que llego también es distinta a la 
que se propone. Muchas gracias. Señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena , tiene usted la 
palabra. 

SEÑOR MINISTRO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: Gracias Presidente. 
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Toda vez que ésta es la primera ocasión que emito una opinión sobre este asunto en 
particular. me vaya permitir leer la opinión. 

Primeramente; no obstante, que la procedencia del asunto ya fue votado en la sesión 
de fecha veintiuno de marzo de de dos mil doce, quiero iniciar mi intervención 
externando mi opinión sobre la misma. 

Al respecto , se estima que el Amparo Directo en Revisión es procedente , ya que 
como se menciona en el proyecto, de la lectura de la sentencia recurrida , así como 
de los planteamientos expuestos en los agravios, resulta necesario realizar la 
interpretación directa de diversas disposiciones constitucionales, en el orden 
siguiente: 

Primero. Detención con puesta a disposición ministerial inmediata , prevista en el 
artículo 16, párrafos cuarto y quinto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Segundo. Defensa adecuada en su modalidad aplicable a extranjeros sujetos a 
proceso penal bajo asistencia consular, conforme a la garantía de defensa 
consagrada en el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Tercero . Debido proceso y presunción de inocencia, que se desprende de los 
artículos 14, 16, 17, 20 Y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Es importante mencionar al respecto que el proyecto cita como precedentes el 
Amparo Directo en Revisión 2470/2011 ; así como el Amparo Directo en Revisión 
997/2012, en los que ya se abordaron los temas de principio de inmediatez en la 
puesta a disposición ministerial del detenido, debido proceso legal , y prueba ilícita. 
Por lo antes expuesto , considero procedente el Amparo Directo en Revisión. 

Así las cosas, cabe señalar que en esta intervención no abordaré la determinación 
de culpabilidad o inocencia de la recurrente. Únicamente, si a la misma , se le 
respetaron sus derechos fundamentales . 
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De conformidad con lo anterior, es necesario analizar los precedentes 
constitucionales en que esta Primera Sala ha abordado los alcances y 
consecuencias de la detención con puesta a disposición ministerial inmediata , así 
como la prueba ilícita y debido proceso legal. 

En el Ampro Directo en Revisión 2470/2011 , se consideró lo siguiente : Primero. Que 
por cuanto hace al tema en estudio , se deriva el principio de inmediatez, merced al 
cual la persona detenida debe ser presentada ante el Ministerio Público lo antes 
posible , sin dilaciones injustificadas. 

Segundo. Que en relación con lo anterior, no es posible establecer un preciso 
número de horas como regla fija y determinada , pero sí es viable considerar un 
estándar para cada caso , bajo los lineamientos de no dilación injustificada y atender 
las peculiaridades de cada caso en concreto. 

Tercero . Que los motivos razonables para justificar la dilación en la puesta a 
disposición ministerial de la persona detenida, únicamente podían tener origen en 
impedimentos fácticos , reales y comprobables, como pueden ser la distancia y 
tiempo de traslado al sitio de seguridad de la persona detenida , atención médica o 
auxilio en la escena o auxilio en la escena delictiva. 

En el Amparo Directo en Revisión 997/2012 , se determinó lo siguiente : Primero. Que 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación , está en condiciones de verificar si la 
prolongación injustificada de la detención policíaca , sin poner al detenido a 
disposición inmediata de la autoridad , genera la producción e introducción a la 
indagatoria de elementos de prueba que no cumplen con los requisitos de formalidad 
constitucional , y por lo tanto deban declararse ilícitos, o que las diligencias 
pertinentes se hayan rea lizado en condiciones que no permitieron al inculpado hacer 
ejercicio de defensa adecuada. Segundo. Que las violaciones anteriores constituyen 
también trasgresión al debido proceso. 

Por lo expuesto, opino que bajo la definición y alcance del derecho fundamental de 
puestas a disposición ministerial sine mora, se producen consecuencias y 
repercusiones en el proceso penal , que conllevan directamente a la ilicitud de la 
prueba que haya sido generada u obtenida por tal motivo. 
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En el caso concreto , si se tratara únicamente de una puesta a disposición ministeria l 
con dilación , deberían invalidarse las pruebas inva lidadas de aquella, sujeto al 
análisis que se efectuara en la instancia legal competente . 

No obstante lo anterior, en el presente asunto existe una agravante, el montaje , 
montaje que se escenificó cuando la recurrente que horas antes había sido detenida 
en la carretera , fue presentada ante los medios masivos de comunicación y ante las 
víctimas , bajo una puesta en escena en el interior de la casa de seguridad . 

Lo anterior torna más graves las violaciones de los derechos humanos de la 
recurrente , debido a la vulneración de los principios de presunción de inocencia y de 
libertad ; ambos son derechos fundamentales de cará cter sustantivo por ser 
inherentes a la condición humana . 

Cabe señalar que no toda la información ante los medios en forma impresa en audio 
o video, en torno a la búsqueda o a la detención de alguien , con lleva necesariamente 
a la vulneración de sus derechos subjetivos públicos, pues podría ocurrir que se haya 
proporcionado información para la localización de las personas implicadas, o bien , 
lograda la detención en apego a derecho, se difundiera el hecho a manera de noticia . 
De todo lo expuesto, opino que en el caso concreto se afectó el debido proceso legal 
y la obtención de la prueba ilícita , al existir demora en la puesta a disposición 
ministerial , y bajo la agravante del montaje , que deviene de una escena reproducida 
ante los medios masivos de comunicación , con inducción hacia las víctimas y 
testigos de cargo , se vulnera ron los derechos fundamentales de carácter sustantivo , 
presunción de inocencia y libertad . 

Así, considero innecesario rea lizar el estudio de los demás temas que se analizan en 
el proyecto . 

Por consecuencia , debo señalar que donde existe un mal , el derecho debe proveer el 
remedio respectivo , por lo que mi voto es en contra del proyecto , por un amparo liso 
y llano, por la libertad inmediata. Gracias Pres idente. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señora Ministra Sánchez Cordero , tiene usted la 
palabra . 

SEÑORA MINISTRA SÁNCHEZ CORDERO: Muchas gracias señor Presidente . 
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Señores Ministros, habiendo escuchado con suma atención e interés todas y cada 
una de sus intervenciones, me corresponde expresarme respecto al proyecto que he 
sometido a su consideración. 

Como saben, el veintiuno de marzo pasado, compartí la propuesta del señor Ministro 
Arturo Zaldívar, de conceder el amparo liso y llano. Como ustedes se han percatado, 
este proyecto y ya lo señaló el señor Ministro Zaldívar, es deudor en gran medida de 
ese primero. 

Prácticamente las primeras noventa y nueve páginas lo retoman matizado, dice él, 
diferente estructura o destructurizado, pero lo retoma matizado, por lo que agradezco 
al señor Ministro, a su equipo de trabajo, la posibilidad de retomar parte de las 
consideraciones y antecedentes de aquél en este que hoy se está discutiendo. En 
aquella ocasión , ese proyecto no alcanzó la mayoría de votos en el tema de los 
efectos, aunque sí hubo una mayoría muy definida que hizo pronunciamiento 
respecto de la procedencia , la existencia de grave violaciones a los derechos 
fundamentales de la acusada, y reconoció la existencia de estas vio laciones. 

Por esa razón , y como lo señalaba el señor Ministro Cossío , en acatamiento a lo 
dispuesto en el artículo 17, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
me avoque a la elaboración de un nuevo proyecto en el que se considerara las 
exposiciones de los señores Ministros durante esa discusión, pero además, como ya 
lo señalaron ellos , se incluyeron algunas consideraciones personales. Traté de 
construir un proyecto que cumpliera con esa disposición de la Ley Orgánica; es decir, 
con base en las exposiciones de mis compañeros y mi propia convicción. 

Presenté este proyecto sobre criterios con han señalado los Ministros que me 
antecedieron en el uso de la pa labra , ya explorados y definidos en otros casos por 
esta Primera Sala , en cuanto, por ejemplo al principio de presunción de inocencia , y 
cuando éste se ve vulnerado . Así entonces, cuando este principio de presunción de 
inocencia se ve vulnerado, se altera la estructura del Estado en su totalidad , pues la 
misión principal de éste, es brindar seguridad a toda persona. 
Precisamente porque la estructura democrática y constitucional del Estado, descansa 
sobre la base del respeto a los derechos de todas las personas, especialmente en 
este caso , sobre el principio de presunción de inocencia, que no solo es un principio 
general del derecho que ha de informar la actividad judicial , sino que es un derecho 
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una de sus intervenciones, me corresponde expresarme respecto al proyecto que he 
sometido a su consideración. 

Como saben, el veintiuno de marzo pasado, compartí la propuesta del señor Ministro 
Arturo Zaldívar, de conceder el amparo liso y llano. Como ustedes se han percatado, 
este proyecto y ya lo señaló el señor Ministro Zaldívar, es deudor en gran medida de 
ese pnmero. 

Prácticamente las primeras noventa y nueve páginas lo retoman matizado, dice él, 
diferente estructura o destructurizado, pero lo retoma matizado, por lo que agradezco 
al señor Ministro, a su equipo de trabajo , la posibilidad de retomar parte de las 
consideraciones y antecedentes de aquél en este que hoy se está discutiendo. En 
aquella ocasión , ese proyecto no alcanzó la mayoría de votos en el tema de los 
efectos, aunque sí hubo una mayoría muy definida que hizo pronunciamiento 
respecto de la procedencia , la existencia de grave violaciones a los derechos 
fundamentales de la acusada, y reconoció la existencia de estas vio laciones. 
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exposiciones de los señores Ministros durante esa discusión, pero además, como ya 
lo señalaron ellos , se incluyeron algunas consideraciones personales. Traté de 
construir un proyecto que cumpliera con esa disposición de la Ley Orgánica; es decir, 
con base en las exposiciones de mis compañeros y mi propia convicción . 

Presenté este proyecto sobre criterios con han señalado los Ministros que me 
antecedieron en el uso de la palabra , ya explorados y definidos en otros casos por 
esta Primera Sala , en cuanto, por ejemplo al principio de presunción de inocencia , y 
cuando éste se ve vulnerado . Así entonces, cuando este principio de presunción de 
inocencia se ve vulnerado, se altera la estructura del Estado en su totalidad , pues la 
misión principal de éste, es brindar seguridad a toda persona. 
Precisamente porque la estructura democrática y constitucional del Estado, descansa 
sobre la base del respeto a los derechos de todas las personas, especialmente en 
este caso , sobre el principio de presunción de inocencia , que no solo es un principio 
general del derecho que ha de informar la actividad judicial , sino que es un derecho 
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fundamental que vincula a todos los Poderes públicos como lo establece el proyecto 
que está puesto a su consideración. 

No paso por alto también -y hay que decirlo- mi empatia hacía las víctimas a 
quienes manifiesto mi más sincera solidaridad . No puedo dejar de considerar que los 
principales derechos de las víctimas son: el derecho a la verdad y a la justicia. Esto 
que menciono no viene de la resolución de este asunto, no solo se trata de una larga 
tradición jurisprudencial , sino que estos derechos de las víctimas nacieron 
curiosamente el mismo día en que entró en vigor la Reforma Constitucional, que 
consolidó a esta Suprema Corte como Tribunal Constitucional , porque fue a partir de 
la reforma al articulo 21 constitucional que entró en vigor el primero de enero de mil 
novecientos noventa y cinco, que por primera vez en la historia de este pais , se 
legitimó a la víctima para impugnar las determinaciones del Ministerio Público , 
respecto al no ejercicio y al sobreseimiento de la acción penal. 

Con esta reforma , la Suprema Corte legitimó a la víctima para interponer estos 
recursos concretamente el de amparo , y no espero a que el Congreso de la Unión , 
expidiera la reforma al artículo 10, de la Ley de Amparo, que lo hizo hasta el nueve 
de junio del año dos mil , sino que aplicó como era su deber de manera directa la 
Constitución. Más aún, esta Primera Sala ha avanzado de tal forma , que ha otorgado 
jurisprudencia 1m ente la posibilidad de impugnar cualquier decisión relacionada con el 
derecho a la reparación del daño en conexión con los derechos fundamentales de 
debido proceso y acceso a la justicia. 

Puntualmente también el Tribunal Pleno al resolver los asuntos relacionados con el 
fuero militar estableció que no sólo es la víctima o el ofendido por el delito quien 
puede acudir al juicio de amparo, sino que puede hacerlo incluso su familia ; el 
derecho de intervenir en el proceso penal fue igualmente reconocido por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el párrafo doscientos setenta y cinco del 
caso "Rosendo Radilla Pacheco", en donde la Corte Interamericana , cito textual el 
párrafo doscientos setenta y cinco: La Corte destaca que cuando los tribunales 
militares conocen de actos constitutivos de violaciones a derechos humanos en 
contra de civiles ejercen jurisdicción no solamente respecto del imputado, el cual 
necesariamente debe ser una persona con estatus militar en situación de actividad, 
sino también sobre la víctima civil quien tiene derecho a participar en el proceso 
penal no sólo para efectos de la respectiva reparación del daño, sino también para 
hacer efectivos de sus derechos a la verdad y a la justicia. 
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En tal sentido, establece la Corte Interamericana: Las victimas de violaciones a 
derechos humanos y sus familiares tienen derecho a que tales violaciones sean 
conocidas y resueltas por un Tribunal competente, de conformidad con el debido 
proceso y el acceso a la justicia. La importancia -para acabar la cita- del sujeto 
pasivo trasciende la esfera del ámbito militar ya que se encuentran involucrados 
bienes juridicos propios del régimen ordinario. 

Aunado todo lo anterior, si no se respeta, por otra parte , los derechos del inculpado a 
la presunción de inocencia, a la puesta a disposición inmediata a las autoridades 
competentes, al debido proceso, estaríamos como Estado constitucional y 
democrático renunciando a nuestro deber primordial que es precisamente 
conducirnos con estricto apego a los derechos fundamentales de todas las personas. 
No podemos soslayar que este asunto trasciende del ámbito doméstico y que exige 
el cumplimiento del debido proceso legal como la forma más adecuada con que el 
Estado mexicano responde a la vio lación de derechos humanos de toda aquella 
persona que se encuentre en su territorio sujeta a un proceso penal. 

Derivado de las inteNenciones de mis compañeros Ministros y en el ámbito -insisto­
de construir y alcanzar una resolución en este asunto que no deje de resolver con 
claridad la situación jurídica de una persona que está privada de su libertad 
retomaría mi posición original respecto a los efectos y propongo a esta Sala cambiar 
los resolutivos de mi proyecto, si y el Ministro Zaldívar no tiene inconveniente 
reincorporaría las consideraciones que expuso en el inicialmente discutido por lo que 
hace a estos temas tan relevantes de violaciones al derecho de presunción de 
inocencia, al derecho de puesta sin demora , lo que acaba de decir el señor Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena con este agravante como lo hizo en su momento el 
Ministro Zaldívar de la recreación o como se ha venido a llamar "el montaje", desde 
luego también de la asistencia consultar. 

También quiero ser muy precisa en que no se va a hacer ningún pronunciamiento 
sobre la culpabilidad o la inocencia de la quejosa, así entonces Presidente , 
propondría a esta Sala la concesión de un amparo liso y llano, y ordenar de 
inmediato la libertad de la quejosa , con base en las consideraciones del proyecto del 
Ministro Zaldívar, ello atendiendo a la postura que como ponente me corresponde 
pues habiendo una mayoría de cuatro votos en el sentido de amparo, sólo que uno 
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de ellos es para efectos mi deber como ponente es alcanzar una resolución que 
permita que este asunto pueda decidirse. 

y si me permiten , aquí traigo el proyecto del Ministro Zaldívar para hacer la 
propuesta de los puntos resolutivos que él en su proyecto había determinado: 

PRIMERO. SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA. 

SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNiÓN AMPARA Y PROTEGE A Florence Marie 
Lousie Cassez Crepin , EN CONTRA DE LA AUTORIDAD Y EL ACTO 
PRECISADOS EN LOS ANTECEDENTES DE ESTA SENTENCIA. 

TERCERO. A TRAVÉS DEL MEDIO DE COMUNICACiÓN MÁS EFICAZ, 
COMUNíaUESELE A LA AUTORIDAD PENITENCIARIA EL SENTIDO DE ESTE 
FALLO, Y ORDÉNESE LA LIBERTAD ABSOLUTA E INMEDIATA DE Florence 
Marie Lousie Cassez Crepin . 

Y, 

CUATRO. EN CUMPLIMIENTO DE LO ESTABLECIDO EN LA CONVENCiÓN DE 
VIENA, DE RELACIONES CONSULARES, COMUNíaUESELE AL CONSULADO 
DE LA REPÚBLICA FRANCESA EN LA CIUDAD DE MÉXICO, EL SENTIDO DE 
ESTE FALLO. 

NOTIFíaUESE; CON TESTIMONIO DE ESTA EJECUTORIA DEVUÉLVANSE LOS 
AUTOS RELATIVOS AL LUGAR DE ORIGEN Y EN SU OPORTUNIDAD 
ARCHíVESE EL TOCA COMO ASUNTO CONCLUIDO. 

Ésta sería entonces la variación de los puntos resolutivos -señor 
Presidente, señores Ministros- que están a su consideración. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias señora Ministra. Pues ante la nueva 
propuesta que pone a nuestra consideración la señora Ministra Sánchez Cordero , le 
pido señora secretaria, sea tan amable de tomar la votación . 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Presidente . 
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SEÑOR MINISTRO ZALDíVAR LELO DE LARREA: Con el proyecto modificado. 

SEÑOR MINISTRO cossío DíAZ: Yo vaya rei terar la votación que emití el pasado 
veintiuno de marzo de dos mil doce, precisamente con el proyecto del señor Ministro 
Zaldívar. Yo sigo insistiendo en que se dieron violaciones , que estas violaciones son 
graves, que estas violaciones no pueden ser permitidas , pero difiero de los efectos 
que acaba de señalar la señora Min istra . A mi parecer no podemos llegar a esos 
extremos por Tribunal Constitucional que seamos; consecuentemente , voto por el 
amparo , pero no por los efectos . 

SEÑOR MINISTRO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: Con el proyecto modificado. 

SEÑORA MINISTRA SÁNCHEZ CORDERO: Con el proyecto modi ficado. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE pardo rebolledo : En contra del proyecto , por las 
razones que expuse, ya que sin dejar de reconocer que hubo vio laciones, desde mi 
punto de vista no impactan a todo el material probatorio que obra en la causa sino a 
específicos medios de convicción a los que hice referencia . 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro Presidente , le informo que 
hay mayoría de tres votos en favor del proyecto modificado. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN ESA VIRTUD , QUEDA APROBADO EL 
PROYECTO MODIFICADO POR MAYORíA DE TRES VOTOS ; Y EN 
CONSECUENCIA, SE CONCEDE EL AMPARO DE LA JUSTICIA FEDERAL A LA 
QUEJOSA Florence Marie Lousie Cassez Crepin EN CONTRA DE LA 
AUTORIDAD Y EL ACTO PRECISADOS EN LA PROPIA SENTENCIA; Y EN 
CONSECUENCIA, SE INSTRUYE A LA SECRETARíA DE ACUERDOS DE ESTA 
PRIMERA SALA PARA QUE NOTIFIQUE POR LOS MEDIOS MÁS EFICACES Y 
EXPEDITOS A LAS AUTORIDADES CORRESPONDIENTES QUE SE PONGA EN 
INMEDIATA Y ABSOLUTA LIBERTAD A Florence Marie Lousie Cassez Crepin . 

Se decreta un receso de cinco minutos. 
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